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S U M A R I O
Se reanuda la sesión a las nueve y cinco minutos de

la mañana.
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Enmiendas del Senado . . . . . . . . . . . . . . . .
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Proyecto de ley sobre consolidación y ra-
cionalización del sistema de la Seguri-
dad Social . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En turno de fijación de posiciones intervienen los se-
ñores Vázquez Vázquez (don Guillerme), del
Grupo Parlamentario Mixto; Gómez Rodríguez,
del Grupo Parlamentario de Coalición Canaria; la se-
ñora Aguirre Uribe, Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV); y los señores Homs i Ferret, del Grupo
Parlamentario Catalán (Convergència i Unió); Va-
quero del Pozo, del Grupo Parlamentario Federal
de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya; Cercas
Alonso, del Grupo Parlamentario Socialista, y
Camps i Devesa, del Grupo Parlamentario Popular. 

Página

Proyecto de ley reguladora de las emi-
siones y retransmisiones de competi-
ciones y acontecimientos deportivos . .

Para fijación de posiciones, hacen uso de la palabra
los señores Rivero Baute, del Grupo Parlamenta-
rio de Coalición Canaria; González de Txabarri
Miranda, Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV),
y López de Lerma i López, del Grupo Parlamen-
tario Catalán (Convergència i Unió); la señora Sa-
banés Nadal, del Grupo Parlamentario Federal de
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya; y los se-
ñores Nieto González, del Grupo Parlamentario
Socialista, y Fernández de Troconiz Marcos, del
Grupo Parlamentario Popular. 
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Proposición de ley de ordenación del
sector pesquero de altura al fresco. . . .

Para fijación de posiciones intervienen los señores
Vázquez Vázquez (don Guillerme), del Grupo
Parlamentario Mixto, y Mardones Sevilla, del
Grupo Parlamentario de Coalición Canaria; las se-
ñoras Aguirre Uribe, Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV), y Solsona i Piñol, del Grupo Parla-
mentario Catalán (Convergència i Unió); y los se-
ñores Centella Gómez, del Grupo Parlamentario
Federal de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalun-

ya; Blanco López, del Grupo Parlamentario Socia-
lista, y Mantilla Rodríguez, del Grupo Parlamen-
tario Popular. 

Concluida la fijación de posiciones en torno a las en-
miendas del Senado a los proyectos de ley reseña-
dos, se procede a la votación de los mismos. 

Sometida a votación la enmienda al proyecto de ley
sobre consolidación y racionalización del sistema
de Seguridad Social, es aprobada por 333 votos a
favor y dos abstenciones. 

En relación con el proyecto de ley reguladora de las
emisiones y transmisiones de competiciones y
acontecimientos deportivos, se somete a votación,
en primer lugar, la enmienda al artículo 5 apartado
4, que es aprobada por 196 votos a favor, 133 en
contra y siete abstenciones. 

Sometida a votación la enmienda a la disposición
transitoria, es aprobada por 179 votos a favor, 131
en contra y 25 abstenciones. 

Sometida a votación la enmienda a la disposición
adicional y la relativa al artículo 4 apartado 5, son
aprobadas por 336 votos a favor. 

Sometida a votación la enmienda al artículo 4, apar-
tado 1, es aprobada por 201 votos a favor y 134
abstenciones. 

Finalmente, sometidas a votación las restantes en-
miendas del Senado a este proyecto de ley, son
aprobadas por 179 votos a favor y 156 en contra. 

Sometidas a votación las enmiendas del Senado en
relación con la proposición de ley de ordenación del
sector pesquero de altura al fresco, son aprobadas
por 334 votos a favor y dos abstenciones. 
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Dictámenes de comisiones sobre iniciati-
vas legislativas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
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Proyecto de ley orgánica de reforma de
la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio,
del Poder Judicial . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En defensa de las enmiendas mantenidas a este dicta-
men intervienen los señores Mardones Sevilla, del
Grupo Parlamentario de Coalición Canaria; Caste-
llano Cardalliaguet, del Grupo Parlamentario Fe-
deral de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya,
y Jover Presa, del Grupo Parlamentario Socialista. 

Para fijación de posiciones intervienen la señora Uría
Echevarría, del Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-
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PNV); y los señores Silva Sánchez, del Grupo Par-
lamentario Catalán (Convergència i Unió), y Olle-
ro Tassara, del Grupo Parlamentario Popular. 
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Proyecto de ley del Gobierno . . . . . . . . . . .

El señor Ministro de Administraciones Públicas
(Rajoy Brey), señala que no se produjo en su día
un debate de totalidad en torno a este proyecto de
ley al no haber sido presentada ninguna enmienda
en tal sentido, por lo que va a exponer en este mo-
mento algunos de los aspectos fundamentales del
proyecto. 
Se trata, en primer lugar, de cubrir una laguna legal
en nuestro ordenamiento, dotando a un órgano
fundamental como es el Gobierno de una regula-
ción unificada y coherente de conformidad con los
principios y exigencias constitucionales, en especial
las derivadas del Título IV. El proyecto se inscribe,
por otra parte, en el marco de la necesaria reestruc-
turación y modernización institucional del comple-
jo Gobierno-Administración, que comenzó con la
reciente Ley 6/1997, de 14 de abril. Destaca el inte-
rés del Gobierno en que el proyecto de ley alcanzase
el mayor grado de consenso posible, calificando de
razonable el grado de acuerdo logrado en Comisión. 
Respecto al contenido básico del proyecto resalta su
brevedad frente a textos anteriores, ya que han op-
tado por una ley de mínimos cuyo objetivo es dar
respuesta a las cuestiones que plantea la Constitu-
ción, sin encorsetar el libre desenvolvimiento de la
institución. Considera que se trata de una regula-
ción clara y sencilla que al mismo tiempo dota de
la necesaria estabilidad a un órgano de tanta im-
portancia como el Gobierno, dejándose al desarro-
llo reglamentario la precisión de cuestiones de deta-
lle. El proyecto de ley pretende resolver, por otra
parte, la actual confusión entre los conceptos de
Gobierno y Consejo de Ministros y clarificar y orde-
nar la proliferación de órganos existentes en torno
al Gobierno, fijando claramente cuáles son los ór-
ganos que con carácter unipersonal o colegiado for-
man parte del Gobierno. 
En cuanto a la existencia o no de actos ajenos a
cualquier control jurídico, tema ciertamente polémi-
co y que a menudo se ha suscitado en la doctrina, el
proyecto de ley lo resuelve previendo, por una parte,
el control político pleno de las Cortes Generales so-
bre la actuación del Gobierno y, por otra, el control
jurisdiccional por parte de la jurisdicción contencio-
so-administrativa y del Tribunal Constitucional, de
manera que toda la actividad gubernamental no
pueda quedar nunca al margen del derecho. 

Alude finalmente a la composición del Gobierno y
al estatuto de sus miembros, la delegación de com-
petencias y la regulación del Gobierno en funcio-
nes, expresando su seguridad en que la nueva ley
contará con el respaldo mayoritario del conjunto de
la Cámara. 

En defensa de las enmiendas mantenidas al dictamen
intervienen el señor Mardones Sevilla, del Grupo
Parlamentario de Coalición Canaria; la señora Uría
Echevarría, del Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-
PNV), y los señores Alcaraz Ramos, del Grupo
Parlamentario Federal de Izquierda Unida-Iniciati-
va per Catalunya, y Suárez Pertierra, del Grupo
Parlamentario Socialista. 

Para fijación de posiciones intervienen los señores
Silva Sánchez, del Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió), y López Medel, del Grupo
Parlamentario Popular. 

Se procede a las votaciones de las enmiendas mante-
nidas por los Grupos Parlamentarios de Coalición
Canaria, Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya
y Socialista al proyecto de ley orgánica de reforma
de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder
Judicial, rechazándose todas ellas. 

Sometido a votación el texto del dictamen, es aproba-
do por 185 votos a favor, 20 en contra y 127 abs-
tenciones. 

Página

Votación de conjunto . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Página

Del proyecto de ley orgánica de reforma
de la Ley 6/1985, del Poder Judicial . . .

Realizada la votación de conjunto, es aprobado el
proyecto de ley orgánica por 180 votos a favor, 20
en contra y 133 abstenciones. 

Página

Proyecto de ley del Gobierno. (Continua-
ción) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Se procede a las votaciones correspondientes a las en-
miendas mantenidas por los Grupos de Coalición
Canaria, Vasco (PNV), Izquierda Unida-Iniciativa
per Catalunya y Socialista, siendo rechazadas todas
ellas. 

Sometido a votación el texto del dictamen correspon-
diente a los artículos 1, 7, 8. 2, 9. 2, 12. 1, 15. 4, 17
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a 20 y 22 a 25, son aprobados por 313 votos a favor
y 20 abstenciones. 

Sometido a votación el texto del dictamen correspon-
diente al artículo 26, es aprobado por 180 votos a
favor, 131 en contra y 21 abstenciones. 

Sometido a votación el resto del dictamen, es aproba-
do por 310 votos a favor, dos en contra y 21 absten-
ciones. 
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Tramitación directa y en lectura única
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Presenta los proyectos de ley, en nombre del Gobierno,
el señor Ministro de Administraciones Públicas
(Rajoy Brey), manifestando que todos ellos traen
por causa el acuerdo del Consejo de Política Fiscal
y Financiera de las comunidades autónomas, de 23
de septiembre de 1996, en el que se estableció como
elemento básico del modelo de financiación auto-
nómica para el quinquenio 1997-2001 la efectiva
implantación del principio de corresponsabilidad
fiscal. Con ello se pretende potenciar el grado de au-
tonomía financiera y por ende la capacidad de cada
comunidad autónoma para obtener en su ámbito
territorial los recursos necesarios para financiar
sus gastos, siendo corresponsables entre sí y con la
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Administración del Estado no sólo en materia de
ingresos, sino también en materia de gastos. 
Para materializar el principio de corresponsabilidad
fiscal efectiva el modelo aprobado ha optado por la
cesión de tributos del Estado a las comunidades
autónomas, mecanismo expresamente previsto en
el artículo 157. 1 de la Constitución y con desarro-
llo orgánico en los artículos 10 y 11 de la Lofca. 
Menciona las modificaciones legales que ha sido
preciso realizar al efecto, agregando que, según lo
dispuesto en el artículo 10. 2 de la Lofca, la cesión
de tributos sólo tiene lugar en virtud de precepto
expreso del estatuto de autonomía correspondien-
te, estableciéndose además que el alcance y condi-
ciones de la cesión han de fijarse en una ley espe-
cífica para cada comunidad autónoma. En
consecuencia, para que el nuevo régimen de la ce-
sión de tributos del Estado a las comunidades au-
tónomas pueda ser aplicable, es preciso modificar
los distintos estatutos autonómicos a fin de que
éstos contemplen la cesión parcial del IRPF, así
como aprobar leyes específicas que remitan el al-
cance y condiciones de la cesión a lo previsto en la
Ley 14/1996, de 30 de diciembre. Ambas actuacio-
nes requieren el acuerdo previo de la respectiva co-
misión mixta Estado-Comunidad Autónoma,
acuerdo que se ha alcanzado en el seno de todas
las comisiones mixtas de las comunidades autó-
nomas de régimen común, excepto en las de Anda-
lucía, Extremadura y Castilla-La Mancha, acuer-
dos cuya incorporación a una ley formal se
plasman en los proyectos de ley sometidos hoy a la
Cámara con un contenido idéntico para todos
ellos, y para los que solicita el voto favorable de
SS. SS. 

En turno de fijación de posiciones, intervienen los se-
ñores Vázquez Vázquez (don Guillerme), del
Grupo Mixto; Gómez Rodríguez, del Grupo Par-
lamentario de Coalición Canaria; Homs i Ferret,
del Grupo Catalán (Convergència i Unió); Ríos
Martínez, de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata-
lunya; Zabalía Lezamiz, del Grupo Vasco (PNV);
Eguiagaray Ucelay, del Grupo Parlamentario So-
cialista, y Martínez-Pujalte López, del Grupo
Parlamentario Popular. 

Se suspende la sesión a las dos y cuarenta minutos de
la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro y cinco minutos de
la tarde.
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ción Tributaria . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Presenta el dictamen de la Comisión de Investigación
el señor Zabalía Lezamiz, Presidente de dicha Co-
misión. Expone que los hechos puestos de mani-
fiesto públicamente el 14 de enero de 1997 por el se-
cretario de Estado de Hacienda en rueda de prensa
produjeron un estado de alarma en la sociedad, del
que este Parlamento no podía sustraerse y motivó
que el Pleno del Congreso de los Diputados, en su
sesión del día 12 de febrero de 1997, acordara crear
una Comisión de Investigación, Comisión que se
creó el 23 de ese mismo més, fijándose un plazo de
dos meses desde su constitución, siendo necesarias
sucesivas ampliaciones.
Recuerda a la Cámara que el objeto de la Comisión
por mandato del Parlamento era esclarecer y deter-
minar los hechos denunciados por el Gobierno, con
el fin de extraer las conclusiones oportunas y seña-
lar las presuntas responsabilidades políticas que
pudieran derivarse; estudiar y proponer las medidas
necesarias que impidieran que se produjeran he-
chos como los denunciados, y sugerir las reformas
que contribuyeran a mejorar el funcionamiento y
transparencia de la Administración tributaria, evi-
tando discrecionalidades. Por lo tanto, las conclu-
siones tenían que estar relacionadas con los hechos
puestos de manifiesto por el secretario de Estado de
Hacienda.
A continuación hace una síntesis de las vicisitudes
por las que ha atravesado la Comisión de Investiga-
ción y pasa a centrarse en el objeto concreto de la
misma. Manifiesta que del análisis de la documen-
tación y de la información proporcionada por los
comparecientes se desprende que la deuda afectada
por la prescripción se cifra en 201.329 millones de
pesetas, la mayor parte centrada en las oficinas na-
cionales de Inspección de Madrid y Cataluña, alre-
dedor de 157.000 millones, y el resto en las delega-
ciones de estos mismos territorios, cifra que se
elevaría en 22.000 millones de pesetas más.
Analizando las resoluciones y sentencias a favor y
en contra del criterio mantenido por la Agencia, la
Comisión constata la existencia de nueve senten-
cias de los tribunales de Justicia a favor de la tesis
de Hacienda y quince en contra, en el período de di-
ciembre de 1992 a julio de 1996. A ello hay que
añadir las sentencias dictadas en contra por la Au-
diencia Nacional en 1994 y 1996 y, fundamental-
mente, la decisiva sentencia del Tribunal Supremo
de 28 de febrero de 1996, en contra del criterio
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mantenido por la Agencia Estatal de Administra-
ción Tributaria y que es el único pronunciamiento
existente del alto tribunal.
Resalta otros aspectos analizados por la Comisión
como el origen y fundamento del contencioso rela-
cionado con la redacción del artículo 31, apartados
3 y 4, del Reglamento general de la Inspección de
los Tributos que se publicó en el año 1986; los con-
troles financieros y auditorías; las medidas adopta-
das por la Agencia Estatal de Administración Tribu-
taria a raíz de la sentencia de la Audiencia
Nacional de 22 de noviembre de 1994, así como
otras cuestiones relacionadas con los expedientes
denominados de primas únicas y el traspaso de po-
deres que se llevó a cabo con motivo del cambio de
gobierno y que quedó recogido en un documento
denominado “Organización, medios y asuntos pen-
dientes”.
Pasa a continuación a exponer las conclusiones,
que han sido agrupadas en dos partes: por un lado,
aquellas que hacen referencia a los hechos consta-
tados y, por otro, las que pueden considerarse como
aportación para mejorar el funcionamiento de la
Hacienda pública y de su ordenamiento jurídico en
el futuro.
Hace algunas precisiones sobre los votos particula-
res presentados y termina su intervención poniendo
de manifiesto que, al margen de las expectativas
que muchos habían puesto en las conclusiones de
esta investigación, sin tener en cuenta cuál era el
objeto de la Comisión, al margen de posiciones po-
líticas partidistas, la Comisión ha cumplido con el
mandato de la Cámara, y agradece a todos su tra-
bajo y dedicación.

En turno a favor de los votos particulares presenta-
dos, intervienen los señores Saura Laporta, del
Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida-
Iniciativa per Catalunya, y Leguina Herrán, del
Grupo Parlamentario Socialista.

En turno de fijación de posiciones intervienen el se-
ñor Gómez Rodríguez, del Grupo Parlamentario
de Coalición Canaria; la señora Uría Echevarría,
del Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV); y los
señores Homs i Ferret, del Grupo Parlamentario
Catalán (Convergència i Unió), y Del Burgo Taja-
dura, del Grupo Parlamentario Popular.

Se procede a las votaciones de las enmiendas presen-
tadas a los diferentes proyectos de ley de modifica-
ción del régimen de cesión de tributos del Estado a
diversas comunidades autónomas, así como a las
votaciones de los correspondientes proyectos de ley.

A continuación se procede a las votaciones de los vo-
tos particulares y propuestas de resolución, así co-

mo a las votaciones relativas al dictamen de la Co-
misiónn de Investigación sobre tramitación de ex-
pedientes en la Agencia Estatal de Administración
Tributaria.

Se levanta la sesión a las seis y treinta minutos de la
tarde.

Se reanuda la sesión a las nueve y cinco minutos
de la mañana.

ENMIENDAS DEL SENADO:

— PROYECTO DE LEY SOBRE CONSOLIDACIÓN
Y RACIONALIZACIÓN DEL SISTEMA DE LA
SEGURIDAD SOCIAL (Número de expediente
121/000024)

El señor PRESIDENTE: Se reanuda la sesión. 
Punto IX del orden del día: enmiendas del Senado. 
Antes de comenzar el debate sobre las enmiendas

del Senado al proyecto de ley sobre consolidación y ra-
cionalización del sistema de la Seguridad Social, quie-
ro anunciar a la Cámara que las votaciones correspon-
dientes al punto IX del orden del día, es decir, a los
tres proyectos de ley que nos ha remitido el Senado, se
producirán acumuladamente al final del debate de los
tres proyectos de ley. En consecuencia, no se van a
producir votaciones con carácter inmediato. 

Debate sobre el proyecto de ley sobre consolidación
y racionalización del sistema de la Seguridad Social.
El Senado ha introducido en el texto una enmienda re-
lativa a la disposición adicional primera. 

¿Grupos parlamentarios que deseen intervenir?
(Pausa.)

En primer lugar, por el Grupo Parlamentario Mixto
tiene la palabra el señor Vázquez. 

El señor VÁZQUEZ VÁZQUEZ (don Guillerme):
La posición del Bloque Nacionalista Galego, contraria
al proyecto de ley de consolidación y racionalización
del sistema de la Seguridad Social, es conocida y fue
expuesta con motivo de los debates que anteriormente
tuvieron lugar en esta Cámara. 

El texto que remite el Senado no varía en nada del
salido del Congreso, excepto en el plazo en el que el
Gobierno debe remitir a la Comisión de Trabajo y Se-
guridad Social el estudio técnico y económico sobre el
régimen especial de trabajadores autónomos, que se
reduce de doce a ocho meses, lo que parece natural en
función del tiempo transcurrido desde que se iniciaron
las discusiones sobre este tema. Por tanto, es normal
que el Bloque Nacionalista Galego siga manteniendo
su voto negativo a este proyecto de ley porque consa-
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gra una reforma que supone un recorte en la cuantía
de la mayoría de las futuras pensiones al reducir las de
aquellas personas que coticen menos de veinticinco
años a la Seguridad Social y aumentar de ocho a quin-
ce los años a considerar para efectuar el cálculo de la
base reguladora. Además, propone medidas para favo-
recer la permanencia en el puesto de trabajo de las
personas mayores de sesenta y cinco años, lo que entra
en contradicción con facilitar la incorporación al tra-
bajo de las personas jóvenes. Una reforma que no
aborda cuestiones importantes, como la mejora de la
gestión, la mejora de los mecanismos de recaudación,
la lucha contra la economía sumergida o la lucha con-
tra el fraude y la morosidad; que aplaza al año 2000 la
separación de las fuentes de financiación entre el siste-
ma contributivo y el no contributivo para poder cum-
plir los objetivos de Maastricht, o que deja en el aire la
constitución de los fondos de reserva. 

El Bloque Nacionalista Galego considera que esta
política es negativa para la mayoría de la población, es
una política que se enmarca dentro de la filosofía ins-
pirada por los acuerdos de Maastricht y, en general,
dentro de la política del ultraliberalismo; que pretende
ir disminuyendo el papel del Estado como garante de
una cierta redistribución de la riqueza a través de los
sistemas sociales públicos; que pretende que la inicia-
tiva privada tenga cada vez un mayor papel en las
prestaciones sociales, y de ello además obtenga benefi-
cios. 

Con esta política el Gobierno profundiza la puesta
en marcha de un sistema de pensiones dual por el
que el Estado garantizará a la mayoría de los ciuda-
danos unas pensiones cada vez menores; pensiones
que, sin embargo, los sectores sociales más favoreci-
dos verán complementadas o garantizadas, eso desde
luego si no hay quiebras en el sistema privado, a tra-
vés de los fondos de pensiones, fondos a los que no
pueden hacer frente los ciudadanos con rentas más
bajas. 

Además, es curioso que esta reforma se hace en un
contexto en el que constantemente se afirma que la
economía va bien. En esta situación económica que,
desde el punto de vista del Gobierno, incluso desde el
punto de vista de algunos partidos de la oposición, es
muy buena y va a dar lugar, al parecer, a la creación de
más y mejor empleo, parece contradictorio que las
prestaciones sociales, en este caso las pensiones, no
sólo no se puedan mejorar sino que sufrirán una mer-
ma en el futuro. 

El Bloque Nacionalista Galego cree que es una re-
forma que perjudica a la mayoría social y por tanto va-
mos a mantener nuestro voto negativo. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Vázquez. 
Por el Grupo de Coalición Canaria, tiene la palabra

el señor Gómez Rodríguez. 

El señor GÓMEZ RODRÍGUEZ: Muchas gracias,
señor Presidente. 

Intervengo brevemente para expresar la posición de
nuestro grupo, Coalición Canaria, en relación con la
enmienda introducida por el Senado. Votaremos a fa-
vor de ella porque somos conscientes de que se trata
de una ley que marca un hito dentro de las normas
promulgadas para el estado del bienestar; estado del
bienestar que inicia un paso importante con la pro-
mulgación de la Constitución de 1978 y leyes como la
Ley de Sanidad, la Ley de Seguridad Social y, sobre to-
do, aquella reunión importantísima que se llamó el
Pacto de Toledo, que también marcó un hito histórico
en el estado del bienestar. 

Pues bien, señor Presidente, señorías, nosotros con-
sideramos que esta ley marca la primera posición de
derecho positivo relacionada con el referido Pacto de
Toledo, pero no es un desiderátum en técnica legislati-
va, se vuelve a incidir en la cuestión de la cláusula de-
rogatoria general. En la próxima promulgación —es-
peramos que sea así— del estatuto del contribuyente,
se incluirá —me parece que será en el artículo segun-
do— una norma específica que impedirá que las cláu-
sulas derogatorias sean genéricas, sino que se convier-
tan en específicas en relación con las disposiciones
que concretamente se derogan. Eso se hace porque
tanto desde los ministerios como desde el Gobierno,
desde las Cortes y desde las comunidades autónomas
se está produciendo una verdadera inflación legislati-
va. 

Por otro lado, nuestro grupo presentó una enmienda
por la que proponíamos una redacción más clara, más
paladina del artículo 5º, para que la entendiese el ciu-
dadano en general, y sobre todo el destinatario de la
ley: el pensionista. Nos parecía que la redacción del
texto legal no concurría con esa circunstancia de clari-
dad. Inclusive proponíamos la supresión de la célebre
fórmula matemática, incomprensible para muchos
pensionistas, con aquellos números de 180, doscientos
y pico, etcétera. Nosotros hicimos esa enmienda, se
nos rectificó, aceptamos la rectificación en su momen-
to, pero no aparece ni en el texto de la Comisión ni en
el texto del Pleno Congreso. Como decimos en mi tie-
rra, aquella enmienda era para nosotros una especie
de carro de ilusiones, porque comentamos su conteni-
do con juristas, con matemáticos, con expertos en ma-
teria social, etcétera, y, sin embargo, vimos que no se
trató en la Comisión y en el Pleno del Senado, y ahora
tampoco aparece hoy aquí. Ese carro de ilusiones me
hace recordar aquella canción de Dónde estará mi ca-
rro, pero la verdad es que si pongo en un platillo de la
balanza los defectos formales de la ley y en el otro las
virtudes de fondo, tengo que decir que es más impor-
tante el hecho de que se declare la valorización de la
pensión conforme al IPC y que se haya marcado un ca-
mino para la separación de las fuentes de financiación,
además de otras ventajas, que son conquistas sociales
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importantes, como la ampliación del plazo para la ba-
se reguladora. Por ello, consideramos que es mejor
cantar el Himno a la alegría, porque con esta ley, que
hoy ya tiene su trámite final, se dará paso a una nueva
etapa legislativa del estado del bienestar. 

En este orden de cosas, tendría que recordar los es-
fuerzos de la anterior Administración, como los de la
actual, para conseguir estos efectos beneficiosos para
los ciudadanos españoles y para los pensionistas en ge-
neral. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Gó-
mez. 

Por el Grupo Parlamentario Vasco PNV, tiene la pa-
labra la señora Aguirre. 

La señora AGUIRRE URIBE: Muchas gracias, se-
ñor Presidente. 

Intervengo para anunciar, en nombre de mi grupo,
que votaremos favorablemente la enmienda que ha si-
do introducida en el texto del proyecto de ley en el trá-
mite del Senado. No puede ser de otra manera porque
es una enmienda presentada por los nacionalistas vas-
cos, y además fue comprometida por nuestro grupo en
esta Cámara en relación con una proposición no de ley
que presentó el Grupo Socialista. 

Nuestro grupo es consciente de que la Seguridad So-
cial tiene la obligación de adaptarse a los tiempos ac-
tuales, a las situaciones económicas y sociales nuevas,
pero este proyecto de ley tiene muchas sombras, y ya
lo indicamos en el trámite de esta Cámara, tanto en el
debate de Comisión como en el de Pleno. 

Es de sobra conocido, señorías, que, para nuestro
grupo, el reparto competencial en materia de Seguri-
dad Social entre el Estado y las comunidades autóno-
mas con competencias en la materia es trascendental.
Pretendimos en esta Cámara, sin ningún éxito, que la
exposición de motivos del proyecto de ley incluyera el
compromiso de abordar de manera inmediata la arti-
culación del resto de las recomendaciones del Pacto de
Toledo. Nuestro grupo se refería, sobre todo, a la reco-
mendación séptima y a la decimotercera, que hablan
de la integración y de la mejora de la gestión, pero, co-
mo decía, no tuvimos ningún éxito en esta Cámara, ni
tampoco lo ha tenido nuestro grupo de senadores na-
cionalistas vascos en el Senado. Sólo solicitábamos,
señorías, algo tan simple y tan legal como que se eje-
cuten títulos competenciales, pero no lo hemos conse-
guido. 

Quiero recordar en esta Cámara que el artículo 149.
17 de la Constitución Española atribuye al Estado la
competencia de dictar la legislación básica en materia
de Seguridad Social, pero nuestro estatuto de autono-
mía, el Estatuto de Guernica del País Vasco, atribuye a
la Comunidad Autónoma vasca el desarrollo legislativo
y la ejecución de la legislación básica del Estado en

materia de Seguridad Social. Quiero insistir, señorías,
en que nuestro grupo, el Partido Nacionalista Vasco,
no pretende romper absolutamente nada. Queremos
reforzar los vínculos de solidaridad —deseo dejarlo
muy claro— que diseñan los artículos 41 y 50 de la
Constitución Española. Al hilo de estos dos artículos
presentamos algunas enmiendas, que tampoco fueron
aceptadas, porque lo que pretendía nuestro grupo es
mejorar la situación de las personas y de los grupos
más desfavorecidos en el Estado español, pero tendre-
mos que esperar otra ocasión ya que ésta al parecer no
ha sido la propicia. 

Termino diciendo que apoyaremos la enmienda in-
troducida en el trámite del Senado a este texto del pro-
yecto de ley sobre consolidación y racionalización del
sistema de Seguridad Social. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Aguirre. 
Por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i

Unió), tiene la palabra el señor Homs. 

El señor HOMS I FERRET: Gracias, señor Presi-
dente. 

Muy brevemente, para apoyar las enmiendas que
nos propone el Senado, que se derivaron de acuerdos o
puntos de encuentro, pero no adecuadamente redacta-
dos en la tramitación de este proyecto de ley en el Con-
greso, y ahora nos vienen del Senado modificados. 

Mi grupo quisiera transmitir simplemente a la Cáma-
ra que coincidimos con los argumentos expuestos por
la portavoz de Grupo Parlamentario Vasco y habríamos
deseado que en el Senado se hubieran encontrado re-
dacciones acordes con los planteamientos que ha ex-
puesto la portavoz de ese grupo parlamentario. 

También habríamos deseado que en el Senado, co-
mo propusimos en el Congreso, se hubieran logrado
encuentros con algunas de las enmiendas que pre-
senta el Partido Socialista, algunas de ellas pura-
mente conceptuales, para mejor encajar el espíritu
del Pacto de Toledo en esta ley. No ha sido posible o,
por lo visto, no se han encontrado estas redacciones
satisfactorias, y lo lamentamos. Habríamos deseado,
igualmente, que se hubieran matizado algunas re-
dacciones, incluso mejorado técnicamente la redac-
ción gramatical en algunos de los artículos. Ya lo di-
jimos así en el trámite del Congreso de los Diputados
y animábamos a los grupos Popular y Socialista a
que encontraran esas redacciones más acordes con
el espíritu de estas enmiendas, que querían simple-
mente recoger una mayor fiabilidad en el texto del
espíritu del Pacto de Toledo. Esto no ha sido posible
y lo lamentamos. 

En cuanto a las enmiendas que nos proponen, no te-
nemos nada que objetar y las vamos a votar favorable-
mente. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 
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El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor
Homs. 

Por el Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-Ini-
ciativa per Catalunya, tiene la palabra el señor Vaque-
ro. 

El señor VAQUERO DEL POZO: Señorías, por par-
te de Izquierda Unida Iniciativa per Catalunya no tene-
mos ninguna objeción a la enmienda concreta que se
ha aportado desde el Senado. Sin duda alguna es bue-
no recortar el plazo que se le otorga al Gobierno para
que presente un estudio sobre el régimen de autóno-
mos. 

Más allá de esta enmienda subsisten todos los moti-
vos en función de los cuales nuestro grupo ya manifes-
tó en su día su oposición frontal a esta reforma de las
pensiones, porque con esta ley va a propiciarse un re-
corte, gradualmente aplicable, cierto e importante de
las pensiones de los trabajadores en activo actualmen-
te. 

No se han aceptado las enmiendas de supresión de
los artículos 4º y 6º que presentó Izquierda Unida; ni si-
quiera las alternativas que de forma pragmática pre-
sentamos para que al menos los quince años en los que
se amplía el número de años para fijar el cálculo de la
base reguladora de las pensiones los puedan elegir los
propios trabajadores, y así beneficiarse y evitar los per-
juicios que va a traer esta medida; ni tampoco la en-
mienda alternativa a nosotros mismos que planteába-
mos a la otra medida, que va a ser acumulable a la
primera antes citada y que recorta la cuantía concreta
de las pensiones. En ella proponíamos que se garanti-
zase, al menos, el salario mínimo interprofesional. No
se han aceptado estas enmiendas modestas, pragmáti-
cas y, por tanto, subsiste el motivo por el que va haber
un recorte de las cuantías futuras. 

Nosotros quisiéramos decir que esto va a suponer,
de alguna forma, que haya dos elementos de cambio
sustantivo en el modelo actual del sistema público de
pensiones. Por un lado, en el mercado de trabajo pri-
mario, es decir, en el de los trabajadores fijos con un
cierto poder adquisitivo de sus salarios. Para aquellos
que tengan un salario suficiente, este recorte de la
cuantía de la pensión futura va a significar una ten-
dencia inevitable a que tengan que complementar con
las pensiones privadas, con los aseguramientos de vida
privados, futuras pensiones insuficientes para mante-
ner mínimamente su nivel de vida. Esto va unido a la
reforma para mejorar las condiciones en las que se
puedan ir percibiendo los sistemas complementarios
privados. 

No cabe duda que, más allá de que estas reformas
de los sistemas complementarios privados de pensio-
nes sean más o menos profundas, la reducción de la
cuantía de la pensión pública va a significar un incre-
mento de la tendencia a ir suscribiendo pensiones
complementarias futuras, va a significar una despubli-

ficación parcial del sistema público de pensiones ac-
tuales, una tendencia a esa cierta despublificación y,
por tanto, ir cambiando el acento del sistema, incre-
mentándose cada vez más un sistema mixto en el que
lo privado va a ser más regla que antes y lo público
más excepción que antes, por decirlo de alguna forma. 

La segunda tendencia que va a propiciar este recorte
de las pensiones es que en el mercado secundario de
trabajo, como eufemísticamente dicen los técnicos de
esta materia, es decir, en aquellos trabajadores que es-
tán en situación de precario, que combinan la situa-
ción de desempleo con la de contratos precarios, esto
va a significar una asistencialización de las pensiones.
Va a haber un número creciente importante de pensio-
nes que no van a llegar a cubrir los requisitos para op-
tar a una pensión del sistema público de las contributi-
vas, que van a verse afectados por esta situación y van
a tener que acogerse a pensiones no contributivas. En
este caso va a haber una cierta asistencialización del
sistema en una cuantía que estaremos muy atentos en
el futuro para ver la incidencia e importancia que van
a tener estos dos fenómenos: el de la despublificación
parcial del sistema y el de la asistencialización por la
vía del recorte de las pensiones. 

Todo esto coincide con la tendencia y la teoría del
marco de la derecha que está en el Gobierno. La dere-
cha pretende un estado mínimo y va consiguiéndolo
en base a los recortes de los gastos públicos, pero tam-
bién en base al cambio de la naturaleza del sistema
público de pensiones, del gasto social, es decir, a través
de estas pensiones miniatura que se van a ir propician-
do y que en esta ley tienen un primer paso crucial y
definitivo. 

Con ser importante esto, complementario a esta
cuestión (no se puede separar del resto de las cuestio-
nes de la ley) está algo que, por ser estructural en el
sistema, nos llena de preocupación y que en el Senado
no ha obtenido ningún tipo de rectificación, como es
la fórmula por la que se habilita la separación de fuen-
tes de las prestaciones contributivas respecto de las no
contributivas. 

La financiación de las prestaciones contributivas en
el Pacto de Toledo se decía que básicamente tenía que
ser por las cotizaciones sociales aportadas por trabaja-
dores y empresarios, pero no exclusivamente. Se hacía
esa distinción entre el básicamente y el exclusivamen-
te. Pues bien, ya en la misma exposición de motivos se
aclara perfectamente esta cuestión. En tal sentido se
dice que todas las prestaciones de naturaleza no con-
tributiva y de extensión universal pasan a ser financia-
das a través de aportaciones del Estado, mientras que
las prestaciones netamente contributivas se financian
por cotizaciones de empresas y trabajadores. En la ex-
posición de motivos se es consecuente con la reforma
del artículo 86. 2 de la Ley General de Seguridad So-
cial, que quita todo el carácter tuitivo que la Hacienda
pública del Estado tenía hasta ahora, y que nosotros
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pretendíamos que tuviera también para el futuro, de
tener que hacer las aportaciones necesarias, no sólo
para pensiones específicas, sino para cualquier evento
sobrevenido de insuficiencia financiera del sistema. 

Se ha tenido mucho esmero por parte del Partido
Popular y de aquellos grupos que apoyan en términos
generales esta reforma, sin ningún tipo de reticencia,
excepto la gestión de ámbito autónomo; se ha tenido
mucho esmero, decía, en rechazar todas aquellas en-
miendas que vinieran tanto de nuestro grupo como de
otros que implicasen un garantizar para el futuro el
que el Estado no iba a inhibirse de hacer las aportacio-
nes necesarias para obtener la suficiencia del sistema,
en el caso de que sobreviniera un saldo negativo res-
pecto a los ingresos de cotizaciones sociales y a los
gastos necesarios para las contributivas. Por tanto, de-
saparece virtualmente el término básicamente, que era
uno de los fundamentos del consenso político en el
Pacto de Toledo. Ese Pacto de Toledo queda roto o
muy dañado a través de este elemento, no ciertamente
por aquellos que hacemos una oposición crítica a esta
ley, sino por el Gobierno, que ha planteado un proyec-
to de ley que rompe en la práctica el consenso de di-
cho Pacto de Toledo. Esta especie de neocorporativiza-
ción del sistema público de las pensiones, en concreto
respecto a las prestaciones contributivas, es un ele-
mento que viene a complementar y que es necesario
también para ese esfuerzo de asistencialización y de
despublificación parcial del sistema. 

Junto a estas cuestiones, que nos parecen funda-
mentales, que cambian el sistema de forma muy im-
portante y sustancial, existen otros motivos que tam-
bién son importantes y en función de los cuales
nosotros nos oponemos a esta reforma tan drástica del
sistema público de pensiones. 

Dicen ustedes hasta la saciedad que las leyes no cre-
an empleo. Nosotros discrepamos de esto. Es un dog-
ma que refleja una actitud política, pero no lo compar-
timos. Lo que sí pueden crear las leyes es una
inhibición de los mecanismos de creación de empleo. 

El señor PRESIDENTE: Señor Vaquero, vaya con-
cluyendo. 

El señor VAQUERO DEL POZO: Señor Presidente,
concluyo rápidamente. 

En cualquier caso, el que se potencie la permanen-
cia en sus puestos de trabajo de los trabajadores que
tendrían que jubilarse a los 65 años más allá de los 65
años es un elemento que viene a demostrar claramente
cómo se practica a veces ese principio de que las leyes
no crean empleo. Las leyes no crean empleo, pero hay
leyes que se utilizan para propiciar mecanismos que
impiden la creación de empleo. Junto a esto, tendre-
mos que estar muy atentos a la culpabilización de las
causas de invalidez, que es una línea de actuación con-
creta del Ministerio de Trabajo y de Asuntos Sociales,

porque Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya cree
—no apoyando, por supuesto, el fraude que pueda
existir— que se nos puede dar gato por liebre en fun-
ción de estas listas de enfermedades, por muy consen-
suadas que estén con los agentes sociales y económi-
cos, pero que van a hacer pagar a justos por
pecadores. 

Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya nunca ha
estado sola en su oposición crítica, sobre todo en su
base social, y ni siquiera en esta Cámara. Nos satisface
que ahora estemos menos solos que antes. Bienveni-
dos, pues, los grupos que han rectificado parcialmente
su posición en el Senado, bienvenidos a la causa co-
mún de las pensiones, a la alternativa que prevé los pe-
ligros de los que vamos a tener que defendernos en el
futuro gracias a esta nefasta ley. Señores del Gobierno
y señores del partido que sustenta al Gobierno, no
vuelvan a invocarnos el nombre del Pacto de Toledo en
vano. Señores del Partido Popular, ustedes han puesto
en peligro el consenso del Pacto de Toledo, y esa invo-
cación será en vano. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Vaquero. 
Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor

Cercas. 

El señor CERCAS ALONSO: Muchas gracias, señor
Presidente. Señoras y señores diputados, en esta hora
mañanera estamos tratando en la Cámara, con la pre-
mura de un Reglamento que no estaba previsto para
un debate de esta enjundia, el debate de una de las le-
yes quizá más relevantes de esta legislatura, hija a su
vez de uno de los actos legislativos, de uno de los con-
sensos parlamentarios más importantes que se han
producido a lo largo de varias legislaturas. Nada más y
nada menos que de la lectura conjunta del desarrollo
del artículo 41 de la Constitución que se consiguió por
práctica unanimidad de esta Cámara en lo que se lla-
mó el Pacto de Toledo. Estamos hablando, señoras y
señores diputados, del futuro del sistema de pensiones
en España, que es tanto como decir del futuro de mi-
llones de personas que tienen en sus derechos, en cur-
so de adquisición, quizá el único patrimonio en los
momentos más complicados de la vida biológica y de
la vida humana. 

Nuestro grupo parlamentario ha tenido ya oportuni-
dad de expresar en diversas ocasiones, de manera
constructiva y positiva, el compromiso que teníamos
con el Gobierno de mantener el pacto de la anterior le-
gislatura. A la hora de articular nuestra oposición par-
lamentaria, nos hemos esforzado en convencer a los
diputados del Partido Popular, primero en la ponencia
en el Congreso, que el texto de la ley no se atenía es-
trictamente en aspectos fundamentales a lo que era la
letra y el espíritu del Pacto de Toledo. Se nos dieron
garantías de que esas preocupaciones del Grupo Socia-
lista serían corregidas en trámite de Comisión. En trá-
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mite de Comisión en el Congreso de los Diputados, se-
ñoras y señores diputados, sólo se aceptaron pequeñas
enmiendas de carácter gramatical, de carácter técnico,
pero en absoluto se abordaron los problemas de fondo,
que pasaré a continuación a enunciar. (El señor Vice-
presidente, López de Lerma i López, ocupa la Pre-
sidencia.) 

Se nos dijo que se tomarían en consideración nues-
tras observaciones en el debate del Pleno del Congreso
de los Diputados. Por más que el Grupo Parlamentario
Socialista reiteró de una manera constructiva e hizo
una exégesis exhaustiva de las asimetrías entre el pro-
yecto de ley del Gobierno y el Pacto de Toledo, en el
Pleno del Congreso de los Diputados no se aceptó nin-
guna enmienda del Grupo Socialista y se nos remitió a
los trámites subsiguientes en el Senado de la nación.
Nuevamente en ponencia se hicieron promesas de que
se consideraría en la Comisión, y nuevamente en la
Comisión se dijo que en el Pleno de la Alta Cámara se
producirían los ajustes —que son algo más que técni-
cos, que son ajustes de fondo— en los preceptos del
texto de la ley en los que había asimetrías respecto del
texto del Pacto de Toledo. Y hoy estamos aquí, señoras
y señores diputados, con un proyecto que viene del
Pleno del Senado con una única enmienda sobre una
cuestión meramente anecdótica en una disposición
adicional primera; ni una sola de las enmiendas del
Grupo Parlamentario Socialista ha sido aceptada, a
pesar de que incluso en ámbitos gubernamentales se
nos ha afirmado reiteradamente que nuestras posicio-
nes eran sólidas, eran constructivas y dignas de ser to-
madas en consideración. 

Por tanto, señoras y señores diputados, queremos,
en primer lugar, deshacer un equívoco. Cuando el Gru-
po Socialista vote sí a esa enmienda transaccional, que
es la única votación que se producirá esta mañana, la
de esa enmienda que modifica la disposición adicio-
nal, estaremos estrictamente aprobando la enmienda a
la disposición adicional, pero no estarán legitimados
los diputados del Grupo Parlamentario Popular para
decir que el Grupo Socialista se hace corresponsable
del conjunto de la ley que viene del Senado. 

El segundo equívoco que también quiero deshacer
en su interpretación en esta mañana es que, con moti-
vo de los debates en el Senado, se ha especulado sobre
la ruptura del Pacto de Toledo por parte del Grupo
Parlamentario Socialista. Quiero decirles, señoras y se-
ñores diputados, que el Grupo Parlamentario Socialis-
ta nunca ha roto ni romperá el Pacto de Toledo. El
Pacto de Toledo se hizo bajo un Gobierno socialista,
bajo previsiones que iban más allá de deseos partida-
rios o de posiciones partidarias, tomando en conside-
ración altos intereses de la nación española, y el Grupo
Parlamentario Socialista jamás romperá ese compro-
miso. Lo que hemos denunciado en el Senado y yo de-
nuncio, con respeto pero con firmeza, en este trámite
en el Congreso de los Diputados es justamente lo con-

trario: es el Gobierno de la nación el que no ha hecho
honor a los compromisos que asumió siendo oposi-
ción en esta Cámara respecto al Pacto de Toledo. Se-
ñoras y señores diputados, en el proyecto de ley del
Gobierno, que verá pronto la luz en el Boletín Oficial
del Estado, se producen quiebras fundamentales sobre
garantías individuales, sobre seguridades individuales
para los beneficiarios del sistema y, lo que es más im-
portante, se produce la quiebra de principios y garan-
tías fundamentales en las que se basará la solvencia fi-
nanciera del sistema no hasta el año 2000, señores del
Partido Popular, porque ustedes asumieron un com-
promiso de mantener el sistema público de pensiones
hasta el año 2030, la próxima generación de pensionis-
tas. Por tanto, no puede ser satisfactorio para los dipu-
tados socialistas que se diga —y se dice bien— que con
esta ley no queda ninguna duda sobre el mantenimien-
to de los derechos de los que se vayan a jubilar o vayan
a sufrir invalidez antes del año 2000. El compromiso
del Pacto de Toledo era mucho más ambicioso y mu-
cho más generoso. Hablábamos del futuro en el medio
y en el largo plazo del sistema de pensiones, y hoy los
preceptos que se contienen en el mensaje motivado del
Senado no garantizan suficientemente ese futuro en el
medio y en el largo plazo. 

Señoras y señores diputados, el proyecto de ley del
Gobierno contiene agresiones, contiene limitaciones
de derechos importantes de los futuros beneficiarios.
En el futuro se obliga a los funcionarios a pagar por
dos veces su derecho a la asistencia sanitaria, una vez
por sus impuestos y otra vez por sus cuotas a las mu-
tualidades o a las compañías de seguros; eso no está
contemplado en el Pacto de Toledo y sin embargo apa-
rece en el proyecto de ley del Gobierno. El Partido So-
cialista ha intentado enmendar ese error y ese horror y
ha votado en contra de ello en el Senado. 

Señoras y señores diputados, en el Pacto de Toledo
no figura que en el próximo ejercicio presupuestario
—y quizás en otro— se deduzcan de la revalorización
de las pensiones las desviaciones que pueda haber en-
tre la inflación prevista y la inflación real; eso no está
en el Pacto de Toledo y sí está en el proyecto de ley del
Gobierno, y el Grupo Parlamentario Socialista no se
corresponsabiliza con esa posición que no es la del
consenso. 

Señoras y señores diputados, cuando en el futuro en
España los huérfanos menores de 23 años que compa-
tibilicen su pensión con trabajos de exiguas rentas ve-
an cómo se les niega el derecho a cobrar la pensión de
orfandad, tendrán que saber que eso no estaba recogi-
do en el Pacto de Toledo y sí en el proyecto del Gobier-
no. 

Señoras y señores diputados, cuando se nieguen
pensiones de viudedad o complementos de mínimo a
mujeres con edades inferiores a 60 años por una serie
de cláusulas de rentas o de recursos, tendrán que saber
que eso no estaba en el Pacto de Toledo y aparece en el
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texto del Gobierno, y los diputados socialistas no esta-
mos conformes y no nos corresponsabilizamos con esa
medida. 

Pero sobre todo, señor Presidente, señoras y señores
diputados, cuando en el futuro del sistema de pensio-
nes en España —y estamos hablando de los años 2010,
2015, 2020 y 2030— se produzcan insuficiencias en el
sistema contributivo de la Seguridad Social, aparezcan
desfases entre los ingresos y gastos y no haya una nor-
ma que diga que el Gobierno tiene que subvenir a esos
desfases, señoras y señores diputados, tendremos que
saber que el Pacto de Toledo lo preveía y no se prevé
en el proyecto de ley del Gobierno, con lo cual el Go-
bierno ha eliminado garantías básicas para las pensio-
nes no de mañana, no del año que viene, no del año
2000, pero sí garantías básicas para las pensiones de
dentro de 15, 20 ó 25 años, y esas garantías estaban en
el Pacto de Toledo y no están en el proyecto de ley del
Gobierno. 

Cuando, señoras y señores diputados, en los próxi-
mos ejercicios presupuestarios los excedentes de las
cotizaciones sociales se utilicen para pagar comple-
mentos de mínimos, asistencia sanitaria o prestacio-
nes universales, sepan, señoras y señores diputados,
que eso no estaba en el Pacto de Toledo y está en el
proyecto de ley del Gobierno. 

Por tanto, señor Presidente, no abusando más de su
benevolencia, estamos hoy ante el hecho cierto de un
Gobierno que ha presentado un proyecto de ley que,
aunque no significa una ruptura total del Pacto de To-
ledo, aunque es una garantía mayor de lo que nosotros
incluso pudimos imaginar de un Gobierno de dere-
chas, no es el Pacto de Toledo en su integridad. Han
hecho ustedes una interpretación cicatera, oportunis-
ta, del Pacto de Toledo y se están cubriendo con el
manto del Pacto de Toledo para abordar cuestiones
que no entran en el Pacto de Toledo. 

Señoras y señores diputados, hoy el Grupo Parla-
mentario Socialista llega con pesar a amargas conclu-
siones: la palabra empeñada solemnemente en esta tri-
buna por el Partido Popular ha sido rota en elementos
importantes. Ya sabemos, señoras y señores diputados,
lo que vale la palabra del Partido Popular para futuras
ofertas de pactos; son palabras que se lleva el viento. 

Nada más y muchas gracias. (Aplausos.) 

El señor VICEPRESIDENTE (López de Lerma i Ló-
pez): Gracias, señor Cercas. 

En nombre del Grupo Parlamentario Popular, el se-
ñor Camps tiene la palabra. 

El señor CAMPS DEVESA: Gracias, señor Presi-
dente. 

Señoras y señores diputados, si en el anterior debate
que se produjo en esta Cámara del proyecto de ley que
hoy vamos a aprobar definitivamente a este Diputado
le cupo el honor de representar la postura del Grupo

Parlamentario Popular y de poder manifestar pública-
mente que era un gran día para la democracia parla-
mentaria y era un gran día para los pensionistas de es-
te país o para los que aspiraban a serlo, no menos
puedo decir del trámite de hoy en este Congreso, en el
que finalizamos la elaboración parlamentaria de un
importantísimo proyecto de ley, un hito, como han di-
cho alguno de los portavoces que me han precedido en
el uso de la palabra. Pero este proyecto de ley que hoy
se aprueba definitivamente, con la introducción de esa
enmienda que fue aprobada en el trámite parlamenta-
rio del Senado, es un punto de partida, no es un punto
de llegada. Nadie debe sentirse, por tanto, insatisfecho
ni decepcionado ni, en modo alguno, sorprendido por
la propia literalidad del proyecto de ley que, repito,
hoy vamos a proceder a aprobar definitivamente, por-
que aún queda mucho camino por recorrer, señorías,
pero con este proyecto de ley estamos sentando unas
bases sólidas que tranquilicen a nuestros mayores y,
sobre todo, que tranquilicen a todos aquellos que espe-
ramos que algún día los frutos de las cotizaciones de
nuestro trabajo puedan dar lugar a una pensión en
nuestro mañana. 

Este proyecto sienta esas bases, unas bases que se
corresponden, señor Cercas, con el pacto político lla-
mado Pacto de Toledo, unas bases que se correspon-
den, además, con algo que usted no ha citado en toda
su intervención: el acuerdo del Gobierno con los sindi-
catos, que posteriormente apoyaron también las orga-
nizaciones empresariales. Ni el Pacto de Toledo ni el
acuerdo del Gobierno con los sindicatos ni el conteni-
do del proyecto de ley que hoy vamos a aprobar cho-
can frontalmente; no hay contienda entre los conteni-
dos de ninguna de esas tres normas o acuerdos que le
he citado. Es decir, en pocas palabras y concluyendo: o
se está de acuerdo con lo que dicen todos ellos o sim-
plemente se está en desacuerdo. Hay grupos políticos
que han mantenido esa postura desde el principio de
la contienda legislativa, ello les honra; otros han ido
pegando bandazos y han cambiado de criterio según
conviniera a sus propias posiciones. ¿Que el proyecto
de ley podía haber sido mejorado en el trámite del Se-
nado más de lo que lo ha sido? Probablemente. Es
cierto que alguna enmienda se nos ha quedado miste-
riosamente por el camino, como ha ocurrido con la
que ha citado el portavoz de Coalición Canaria, cuyo
trabajo ha sido encomiable durante todo el trámite de
este proyecto de ley en el Congreso de los Diputados.
Pero, desde luego, que no se entienda que hay una sola
línea de este proyecto que entra en contradicción con
el Pacto de Toledo, tan querido para todos los miem-
bros políticos de esta Cámara. Por tanto, que no se di-
ga que este proyecto no es desarrollo legal y leal del
Pacto de Toledo, porque sí que lo es. Es patrimonio de
todos los grupos que lo suscribieron, y me atrevería a
decir más: es patrimonio de todos los españoles. Y des-
de el Grupo Popular hoy nos reafirmamos en nuestro
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compromiso público, desde esta tribuna, como bien ha
recordado el señor Cercas, con el sistema público de
protección social que está previsto en la Constitución;
y volvemos a afirmar nuestra absoluta lealtad con el
Pacto de Toledo, con su total contenido, sin ningún ti-
po de interpretación partidaria. (El señor Presidente
ocupa la Presidencia.) 

Sería bueno que desde todos los grupos se reafirma-
ra esa misma lealtad. Hoy se ha producido, con más o
menos tibieza por parte de algunos, pero cuando se re-
afirma la lealtad a ese pacto lo único que hacemos es
trasladar tranquilidad, trasladar certidumbre, trasladar
estabilidad a todos nuestros ciudadanos. Estoy seguro
de que no era intención de ninguna de SS. SS. hacer
justamente lo contrario: llevar intranquilidad, llevar in-
certidumbre o llevar inestabilidad. Pero, consciente o
inconscientemente, les puedo asegurar que las palabras
de algunas de SS. SS. sólo han conseguido el efecto
contrario al que pretendían al subirse a esta tribuna.
Con sus palabras algunas de SS. SS. hoy se han conver-
tido en estupendos voceros de aquellos que lo que pre-
tenden justamente es la quiebra de nuestro sistema pú-
blico de pensiones para beneficiarse o lucrarse con el
mismo. Si esa no es su intención, si esa nunca ha sido
su intención, díganlo claramente, digan que están con
el Pacto de Toledo, digan que están con el acuerdo Go-
bierno-sindicatos y digan que están con el texto de este
proyecto de ley. Si no es así, lo que conseguirán única-
mente será defraudar a nuestros conciudadanos y a los
millones de pensionistas españoles. (Varios señores
diputados: ¡Muy bien!—Varios señores diputados:
¡Muy mal!)

Señores diputados, con la aprobación definitiva de
este proyecto en el día de hoy el Gobierno del Partido
Popular y el Partido Popular cumplen un compromiso;
cumplen un compromiso expresado en campaña elec-
toral y cumplen un compromiso manifestado también
en el debate de investidura por el Presidente Aznar.
Hoy lo refrendará este grupo. Nos gustaría que ese
compromiso, que también era parte de los compromi-
sos electorales de muchos de los grupos de esta Cáma-
ra, fuera refrendado por una amplísima mayoría de la
misma, pero ya han avisado algunos de ellos de que,
aunque voten afirmativamente a la enmienda, están
contra el articulado de este proyecto de ley. Nosotros
no. Nosotros seguimos mantenimiento las mismas po-
siciones que manteníamos desde que firmamos, siendo
oposición, el Pacto de Toledo; son otros los que han
cambiado de posición política. Pero ese cambio tal vez
quiera ocultar algo que no se ha dicho en los discursos
que se han realizado esta mañana por parte de los por-
tavoces, porque este proyecto de ley no es regresivo, no
tiene marcha atrás y es absolutamente conforme con el
Pacto de Toledo. Señorías, preguntémonos: ¿será mejor
o peor la situación de los huérfanos después de la apro-
bación de este proyecto de ley? Sin duda alguna, mejor.
¿Será mejor o peor, señorías, la situación del colectivo

de viudas después de la aprobación de este proyecto de
ley? Será, sin duda, mejor. ¿Será mejor o peor la situa-
ción de los prejubilados de nuestro país después de la
aprobación de este proyecto de ley? Será, sin duda, me-
jor. ¿Se podrá luchar más eficazmente contra el fraude
después de la aprobación de este proyecto de ley? Sin
lugar a dudas, sí. ¿Está garantizado de mejor manera el
equilibrio presupuestario y financiero de nuestro siste-
ma tras la aprobación de nuestro proyecto de ley? No
hay dudas de que sí. ¿Será mejor o peor, señorías, la si-
tuación de todos los pensionistas de este país cuando
se apruebe un proyecto de ley que contiene por prime-
ra vez en nuestro país en norma legislativa el manteni-
miento del poder adquisitivo de los pensionistas? Sin
lugar a dudas, la situación de los pensionistas de este
país será mejor cuando hoy hayamos votado y aproba-
do definitivamente este proyecto de ley. Por lo tanto,
señorías, si lo prefieren así ustedes, hagan oposición
por oposición, hagan oposición de oficio, hagan lo que
a ustedes les parezca, siempre será legítimo, será su op-
ción, pero no digan que este proyecto de ley es regresi-
vo y, por tanto, contrario a lo que algún día firmamos
todos que se llamó Pacto de Toledo. Como decía ayer
su nuevo y flamante Secretario General, inician un
nuevo estilo de oposición, claro en los consensos y cla-
ro en las discrepancias. Sean capaces de alinearse, si lo
creen, con las posiciones rupturistas del pacto, pero no
jueguen al ejercicio de la confusión en esta Cámara di-
ciendo que sí van a votar unas cosas y luego, cuando
salen por esas puertas, diciendo justamente lo contra-
rio. Sean coherentes con las actitudes que han mante-
nido en este debate hasta su llegada al Senado y no se
dejen llevar por un ardor opositor, propio de quien an-
tepone posturas partidistas a los intereses generales.
Porque fue el propio portavoz del Grupo Socialista en
el debate de totalidad en esta Cámara el que textual-
mente —y les cito— dijo: “El proyecto” —se refería a
este proyecto— “entra en el territorio del pacto, se
mueve dentro de él, ha sido consecuencia de un acuer-
do con los sindicatos y, con todos los defectos que pue-
da tener, creemos que respeta y mantiene el consenso”.
Evidentemente, esas palabras deberían reproducirse en
el día de hoy. (El señor Cercas Alonso: Sigue leyen-
do.) Sí, voy a seguir la cita. Y llamaba consiguiente-
mente a este grupo parlamentario, al Grupo Parlamen-
tario Popular, al grupo que apoya al Gobierno “a ser
receptivo con las enmiendas que se presentaran por
otros grupos” —y acabo la lectura— “que podían mejo-
rar claramente el proyecto”. 

Señorías, 26 enmiendas han sido aceptadas o tran-
saccionadas en los trámites de Senado y de Congreso;
26 enmiendas, muy por encima de las que normalmen-
te SS. SS., cuando estaban en el Gobierno, solían acep-
tar de los grupos que éramos oposición. 

El señor PRESIDENTE: Señor Camps, vaya conclu-
yendo, por favor. 
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El señor CAMPS DEVESA: Concluyo, señor Presi-
dente. 

¿El espíritu de consenso para SS. SS. tiene distintas
varas de medir según se es gobierno o se es oposición?
Señorías, ¿ustedes lo distinguen de esa manera? Pero
es que, además, ha habido una clarísima omisión en el
debate que hoy ha intentado producir el señor Cercas
en esta Cámara. Señor Cercas, no hable de enmiendas
admitidas del Grupo Socialista, hable de enmiendas
transaccionales rechazadas del Grupo Parlamentario
Popular. ¿Por qué no ha citado las decenas de enmien-
das transaccionales que este grupo ha pretendido que
SS. SS. admitieran y que han sido rechazadas por SS.
SS., manteniéndose en posturas que hasta sus mismas
señorías han reconocido que no eran propias del texto
legal que intentábamos aprobar? Han reproducido us-
tedes en el Senado enmiendas que en el debate de Co-
misión de esta Cámara reconocieron que eran inapro-
piadas para el texto y, en vez de buscar fórmulas
transaccionales, se han limitado ustedes a rechazar las
enmiendas transaccionales que el Partido Popular
ofertaba. Lo suyo en el Senado era la crónica de una
ruptura anunciada, lo tenían pensado, querían que
fuera así y, por lo tanto, optaron por rechazar absolu-
tamente todos los esfuerzos que sí hubo, constantes y
muchos, de este grupo por hacer que el proyecto de ley
fuera de todos y no solamente de algunos. 

Está claro, señorías, que hoy se sitúan ustedes en
otro lado. Porque, y permítanme que lea también otras
palabras de quien fue el portavoz de su grupo parla-
mentario: “la no existencia de la ley”, la postura que
hoy defienden ustedes de que esta ley se rechazara, no
existiera, no se aprobara, “sería el peor escenario posi-
ble para los que creemos de verdad en el sistema pú-
blico de pensiones y el mejor para quienes pretenden
convertir las pensiones en mercancías”. Hoy sabemos,
señorías, que ustedes se quieren colocar al lado de los
que quieren convertir las pensiones en mercancías. Es-
peraba bastante más de ustedes. (Rumores.) Son pa-
labras de su portavoz. Ustedes han roto o pretenden
romper el consenso político, nosotros, no. Nosotros
queremos gobernar y gobernamos desde el consenso
social; ustedes gobernaron frente a la sociedad, por
ello la sociedad los colocó donde están ahora: en la
oposición. Pero es que desde la oposición ustedes si-
guen situándose frente a la sociedad. (Rumores.) ¿Re-
cuerdan ustedes la nota de los sindicatos, Comisiones
Obreras y UGT, respecto a este proyecto de ley? “Es in-
comprensible, por otra parte,” —dicen los sindicatos—
“que nuevamente se quiebre el alto grado de consenso
político y social alcanzado en esta materia como con-
secuencia, además, de intereses políticos coyunturales
que nada tienen que ver con el sistema de Seguridad
Social”. Eso es lo que dicen los agentes sociales que re-
presentan a los destinatarios de este proyecto de ley. 

El señor PRESIDENTE: Señor Camps, concluya. 

El señor CAMPS DEVESA: Concluyo, señor Presi-
dente. 

Que no hagan políticas partidistas en temas tan sen-
sibles. 

Nosotros no estamos haciendo más que intentar
arreglar las consecuencias de su política en esta mate-
ria, intentando hacer lo que ustedes no hicieron en un
año que tuvieron de tiempo para llevar a la práctica el
desarrollo del Pacto de Toledo y no expusieron ni una
sola línea, cuando eran gobierno, recuérdenlo. (Ru-
mores.) Y nosotros lo que hacemos es pedirles, si hay
solidaridad —que yo creo que sí— intergobiernos, que
no se queden fuera. Deben colaborar en esa tarea, y a
ella les llamamos nuevamente. Hacerlo o no es su res-
ponsabilidad. Pero permítanme un consejo, señorías
del Grupo Socialista (Varios señores Diputados:
¡No!). Si no me lo permiten, abusaré del Presidente de
la Cámara y lo daré igualmente. (Risas.) No se echen
al monte, no vale la pena; no se conviertan en Martín
el Empecinado, no hay en esta materia ejército francés
que derrotar. Todos deberíamos estar en la misma trin-
chera en beneficio de los pensionistas y ciudadanos de
este país. (Rumores.) 

Terminaré con una cita, que tanto parece ser que les
gusta a SS. SS. de la bancada de la izquierda. (Conti-
núan los rumores.) Alguien escribió, en noviembre de
1995, que la viabilidad de nuestro sistema es plena-
mente posible pero requiere el compromiso y la volun-
tad política de mantenerlo y consolidarlo y la decisión,
también política, de llevar a cabo, con el mayor con-
senso social posible, las modificaciones necesarias pa-
ra adaptarlo y facilitar su consolidación. Yo hoy sus-
cribo esas palabras, creo que debería suscribirlas toda
la Cámara. Las escribió el último Ministro de Trabajo
y Seguridad Social del Gobierno socialista. 

Hoy que el consenso social es un hecho, hoy que la
voluntad política de mantener y consolidar nuestro sis-
tema de pensiones es un hecho también, a ustedes, se-
ñores del Grupo Parlamentario Socialista, sólo les res-
ta una cosa: cumplir como oposición aquello que eran
capaces de escribir cuando eran gobierno. 

Muchas gracias. (Aplausos.—Rumores y protes-
tas.)

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Camps. 

— PROYECTO DE LEY REGULADORA DE LAS
EMISIONES Y RETRANSMISIONES DE COM-
PETICIONES Y ACONTECIMIENTOS DEPOR-
TIVOS (Número de expediente 121/000033)

El señor PRESIDENTE: Concluido el debate sobre
la enmienda del Senado al proyecto de ley sobre con-
solidación y racionalización del sistema de la Seguri-
dad Social, pasamos al debate de las enmiendas del
Senado al proyecto de ley reguladora de las emisiones
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y retransmisiones de competiciones y acontecimientos
deportivos. 

¿Grupos que desean fijar su posición en relación a
las enmiendas? (Pausa.) 

Entiendo que el Grupo Mixto no desea fijar posición
sobre este punto. (Asentimiento.)

Muchas gracias. 
Por el Grupo Parlamentario de Coalición Canaria,

tiene la palabra el señor Rivero. 

El señor RIVERO BAUTE: Muchas gracias, señor
Presidente. 

Cerramos hoy, en nuestra opinión en falso, la popu-
larmente conocida como ley del fútbol, analizando las
enmiendas que nos remite la Cámara Alta. Son los úl-
timos minutos de un partido, un partido que clara-
mente tiene ganado el Gobierno y los grupos que le
han apoyado en este asunto, pero sobre el que pesa en
estos momentos la amenaza de alineación indebida. 

Nuestra posición ante las enmiendas que vienen de
la Cámara Alta va a ser coherente con la que hemos
mantenido desde un primer momento, desde el mo-
mento en que el Gobierno remitió el proyecto de ley a
esta Cámara. Dijimos desde ese instante que la regula-
ción de las emisiones y retransmisiones deportivas no
era un tema prioritario para Coalición Canaria. Enten-
díamos antes y entendemos ahora que actualmente
existe un equilibrio entre los grandes acontecimientos,
entre los grandes eventos deportivos que se emiten en
abierto y el sostenimiento del deporte superprofesio-
nalizado, fundamentalmente del fútbol, mantenido a
través de las diversas televisiones de pago. (El señor
Vicepresidente, Fernández-Miranda y Lozana, ocu-
pa la Presidencia.) 

También dijimos en aquella ocasión, y hoy ratifica-
mos, que tampoco es malo regular determinados as-
pectos que garanticen, por una parte, los derechos de
los ciudadanos a acceder a las retransmisiones y emi-
siones deportivas y que, por otra parte, salvaguarden
el derecho de acceso a la información, sobre todo por-
que en los últimos años se han producido grandes in-
novaciones, grandes cambios en el sector audiovisual
que aconsejan esa regulación, como puede ser la apari-
ción de las televisiones de pago, las televisiones priva-
das, el pago por ver, etcétera. 

Para Coalición Canaria la ley que hoy se va a apro-
bar tiene dos bloques, dos partes bien diferenciadas,
por seguir el símil de un partido de fútbol. Una prime-
ra parte, un primer bloque, al que se refieren los artí-
culos 1, 2, 3, 4 y 5 y la disposición adicional, y una se-
gunda parte del mismo partido a la que se refieren el
artículo 6 y la disposición transitoria. Por lo que se re-
fiere al contenido de los artículos 1, 2, 3, 4 y 5 y la dis-
posición adicional, independientemente del sentido de
la oportunidad que cada uno de los grupos parlamen-
tarios valoró en el momento en que fue debatida cuan-
do se trajo a esta Cámara, entiendo que ha habido un

amplio consenso. Pudo haber un consenso mayor si se
hubiera hecho un esfuerzo adicional, pero ha habido
un gran consenso en esta parte de la ley entre los dis-
tintos grupos parlamentarios que se sientan en la Cá-
mara. 

Las enmiendas que vienen del Senado con respecto
a estos artículos precisan, aclaran o mejoran el texto
remitido en su día por el Congreso y en esa línea están
las enmienda al artículo 2, apartado 2, del Grupo Vas-
co; las enmiendas al artículo 4, apartados 1 y 5, del
Grupo Catalán (Convergència i Unió) y del Grupo Vas-
co; la enmienda al artículo 5, de Coalición Canaria, y
la enmienda a la disposición adicional, del Grupo Vas-
co. Por ello, porque entendemos que mejoran el texto,
nosotros votaremos favorablemente esta primera parte
de la ley. Por otro lado, en cuanto al segundo tiempo
de este partido, al segundo bloque de esta ley, en el que
incluimos el artículo 6 y la disposición transitoria, en-
tendemos que estos dos preceptos del proyecto de ley
afectan a los contratos firmados actualmente por las
sociedades anónimas deportivas y los actuales titulares
de los derechos. 

Hemos sostenido desde un primer momento, y sos-
tenemos hoy, que el carácter retroactivo de este pro-
yecto de ley puede vulnerar el artículo 9, apartado 3,
de nuestra Constitución, que garantiza la irretroactivi-
dad de las disposiciones restrictivas de derechos indi-
viduales. Expresamos de nuevo nuestra preocupación
por que este aspecto del proyecto de ley pueda supo-
ner, por una parte, poner en riesgo la estabilidad fi-
nanciera de los equipos de fútbol, de los clubes de fút-
bol, de las sociedades anónimas deportivas más
modestas; por que el equilibrio se pretenda conseguir
por parte del Gobierno con los recursos de todos los
españoles, es decir con la rebaja del IVA o con una ma-
yor aportación del dinero en las quinielas; o que la po-
sible afección a los derechos adquiridos tenga que ser
indemnizada con recursos del Estado. Por ello, la en-
mienda introducida en el Senado a la disposición tran-
sitoria, que a nuestro juicio no resuelve el problema,
no va a contar con nuestro apoyo. Estaremos pendien-
tes para ver cómo —si no hay acuerdo entre las partes,
tal como se fija en el proyecto de ley que hoy se va a
aprobar— se va a poder cumplir esta ley sin perjudicar
a los clubes de fútbol y sin que el Estado asuma direc-
ta o indirectamente la compensación de perjuicios
económicos. Debe quedar claro desde ahora que si no
se produce acuerdo entre las partes —y por cómo ca-
minan los acontecimientos parece que no va a haber
acuerdo—, o los clubes se resienten económicamente o
el Estado tiene que compensar los posibles perjuicios
que se van a producir. Pensar en otra cuestión en estos
momentos es engañarnos a nosotros mismos. 

Señor Presidente, echamos en falta el esfuerzo pro-
metido por el Gobierno y por el Grupo Parlamentario
Popular en el debate que tuvo lugar en este Congreso
en el sentido de buscar una mayor aproximación entre
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los distintos grupos parlamentarios en el trámite de
Senado, para acercar posiciones en el aspecto más dé-
bil de la ley que hoy se va a aprobar. Hemos defendido
siempre la necesidad de diálogo y esfuerzo para el con-
senso en los temas de comunicación y lo hicimos en el
proyecto de ley de la televisión digital, aunque no sir-
vió de mucho. La mayoría coyuntural que sacó adelan-
te la ley no quiso, no pudo o no supo en aquel momen-
to encontrar acuerdos basados en el respeto a las
directrices comunitarias. El tiempo parece darnos la
razón a quienes no comulgamos en aquella ocasión
con ruedas de molino. Si nos dejamos llevar por las
noticias que aparecen en estos días en los distintos
medios de comunicación, el Gobierno flexibiliza tanto
su posición sobre los descodificadores que va a concul-
car claramente la ley aprobada, es decir la ley no va a
servir para nada. 

El texto que hoy se va a aprobar con la misma ma-
yoría parlamentaria de entonces, corre el mismo ries-
go. No parece que esta ley levante ningún entusiasmo
entre usuarios, clubes, federaciones y operadores y, sin
embargo, puede significar un duro golpe para la esta-
bilidad económica de los equipos de fútbol. En defini-
tiva, el carácter retroactivo de esta ley puede suponer
innecesariamente que la Liga de las estrellas se pague
con el dinero de todos los españoles. El tiempo dará y
quitará razones. La primera vez que el Gobierno se
apoyó en una mayoría coyuntural distinta a los apoyos
naturales que le sostienen, la razón se la ha dado cla-
ramente a los que estábamos de la otra parte, me refie-
ro a la televisión digital. Estamos ante un nuevo asun-
to relacionado con el mundo de la comunicación y
otra vez la ley sale con apoyos distintos a los naturales
en esta Cámara. El proyecto de ley, repito, sale con los
mismos apoyos con los que salió la televisión digital. 

Decía al principio que es un partido ganado por el
Gobierno y los grupos que le apoyan en este asunto,
pero hay varias amenazas de recurrir por la alineación
indebida, es decir, por la retroactividad. Esperemos,
señor Presidente, señorías, que la reclamación de esta
alineación indebida suponga sólo la pérdida del parti-
do, pero en esta ocasión puede suponer además de la
pérdida de los tres puntos, de descontarnos tres pun-
tos, tener que sufragar con indemnizaciones millona-
rias a los operadores y a los distintos sectores que sa-
len perjudicados con esta ley que hoy se va a aprobar. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Rivero. 

En nombre del Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-
PNV), tiene la palabra el señor González de Txabarri. 

El señor GONZÁLEZ DE TXABARRI MIRANDA:
Gracias, señor Presidente. 

A la vista está que ya desde el inicio de este debate
hemos asistido a un partido bien bronco donde todo

tipo de juego subterráneo es posible. De las primeras
manifestaciones que estamos conociendo en estas ho-
ras tan tempranas de la mañana se ve que a pesar del
debate, a pesar de admitirse muchas enmiendas, a pe-
sar de que el propio Senado nos remite seis nuevas en-
miendas en la línea acordada en eso que se llama el
consenso en esta Cámara, a pesar de los pesares, señor
Presidente, el juego sigue siendo bronco y duro. No es
esa la percepción que tiene al respecto el Grupo Parla-
mentario Vasco, que ha jugado en este tema con el
equipo del Gobierno y, sin embargo, ha tenido la sen-
sación de haber jugado en campo contrario, incluso
con un árbitro anticasero. Son situaciones de la vida y,
como decía el señor Rivero, son mayorías antinatura-
les. (Rumores.)

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Perdón, señor González de Txabarri. Señor
García-Arreciado, le rogaría, por favor, que ocupase el
escaño. Los intervinientes desde los escaños tienen
muchas más dificultades. Señora Romero, señora Ru-
biales, les rogaría que ocupasen sus escaños o abando-
nasen el hemiciclo. 

Puede continuar, señor González de Txabarri. 

El señor GONZÁLEZ DE TXABARRI MIRANDA:
Muchas gracias, señor Presidente. 

Son, pues, circunstancias de este tipo de partidos,
en los que, a pesar de creer que se juega en campo pro-
pio, uno tiene la sensación de jugar en campo contra-
rio, señor Presidente. 

En todo caso, el Grupo Nacionalista Vasco ha juga-
do desde el inicio con una clara intención política, ten-
dente a conciliar los intereses existentes en este sector
audiovisual, tendente a que tanto los clubes de fútbol,
como los operadores como los sujetos en expectativas
de derechos en relación a este mundo —también las
televisiones autonómicas—, tuviesen sus futuros con-
solidados, y en todo caso que, sobre todo, el mundo
del fútbol conozca parámetros similares a los que co-
noce cualquier actividad en la sociedad en la que vivi-
mos. Nosotros queremos manifestar que la postura del
Gobierno y del Grupo Popular ha sido abierta, y yo le
quiero indicar, señor Presidente, que es la primera vez
que este grupo parlamentario ha conseguido en esta
Cámara que todas sus enmiendas hayan sido acepta-
das o transaccionadas, y las enmiendas que este grupo
parlamentario ha presentado en el Senado han conoci-
do exactamente la misma situación. Se trata, pues, de
adoptar actitudes constructivas en orden a hacer pro-
puestas tendentes a esta conciliación de intereses. 

El único punto en el que el Grupo Parlamentario
Vasco estima que esta ley no conoce la redacción que
en origen consideraba el Grupo Parlamentario Vasco
como correcta es precisamente la disposición transito-
ria que nos remite el Senado. Creo, señor Presidente,
que nos ha faltado el remate final; se han elaborado to-
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das las jugadas debidamente, la defensa ha pasado
bien a la media, también a la delantera, y el delantero
centro en el remate final ha estado un tanto exiguo.
Entendemos que los contenidos que presenta esta dis-
posición transitoria deberían haber conocido una línea
o línea y media más que estableciera correctamente
cuál es la situación en la que quedan los contratos ac-
tualmente en vigor y firmados una vez que pasan los
plazos de 18 meses que establece esa disposición tran-
sitoria. Entendemos que no haber sido flexibles, los
unos como los otros —no se trata de establecer res-
ponsabilidades, sino de constatar que ahí existe una
laguna en esa disposición transitoria—, va a tener con-
secuencias en el futuro una vez que la ley se ponga en
vigor y pasen esos 18 meses. 

En todo caso, consideramos que las enmiendas del
Senado, a las que estamos haciendo referencia, básica-
mente inciden en las posiciones de las televisiones au-
tonómicas que, con los contenidos que recogen estas
enmiendas del Senado, van a ver reforzadas sus posi-
ciones, tanto desde el punto de vista de la cobertura co-
mo desde el punto de vista lingüístico, así como las po-
siciones de las comunidades autónomas, que conforme
a esta ley van a poder crear órganos homónimos a este
consejo de las retransmisiones deportivas y calificar co-
mo de interés general aquellos acontecimientos que ca-
da comunidad entienda que deben merecer esa califica-
ción. Todas las enmiendas que presenta el Senado
vienen precisamente a mejorar los equilibrios que exis-
ten entre los distintos sectores implicados; se ha inclui-
do también una enmienda de Coalición Canaria que
entendemos que es razonable para que los intereses
mercantiles y los intereses deportivos puedan conocer
conciliaciones que reglamentariamente se deberán de-
sarrollar. En todo caso, señor Presidente, que después
de un debate tan largo, tan bronco y tan denso, los gru-
pos parlamentarios sigan manteniendo exactamente las
mismas posiciones que al inicio del debate, creemos
que es una circunstancia a constatar. Difícilmente se
puede sostener que el proyecto de ley que hoy podemos
aprobar es parecido al que en inicio el Gobierno remi-
tió a esta Cámara. Lo que queremos constatar, señor
Presidente, es que aquí hay grupos parlamentarios que
siguen realizando el mismo discurso el primer día y el
último. No es esa la postura del Grupo Parlamentario
Vasco y en consecuencia vamos a apoyar las enmiendas
aprobadas por el Senado. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor González de Txaba-
rri. 

Por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i
Unió), tiene la palabra el señor López de Lerma. 

El señor LÓPEZ DE LERMA I LÓPEZ: Señor Pre-
sidente, señorías, intervengo para fijar la posición de

nuestro grupo respecto de las enmiendas que vienen
avaladas por el Senado a este proyecto de ley que de-
batimos. En primer lugar, anuncio nuestro voto favo-
rable al nuevo texto introducido por el Senado al artí-
culo 4, en concreto a sus apartados 1 y 5, por
corresponder en su literalidad a enmiendas que nues-
tros compañeros, senadores del Grupo Parlamentario
Catalán (Convergència i Unió), presentaron en dicha
Cámara y que, por un lado, mejoran el texto desde un
punto de vista técnico en lo que hace referencia al ca-
tálogo de competiciones consideradas de interés gene-
ral y, por otro, avalan las retransmisiones de dichos
acontecimientos en las lenguas propias de aquellas co-
munidades autónomas que, obviamente, además del
castellano, tienen como oficial su propia lengua: la
lengua catalana, la lengua vasca, la lengua gallega. 

También votaremos a favor de la enmiendas intro-
ducidas por el Senado al artículo 5, mediante las que
se incorpora a este artículo un nuevo apartado número
4, que viene a recoger una vieja aspiración de nuestro
grupo parlamentario —presentada durante las dos úl-
timas legislaturas, si mi memoria no me falla, a través
de proposiciones no de ley—, relativa a que las re-
transmisiones deportivas por televisión tengan por lí-
mite, en sus días y en sus franjas horarias, otros inte-
reses tan legítimos como, por ejemplo, los pertinentes
a establecimientos mercantiles, fundamentalmente de
servicios, cuya actividad se puede ver afectada, al me-
nos porcentualmente, por la retransmisión en abierto
de competiciones o acontecimientos deportivos de in-
terés general. 

Señor Presidente, asimismo, votaremos a favor del
nuevo texto de la disposición adicional por cuanto, si
bien recoge el espíritu y casi su literalidad, de lo acor-
dado por el Congreso de los Diputados durante su tra-
mitación en la Comisión Constitucional y ante este
plenario, es decir, la posibilidad legal de que las comu-
nidades autónomas, en el ejercicio de sus competen-
cias, puedan también determinar la retransmisión de
ciertos acontecimientos deportivos que consideren de
interés general en su ámbito territorial, el nuevo texto
remitido por el Senado introduce entre esos aconteci-
mientos deportivos de interés general aquellos que va-
yan a cargo de las selecciones deportivas de las comu-
nidades autónomas. Con lo cual se va reconociendo en
textos legales —antes la Ley del deporte, ahora en este
proyecto de ley— la posibilidad de la existencia de se-
lecciones deportivas autonómicas, más allá de lo que
alguien dijo, desafortunadamente, que eran simples
partidas de canicas. En consecuencia, nuestro grupo
va a votar favorablemente este enmienda del Senado. 

En cuanto al resto de las enmiendas, señor Presiden-
te, señorías, nuestro grupo parlamentario se va a abs-
tener. Quiero que quede constancia expresa de que la
abstención de nuestro grupo parlamentario respecto
del resto de las enmiendas introducidas por el Senado
no significa, en ningún caso, complicidad alguna con
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lo propuesto por la Cámara Alta ni tampoco respecto
del texto producido por el Congreso de los Diputados.
La abstención, en este caso, pone de manifiesto nues-
tra discrepancia con ambos textos, con el que aprobó
el Congreso de los Diputados y con el que nos remite
el Senado. De hecho, votar en contra de las enmiendas
de la Cámara Alta equivale hoy, en la práctica, a acep-
tar el texto del Congreso de los Diputados; o votar a fa-
vor de lo introducido por el Senado equivale hoy a re-
conocer, en la práctica, mejoras o rectificaciones que
nosotros no observamos, cuando, por el contrario —al
menos desde nuestra perspectiva—, no son más que
unos apaños a un texto que sigue manteniendo una in-
constitucional retroactividad sobre la administración y
sobre el ejercicio diario de los contratos que están hoy
en vigor. 

Por lo tanto, la abstención no es una abstención téc-
nica, no es tampoco una inhibición; tiene una carga po-
lítica evidente que viene sugerida u obligada por la téc-
nica legislativa de que votar en contra de lo propuesto
por el Senado equivale a aceptar de facto lo que aquí se
aprobó. Esta abstención tampoco equivale a una inhi-
bición política, ni puede identificarse como una confor-
midad respecto del texto del Senado o respecto del tex-
to, en este caso, del Congreso de los Diputados. Todo lo
contrario, estas abstenciones van a subrayar la discre-
pancia frontal de nuestro grupo parlamentario en
cuanto a lo actuado aquí en el Congreso de los Diputa-
dos y de lo actuado allí en el Senado en cuanto al artí-
culo 6, fundamentalmente, y de las consecuencias jurí-
dicas que se van a derivar del mismo. 

Nada más, señor Presidente, muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor López de Lerma. 

En nombre del Grupo Parlamentario de Izquierda
Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene la palabra la se-
ñora Sabanés. 

La señora SABANÉS NADAL: Gracias, señor Presi-
dente. 

Señorías, voy a intervenir en nombre del Grupo Par-
lamentario Federal de Izquierda Unida-Iniciativa per
Catalunya para defender las enmiendas planteadas por
nuestro grupo en el Senado. 

La primera enmienda consiste en modificar el pá-
rrafo noveno en la exposición de motivos, que quedaba
redactado con los criterios de regulación del artículo
6, anterior a la modificación. Por tanto entendíamos
que debería ser corregido, contemplando ahora sim-
plemente la posibilidad ya existente de la retransmi-
sión televisiva de acontecimientos deportivos en la mo-
dalidad de pago por consumo, lo que significa un
lectura bien diferente del espíritu de regulación del ar-
tículo 6. 

La segunda enmienda es de adición a la transitoria y
corresponde a la que en su momento planteamos para

el debate en este Pleno pero que no fue admitida a trá-
mite. Esta enmienda tendría difícil explicación de for-
ma aislada sin hacer una valoración del conjunto de la
ley y sobre todo de las diferentes posibilidades y difi-
cultades de aplicación de la misma, teniendo en cuen-
ta la diversidad de situaciones consolidadas en los sec-
tores que pudieran estar afectados por esta ley. Lo
cierto es que esta enmienda, en su conjunto, no se
puede entender si seguimos diciendo que algunas par-
tes de la ley, y más concretamente el artículo 6. 2, tie-
nen un contenido expropiatorio. Es evidente que, en
este caso, si tuviera un contenido expropiatorio serían
absurdos tanto los requerimientos de acuerdo entre
partes como la pretensión de que el Estado no pudiera
compensar económicamente a los que pudieran que-
dar afectados. (El señor Presidente ocupa la Presi-
dencia.) 

Para nuestro grupo, la anterior regulación del artí-
culo 6. 2 significaba básicamente tres cosas: la prime-
ra, que era un modelo que en un futuro concedía el
control de este mercado básicamente a los operadores,
es decir, que gustaba a una parte de los operadores
que, mientras sus contratos no quedaran afectados pa-
ra negociaciones futuras entre operadores, sociedades
anónimas y clubes deportivos, este cambio en la corre-
lación de fuerzas cara a negociaciones era básicamen-
te aceptable. La segunda, que no permitía negociar ex-
clusivas y la tercera que con el matiz de que, en
condiciones de contrataciones iguales para cualquier
operador interesado con prestaciones equivalentes, sa-
biendo que ya existen o se pueden calcular estas pres-
taciones, significaba no sólo la ruptura de las exclusi-
vas sino la imposibilidad de negociarlas en un futuro.
Por estas circunstancias, existían riesgos evidentes en
el equilibrio y la correlación de fuerzas entre el siste-
ma deportivo profesional y las posibilidades de explo-
tación o comercialización de los derechos sobre re-
transmisiones por parte de operadores. También la no
regulación tiene riesgos que operan sobre el sistema
deportivo profesional. 

Voy a citar lo que dice un informe muy reciente de
la Comisión Europea, del 28 de mayo de este año,
que hace referencia a la función de la Unión Europea
sobre el deporte y advierte ya con mucha claridad
que el equilibrio en el desarrollo de las competiciones
puede verse alterado si los clubes están bajo el con-
trol de empresas que sólo tienen con el deporte una
relación comercial y en las que prevalecen los objeti-
vos comerciales por encima de la finalidad deportiva.
Es evidente que se está planteando, a nuestro enten-
der, que cualquier proceso de explotación en el terre-
no de lo deportivo puede autorregularse a través de
acuerdos e intereses comerciales en concurrencia, pe-
ro que alguien tendrá que velar para que los intereses
económicos que se ponen en juego no puedan vulne-
rar o distorsionar el sentido último de la competi-
ción. 
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El señor PRESIDENTE: Señora Sabanés, le ruego
que concluya, por favor. 

La señora SABANÉS NADAL: Por todas estas cir-
cunstancias nuestro grupo entendió que había que
modificar la regulación y que la base de esa regulación
tenía que ser la negociación entre partes y negociar
tanto las condiciones relacionadas con las exclusivas
como las condiciones económicas. ¿Ese criterio afecta
a las exclusivas ya negociadas? En principio, la nueva
regulación no excluye la posibilidad de negociación de
exclusivas. De todas maneras, después de todas las co-
sas que aquí se han dicho y que se han escrito, habría
que definir lo que entendemos todos y cada uno por
exclusivas, y cómo entendemos que se pueden y se de-
ben ejercer. Podemos subir todos y cada uno a esta tri-
buna y reclamar muchas cosas; desde la izquierda in-
cluso podemos reivindicar contratos de exclusivas de
siete, diez o veinte años, sin control y sin ninguna re-
comendación en el ejercicio de las mismas exclusivas.
De la misma manera, estoy convencida de que el Go-
bierno hubiera hecho exactamente lo mismo si estas
exclusivas estuvieran a disposición de explotación para
la otra plataforma. En todo caso, hay datos en las
comparecencias y en las preguntas sobre la opinión
del Gobierno antes del 24 de diciembre. 

He de reconocer que nuestra posición en este tema
tampoco es muy original. Coincide con el criterio
mantenido por el Tribunal de Defensa de la Competen-
cia, y coincide con lo indicado en la resolución de
1996 sobre negociación de exclusivas y con el sentido
común. El Presidente del Tribunal de Defensa de la
Competencia dijo en el Senado que, evidentemente, las
exclusivas eran compatibles con la competencia, siem-
pre que se hiciera. . . 

El señor PRESIDENTE: Señora Sabanés, por favor,
concluya. 

La señora SABANÉS NADAL: Sí, señor Presidente.
Dijo que eran compatibles con la competencia siempre
que se hiciera un uso razonable de las mismas para
que no consolidaran a largo plazo posiciones cerradas
de mercado. La Unión Europea dice lo mismo. Sobre
la forma de concebir las exclusivas hay criterios dife-
renciados, las que cierran definitivamente el mercado
y una forma más dinámica de negociar, que es en lo
que está evolucionando este mercado. Con la presenta-
ción de nuestra enmienda queremos poner de mani-
fiesto que no entendemos que una modificación que
signifique un acuerdo comercial deba implicar expro-
piaciones o ruptura de las exclusivas, y hay sentencias
al respecto muy importantes. 

Finalmente, yo quisiera decir que, aunque nuestra
enmienda no ha podido salir adelante por falta de con-
senso, sin embargo existe una clara voluntad de enca-
minar hacia estos conceptos de consenso la aplicación

de la ley, encontrar un espacio para la ordenación y la
reordenación de este sector por parte de los afectados
y para desde la participación buscar espacios para la
autorregulación. Si el Gobierno actúa así, si tiene una
voluntad decidida de dejar actuar al consejo de las
emisiones y retransmisiones con independencia, po-
dríamos vislumbrar el final de la segunda parte de la
guerra. 

Yo no podría terminar sin decirle a Coalición Cana-
ria que ha presentado la única enmienda que permite
una actuación reglamentaria al Gobierno. Los demás
hemos tenido la precaución de que todas las actuacio-
nes se tuvieran que negociar y que hubiera un plazo de
18 meses para la actuación del consejo que evalúa la
ley, para que volviera al Congreso de los Diputados.
Sin embargo, Coalición Canaria presenta la única en-
mienda que permite actuaciones reglamentarias al Go-
bierno que podrían tener el mismo efecto, como tan
profundamente ha explicado el ponente de la ley. No
obstante, nosotros somos favorables a esta enmienda y
esperamos que Coalición Canaria, como grupo que de
forma natural apoya al Gobierno y como grupo que ha
presentado esa enmienda, vele por que las actuaciones
reglamentarias del Gobierno busquen los consensos, el
equilibrio y la viabilidad del sistema deportivo. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señora Sa-
banés. 

Por el Grupo Socialista tiene la palabra el señor Nieto. 

El señor NIETO GONZÁLEZ: Señor Presidente, se-
ñorías, el pasado 29 de mayo, el Congreso aprobaba el
texto del proyecto de ley que esta Cámara remitía al
Senado, y lo hacía con los votos favorables de tres gru-
pos políticos, el Grupo Popular, el Grupo Vasco y el
Grupo de Izquierda Unida, y con los votos en contra,
en las partes esenciales del proyecto de ley —lo que yo
llamaba en aquel entonces y sigo llamando ahora el
núcleo duro del proyecto de ley, aquello que va a partir
del artículo 5—, del Grupo Parlamentario Socialista,
del Grupo Catalán, de Coalición Canaria y del Grupo
Mixto. Votamos en contra por muy variadas razones,
algunas coincidentes y otras específicas de cada uno
de los grupos. El Grupo Parlamentario Socialista vota-
ba en contra, entre otras, por las siguientes razones
que no se han modificado en el Senado en lo más
esencial. 

Votábamos en contra porque considerábamos que
este proyecto de ley es contrario al Derecho comunita-
rio; porque considerábamos y seguimos considerando
que es contrario a la Constitución española, tanto a su
artículo 9, que garantiza la no retroactividad de las
normas, como a su artículo 38, que garantiza la liber-
tad de empresa. Porque esta ley, señorías, atenta con-
tra la libertad de empresa y porque esta ley es retroac-
tiva; no lo dice expresamente pero sí de forma
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implícita en la disposición transitoria de la misma. De-
cíamos en aquel entonces y seguimos diciendo ahora
que votábamos en contra porque este es un proyecto
de ley, ley dentro de unos momentos, vindicativa con
la única plataforma de televisión digital existente, que
es la que posee los derechos del fútbol televisado; por-
que es un proyecto de ley que atenta contra las empre-
sas futbolísticas, sean clubes de fútbol o sean socieda-
des anónimas deportivas; porque esta ley termina con
las exclusivas en el mundo del deporte con el pretexto
de que las exclusivas son monopolio, y esto no es cier-
to. Las exclusivas no son necesariamente monopolio,
las exclusivas no son monopolio si tenemos en cuenta
cualquier doctrina de defensa de la competencia, cual-
quier doctrina elaborada por cualquier organismo que
vigile la defensa de la competencia. Además, señorías,
porque las exclusivas en el mundo del deporte —y lo
ha dicho la mayoría de los comparecientes en esta Cá-
mara y en el Senado— son imprescindibles para la fi-
nanciación privada, a través de las televisiones, del de-
porte espectáculo y evitar de esta forma que sea
necesaria en algún momento la financiación pública
del mismo. Decíamos y seguimos diciendo, señorías,
que esta era una ley confusa e innecesaria. Y es confu-
sa e innecesaria porque no viene a regular un sector
que lo necesite —el sector está autorregulado— y tam-
poco viene a dirimir o a terciar en un conflicto existen-
te —no existe ningún conflicto en el sector-; lo que ha-
ce la ley más bien es lo contrario: viene a crear un
conflicto inexistente. 

Pues bien, el mismo día 29 de mayo, en el debate en
esta Cámara y después del mismo, el portavoz del Gru-
po Popular, señor Fernández de Trocóniz, y el Vicepre-
sidente Primero del Gobierno, señor Álvarez Cascos,
en los pasillos de esta Cámara ofrecieron y plantearon
que el trámite en el Senado debiera servir para arre-
glar —utilizaron la palabra arreglar— la joya legal —y
esto lo dice quien interviene— que esta Cámara acaba-
ba de aprobar con los votos en contra de cuatro gru-
pos parlamentarios. La verdad es que nosotros creí-
mos sinceramente que el Grupo Popular y el Gobierno
pensaban arreglar este proyecto de ley en el trámite
del Senado y nos pusimos manos a la obra. Los socia-
listas del Senado elaboraron tres grupos de enmien-
das. Unas eran de carácter general e iban al núcleo
central del proyecto de ley, con tres ideas muy claras:
primera, adaptar la ley a la normativa comunitaria; se-
gunda, adaptar la ley a la Constitución española; terce-
ra, evitar problemas y dar soluciones a los operadores
televisivos y los clubes de fútbol. Fueron rechazadas
todas. Mis compañeros del Senado presentaron un se-
gundo bloque de enmiendas intentando mejorar el tex-
to y siguiendo las indicaciones de las normativas co-
munitarias, en el sentido de que se elaborase y se
introdujese en el texto legal un catálogo de grandes
acontecimientos de interés especial que fuesen re-
transmitidos necesariamente en abierto. También pre-

sentaron enmiendas para que se incorporasen al con-
sejo para las emisiones y retransmisiones deportivas
los sindicatos, que estaban ausentes. También fueron
rechazadas. Mis compañeros en el Senado presentaron
una tercera enmienda, mucho más sencilla, más sim-
ple, que sólo trataba de corregir una errata que conte-
nía la disposición final cuarta que decía: de las federa-
ciones de las ligas profesionales. Trataron de corregir
esa errata y que apareciera una redacción adecuada,
inteligible, que dijera que estarían presentes en este
consejo para las emisiones las federaciones deportivas
y las ligas profesionales. Pues bien, hasta la corrección
de la errata fue rechazada en el Senado. Eso muestra
el espíritu de consenso, de diálogo, de intento de acer-
car posiciones y posturas que ha mantenido el Grupo
Popular en el Senado. 

Señorías, con las propuestas que hacíamos quería-
mos evitar la presentación de un recurso de inconstitu-
cionalidad. Nos lo están poniendo cada vez más fácil.
Queríamos también evitar que hicieran por segunda
vez el ridículo ante la Comisión Europea —quiero re-
calcarlo—, como lo están haciendo en estos momentos
con la ley digital, por la que España va a ser expedien-
tada y se va a obligar al Gobierno —supongo que tra-
yendo un nuevo proyecto de ley a esta Cámara— a mo-
dificar el contenido de esta norma en lo referente al
uso de los descodificadores. Queríamos evitarles estos
sonrojos ante la Comisión Europea. Sin embargo, he-
mos comprendido que en el trámite del Senado uste-
des no querían arreglar esta ley, como habían anuncia-
do, sino que querían hacer un arreglo, mejor dicho, un
doble arreglo. En primer lugar, regulando un mayor
intervencionismo del Gobierno en lo que se refiere a
las retransmisiones deportivas. Y lo han conseguido.
Han añadido al artículo 5 un nuevo apartado 4 que di-
ce: reglamentariamente y en atención a los intereses
deportivos y mercantiles —han borrado de un pluma-
zo de una enmienda presentada por un grupo “los in-
tereses laborales”— afectados podrían establecerse lí-
mites de días y horario para estas retransmisiones. El
Gobierno va a decir a los operadores y al conjunto de
los españoles cuándo hay que ver un partido de fútbol,
en qué día y a qué hora, si a primera hora de la maña-
na, de la tarde o de la noche, si a la salida de algún
otro acontecimiento cultural, religioso o no sé de qué
tipo. Nos parece de un reglamentismo y un interven-
cionismo absurdo. El segundo arreglo, señorías, es que
querían rematar el traje a medida, que ya habían pre-
parado en esta Cámara, a favor de la plataforma oficial
en constitución por los amigos del Gobierno y los ami-
gos del Partido Popular, esa plataforma que está en fa-
se de constitución por Telefónica, Televisa mejicana,
Televisión Española, ABC, la Cope, el diario El Mundo,
etcétera. El artículo 6 ya había terminado en esta Cá-
mara con las exclusivas y la disposición transitoria
permitía, en la redacción que tenía el texto cuando sa-
lió de esta Cámara, la expropiación de los derechos
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que habían adquirido las televisiones para las retrans-
misiones deportivas. En el Senado han hecho un mag-
nífico arreglo con la colaboración de una enmienda
presentada por Izquierda Unida. Lo que han hecho ha
sido marcar el plazo para efectuar las expropiaciones,
y lo sitúan entre un mínimo de doce meses y un máxi-
mo de dieciocho. Por tanto, han puesto tiempo y plazo
a las expropiaciones que esta ley va a llevar a cabo en
relación con los derechos de televisión. 

El señor PRESIDENTE: Señor Nieto, le ruego con-
cluya. 

El señor NIETO GONZÁLEZ: Voy terminando, se-
ñor Presidente. 

Señores del Grupo Parlamentario Popular, ustedes
van a sacar adelante esta ley, tienen los votos suficien-
tes para ello, los suyos y los de sus aliados coyuntura-
les en este proceso, pero después tendrán que afrontar
la incertidumbre, la inseguridad y la confusión que es-
ta ley crea. Además tendrán que aplicarla, señorías. El
Gobierno que ustedes apoyan tendrá que aplicarla y
explicarla, si pueden. También tendrán que responder
a toda una serie de interrogantes que les va a plantear
la sociedad española. Tendrán que contestar de entra-
da a lo siguiente: ¿Quién va a aplicar esta ley: el Go-
bierno o los tribunales de justicia? Me temo que los
tribunales de justicia. ¿Quién indemnizará a los clubes
y sociedades anónimas deportivas por el partido sema-
nal que se emite en abierto? ¿Quién indemnizará a los
operadores y a los clubes por la pérdida de las exclusi-
vas? ¿Se pagarán con dinero público? Si es así, ¿en
qué dejará de gastarse este dinero público? ¿Lo pagará
la plataforma gubernamental, en la que está Radiotele-
visión Española con una brillante tesorería, tal como
afirmaban hace unos días los portavoces del Partido
Popular y de Izquierda Unida? Yo he leído en grandes
titulares y he oído decir a los portavoces del Partido
Popular y de Izquierda Unida que las indemnizaciones
que tuviesen que efectuarse como consecuencia de la
ruptura de las exclusivas, de la retroactividad de la ley
y de las expropiaciones pertinentes las debería pagar
la plataforma gubernamental, Vía Digital. ¿Será
así?¿Qué hará el Gobierno para aplicar, señorías —y
me gustaría tener respuesta a esta pregunta. . . 

El señor PRESIDENTE: Señor Nieto, termine, por
favor. 

El señor NIETO GONZÁLEZ: Señor Presidente, ter-
mino en 30 segundos. 

¿Qué hará el Gobierno para aplicar al mismo tiempo
esta ley que elimina las exclusivas firmadas hasta aho-
ra y la Directiva comunitaria de Televisión sin Fronte-
ras que acaba de aprobarse y que las respeta plena-
mente? ¿Cómo van a armonizar esa doble legislación
que es de obligado cumplimiento en nuestro país? 

Según el Vicepresidente Primero del Gobierno, seño-
rías, la consideración de interés general para los parti-
dos de fútbol viene dada por sus amplias audiencias.
¿Piensa el Gobierno declarar de interés general ciertos
programas basura que emiten algunas televisiones
porque tienen amplísimas audiencias? Me gustaría
también conocer la respuesta a esa pregunta. 

Para terminar ¿cuándo van a dejar de confundir a
los ciudadanos diciendo que la ley está hecha sólo pa-
ra garantizar un partido de fútbol en abierto cada se-
mana? Es lo que dicen constantemente, es su telón, su
cortina de humo. Eso ya existe y además es verdad. La
ley garantiza que se emita un partido de fútbol en
abierto, eso sí, reglamentado en día y hora por el Go-
bierno, tal como ha quedado redactada la ley ahora.
En eso estamos de acuerdo. Nadie ha dicho nada so-
bre ese punto. Nosotros lo hemos apoyado como el
resto de los grupos de la Cámara. Pero ese no es el
contenido esencial del proyecto de ley. Con ese conte-
nido podíamos haber estado todos de acuerdo. Pero
como ese no es el meollo de la ley, ¿cuándo va a expli-
car el Gobierno a los ciudadanos que ese es el pretexto
nada más y que la verdadera razón de fondo es poner
dificultades y quitarles parte de los derechos del fútbol
televisado, que tienen algunas empresas que no están
dispuestas a bailar al ritmo que el Gobierno quiere
marcarles, para entregárselos a la empresa de televi-
sión digital que están montando sus amigos, porque
éstas sí bailarán al ritmo que el Gobierno y el PP les
marque? ¿Cuándo van a decir a los ciudadanos que es-
tas expropiaciones las van a hacer cueste lo que cueste
—lo han demostrado—, tanto desde el punto de vista
político como desde el punto de vista económico? Y en
lo que se refiere al coste económico ¿cuándo van a de-
cir a los ciudadanos que esto se va a pagar con el dine-
ro de todos los españoles? Tendrán que explicárselo,
señorías —y concluyo—, no sólo porque se lo pregun-
temos los grupos parlamentarios que estamos presen-
tes en esta Cámara, sino porque se lo están preguntan-
do toda una serie de organizaciones. Hoy mismo en la
prensa diaria aparecen una serie de organizaciones de
consumidores (UCE, CECO, Usuario de la Comunica-
ción, Instituto de Estudios del Consumo y Asgeco) que
dicen al Gobierno que intervenir los contenidos audio-
visuales, más allá de la protección de los derechos fun-
damentales, es una limitación a la libertad de informa-
ción y a la libertad de empresa, amén de desvirtuar la
libre competencia y de ser un riesgo para la libertad de
expresión. Todas estas preguntas, señorías, deberán
responderlas como grupo parlamentario que ha apoya-
do esta ley y deberá responderlas el Gobierno al que
apoyan, porque con estos interrogantes una ley como
ésta será inaplicable. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Nieto. 
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Por el Grupo Parlamentario Popular tiene la palabra
el señor Fernández de Trocóniz. 

El señor FERNÁNDEZ DE TROCÓNIZ MARCOS:
Señor Presidente, señoras y señores diputados, con-
cluimos hoy la tramitación parlamentaria del proyecto
de ley, inmediatamente ley, de emisiones y retransmi-
siones de acontecimientos y competiciones deportivas,
votando las enmiendas que han sido formuladas por el
Senado. Permítanme que dé un pequeño y somero re-
paso a las enmiendas para que SS. SS. puedan formar
el correspondiente juicio al respecto y votarlas en con-
secuencia. Asimismo, como no puede ser por menos,
he de explicar cuál va a ser la posición del Grupo Par-
lamentario Popular en relación a las enmiendas for-
muladas por el Senado. Al socaire de esta cuestión,
también he de realizar algunos comentarios sobre lo
que significa la normativa concurrencial en nuestro
Derecho, precisamente al hilo de la enmienda de adi-
ción a la disposición transitoria de este proyecto ley. Y
cómo no, señor Presidente, señoras y señores diputa-
dos, he de realizar algunas puntualizaciones a las ma-
nifestaciones efectuadas por los diferentes portavoces
de los grupos parlamentarios al posicionamiento de
los distintos grupos en relación con las enmiendas del
Senado. 

El Senado establece sólo seis enmiendas a este pro-
yecto de ley, a sus artículos 2, 4 y 5, a su disposición
adicional y a la disposición transitoria. En relación al
artículo 2, se desvincula lo que se refiere a los dere-
chos de imagen de las retransmisiones deportivas esta-
bleciéndose la regulación de los derechos de imagen
en relación al derecho de información en los teledia-
rios a través de las televisiones y fijándose un tiempo
máximo de emisión por cada competición, en lo que
respecta a breves extractos, de tres minutos por cada
una de ellas. Sin embargo, esta limitación no se refie-
re, así como tampoco en relación con las retransmi-
sión en directo, a las emisiones por radio, porque lógi-
camente no se trata de un derecho de imagen sino de
un derecho derivado del profesional que realiza la emi-
sión de esta retransmisión. Por consiguiente, que que-
de muy claro que las retransmisiones radiofónicas no
tienen ningún tipo de limitación en esta ley, ni están
sujetas a ningún tipo de contraprestación económica
por parte de las emisoras de radiodifusión. Evidente-
mente hemos de estar de acuerdo con esta enmienda
que ha sido formulada por el Grupo Parlamentario
Vasco (EAJ-PNV). He de decirles también, señoras y
señores diputados, que el Grupo Parlamentario Popu-
lar no ha formulado ninguna enmienda a este proyecto
de ley en el Senado y sin embargo hemos recogido en-
miendas formuladas por el Grupo Vasco (PNV), por el
Grupo Catalán (Convergència i Unió), por el Grupo de
Coalición Canaria y también del Grupo de Izquierda
Unida, integrados estos dos últimos en el Grupo Mixto
en el Senado. Por tanto, estamos a favor de esta preci-

sión que realiza el Senado a través de la enmienda al
artículo 2 del proyecto de ley 

En relación al artículo 4 del proyecto de ley se esta-
blece, por una parte, una enmienda relativa a la expli-
citación de las comunidades autónomas que tengan
una lengua oficial, lógicamente distinta del castellano.
Asimismo se establece una corrección, que podemos
calificar meramente técnica, en cuanto a la contra-
prestación a dar a aquellos operadores o programado-
res de televisión titulares de los derechos de imagen
para que puedan retransmitir en una lengua diferente
a la castellana en aquellas comunidades autónomas
que tengan unas lenguas oficiales distintas. Se estable-
ce que esta contraprestación económica se hará de
acuerdo con los criterios fijados en el propio artículo,
es decir, la población del territorio en la cual opera el
programador de televisión u operador correspondien-
te. También en este artículo 4 del proyecto de ley se su-
prime la regulación específica de que cada seis meses
se realizaría el catálogo por parte de la Comisión para
las emisiones de retransmisiones deportivas. Ya diji-
mos en su día en la Comisión Constitucional de esta
Cámara que estábamos a favor, si los demás grupos
también lo estaban, de suprimir esta limitación de que
el catálogo se realizase cada seis meses. El catálogo
pasará a redactarse separadamente, no de una forma
unitaria, con anterioridad al inicio de cada competi-
ción deportiva. 

En relación al artículo 5 del proyecto de ley, ya se ha
manifestado aquí pero me gustaría, señor Presidente,
hacer una precisión terminológica si los demás grupos
parlamentarios están de acuerdo en que así se realice,
y es que se establece una nueva modificación en el
sentido de añadir un párrafo que diga que reglamenta-
riamente y en atención a los intereses mercantiles y
deportivos afectados podrían fijarse limitaciones de
día y horario a la emisión de estas retransmisiones. El
Senado establece el condicional “podrían”. Simple-
mente se trata de una errata y parece más adecuado
utilizar el futuro “podrán”. Por eso someto a los porta-
voces de los distintos grupos parlamentarios el cambio
del condicional “podrían” por el futuro “podrán” en la
adición de este párrafo cuarto al artículo 5 del proyec-
to de ley. Por supuesto que estamos de acuerdo con la
adición, por supuesto que también estamos de acuer-
do con esta enmienda del Senado en cuanto que viene,
señor Presidente, señoras y señores diputados, a posi-
bilitar que el partido que actualmente se da en directo
y en abierto los sábados pase a darse en abierto y en
directo los domingos. Se ha manifestado en esta Cá-
mara y en el Senado, como consecuencia de las com-
parecencias realizadas, que no existe inconveniente al-
guno por parte de los diferentes interesados que
actualmente participan de la retransmisión en sábado
o en domingo en que se realizase este cambio lógica-
mente para favorecer, coordinar y cohonestar los inte-
reses mercantiles junto con los intereses deportivos,
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no teniendo en consideración simplemente los intere-
ses deportivos sino también los mercantiles. Señoras y
señores diputados, me parece importante puntualizar
dos cosas. No es un portillo abierto al reglamento por
parte del Gobierno. Ya la disposición final de esta ley
establece que el Gobierno reglamentariamente queda
autorizado para desarrollar y ejecutar la ley. Y hablan-
do de desarrollo y ejecución de la ley, es lo único que
hace el Gobierno: las leyes, y las aplican, por supuesto,
los tribunales de justicia cuando las partes no llegan a
un mutuo acuerdo en el cumplimiento voluntario de
las mismas. El Gobierno, por otra parte, no establece
positivamente qué día han de realizarse las retransmi-
siones deportivas, sino negativamente en qué días y en
qué horarios no puede llevarse a efecto la emisión de
este partido en directo y en abierto. 

Les decía, señoras y señores diputados, que se for-
mulan dos enmiendas a la disposición adicional y a la
disposición transitoria. En lo que se refiere a la dispo-
sición adicional, como ya se ha dicho aquí con anterio-
ridad, lo único que se hace es concretar la posibilidad
que tienen las comunidades autónomas de establecer
también qué competiciones y acontecimientos deporti-
vos deban tener interés general y deban ser retransmi-
tidos en directo y en abierto en el territorio propio de
la comunidad autónoma, atendiendo a criterios de re-
levancia, trascendencia social de la competición o que
se trate de selecciones propias de tal comunidad autó-
noma, concretando, explicitando y especificando el
contenido de la disposición adicional conforme había
sido aprobado por este Congreso de los Diputados. Por
lo que se refiere a la disposición transitoria, tengo que
decir que hay que entenderla de acuerdo con el texto
del resto de la disposición transitoria, que se refiere a
que las modificaciones contractuales a que pueda dar
lugar la aplicación de los artículos 4, 5 y 6 del proyecto
de ley y que afectan a derechos previamente negocia-
dos entre las partes implicadas darán lugar, lógica-
mente, a la correspondiente nueva negociación o mo-
dificación contractual entre ellas, y si no se
consiguiese este acuerdo en el plazo de un año, por
parte del consejo para las emisiones y retransmisiones
deportivas se elevará, en el plazo de seis meses, un in-
forme a la Comisión de Educación y Cultura de este
Congreso de los Diputados y al Gobierno y se propon-
drán las medidas oportunas al respecto. En este senti-
do me gustaría hacer una puntualización. Las leyes, de
acuerdo con el artículo 5 del Código Civil, se interpre-
tarán según el sentido literal de sus palabras en rela-
ción con su contexto, los antecedentes históricos y le-
gislativos y la realidad social del tiempo en que han de
ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíri-
tu y finalidad de aquellas. Quiero decir algo importan-
te, y es que el Grupo Popular, en lo que se refiere a an-
tecedentes legislativos de esta ley, no comparte las
manifestaciones de otros grupos para justificar las di-
ferentes posiciones en relación con las enmiendas. En-

tendemos las enmiendas y el texto de la ley, como dice
el Código Civil, de acuerdo con el sentido literal de sus
palabras en relación con su contexto y el ordenamien-
to jurídico que así en su día deba ser interpretado y
aplicado por parte de los tribunales. 

Se habla de retroactividad y se habla nuevamente de
expropiación. Señoras y señores diputados, desde esta
tribuna renuncio a intentar explicar qué significa re-
troactividad, renuncio a intentar explicar qué significa
expropiación, qué significa confiscación. Simplemente
les recomiendo a aquellos diputados que han hablado
tan ligeramente de lo que es retroactividad, de lo que
es expropiación, un libro fantástico, un libro magnífi-
co para iniciarse en los estudios y conocimiento del
Derecho, que es el Compendio de Derecho Civil del
profesor Federico de Castro. Señoras y señores Diputa-
dos, hablando de normativa concurrencial, que es a lo
que se refiere el artículo 6 del proyecto de ley, fíjense
la inocuidad que tiene que dice que para emitir en sis-
tema de pago por visión los operadores negociarán
con los titulares de los derechos guardando los princi-
pios de publicidad y libre concurrencia, de acuerdo
con las condiciones de la oferta y mediante una con-
traprestación económica que deberá fijarse con los si-
guientes criterios: estabilidad económica de los clubes
o sociedades anónimas deportivas, el interés de los
usuarios, la viabilidad de la competición, las condicio-
nes de la programación y la franja horaria de emisión,
así como la importancia de la competición, aconteci-
miento o espectáculo deportivo. Fíjense ustedes, seño-
ras y señores diputados, qué retroactividad, qué expro-
piación, qué confiscación establece este artículo 6 del
proyecto de ley. Y es que se dice que el mercado está
autorregulado. Ciertamente y en principio el mercado
se dice que está autorregulado porque nos lo cuentan
los interesados en el asunto. ¿Pero saben ustedes cómo
se dice que se ha autorregulado el mercado? De la ma-
nera más simple y más antigua que existe de autorre-
gulación en los mercados, estableciéndose un cartel de
libro, que por cierto todavía no sabemos a ciencia cier-
ta en qué consiste, y las condiciones estrictas de la ne-
gociación explícita entre este cien por cien de titulares
de derechos, por cuanto los contratos no han sido
nunca exhibidos ni manifestados. 

El señor PRESIDENTE: Señor Fernández de Trocó-
niz, vaya concluyendo, por favor. 

El señor FERNÁNDEZ DE TROCÓNIZ MARCOS:
Sí, señor Presidente. 

Por consiguiente, difícilmente podemos hablar de
autorregulación y de ataque a la libre empresa. Por
cierto, ¿de dónde vienen esas pretendidas argumenta-
ciones de que nosotros atacamos a la libre empresa?
Que por parte del Grupo Socialista se hable de que no-
sotros hacemos leyes retroactivas, señoras y señores
diputados, y sin volver a entrar en argumentos dichos
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con anterioridad en esta tribuna, cuanto menos resulta
cómico. 

Por otra parte, hablando de materias y normas con-
currenciales, habrá lugar, lógicamente, a la aplicación
de la Ley de Competencia Desleal de 10 de enero de
1991. Por cierto, no sé si sabrán —lo he de reiterar
aquí— que el Tribunal de Defensa de la Competencia,
en resolución de 10 de junio de 1993, ya fijó los crite-
rios clara y limpiamente de cómo se debe establecer la
libre competencia en materia de derechos de imagen
de fútbol por televisión. Muy simplemente, posibilidad
de que los operadores actuales o potenciales puedan
concurrir libremente en el mercado para la adquisi-
ción de los derechos. Asimismo se establece que el re-
parto de los derechos de televisión se realice por blo-
ques, que el plazo de duración de los contratos sea
razonable, atendiendo a las necesidades de programa-
ción y a la amortización de las inversiones no recupe-
rables por parte fundamentalmente de los nuevos ope-
radores. Criterios simples y llanos que recoge esta ley.
Y hablando de normas concurrenciales, no sé si sa-
brán ustedes que esta ley no inventa nada nuevo, no
establece normas concurrenciales, que nunca son ex-
propiatorias, sino de reparto del mercado, de reparto,
en definitiva, de los intereses económicos en juego. En
relación a lo establecido en materia de retransmisio-
nes por televisión, la Ley de Propiedad Intelectual, en
su artículo 20, no hace sino desarrollar la Ley de 11 de
octubre de 1995, que la incorpora en su texto refundi-
do de 12 de abril de 1996, en cuanto dice, en lo que se
refiere a la retransmisión por cable de programas de
televisión, que si alguna de las partes, con abuso de su
posición negociadora impidiera la iniciación o prose-
cución de las negociaciones para autorizar la retrans-
misión por parte de los operadores de cable, de los
programadores, habrá lugar a la intervención del Tri-
bunal de Defensa de la Competencia. Por cierto, esta
ley, a pesar de la fecha de su aprobación, no hace sino
recoger lo que ya dice la Directiva comunitaria 93/83. 

El señor PRESIDENTE: Señor Fernández de Trocó-
niz, le ruego que concluya. 

El señor FERNÁNDEZ DE TROCÓNIZ MARCOS:
Concluyo inmediatamente, señor Presidente. 

Por otra parte, y en materia de ejemplo de normas
concurrenciales, he de referirme, lógicamente, a la re-
ciente y por cierto controvertida aquí ahora ley de
emisión de ciertas señales por televisión, de 3 de mayo
de 1997, ley que por cierto nada tiene que ver con la
que hoy está en trámite de aprobación, pero que en es-
te curioso aspecto, en su artículo 7 establece también
la intervención del Tribunal de Defensa de la Compe-
tencia en aquellos supuestos contrarios a las compe-
tencias que sí establecen la obligación de los operado-
res al acceso de sistema condicionado a retransmitir
los programas elaborados por programadores inde-

pendientes o entidades de difusión en general en con-
diciones equitativas, razonables y no discriminatorias.
No estamos inventando nada. 

Señor Presidente, señoras y señores diputados, se
establecen normas concurrenciales nuevas ante merca-
dos nuevos o inexistentes. Por consiguiente, no se
asusten, señoras y señores diputados, no contaminen a
la opinión pública, esta ley no es retroactiva, esta ley
no es confiscatoria, no es expropiatoria. También he
de decirles que jamás hemos dicho que en el Senado se
iba a arreglar, porque no le hacían falta arreglos des-
pués del trámite parlamentario del Congreso; mejorar,
siempre, como así estamos dispuestos a hacerlo, bue-
na prueba de ello es que se ha mejorado en el Senado
y nosotros vamos a dar nuestro voto favorable a todas
estas enmiendas aprobadas por el Senado. 

Señor Presidente, señoras y señores diputados, esta-
mos en presencia de la aprobación de una buena ley,
una ley con vocación de futuro, una ley que prevé fe-
nómenos de reciente aparición en la sociedad españo-
la; una ley que, reitero, no va contra nadie, a pesar de
que alguien se empeñe en decirlo. 

Señor Presidente, señoras y señores diputados, bien-
venida sea esta ley, bienvenido sea el fútbol por televi-
sión y, desde luego, creo que están de enhorabuena los
buenos aficionados españoles al fútbol. 

Muchas gracias, señor Presidente.  (Aplausos.) 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Fer-
nández de Trocóniz. 

— PROPOSICIÓN DE LEY DE ORDENACIÓN
DEL SECTOR PESQUERO DE ALTURA AL
FRESCO (Número de expediente 124/000003)

El señor PRESIDENTE: Pasamos al debate de las
enmiendas del Senado a la proposición de ley de orde-
nación del sector pesquero de altura al fresco. 

¿Grupos que deseen intervenir? (Pausa.)
Por el Grupo Mixto, tiene la palabra el señor Vázquez. 

El señor VÁZQUEZ VÁZQUEZ (don Guillerme):
Muchas gracias, señor Presidente. 

Con toda brevedad, para expresar el voto favorable
del Bloque Nacionalista Galego a las enmiendas del
Senado a la proposición de ley de ordenación del sec-
tor pesquero de altura y gran altura que opera dentro
de los límites geográficos de la Comisión de Pesca del
Atlántico Nordeste, ya que, desde nuestro punto de vis-
ta, las modificaciones introducidas por el Senado no
varían el espíritu de la proposición inicial que ya tuvi-
mos ocasión de discutir y votar afirmativamente. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Vázquez. 
Señor Mardones. 
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El señor MARDONES SEVILLA: Gracias, señor
Presidente. 

Coalición Canaria va a votar favorablemente todas y
cada una de las enmiendas que nos remite la Cámara
Alta respecto a este proyecto de ley de ordenación del
sector pesquero de altura y gran altura. 

En primer lugar, estamos de acuerdo con la enmien-
da que ha modificado el título, porque en Canarias se
había producido cierta preocupación por el confusio-
nismo de que estuviera hablando solamente de orde-
nación del sector pesquero de altura. La enmienda del
Senado al título circunscribe ya geográficamente el te-
rritorio marítimo de pesca al Atlántico Nordeste, que
es el que queda, por tanto, sometido a la regulación de
esta ley. 

Las restantes enmiendas nos parecen muy acerta-
das, entre ellas la dirigida al artículo único del proyec-
to. En el texto que habíamos elaborado en la Cámara
se hablaba de derechos de pesca o la alternativa de co-
eficientes de acceso a las diferentes zonas de pesca o
caladeros de esta zona del Atlántico Nordeste y con la
enmienda del Senado se han equiparado los derechos
de acceso a las diferentes zonas de pesca. Se da por su-
puesto que un armador y su pesquero correspondiente
tenga concedido un derecho de acceso precisamente
para pescar; entra en el caladero para que aquellas au-
toridades que tengan competencia o jurisdicción en las
aguas correspondientes puedan respetar precisamente
y no tener que adoptar medidas punitivas contra los
pesqueros españoles, en este caso, que accedan en ra-
zón de tener este derecho concedido de acceso a la zo-
na de pesca. 

Respecto a las últimas enmiendas relativas a las dis-
posiciones finales, señor Presidente, nos parece adecua-
do que con este texto se obligue al Gobierno a redactar
en el plazo de tres meses las normas reglamentarias pa-
ra la entrada en vigor del desarrollo de esta ley, dado
que el texto que había salido del Congreso de los Dipu-
tados no lo señalaba y dejaba una discrecionalidad sin
límite para adoptar las medidas reglamentarias. Por
tanto, creemos que cuando tengan que hacerse a la mar
los pesqueros, al amparo de esta legislación, no demo-
ren de una manera u otra habida cuenta que el plazo de
tres meses lo entendemos prudencial y sensato. 

Por todas estas razones, señor Presidente, votare-
mos a favor de las enmiendas del Senado. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor
Mardones. 

Por el Grupo Vasco (EAJ-PNV), tiene la palabra la
señora Aguirre. 

La señora AGUIRRE URIBE: Muchas gracias, se-
ñor Presidente. 

Intervengo para anunciar en nombre de mi grupo el
voto favorable a las enmiendas introducidas a esta
proposición de ley en el trámite del Senado. 

Estamos ante una proposición de ley que nuestro
grupo, por lo menos originariamente, ha sido autor
porque la planteó el Grupo de Senadores Nacionalistas
Vascos en la Cámara Alta. El objetivo de esta iniciativa
es la ordenación adecuada del sector de altura al fres-
co de la flota española que faena en las aguas de la
NEAFC y, en concreto, bajo la normativa de la Unión
Europea. Para racionalizar el ejercicio de la actividad
pesquera, el Gobierno español, desde el comienzo de
1980, ha dictado una serie de resoluciones. En 1981, la
flota la componían 460 buques; en 1986, cuando Espa-
ña se incorpora a la Comunidad Económica Europea,
desciende el número de buques y pasamos a tener 300;
en 1992, con el Gobierno socialista se produce una
normativa que nosotros considerábamos muy impor-
tante —quiero destacar en esta Cámara la importancia
de la normativa de 1992—, y a partir de ese momento,
el sector pesquero de la cornisa cantábrica se reestruc-
tura. 

Esta iniciativa que presentó en su día nuestro grupo
y que la asumió toda la Cámara, plantea una tercera
fase en la que se pretende dar transparencia y seguri-
dad jurídica a la transmisión de derechos. Como todos
conocen, señorías, es una petición unánime del sector,
es una petición de toda la flota pesquera de altura al
fresco desde Vigo hasta Pasaia y Ondárroa, puertos en
los que tienen base los buques que faenan en aguas de
la NEAFC. Por eso nos parece importante que se toma-
ra en consideración y que se apoyara esta iniciativa
que hoy concluimos con las enmiendas que ha intro-
ducido el Senado a la proposición de ley y que nuestro
grupo va a apoyar en esta Cámara. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Aguirre. 
Por el Grupo Catalán (Convergència i Unió) tiene la

palabra la señora Solsona. 

La señora SOLSONA I PIÑOL: Muchas gracias, se-
ñor Presidente. 

Señorías, intervengo solamente para expresar que
votaremos a favor de las enmiendas aprobadas por el
Senado a la proposición de ley de ordenación del sec-
tor pesquero de altura y gran altura que opera dentro
de los límites geográficos de la Comisión de Pesca del
Atlántico Norte (NEAFC). 

Esta proposición de ley corresponde a una petición
unánime de toda la cornisa cantábrica. Las comunida-
des autónomas afectadas —gallega, asturiana, cánta-
bra y vasca— ya habían solicitado esta nueva ordena-
ción. También es una petición unánime solicitada por
la flota de altura al fresco desde Vigo, La Coruña, San-
tander, Gijón, Pasaia y Ondárroa, puertos en los que
tienen base los buques que faenan en aguas de la NE-
AFC. 

Con esta nueva ordenación los derechos y coeficien-
tes que hacen referencia a las facultades para poder fa-
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enar y ejercer actividades pesqueras en las diferentes
zonas pueden transmitirse, enajenarse o cederse siem-
pre bajo la tutela del Ministerio de Agricultura, Pesca y
Alimentación, lo que racionaliza el sector, da transpa-
rencia y permite especializar por pesquerías a los dife-
rentes grupos. 

Tengamos en cuenta que para este año 1997 será
operativa una flota de aproximadamente 200 buques
de la llamada flota de los 300; esto supone que estarán
faenando en aguas de la Unión Europea menos bu-
ques pesqueros pero durante más tiempo, de manera
más regulada, más especializada y con mayor seguri-
dad. 

Por esta razón y como es costumbre en iniciativas
de este tipo, quiero manifestar nuestro voto favorable
a esta nueva proposición de ley con las enmiendas re-
mitidas por el Senado. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señora
Solsona. 

Por el Grupo Parlamentario Federal de Izquierda
Unida-Iniciativa per Catalunya señor Centella. 

El señor CENTELLA GÓMEZ: Señor Presidente,
para anunciar que también nuestro grupo votará favo-
rablemente las enmiendas aprobadas por el Senado. 

Nosotros estamos satisfechos pues la ley que hoy
aprobamos permitirá transmitir, en su totalidad o en
parte, los derechos de acceso a diferentes zonas de
pesca, de manera que, como dice la propia ley, facilita-
rá que estos buques puedan faenar y disponer de sufi-
ciente número de días para realizar su presencia en el
caladero, y puedan llevar a cabo su labor con más ra-
cionalidad. 

Señorías, nosotros creemos que la unanimidad que
va a recibir la aprobación de estas enmiendas es una
buena noticia para el sector pesquero, un sector que,
por cierto, no está acostumbrado a recibir buenas no-
ticias y, por tanto, hoy es un buen día para parte de
nuestra flota. Entendemos que esta unanimidad debe-
ría servir de acicate el Gobierno para presentar inicia-
tivas que el sector pesquero está esperando, como por
ejemplo la tan anunciada y nunca llegada ley de pesca.
Muchos personas viven por y para la pesca y son acre-
edores a que el Gobierno y los grupos parlamentarios
les presten la atención que se merecen. Por ello esa
anunciada y nunca llegada ley de pesca deberá ser uno
de los objetivos fundamentales del Gobierno en el pró-
ximo período de sesiones. 

Las enmiendas que hoy se presentan no varían sus-
tancialmente la ley que se aprobó en el Congreso, en
algunos aspectos, como ya se ha dicho, incluso la me-
joran; por eso va a recibir nuestro voto favorable y es-
peramos que en el plazo que se fija en la propia ley
empiece a dar sus frutos. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Centella. 
Por el Grupo Parlamentario Socialista tiene la pala-

bra el señor Blanco. 

El señor BLANCO LÓPEZ: Gracias, señor Presidente. 
Intervengo con suma brevedad, que quizá me van a

agradecer SS. SS., para no reincidir en los argumentos
ya expuestos en los diferentes trámites parlamentarios
que tuvo esta proposición de ley. 

Señorías, la proposición de ley que hoy aprobamos
tiene como objeto posibilitar la transferencia total o
parcial de los derechos de pesca entre los buques re-
gistrados en el censo de la flota de altura, gran altura y
buques palangreros de más de 100 toneladas de regis-
tro bruto que faenan en el Gran Sol, muchos de ellos
de mi territorio —Galicia—, y que se conoce, como ya
puso de manifiesto algún interviniente, como la flota
de los 300, tras nuestro ingreso en la Comunidad Eco-
nómica Europea en el año 1986, hoy Unión Europea. 

Con la aprobación de esta ley estamos dando res-
puesta a las demandas del sector, de forma especial a
las demandas del sector que tiene su base de operacio-
nes en la cornisa cantábrica, para posibilitar una me-
jora de la productividad de esta flota y así racionalizar
el uso de los derechos de pesca de la misma. En defini-
tiva, damos un paso más en el camino emprendido por
el anterior Gobierno cuando promulgó la Orden Mi-
nisterial de 12 de junio del año 1992. 

Señorías, a pesar de algunas precisiones que en el
debate del Senado los socialista quisimos introducir y
que no han sido tenidas en consideración, hoy vamos
a apoyar favorablemente esta ley y también vamos a
apoyar las enmiendas que se han introducido en el Se-
nado y que son objeto de consideración en este mismo
momento. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
Por el Grupo Parlamentario Popular tiene la palabra

el señor Mantilla. 

El señor MANTILLA RODRÍGUEZ: Muchas gra-
cias, señor Presidente. 

Intervengo muy brevemente para fijar la posición
del Grupo Parlamentario Popular respecto de las en-
miendas introducidas en el Senado. 

Como saben SS. SS. esta proposición de ley ha sido
aprobada por unanimidad en la Comisión de Agricul-
tura y Pesca, con competencia legislativa plena. En
esos momentos todos estábamos totalmente de acuer-
do con la filosofía de esta ley y, por tanto, las enmien-
das que se introducen en el Senado simplemente mejo-
ran o matizan lo que se había aprobado previamente
en el Congreso. Quiero dejar constancia de que aun-
que ha sido una iniciativa de los senadores del Grupo
Vasco, esta proposición de ley también se había inten-
tado lograr por otros grupos en las legislaturas pasa-
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das. Estamos totalmente convencidos de que va a ha-
ber unanimidad, lo que va a ser beneficioso para el
sector pesquero. 

En el trámite del Senado se habían presentado cinco
enmiendas de las cuales se aceptaron cuatro y se re-
chazó una, no por el fondo sino exclusivamente por la
forma. En cuanto a las cuatro enmiendas aprobadas
en el Senado, una de ellas modifica el título, lo adecua
mejor a las necesidades y, lógicamente, al orden ac-
tualmente en vigor. Quiero decir al señor Mardones
que cuando se habla de altura obviamente también in-
cluye la gran altura. 

En cuanto al artículo único, se introduce la posibili-
dad de ceder, transmitir y vender total o parcialmente
los derechos de pesca. Obviamente la ley era para or-
denar el sector, en el que estaba ocurriendo que algu-
nos barcos tenían menos de 100 días de derecho de
pesca y otros, en cambio, disponían de 600, lo cual es
metafísicamente imposible. Se pretendía, por tanto,
ordenar el sector e implícitamente se aceptaba la ena-
jenación y cesión total o parcial de derechos. 

Hay una transaccional incluida en el Senado por
unanimidad de todos los grupos para evitar la discri-
minación o distinción entre derechos de pesca y coefi-
cientes de acceso. En estos momentos lo que se ha
aceptado y va a quedar definitivamente aprobado, son
tan sólo los derechos de acceso. 

Por tanto, señorías, termino volviendo a insistir en
que hay que felicitarse y felicitar al sector pesquero
porque consideramos que esta ley va a ser importante
no solamente para el sector pesquero, sino incluso pa-
ra los astilleros que verán la posibilidad de construc-
ción de nuevos buques. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor
Mantilla. 

Concluido el debate de la proposición de ley, vamos
a proceder a las votaciones de los dos proyectos y la
proposición debatidos, tras su remisión por el Senado. 

Votaciones de las enmiendas del Senado. Votación
sobre la enmienda del Senado al proyecto de ley sobre
consolidación y racionalización del sistema de la Segu-
ridad Social. 

Comienza la votación.  (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 335; a favor, 333; abstenciones,
dos. 

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda
aprobado. 

Votaciones relativas al proyecto de ley reguladora de
las emisiones y retransmisiones de competiciones y
acontecimientos deportivos. Vamos a desglosar en cin-
co bloques estas votaciones relativas a las enmiendas
que ha introducido el Senado. 

En primer lugar, votamos la enmienda al artículo 5,
apartado 4, nuevo. 

Comienza la votación.  (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 336; a favor, 196; en contra, 133;
abstenciones, siete. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. 
Se somete a votación la enmienda a la disposición

transitoria. Comienza la votación.  (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 335; a favor, 179; en contra, 131;
abstenciones, 25. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. 
Enmienda a la disposición adicional y al artículo 4,

apartado 5. 
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos 336; a favor, 336. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las refe-
ridas enmiendas por unanimidad del Pleno. 

Votación sobre la enmienda al artículo 4, apartado 1. 
Comienza la votación.  (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 335; a favor, 201; abstenciones,
134. 

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda
aprobada la enmienda. 

Restantes enmiendas del Senado al proyecto de ley. 
Comienza la votación.  (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 335; a favor, 179; abstenciones,
156. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las res-
tantes enmiendas del Senado al proyecto de ley regula-
dora de las emisiones y retransmisiones de competi-
ciones y acontecimientos deportivos. 

Votación de las enmiendas del Senado a la proposi-
ción de ley de ordenación del sector pesquero de altura
al fresco. 

Comienza la votación.  (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 336; a favor, 334; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: En consecuencia quedan
aprobadas las enmiendas a la referida proposición de
ley. 
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DICTÁMENES DE COMISIONES SOBRE INICIA-
TIVAS LEGISLATIVAS:

— PROYECTO DE LEY ORGÁNICA DE REFOR-
MA DE LA LEY ORGÁNICA 6/1985, DE 1 DE
JULIO, DEL PODER JUDICIAL (Número de ex-
pediente 121/000012)

El señor PRESIDENTE: Punto X del orden del día:
dictámenes de comisiones sobre iniciativas legislati-
vas. 

Antes de pasar a su debate, señorías, como quiera
que uno de los dos proyectos incluidos en este punto
del orden del día, además el primero a debatir, tiene
carácter de ley orgánica, quiero anunciar a la Cámara
que la votación se producirá al final de este punto, es
decir, al finalizar los debates de los dos proyectos, el de
ley orgánica de reforma de la Ley Orgánica del Poder
Judicial y el proyecto de ley del Gobierno, y por tanto
no antes de las doce y media del mediodia. 

Debate sobre el proyecto de ley orgánica de reforma
de la Ley también Orgánica número 6, de fecha 1 de
julio de 1985, del Poder Judicial. (El señor Vicepresi-
dente, Fernández-Miranda y Lozana, ocupa la Pre-
sidencia.—Varios señores diputados abandonan el
salón de sesiones.—Rumores) 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Silencio, señorías. Ruego que abandonen el
hemiciclo si no van a ocupar sus escaños. 

Punto X del orden del día: dictámenes de comisio-
nes sobre iniciativas legislativas. Dictamen sobre el
proyecto de ley orgánica de reforma de la Ley Orgáni-
ca 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. 

¿Grupos que habiendo presentado enmiendas quie-
ran defenderlas en este momento? (Pausa.)

Por el Grupo Parlamentario de Coalición Canaria,
tiene la palabra el señor Mardones. 

El señor MARDONES SEVILLA: Muchas gracias,
señor Presidente. 

Como bien saben SS. SS., en los avatares del trámite
parlamentario de este proyecto de ley orgánica de re-
forma de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial,
una vez que en el Pleno pasado no se obtuvieron los
votos suficientes para su aprobación, por su carácter
de orgánica, y fue devuelto a la Comisión de Justicia e
Interior, ésta lo sometió a un nuevo trámite, en el que
Coalición Canaria mantuvo viva y defendió su enmien-
da número 28, dirigida al artículo segundo del proyec-
to del Gobierno, que hace específica referencia al artí-
culo 357, apartados 4 y 5, de la ley orgánica originaria.
Como no fue aceptada en el nuevo trámite de Comi-
sión, al llegar aquí este nuevo dictamen, Coalición Ca-
naria quiere manifestar que es para nosotros una en-
mienda de concepto político fundamental en el
tratamiento administrativo que se da a los miembros

de la carrera judicial que se hayan presentado en listas
electorales como candidatos a cualquiera de las insti-
tuciones constitucionales españolas porque, en primer
lugar, a los que figurando en la lista electoral no son
elegidos, resulta que se les somete a lo que, a tenor del
nuevo dictamen de la Comisión, entendemos que es
una penalización improcedente, que es la de situarlos
en excedencia forzosa durante tres años, en contrapo-
sición con nuestra enmienda, que proponía el reingre-
so normal en las funciones ordinarias que venían de-
sempeñando al cabo de los 20 días, como señalaba
—creo recordar— el artículo 355. Igualmente, aquellos
miembros de la carrera judicial que hubieran resulta-
do elegidos para la institución en cuya lista electoral se
presentaban, cuando termina su mandato o cesan vo-
luntariamente, resulta que se encuentran también con
una penalización, que es la situación de excedencia
forzosa, y nosotros planteábamos en nuestra enmien-
da que esto se hiciera dentro de una reglamentación,
por supuesto, pero no quedar en situación de exceden-
cia forzosa sino, acaso, tener una garantía en el cam-
bio de jurisdicción donde ellos hubieran venido ejer-
ciendo. Nosotros consideramos este punto de un valor
político muy importante, señor Presidente, y por esta
razón mantenemos la enmienda número 28. En conse-
cuencia, anuncio ya a los servicios de la Cámara que
solicitaremos votación separada de la enmienda núme-
ro 53, del Grupo Parlamentario Socialista, que se refie-
re también a este artículo y con los mismos objetivos. 

Cuando llegue la votación del articulado de la ley, se-
ñor Presidente, nosotros votaremos a favor de todo el
texto restante de la Comisión, por entender que es un
proyecto de ley bueno y necesario, que ha supuesto un
gran avance. Quiero reconocer aquí —dado que está
presente la señora Ministra de Justicia— la acogida
muy inteligente y favorable que recibió un bloque im-
portante de enmiendas que, entre otros, presentó mi
grupo al primitivo proyecto de ley que había remitido
el Gobierno, donde no aparecían determinadas cues-
tiones referentes a los miembros del Tribunal Supre-
mo, con lo que creo que se ha enriquecido. Incluso hu-
bo un consenso final en Comisión sobre las enmiendas
que hemos dirigido muchos grupos al denominado ar-
tículo 404 bis, en las que se han recogido todas estas
justas demandas de los magistrados del Tribunal Su-
premo. Creo que en esto —y es un honor reconocer-
lo— hemos encontrado la postura, inteligente, flexible
y de aceptación de la Ministra y de los miembros del
Ministerio de Justicia que opinaron al respecto, así co-
mo en el consenso que obtuvimos todos los miembros
de la ponencia y de la Comisión. Esto hace entrar con
naturalidad a una parte de miembros de la carrera ju-
dicial, los magistrados del Tribunal Supremo, que han
encontrado un justo reflejo de sus inquietudes y nece-
sidades, puesto que el sentido que tuvo nuestra en-
mienda originaria, sobre la que se hicieron las transac-
cionales, no tenía otra finalidad que un
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reconocimiento de la calidad de esta magistratura, de
esta institución fundamental dentro de nuestro Estado
de Derecho. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente.  

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Gracias, señor Mardones. 

Para la presentación y defensa de las enmiendas del
Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-Iniciativa
per Catalunya, tiene la palabra el señor Castellano. 

El señor CASTELLANO CARDALLIAGUET: Mu-
chas gracias, señor Presidente. 

Únicamente pedimos que se mantengan a efectos de
votación, sin ninguna otra clase de explicación, dado
que, a lo largo de la azarosa tramitación de este pro-
yecto, ha quedado más que sentado nuestro criterio en
contra del mismo. Al no poder separarse lo que se re-
fiere a la situación administrativa de jueces y magis-
trados de lo que significa un apunte de estatuto del
Tribunal Supremo, por la preeminencia que tiene la
primera parte del proyecto, nos lleva a mantener nues-
tra actitud contraria, por lo que rogamos, pura y senci-
llamente, que se sometan a votación las enmiendas y
se den por reproducidas todas y cada una de las inter-
venciones que ha hecho este grupo a lo largo de toda
la tramitación en defensa de las mismas. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Castellano. 

En nombre del Grupo Parlamentario Socialista, tie-
ne la palabra el señor Jover. 

El señor JOVER PRESA: Gracias, señor Presidente. 
También con la máxima brevedad, puesto que es la

tercera ocasión que este proyecto llega al Pleno, y creo
que todas las posiciones de los diferentes grupos parla-
mentarios están suficientemente claras y han sido sufi-
cientemente debatidas. 

Señor Presidente, mi grupo mantiene varias enmien-
das a este proyecto de ley que queremos se pongan a
votación, y también quiero decir que mi grupo votará
a favor de la enmienda número 28, del Grupo Parla-
mentario de Coalición Canaria, puesto que es coinci-
dente básicamente con una de las nuestras. En este
sentido, creo que la posición de mi grupo la puedo re-
sumir muy brevemente. 

Nosotros estamos de acuerdo con algunas interven-
ciones hechas anteriormente, con relación a que en es-
te proyecto se han introducido mejoras importantes
durante la tramitación tanto en ponencia como en Co-
misión. 

Concretamente, el artículo primero, que reintroduce
el incidente de nulidad de actuaciones, ha sido mejora-
do, aunque, señor Presidente, señoras y señores dipu-
tados, nosotros seguimos pensando que este nuevo in-

cidente de nulidad de actuaciones podrá ser lamenta-
blemente utilizado, no para lo que se pretende, sino
para dilatar los procesos y para enervar en muchos ca-
sos la ejecución de sentencias firmes de los tribunales.
Aún así —insisto— se ha mejorado de forma notable
en muchos aspectos, y por eso nos abstendremos en la
votación de este artículo. 

También consideramos que la nueva regulación del
artículo cuarto, aunque se ha quedado corta, como de-
cimos aquí, es un avance respecto a la regulación ac-
tual, puesto que introduce exigencias mayores sobre la
recusación y abstención de jueces y magistrados. 

Finalmente, nosotros consideramos que la nueva re-
gulación de los artículos quinto y sexto, que no esta-
ban en el proyecto inicial del Gobierno, sino que se
han introducido como consecuencia de enmiendas de
diferentes grupos, entre ellos el nuestro, han estableci-
do una regulación de un nuevo estatuto especial de los
magistrados del Tribunal Supremo, basado en un prin-
cipio de magistratura de ejercicio que a nosotros, se-
ñor Presidente, nos parece correcto, con la única salve-
dad de ese nuevo artículo 342, y digo nuevo porque no
estaba ni en el proyecto ni en ninguna de las enmien-
das presentadas, que establece un mandato máximo de
cinco años para los presidentes de sala del Tribunal
Supremo, respecto al cual, ¿por qué no decirlo?, man-
tenemos alguna duda. No mantenemos una enmienda
porque reconocemos que puede haber argumentos a
su favor, pero creemos que este nuevo artículo ha sido
introducido sin ningún debate, porque ni siquiera se
habló de él en el debate de Comisión, primero, ni en el
del Pleno, y, por tanto, en este aspecto también tene-
mos alguna duda. 

Sin embargo, nuestras discrepancias son mayores,
como sabe, en otros aspectos, y son sobre todo funda-
mentales en lo que es, en lo que ha sido siempre y si-
gue siendo, el núcleo central del proyecto, el artículo
segundo, es decir, la nueva regulación de las situacio-
nes administrativas de jueces y magistrados que se
presentan en elecciones generales, autonómicas, muni-
cipales o europeas, o que asumen el muy elevado crite-
rio de defender, de servir al bien público, a través de
cargos de confianza. 

Lo dijimos en su momento, lo repito ahora, señor
Presidente, nosotros entendemos que los medios que
se utilizan para conseguir el fin que se pretende, no
son correctos, proporcionados ni adecuados. Por su-
puesto, ningún grupo en esta Cámara se opondrá a
esos objetivos, garantizar la máxima independencia e
imparcialidad de los jueces y magistrados que han pa-
sado previamente por la política. En lo que discrepa-
mos, ya lo dije en su momento, es en los medios. Con-
sideramos que exigir tres años de excedencia forzosa
para estos jueces o magistrados, una vez han cesado
en el cargo público, es absolutamente desproporciona-
do en función de los fines que se pretenden conseguir;
es desproporcionado porque limita de una manera ex-
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cesiva un derecho fundamental, el derecho de acceso a
cargos y funciones públicas que reconoce el artículo
28 de nuestra Constitución, y, además, y esto es lo más
grave, creemos que en absoluto es adecuado para los
fines que se pretenden conseguir; es decir, que no ser-
virá para lo que se pretende, porque tres años de exce-
dencia forzosa, suponiendo que sirvieran para limpiar,
entre comillas, ese paso por la política de estos jueces
y magistrados, ciertamente no conducen a nada; ya lo
dijimos en su momento, no garantizan ningún plus de
imparcialidad. Es más, entendemos —y ese es el senti-
do de nuestra enmienda, señor Presidente, coincidente
en gran parte con la que mantiene el Grupo de Coali-
ción Canaria—, que estos mismos fines se podían ha-
ber conseguido mediante una regulación mucho me-
nos gravosa y mucho más adecuada para lo que se
pretende regular, a saber, sencillamente, como dice
nuestra enmienda, que, una vez este antiguo juez o
magistrado cesa en su cargo de confianza política o en
su cargo de mandato popular, puede reingresar en el
servicio activo, pero no en la plaza que tenía, sino en
aquella que decida el Consejo General del Poder Judi-
cial en función de los criterios que considere que ha de
manejar, y, por supuesto, esto se tendrá en cuenta en
función básicamente de la jurisdicción en la que traba-
jaba anteriormente esta persona y del tipo de actividad
política que haya tenido. 

Finalmente, señor Presidente, hay un último aspec-
to, al cual ya he hecho referencia, que nos impide vo-
tar favorablemente la totalidad de este proyecto. Noso-
tros siempre hemos intentado, y hasta ahora lo
habíamos conseguido, que este proyecto no tuviera
aplicación retroactiva, y algunas de nuestras enmien-
das relacionadas con este aspecto fueron aprobadas en
Comisión, de tal manera que ya está claro que el con-
tenido esencial del artículo segundo de este proyecto
no tendrá aplicación retroactiva. Lamentablemente,
no hemos conseguido nada parecido respecto al artí-
culo 342. La disposición transitoria tercera, 3, sigue
estableciendo una aplicación totalmente retroactiva
para el mismo y, en ese sentido, señor Presidente, no-
sotros mantenemos una enmienda transaccional, una
enmienda in voce a esta disposición transitoria terce-
ra, 3, que se votó en Comisión, y esperamos que el
buen sentido de todos los grupos de la Cámara en los
trámites posteriores que aún quedan por hacer les ayu-
de a tenerla en cuenta al menos, porque entendemos
que es una enmienda absolutamente razonable. 

Nada más, señor Presidente. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Jover. 

¿Algún grupo parlamentario desea utilizar un turno
en contra de las enmiendas? (Pausa.) ¿Grupos que de-
sean fijar su posición? (Pausa.) En nombre del Grupo
Parlamentario Vasco (EAJ-PNV), tiene la palabra la se-
ñora Uría. 

La señora URÍA ECHEVARRÍA: Gracias, señor Pre-
sidente. 

Lo apretado del orden del día del Pleno de hoy me
lleva a remitirme in integrum a cuanto dije respecto de
este proyecto de ley orgánica el día 5 de junio en esta
Cámara y que ya consta en el “Diairo de Sesiones”. El
único matiz diferente es el que se refiere a la enmien-
da transaccional o mejora técnica acordada en la vuel-
ta del proyecto a Comisión en relación con el texto del
artículo 404 bis en el que, de acuerdo con el carácter
de magistratura en ejercicio que se daba a los magis-
trados del Tribunal Supremo, se acordaban sus remu-
neraciones, y se añadía un matiz, que sería similar a la
de los titulares de otros altos órganos constitucionales,
atendiendo a la naturaleza de sus funciones. Mi grupo,
al igual que el resto de los grupos de la Cámara, acor-
damos por unanimidad este texto y así quedó aproba-
do en Comisión. 

Únicamente sí quería manifestar el criterio de mi
grupo en orden a otro asunto suscitado en los últimos
tramos de este accidentado debate, y es el que hace re-
ferencia a la conveniencia de proceder a la revisión de
las retribuciones de los miembros de la carrera fiscal.
La existencia de la referencia a la equivalencia en su
propio estatuto o, también, la dificultad de trasladar a
este estamento la categoría de magistratura en ejerci-
cio, nos lleva a pensar, al igual que a otros grupos, en
la conveniencia de que, sin dudar de la justeza de su
reivindicación, sea mejor posponer o ponderar esta
posibilidad en el debate que se produzca respecto de
este texto de ley en el Senado. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señora Uría. 

En nombre del Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió), tiene la palabra el señor Silva. 

El señor SILVA SÁNCHEZ: Muchas gracias, señor
Presidente. 

También con ánimo de sobrecargar poco el ya carga-
do Pleno de hoy, simplemente voy a manifestar tres
compromisos. De un lado, es obvio que queda para el
Senado —y el Grupo Parlamentario Catalán presenta-
rá allá las enmiendas oportunas— introducir aquellas
normas de Derecho transitorio que resultan imprescin-
dibles para mejor garantizar la situación de los magis-
trados del Tribunal Supremo que se encuentran en si-
tuación de excedencia o que en estos momentos están
prestando funciones en la Audiencia Nacional. Tam-
bién estaríamos abiertos a estudiar una matización de
los efectos del artículo 342, tampoco yendo —se lo
quiero manifestar así al señor Jover— a una irretroac-
tividad absoluta o a un plazo de cinco años sin que es-
ta disposición entrase en vigor, pero sí a atender la pe-
culiaridad de situaciones personales que se pueden ver
afectadas por el artículo 342. 
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Del mismo modo, la admisión de una enmienda del
Grupo Parlamentario Catalán sobre la composición de
los tribunales para el ingreso en la carrera judicial ha-
ce preciso determinar cuál es el órgano competente
para designar al secretario judicial que debe integrarse
en dichos tribunales. Por tanto, también habrá que
presentar en el Senado la enmienda oportuna. 

En segundo lugar, como ha manifestado mi compa-
ñera Margarita Uría, es cierto que los artículos 53 y 34
del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal realizan
una equiparación retributiva entre los magistrados del
Tribunal Supremo y los fiscales de sala. Quizá no se
precise más que un puro recordatorio; no sé si haría
falta alguna disposición más expresa que podría intro-
ducirse en el Senado. 

Lo que a todas resulta más complejo es trasladar el
concepto y las consecuencias de la magistratura de
ejercicio, que es predicable de órganos independientes
e inamovibles, a miembros de la carrera fiscal destina-
dos también en el Tribunal Supremo, pero que obvia-
mente no gozan de esa misma característica de inde-
pendencia y, si acaso, de inamovilidad. También
estamos dispuestos a estudiarlo de cara al Senado. 

Por lo demás, nos congratulamos del alto grado de
consenso que, entiendo, se ha producido a lo largo de
la tramitación de esta ley y manifestamos, como ya se
ha hecho reiteradamente, el compromiso de resolver
en el Senado algunos temas pendientes. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Silva. 

En nombre del Grupo Parlamentario Popular, tiene
la palabra el señor Ollero. 

El señor OLLERO TASSARA: Muchas gracias, se-
ñor Presidente. 

Terminamos, en efecto, el trámite de este proyecto
de ley que ha gozado de oportunidades privilegiadas
para debatirse en la Cámara, tanto en Pleno como en
Comisión. Simplemente quisiera aludir a algunas de
las afirmaciones que se han hecho en este último trá-
mite. 

En primer lugar, a mi grupo le sorprende que se
ponga en duda la conveniencia de regular el trámite de
nulidad de actuaciones, cuando el Consejo General del
Poder Judicial, cuyos informes han sido utilizados ge-
nerosamente como argumento de autoridad con fre-
cuencia, especialmente en el debate de este proyecto,
año tras año ha señalado la conveniencia de abordar
esta cuestión, en la medida en que se sobrecarga el tra-
bajo del Tribunal Constitucional al obligar a acudir al
recurso de amparo en situaciones como las contempla-
das en este caso por el proyecto. Es obvio que, en mu-
chas de esas ocasiones, el Tribunal se ve obligado a
atender esos recursos de amparo porque tienen un
fundamento; no se trata en modo alguna de una mera

maniobra dilatoria, sino de situaciones en las que, por
no haberse podido subsanar la causa de nulidad adver-
tida, ha tenido que ser el Tribunal Constitucional el
que lo haga en última instancia, repercutiendo además
con frecuencia sobre el pronunciamiento de la juris-
dicción ordinaria, que sin duda está en el trasfondo de
alguno de los problemas suscitados con motivo del de-
bate de este proyecto de ley en relación a los magistra-
dos del Tribunal Supremo, cuyas peticiones, como to-
dos sabemos, no están en modo alguno referidas sólo a
las cuestiones retributivas, sino también a una serie de
problemas que se plantean con frecuencia, precisa-
mente por esta obligada intervención del Tribunal
Constitucional sobre lo que es su tarea ordinaria. 

Por otra parte, en cuanto a las previsiones del pro-
yecto sobre el tratamiento de los jueces que han de-
sempeñado cargos políticos, vuelve a plantearse un cu-
rioso dilema sobre si estamos ante una penalización,
como dijo el señor Mardones en nombre del Grupo de
Coalición Canaria, o si estamos, por el contrario, como
se ha apuntado en algunos de estos debates, ante un
posible favorecimiento, incluso, del paso a la política,
en la medida en que se abriría el portillo a una deter-
minada picaresca. El que estemos ante una limitación
de derechos fundamentales no es ninguna novedad. El
artículo 127 de la Constitución así lo establece; por
tanto, lo que estamos haciendo es ser coherentes con
ese artículo. 

Lo que sí sorprende a nuestro grupo es que, desde el
Grupo Socialista, se afirme que este hecho de evitar
que en tres años puedan desempeñar funciones juris-
diccionales los jueces que han estado en el ámbito po-
lítico partidista no conduce a nada. Bueno es saberlo,
pero bueno sería que lo supieran también los propios
portavoces socialistas que, sin embargo, a uno de esos
jueces, que ellos incluyeron en sus listas, le acusan
ahora de estar utilizando su función jurisdiccional —
prácticamente le acusan de prevaricación, para hablar
claro— cuando realiza su trabajo. 

A nuestro grupo lo que le preocupa es la apariencia
de imparcialidad. No tenemos duda ninguna sobre la
imparcialidad subjetiva, ni de ese juez, ni de ningún
otro, a diferencia del Grupo Socialista, y creemos que
conduce precisamente a garantizar la imparcialidad
objetiva, la apariencia de imparcialidad, el que se lle-
ven a cabo normas como las que aquí se establecen. 

En cuanto a otras posibles fórmulas a las que se ha
aludido, serían mucho más complicadas. Sería muy de-
licado sobrecargar al Consejo General del Poder Judi-
cial con la obligación de buscar un emplazamiento, con
función jurisdiccional adecuada, al juez que ha desem-
peñado esas funciones porque, muchas veces, no es tan
fácilmente previsible qué casos concretos se van a plan-
tear y en qué medida se podía o no considerar contami-
nado, por utilizar la expresión habitual, a ese juez. 

En cuanto a las alusiones que se han hecho por el
Grupo Socialista a la enmienda sobre la duración de
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cinco años del cargo de presidente de sala del Tribunal
Supremo, como por otra parte ocurre con todos los
otros cargos que son nombrados por el Consejo Gene-
ral del Poder Judicial, quisiera hacer notar un extremo
que, al parecer, se le ha olvidado al portavoz socialista.
Esta enmienda si no fue debatida fue porque los diver-
sos grupos la apoyaron por unanimidad. Esta enmien-
da fue votada por el Grupo Socialista, señor Jover, y si
no fue debatida fue porque el Grupo Socialista no qui-
so, porque estaba tan a favor que estimó más oportuno
no debatirla. Quizá, en este momento lo que hay es un
curioso remordimiento, a lo mejor a instancia de par-
te. Yo no sé qué presidente de sala del Tribunal Supre-
mo les habrá llamado a ustedes para decirles que qué
están haciendo, pero desde luego ustedes votaron a fa-
vor. A nosotros no nos ha llamado ninguno. Por eso es-
tamos defendiendo esa misma enmienda. 

Por otra parte, esta enmienda lo que está haciendo es
establecer un limite a los nombramientos de presiden-
tes de sala del Consejo General del Poder Judicial ac-
tual. El intento del Grupo Socialista de corregirla es
muy curioso, porque pretende, cuando nosotros esta-
mos limitando al actual Consejo General del Poder Ju-
dicial, en la medida en que le obligamos a revisar cada
cinco años —y ya será otro Consejo el que lo haga— los
nombramientos de presidentes de sala, el Grupo Socia-
lista pretende, repito, que el Consejo General del Poder
Judicial anterior, no se sabe por qué, no se vea sujeto a
esta limitación, sino que a aquellos a los que nombró
presidentes de sala les demos una propina de cinco
años. Este intento de mantener vivas mayorías muertas
en el Consejo General del Poder Judicial se comenta
por si sólo y aquí queda para el “Diario de Sesiones” y
cada cual que saque sus consecuencias. Sobre todo
cuando hay otros casos mucho más llamativos que
nuestro grupo estima necesario revisar, probablemente,
en el Senado, como el hecho de que a un presidente de
la Audiencia Nacional se le está obligando, por la situa-
ción actual del proyecto, en un año, o bien a abandonar
su cargo o a renunciar a la categoría, porque afortuna-
damente sigue siendo categoría, de magistrado del Tri-
bunal Supremo, y parece que eso no preocupa al Grupo
Socialista. A nosotros sí nos preocupa y a lo mejor en el
Senado habrá que revisarlo. 

Como habrá que revisar en el Senado, no solamente
lo relativo a las retribuciones de los fiscales, a las que
ya se ha aludido por dos grupos, sino también la reper-
cusión de la posible corrección de las retribuciones de
los magistrados del Tribunal Supremo que, por otra
parte el proyecto la deja abierta y no la equipara de
una manera taxativa con ningún otro grupo de los pre-
vistos en los Presupuestos Generales del Estado, y
también la repercusión de esas mejoras de las retribu-
ciones sobre el resto de la carrera judicial, puesto que
sigue existiendo, en cumplimiento de las previsiones
constitucionales, una única carrera judicial y habrá
que evitar también agravios que no estén justificados. 

Pero, en fin, para todo eso está el Senado. Tenemos
un sistema de doble lectura en los proyectos de ley y
ocasión habrá de que allí se mejore aún más este pro-
yecto. 

Nada más. Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Ollero. 

— PROYECTO DE LEY DEL GOBIERNO (Número
de expediente 121/000025)

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Proyecto de ley del Gobierno, para cuya
presentación, en nombre del Gobierno, tiene la pala-
bra el señor Ministro de Administraciones Públicas. 

El señor MINISTRO DE ADMINISTRACIONES
PÚBLICAS (Rajoy Brey): Muchas gracias, señor Presi-
dente. 

Señoras y señores diputados, como quiera que no se
ha producido el debate de totalidad, al no haber pre-
sentado ningún grupo parlamentario una enmienda en
esa línea, yo voy a presentar, con brevedad, este pro-
yecto en este trámite, proyecto que viene a cubrir una
laguna legal en nuestro ordenamiento al dotar a un ór-
gano fundamental, como es el Gobierno, de una regu-
lación unificada y coherente, de conformidad con los
principios y exigencias constitucionales, en especial
las derivadas del Título IV de la Constitución española
bajo la rúbrica “Del Gobierno y la Administración”. 

Antes de analizar de forma breve el contenido básico
de este proyecto de ley del Gobierno, quisiera hacer
mención a una serie de cuestiones. 

En primer lugar, el mismo se inscribe en el marco de
la necesaria reestructuración y modernización institu-
cional del complejo Gobierno-Administración. En este
sentido, se ha abordado una reforma global que, co-
menzando por la reciente Ley 6/1997, de 14 de abril,
de Organización y funcionamiento de la Administra-
ción general del Estado, debe completarse con la futu-
ra ley del Gobierno. 

No debemos olvidar otros textos legales fundamen-
tales de por sí, pero a su vez complementarios de los
anteriores: La Ley reguladora de la jurisdicción con-
tencioso-administrativa articula ya el régimen general
de control jurisdiccional de la actuación gubernamen-
tal y administrativa; y la futura reforma de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen jurídico de
las administraciones públicas y del procedimiento ad-
ministrativo común, en cuanto norma que rige las re-
laciones de la Administración con los ciudadanos; y,
por supuesto, las medidas de orden práctico que, en
aplicación de las diferentes normas legales, deben ser
adoptadas por el Gobierno en el ámbito de los diferen-
tes departamentos. 
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El Gobierno tiene un especial interés en que el pro-
yecto de ley que hoy se debate alcance el mayor grado
de consenso posible, y así, en Comisión, con algunas
enmiendas que hoy se votarán aquí en Pleno, entre los
diferentes grupos parlamentarios parece que ha habi-
do un acuerdo bastante razonable. Ello con el objeto
de que la futura ley sea fruto del esfuerzo de todas y
cada una de las fuerzas políticas en su intento de
adoptar una regulación acorde con la Constitución, y
además por una razón que estimo esencial: contribuir,
con la aprobación del proyecto de ley del Gobierno, a
diferenciar de forma nítida lo que es el Gobierno de la
propia Administración. 

Conforme al artículo 97 de la Constitución, el Go-
bierno dirige a la Administración; ésta se configura co-
mo una persona jurídica o una pluralidad de personas
jurídicas integradas institucionalmente, subordinada
al Gobierno y regida por los principios de legalidad,
servicio y eficacia. El Gobierno asigna a la Administra-
ción unos objetivos, que estarán en función de los ge-
nerales de la política que él mismo dirige. Por otra
parte, la Administración se configura como un conjun-
to de medios humanos y materiales, dirigida por el
Gobierno y con un papel especial en lo que es la fun-
ción ejecutiva. Pero aunque esto es innegable, es nece-
sario separar ambas cuestiones; la Lofage y, espero, la
ley del Gobierno harán que esta separación sea efecti-
va. 

En segundo lugar, no olvidemos que, tras la aproba-
ción de la Constitución de 1978, han sido varios los in-
tentos de preparación y aprobación de un proyecto de
ley encaminado a la regulación de la composición y
funcionamiento del Ejecutivo. 

Cabe citar, entre estos intentos, los siguientes: el
proyecto de ley orgánica del Gobierno, de la Adminis-
tración del Estado y de la Función pública, aprobado
por el Gobierno de UCD y remitido en su día a las Cor-
tes Generales; los borradores del anteproyecto de ley
reguladora del Gobierno de la nación, de junio del año
1991 y febrero de 1995; así como el proyecto de ley re-
guladora del Gobierno, de octubre de 1995, presentado
por el Gobierno del Partido Socialista en la legislatura
anterior y decaído por disolución de las Cortes Gene-
rales; y la proposición de ley del Gobierno y de la Ad-
ministración del Estado presentada por el Grupo Par-
lamentario Popular en la pasada legislatura. 

Por ello, creemos que no sólo deben ser el Gobierno
y el Grupo Parlamentario Popular los únicos interesa-
dos en que dicha regulación vea la luz, sino que creo
necesario que sea un sentir general de esta Cámara. 

A continuación me referiré, de forma sucinta, al
contenido básico del proyecto de ley que nos ocupa,
poniendo el acento en aquellas cuestiones que, a mi
juicio, conviene resaltar. 

En primer lugar, el texto presentado por el Gobierno
es mucho más breve que proyectos anteriores. Hemos
optado por lo que podríamos calificar como una ley de

mínimos, cuyo objetivo es dar respuesta a las cuestio-
nes que plantea la Constitución, sin encorsetar el libre
desenvolvimiento de la institución. 

Se ofrece así una regulación clara y sencilla que, al
propio tiempo, dota de la necesaria estabilidad a un
órgano de tanta importancia como el Gobierno, deján-
dose al desarrollo reglamentario la precisión de otras
cuestiones de detalle. 

Por otra parte, aun cuando con lo dicho anterior-
mente creo, señorías, que quedaba suficientemente de-
mostrada la necesidad y la oportunidad de aprobar el
proyecto de ley que ahora se presenta, analizando as-
pectos de su contenido, uno se percata de que existen
ejemplos concretos de cuestiones pendientes de clarifi-
cación que han venido afectando a la actuación diaria
del Gobierno y que dificultan de alguna manera su efi-
cacia. Así, por ejemplo, el proyecto pretende resolver
la actual confusión entre los conceptos de Gobierno y
Consejo de Ministros y clarificar y ordenar la prolife-
ración de órganos existentes en torno al Gobierno.
Con esta finalidad se establece claramente cuáles son
los órganos que con carácter unipersonal o colegiado
forman parte del Gobierno. De este modo, el Consejo
de Ministros se configuraría como un órgano colegia-
do del Gobierno. 

Por lo que a los órganos individuales se refiere, el
proyecto se ajusta a la lectura más estricta del artículo
98 del texto constitucional. Así, serán miembros del
Gobierno: el presidente, los ministros, el vicepresiden-
te o vicepresidentes cuando el presidente determine su
necesidad. De esta forma, y como se ha visto, el texto
opta por terminar definitivamente, desde un punto de
vista orgánico, con la equiparación entre el Gobierno y
el Consejo de Ministros, propia de épocas pasadas, pe-
ro que aún continúa teniendo reflejo en diversas mani-
festaciones doctrinales. 

El Consejo de Ministros es el principal órgano cole-
giado del Gobierno, y como tal sus decisiones revelan
la voluntad colegiada o colectiva del mismo, destacán-
dose en el proyecto sus competencias, así como sus re-
glas de funcionamiento. Sin embargo, el Gobierno es
algo más, y se ha de manifestar también a través de
otros órganos o por otros medios. Por ello, se regula la
creación, composición y funciones de las comisiones
delegadas del Gobierno, órganos colegiados con una
arraigada tradición en nuestro Derecho. 

En segundo lugar, la duda que a menudo se ha sus-
citado en la doctrina, tema éste ciertamente polémico,
sobre la existencia o no de actos ajenos a cualquier
control jurídico, encuentra también su solución en es-
te proyecto. En efecto, conviene destacar que aunque
tradicionalmente se ha venido mostrando la dificultad
de sujetar a normas actos de naturaleza política, no
debe olvidarse que nuestra Constitución consagra un
Estado de Derecho al que quedan sujetos todos los po-
deres públicos. El Gobierno no podía ser una excep-
ción, y este proyecto así lo reconoce, previendo, por
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una parte, el control político pleno de las Cortes Gene-
rales sobre la actuación del Gobierno y, por otra, el
control jurisdiccional por parte de la jurisdicción con-
tenciosa-administrativa y del Tribunal Constitucional,
de acuerdo con sus leyes reguladoras respectivas, con
la finalidad de garantizar el control jurídico de la acti-
vidad del Gobierno en el ejercicio de sus funciones. 

En este punto no podemos olvidar, y así queda níti-
damente plasmado en el proyecto, que toda la activi-
dad gubernamental, y también y específicamente la
desarrollada en el ejercicio de la función de dirección
política, no puede quedar nunca al margen del Dere-
cho, resultando de aplicación, bien los controles jurídi-
cos típicos o propios de la actividad de producción
normativa y de ejecución, es decir, los controles pro-
piamente jurisdiccionales, o bien los controles políti-
cos jurídicamente regulados. 

Asimismo, el proyecto introduce otras novedades
que suponen al mismo tiempo aclaraciones inaplaza-
bles. Se dota a la figura del presidente del Gobierno
del perfil adecuado a la importante función que cum-
ple en un sistema de monarquía parlamentaria y a la
preeminencia de su papel sobre el de los otros miem-
bros del Gobierno que la Constitución claramente es-
tablece, asignándole significativas competencias. Co-
mo es bien sabido, la organización y funcionamiento
del Gobierno aparecen configurados por tres princi-
pios fundamentales: el principio de dirección presi-
dencial, que otorga al presidente del Gobierno la facul-
tad de determinar las directrices políticas que deberá
seguir el Gobierno y cada uno de sus miembros; el
principio de responsabilidad solidaria del Gobierno y
acción colegiada del mismo, y, por último, el principio
de competencia y responsabilidad directa de los miem-
bros del Gobierno en su gestión, que otorga a los mis-
mos una amplia autonomía en el desarrollo de su acti-
vidad. 

En cuanto a la composición del Gobierno, debe par-
tirse de que el artículo 98.1 de la Constitución estable-
ce una composición fija, aunque con elementos no
obligatorios, como son los vicepresidentes, remitién-
dose a la ley para determinar el resto de sus posibles
miembros. No se ha estimado conveniente, sin embar-
go, aumentar el número de categorías de quienes pue-
den ser miembros del Gobierno, aun cuando esa posi-
bilidad, como ya he dicho, se encuentra permitida por
el inciso final del artículo 98. 1. En este sentido, si
bien se contempla expresamente la figura de los minis-
tros sin cartera, no cabe duda de que su consideración
es precisamente la de ministros. 

Por lo que respecta a los secretarios de Estado, el
proyecto opta por potenciar su status y su ámbito fun-
cional sin considerarlos miembros del Gobierno. Se-
rán órganos de elaboración muy cualificados del mis-
mo, con una misión fundamental al frente de
importantes parcelas de la actividad administrativa,
que se desarrolla más extensa y precisamente en la Ley

de Organización y Funcionamiento de la Administra-
ción General del Estado (Lofage), pero no miembros
de aquélla. 

Finalmente, por lo que se refiere al estatuto de los
miembros del Gobierno, el artículo 98. 4 de la Consti-
tución remite al legislador ordinario la regulación del
estatuto de incompatibilidades de los miembros del
mismo. Por ello, el proyecto aborda la materia especi-
ficando los requisitos de acceso al cargo, el nombra-
miento y cese, así como un acabado régimen de su-
plencias, tanto del presidente como de los demás
miembros del Gobierno. Asimismo, se prevé el estricto
régimen de incompatibilidades aplicable. 

Especial importancia reviste la regulación que se
efectúa en el título III de la delegación de competen-
cias, determinando las que puedan realizar tanto los
órganos unipersonales como colegiados del Gobierno,
y estableciendo sus límites, bien por la importancia de
la competencia en sí, bien porque venga atribuida di-
rectamente por la Constitución, o porque una ley la
prohíba expresamente. 

El título IV constituye, por su parte, una de las prin-
cipales novedades del proyecto, y viene a llenar un va-
cío normativo que no debía mantenerse por más tiem-
po; me estoy refiriendo a la regulación del Gobierno
en funciones. De esta manera, el proyecto de ley da
respuesta a una situación que nuestra Constitución
contempla de manera parca en su artículo 101, pero
que deja sin resolver, como es la posición constitucio-
nal del Gobierno en funciones. En el único artículo del
título IV se establece un criterio general que debe ser
respetado por el Gobierno en funciones en toda su ac-
tuación, el de limitarse al despacho ordinario de los
asuntos públicos, debiendo abstenerse de adoptar, sal-
vo casos de urgencia debidamente acreditados, cuales-
quiera otras medidas. 

Sin embargo, la regulación del proyecto de ley no se
limita a establecer un principio general, sino que esta-
blece límites concretos tanto a la actuación del presi-
dente como de su Gobierno en esta situación. Así, el
presidente no podrá proponer la disolución de las Cá-
maras, ni la convocatoria de un referéndum consulti-
vo, ni plantear una cuestión de confianza. Por su par-
te, el Gobierno en cuanto tal no podrá aprobar el
proyecto de ley de presupuestos ni presentar proyectos
de ley. En definitiva, se trata de asegurar que el Go-
bierno en funciones actúe de acuerdo al principio de
lealtad constitucional, entendiendo que el objetivo últi-
mo de toda su actuación radica en la consecución de
un normal desarrollo del proceso de formación del
nuevo Gobierno, facilitando el adecuado traspaso de
poderes al mismo. 

En otro orden de cosas, se ofrece una nueva regula-
ción del procedimiento para el ejercicio de la iniciativa
legislativa y la potestad reglamentaria. Importa desta-
car, en primer lugar, que aún cuando la iniciativa para
elaborar un anteproyecto de ley continúa siendo del
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ministro competente, el Consejo de Ministros se con-
vierte en centro de impulsión y coordinación, tanto en
la primera fase de preparación como en la de adopción
final del texto, estableciéndose de este modo un siste-
ma de doble lectura, que se propone como el más ade-
cuado para el ejercicio de esta importante función. El
ejercicio de la potestad reglamentaria, que correspon-
de al Gobierno conforme al artículo 97 de la Constitu-
ción, debe realizarse en el ámbito constitucional y le-
galmente delimitado. Así, se establecen los límites a su
objeto de regulación y se clasifican los reglamentos
atendiendo a la autoridad que los aprueba. Aquí se in-
troduce, junto al clásico principio de jerarquía, el de
competencia, que se desenvuelve en la cúspide de la
pirámide normativa reglamentaria, presidiendo la re-
lación entre los reales decretos del Consejo de Minis-
tros y del presidente del Gobierno. 

En cuanto al procedimiento de elaboración de las
disposiciones reglamentarias, me gustaría destacar la
minuciosa regulación de la audiencia a los ciudada-
nos, de conformidad a lo previsto en el artículo 105 a)
de la Constitución, distinguiéndola claramente de la
información pública. 

Por último, el proyecto finaliza con una disposición
derogatoria, reflejo del anacronismo que hasta ahora
supone la pervivencia de normas preconstitucionales
reguladoras de algunos aspectos de la acción del Go-
bierno que este proyecto de ley viene a resolver. Así, se
derogan artículos todavía vigentes de la Ley de Régi-
men Jurídico de la Administración del Estado, del año
1957; de la Ley de Conflictos Jurisdiccionales, del año
1948, y de la Ley de Procedimiento Administrativo, del
año 1985. 

Señor Presidente, señoras y señores diputados, antes
de concluir mi intervención me gustaría resaltar que
nos encontramos ante una oportunidad importante, en
mi opinión, para que a diferencia de intentos frustra-
dos del pasado, este proyecto vea la luz. Nuestros
constituyentes manifestaron claramente su voluntad
de que el régimen jurídico del Gobierno fuera comple-
tado por el legislador dentro del marco diseñado por la
Constitución y con pleno respeto a sus previsiones. El
Poder Ejecutivo moderno entiendo que requiere una
norma como la que el Gobierno actual les ha presenta-
do para su consideración, acorde, al menos en mi opi-
nión, con el Estado de Derecho que entre todos hemos
logrado construir y nos esforzamos en mejorar. 

Señoras y señores diputados, estoy seguro que tras
el debate que ya se ha producido en Comisión en esta
Cámara, y tras el que se producirá en el Senado, sin
duda alguna este proyecto de ley acabará convirtién-
dose en ley con el respaldo mayoritario del conjunto
de la Cámara. 

Muchas gracias. (Aplausos.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Ministro. 

Han sido presentadas enmiendas por el Grupo de
Coalición Canaria, Vasco (EAJ-PNV), Izquierda Unida
y Socialista. 

Para la presentación y defensa de las enmiendas del
Grupo de Coalición Canaria, tiene la palabra el señor
Mardones. 

El señor MARDONES SEVILLA: Con la venia, se-
ñor Presidente. Señoras y señores diputados, Coalición
Canaria a este proyecto de ley, cuya presentación aca-
ba de realizar el señor Ministro de Administraciones
Públicas, don Mariano Rajoy, presentó en un momen-
to del trámite parlamentario veinte enmiendas, de las
cuales a este Pleno llegan vivas dos. Quiere decir esto
que dieciocho han sido o bien recogidas directamente
o bien asumidas, y quiero reconocer aquí el trabajo de
flexibilidad y de aceptación que en el trámite de po-
nencia, y posteriormente en el de Comisión, Coalición
Canaria ha encontrado en el Grupo Parlamentario Po-
pular y en sus portavoces. Ha sido una labor muy im-
portante de contribución. Y no podía ser menos, no
solamente por un compromiso en el debate de investi-
dura con el Presidente del Gobierno, señor Aznar, de
prestarle nuestro apoyo político a su designación, sino
porque aquí llega precisamente una de las leyes impor-
tantes de toda administración, aquella mediante la
cual un grupo político se compromete con el Gobier-
no, la ley del Gobierno. 

Creemos, y se lo digo, señor Ministro, que es una
buena ley. Ha sido elaborada, por supuesto, con ante-
cedentes de la Administración anterior, con una expe-
riencia pública, porque un Estado de Derecho, o tiene
una buena ley del Gobierno, o le será muy difícil de-
mostrar que lo es desde la cúpula administrativa. 

Pensamos que la ley cubre una serie de actuaciones
y de capítulos que, arrancando desde el imperativo le-
gal de la Constitución española, en su artículo 97, que
es la pieza jurídica clave de encaje para esta ley del
Gobierno, llega después al artículo 98 de la misma,
que obliga a su desarrollo. El señor Ministro —por ter-
minar, digamos, con la cadena de responsabilidad
constitucional— ha señalado ese vacío jurídico y defi-
ciencia legislativa que viene contemplada en la Consti-
tución española y que se recoge en el título 4º de este
proyecto de ley, que es el Gobierno en funciones. Decía
que era necesario legislar también sobre esta pieza pa-
ra no generar ni una inseguridad jurídica en los ciuda-
danos, ni una situación de incertidumbre en el colecti-
vo de la Administración y de toda la sociedad española
en su conjunto cuando hay un Gobierno en fase de
transición; hay que saber qué es lo que puede hacer y
qué es lo que no puede hacer, no solamente por una in-
definición inconstitucional, sino porque la ley deriva-
da de la Constitución lo tiene que reglamentar. 

Nosotros hacemos una valoración positiva de todo
este proyecto de ley y así lo vamos a votar, señores di-
putados. Entendemos que era necesario un proyecto
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de esta enjundia y esta envergadura para situar zonas
de incertidumbre que se habían producido en los últi-
mos tiempos, sobre todo desde que aparece la figura
del secretario de Estado, ¿es o no Gobierno? Y esto ha-
bía que dejarlo claro de una vez por todas. Entende-
mos que el gobierno ha hecho jurídica y técnicamente
un magnífico proyecto de ley en la medida en que se
contempla toda esa serie de figuras, aparte de señalar
los campos clásicos, porque hay una gran experiencia
en todos estos años de democracia española con la fi-
gura y competencias del presidente del Gobierno y de
los ministros. Quedaban otros órganos, como los se-
cretarios de Estado, y después lo que hay por debajo
en la Administración: subsecretarios, directores gene-
rales y subdirectores y aquellos otros organismos a los
que me he referido que había que contemplar. 

A lo largo de todos estos trámites de ponencia y Co-
misión se ha venido evidenciando la necesidad de una
serie de aportaciones, porque a fin de cuentas una ley
del Gobierno en un Estado democrático de Derecho no
es la ley del Gobierno del partido que ha ganado las
elecciones y que está allí, hay que darle continuidad a
una función administrativa; no es un acto discrecional
de cada Gobierno cambiar sus funciones y prerrogati-
vas, sino que requiere todo el respaldo democrático,
políticamente hablando, de la Cámara para que esa
Administración del Estado, en todos los órdenes de sus
competencias ejercidas a través del presidente del Go-
bierno y de los ministros que lo forman colegiadamen-
te y de sus órganos de apoyo, tenga ese pleno respaldo
de normalidad y de naturalidad, y esto tiene que estar
por encima de la accidentalidad de que cada Gobierno
pueda estructurar las denominaciones de sus ministe-
rios, eso es accesorio y secundario; es una prerrogativa
de un Gobierno el que entienda que debe tener dieci-
séis carteras, veinte o quince, y que un ministerio se
llame así y tenga las competencias que tenga. Pero lo
fundamental es el crisol, el marco de competencias
constitucionales y jurídicas donde cada ministerio y
cada ministro, independientemente de su denomina-
ción terminológica y competencial, tenga el funda-
mento jurídico de un Estado de Derecho de ordenar
sus actividades en esa línea. 

Dicho esto, porque por ahí va a ir la línea maestra y
fundamental de nuestro apoyo y defensa del proyecto,
entraré en lo que es en este momento el trámite proce-
dimental de las enmiendas, de las que han quedado vi-
vas. 

El Grupo Parlamentario de Coalición Canaria, es-
tando conforme con todo el ordenamiento que se hace
en los títulos, había dejado, a manera de testimonio,
dos enmiendas. La enmienda número 39 va dirigida al
artículo 2, apartado 2, en su letra l), cuando habla fun-
damentalmente de las competencias del presidente del
Gobierno. En nuestro grupo tenemos la filosofía de la
responsabilidad máxima en nuestro sistema democrá-
tico de una Monarquía constitucional, en el que el pa-

pel del presidente del Gobierno debe ser muy nítido,
muy claro; debe responder al mandato democrático
para el que está elegido por una mayoría de votos que
reflejan un deseo popular del electorado general de to-
do el Estado, y el voto se realiza por la Cámara en la
sesión de investidura. Esas prerrogativas deben ser ab-
solutas, deben ser muy claras —y empleo la palabra
absoluta en el sentido constitucional de la definición
de poderes y de competencias—, porque ese presidente
del Gobierno no solamente va a tener que realizar ac-
tuaciones generales de Gobierno, sino que también va
a tener que arbitrar unas situaciones dentro del mismo
Gobierno. 

Esa es nuestra primera enmienda, relativa al aparta-
do que dice: resolver los conflictos de atribuciones que
puedan surgir entre los diferentes ministerios. Noso-
tros pretendemos que en un Estado de Derecho el pre-
sidente del Gobierno, por apoyo y soporte jurídico, por
razonamiento a más de su principio de autoridad —
por supuesto indiscutible dentro del Gobierno—, no
tenga que realizar actuaciones que puedan parecer, en
una lectura política exterior, discrecionales o arbitra-
rias en cuanto a la resolución de un conflicto de atri-
buciones entre ministerios o, en este caso, entre minis-
tros, por la vía de decir: quito, cambio, pongo, ceso y
destituyo; debe haber un referente a un órgano del Es-
tado de Derecho, que es el Consejo de Estado. De aquí
que nuestra enmienda, señor Ministro, señoras y seño-
res diputados, señor Presidente, venga a decir que
cuando el presidente del Gobierno tenga que resolver
un conflicto de atribuciones que puedan surgir entre
los diferentes ministerios, tenga que apoyar su deci-
sión razonándola al menos en una consulta que efec-
túe al Consejo de Estado, lo que le puede permitir to-
mar esa decisión de una forma decorosa en un Estado
de Derecho. 

Todo esto es muy importante, y por eso quería decir
desde la tribuna por qué damos este matiz a nuestra
enmienda. Este no es un Estado autoritario, no se tra-
ta de un jefe del Estado que sea al mismo tiempo jefe
del Gobierno, como podía ocurrir en el régimen ante-
rior, en el que un conflicto de competencias adminis-
trativas entre ministros y ministerios se resolvía por
medio del ordeno y mando, enviando al motorista con
un decreto de cese a los ministros que habían incurri-
do en aquel contencioso. Por eso hacemos referencia a
un órgano al que es necesario oir, que no es vinculan-
te, porque después el presidente del Gobierno sigue
conservando sus prerrogativas en el caso que haya un
contencioso —que no es político, por supuesto— de
personalismo, de enfrentamiento entre ministros, cosa
que puede ocurrir en un Gobierno de coalición. Por-
que no debemos pensar sólo en un Gobierno homogé-
neo, en el que todos los ministros tienen el mismo car-
né del partido gobernante; esto se puede resolver por
otras vías. Pero en un Gobierno de coalición puede ha-
ber un partido que no esté de acuerdo con la destitu-
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ción de ese ministro, si procede el caso, en un conflic-
to de competencias, o se puede dar la simple actuación
del presidente del Gobierno de decir: esta función co-
rresponde al ministerio A y no alministerio B, y se es-
tán atribuyendo a unos y otros ministros quién es
competente en tal actividad administrativa o materia.
De esta forma, al hacerlo por esta vía que propone-
mos, el presidente del Gobierno no tendrá que ser acu-
sado de una beligerancia personal a favor de un minis-
tro de un Gobierno de coalición. 

Por eso, por prudencia política, por mantener la
buena imagen de un Estado de Derecho, hemos acon-
sejado que haya una consulta, un dictamen previo del
Consejo de Estado, en el que el presidente del Gobier-
no se apoye para realizar esa función administrativa.
¿Que lo quiere hacer el grupo mayoritario? Hágalo y
será bienvenido. ¿Que no lo quiere hacer? Yo dejo
constancia en el “Diario de Sesiones” de cuál es el mo-
tivo y la enjundia de este principio democrático que
inspira nuestra enmienda. 

La segunda y última enmienda. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Mardones, le ruego que vaya conclu-
yendo

El señor MARDONES SEVILLA: Termino inmedia-
tamente, señor Presidente. 

Esta segunda enmienda parece una simple correc-
ción gramatical, pero no lo es. Está dirigida al artículo
26. 3, cuando el texto del proyecto del Gobierno distin-
gue entre los actos del Gobierno y de los órganos y au-
toridades regulados en la presente ley. Nosotros deci-
mos: “los actos del Gobierno y de sus órganos. . . ”.
¿Por qué? Porque la ley es del Gobierno exclusivamen-
te; la ley no es del Gobierno y de los órganos. Es una
ley que tiene un concepto marco unitario que nosotros
apoyamos y un concepto político-administrativo. Ahí
no hay nada más que un marco, que es el Gobierno, y
lo que hay dentro, aparte de los ministros y de los mi-
nisterios y del presidente del Gobierno, son sus órganos
y autoridades, que regula la presente ley. Por tanto, no-
sotros entendemos que con nuestra enmienda se expre-
sa mejor la dependencia de los órganos respecto del
Gobierno, porque es lo va a tratar de solventarse por la
vía de la jurisdicción contencioso-administrativa. 

También quiero significarle, señor Ministro, el apoyo
con nuestro voto al proyecto en el que ustedes han de-
cidido someter a la jurisdicción contencioso-adminsi-
trativa todos los actos del Gobierno. Le apoyo, señor
Ministro, y apoyamos al Gobierno. Es una magnífica
decisión de un Estado de Derecho no sustraer actos ad-
ministrativos y decisiones que pueden tener carácter
político a la jurisdicción contencioso-administrativa,
pero que están hechos desde la propia Administración
del Gobierno. Esto es una prueba de transparencia y de

sometimiento al principio democrático del Estado de
Derecho. Tiene nuestro aplauso y tiene nuestro apoyo. 

En esta línea, y por hacerlo congruente con la expo-
sición de motivos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Mardones, le ruego concluya. 

El señor MARDONES SEVILLA: Termino, señor
Presidente. 

En esta línea, y por hacerlo congruente con la expo-
sición de motivos, se están refiriendo al Gobierno ex-
clusivamente y a sus órganos y dependencias. Pues por
una cuestión gramatical no vayamos a introducir una
incertidumbre en los procedimientos contenciosos,
que no son distintos de los órganos de gobierno del
propio Gobierno. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Mardones. 

En nombre del Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-
PNV) tiene la palabra la señora Uría. 

La señora URÍA ECHEVARRÍA: Gracias, señor Pre-
sidente. 

Señorías, en coincidencia con lo manifestado por el
señor Ministro, mi grupo también se alegra y valora
positivamente la remisión a la Cámara y la tramitación
que se viene efectuando de la ley de Gobierno, porque,
tras 18 años de vigencia del texto constitucional, tene-
mos por fin un texto legal que define la composición y
el estatuto del Poder Ejecutivo, en paralelo con lo que
ya se ha hecho con el estatuto de la Administración
General del Estado. 

El texto merece nuestro apoyo. Se han aceptado
gran parte de nuestras enmiendas, pero nos gustaría
que se introdujesen dos matices que todavía nos que-
dan y que si se me permite manifestarlo, puesto que
son de mi grupo, creo que contribuirían a perfeccionar
el texto que se nos propone. Uno de ellos es claramen-
te político; el otro, sin embargo, tiene un contenido ne-
tamente jurídico. El primero es el relativo a la intro-
ducción de un añadido en el texto del artículo 4,
referido a los ministros, que incluya la moción de cen-
sura individual, hacer posible la responsabilidad mi-
nisterial sin quiebra del Gobierno en su conjunto, cen-
trar la crítica, matizar, en definitiva, la censura. 

Es cierto que no existe previsión constitucional ex-
presa, pero ello no constituye un impedimento técnico.
El artículo 97 habla, en efecto, del Gobierno en su con-
junto, contiene la previsión genérica, pero el artículo 9.
3 alude al principio de responsabilidad en la actuación
de los poderes públicos, y poderes públicos son los mi-
nistros. Por tanto, creemos que es perfectamente acogi-
ble dentro del tenor constitucional. La Ley del Gobier-
no vasco sí prevé esta posibilidad. Ello es debido, bien
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es cierto, a que su elaboración coincidió con un desgra-
ciado asunto en la historia de este país, cual es el de la
colza y el debate en torno a la posible petición de cen-
sura individual del entonces ministro de Sanidad, moti-
vado por las mociones de reprobación presentadas por
aquel entonces por el Grupo Socialista. 

Creemos que es un instrumento útil. Los ministros
no son solamente miembros de un Gobierno, sino que
tienen una serie de atribuciones en el ámbito propio
de su departamento, que cada uno de ellos ejerce de
manera autónoma, aunque, eso sí, en el marco de la
política general diseñada por el Gobierno. Si existe es-
fera autónoma de atribuciones, debe existir la posibili-
dad de exigir responsabilidad política directa, lo cual
es conforme además con el principio político de que
nadie puede decidir sin venir sometido por ello a res-
ponsabilidad. 

La existencia, además, de la moción de censura indi-
vidual permite que sea cierto el reconocimiento del
principio de responsabilidad política, ya que tiene po-
sibilidades reales de utilizarse, de que resulte un ele-
mento práctico y no sólo teórico, como ocurre con la
moción de censura, tal y como está prevista en nuestro
texto constitucional, con el carácter de moción de cen-
sura constructiva. 

Termino señalando que, además, este instituto de la
responsabilidad individual de los ministros se incluye
en todos los estudios de modernización administrati-
va, ya que apuesta por la individualización de los con-
troles parlamentarios. Es, en definitiva, una opción
política, evidentemente, y, como indicaba en el princi-
pio de mi intervención, nos parece que mejoraría el
texto y por ello la sugerimos y la traemos a este último
trámite ante la Cámara. 

La otra enmienda que nos queda viva es de carácter
eminentemente técnico y no acertamos a comprender
el porqué de su exclusión en el texto presentado por el
grupo que apoya al Gobierno. Es una sugerencia de in-
troducción en el artículo 23, que alude a la potestad
reglamamentaria, de un añadido que recoge un princi-
pio fundamental en la legalidad de la actuación nor-
mativa del Gobierno, que es el de inderogabilidad sin-
gular de los reglamentos. No alcanzamos a entender
qué se pretende con su no plasmación. La razón aduci-
da de no repetir un principio que ya está recogido en
la Ley 30/1992, no nos parece suficiente si tenemos en
cuenta que en este mismo texto se recogen otro tipo de
previsiones, como las del artículo 26, cuyas bondades,
en cuanto a la posibilidad de control de los actos del
Gobierno, se esgrimen como uno de los logros funda-
mentales del texto, cuyo lugar más adecuado es la Ley
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, la Ley
Orgánica del Poder Judicial o la Ley Orgánica del Tri-
bunal Constitucional. Es obvio y nos resulta extraño la
exclusión de este principio en una norma que regula la
potestad reglamentaria. Este es el parecer de mi grupo
y, pese a conocer de antemano su escasa aceptación,

sostenemos en este acto del Pleno la enmienda de mi
grupo. 

No quiero terminar sin señalar, tal y como he co-
menzado, que la elaboración de la ley del Gobierno y
su contenido nos merece, en su conjunto, un juicio fa-
vorable, y éste ha sido el criterio que hemos manifesta-
do en la colaboración que mi grupo ha prestado en to-
da su tramitación ante la Cámara. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Gracias, señora Uría. 

En nombre del Grupo Parlamentario de Izquierda
Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene la palabra el se-
ñor Alcaraz Ramos. 

El señor ALCARAZ RAMOS: Muchas gracias, señor
Presidente. 

Sin duda coincidimos todos los grupos, en la opinio-
nes ya expresadas y en las de los portavoces que inter-
vendrán a continuación, en que nos encontramos ante
una ley importante; una ley que innova el ordenamien-
to jurídico español. Por este mismo hecho, y dada la
importancia del tema que regula, ya en sí misma me-
rece una inicial valoración positiva. 

Sin embargo, esa valoración positiva y ese insistir en
la importancia misma de la ley, contrasta con la sensa-
ción de que encontrarnos ante una cuestión que está
pasando bastante desapercibida ante la opinión públi-
ca, que no se está debatiendo en foros y ámbitos que
deberían estar especialmente interesados. Nosotros
creemos que una de las razones de esa relativa desa-
tención es que la ley se ha centrado demasiado en los
aspectos administrativos, más que en los aspectos polí-
ticos que eran susceptibles de haberse abordado. Es
una opción política del Gobierno, y por ello no será ex-
traño —y ése será uno de lo hilos conductores de mi
intervención— que se pueda coincidir en los elementos
jurídico-formales y técnicos en cuanto que el Gobierno
es cabeza de la Administración —y así lo ha reflejado
también el señor Ministro—, pero no cabe duda, como
trataré de indicar ahora, que era posible buscar vías
que, complementando esa visión jurídico-formal, pu-
dieran influir en parámetros mucho más políticos. 

Por otro lado, no es menos cierto —tratando de ser
coherente con lo que acabo de decir— que es una ley
necesaria, no solamente porque había un vacío, sino
porque, ni más ni menos, pretende regular lo que es
un poder básico del Estado. Hay que constatar que no
hay tradición en España en intentar regular jurídica-
mente este poder, salvo algunas aportaciones doctrina-
les muy próximas en el tiempo, entre las que yo desta-
caría la del profesor García Fernández, por ejemplo. 

Seguramente ha sido la azarosa historia política y
constitucional española la que ha impedido en otras
épocas que hubiera avances doctrinales en esta mate-
ria, en contraste con lo que sucedió en otros Estados,
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por ejemplo, en la década de los treinta en Francia y
otras experiencias e intentos de analizar jurídica y po-
líticamente la cuestión en Gran Bretaña o en Alema-
nia. Una de las consecuencias de ello es que en el de-
bate constitucional y en el debate posterior, cuando se
produce la gran eclosión de normas jurídicas que de-
sarrollan nuestro texto constitucional, no es una prio-
ridad el regular esta cuestión. Yo creo que ello también
se deriva de una de las características fundamentales
del debate constitucional, y es que en el constituyente
prima sobre todo la idea de asegurar gobiernos que se
caractericen por la estabilidad. No cabe duda de que
las razones políticas de la transición aconsejaban ese
hecho, en ese intento de ir a beber a la fuente constitu-
cional alemana, pues se deducía que precisamente
eran circunstancias más o menos similares que cuan-
do se redactó la Ley fundamental de Bonn. Sin duda
está bien apostar por gobiernos que sean estables; sólo
desde la imprudencia política se podría apostar por
modelos de inestabilidad gubernamental. Sin embar-
go, también hay que reconocer que la evolución políti-
ca y el asentamiento democrático nos obliga a plante-
arnos fórmulas que, sin alterar el modelo de gobiernos
estables, permitan que el poder que radica en el Poder
Ejecutivo sea más transparente, más comprensivo por
los ciudadanos. La realidad es que el esquema de un
Gobierno con responsabilidad monista respecto de las
Cortes Generales cumple, sin ninguna duda, con la
cláusula democrática que integra la definición del Es-
tado español en el artículo 1 de la Constitución. Pero,
¿no sería posible y no estaríamos de alguna forma
obligados a iniciar una reflexión que ligue esa concep-
ción democrática con la calificación del Estado como
Estado social, con lo que ello ha supuesto de cambio
estructural de las funciones del Gobierno en las socie-
dades contemporáneas complejas? 

No se trata de repetir un análisis innecesario en este
momento sobre la crisis actual del Estado social. Lo
importante es constatar que el artículo 1 de la Consti-
tución liga ese concepto de Estado democrático, de Es-
tado de Derecho, con el de Estado social. Por lo tanto,
se trata de comprender, en ese esquema constitucional
y político de los tiempos actuales, la centralidad del
Gobierno por dos razones al menos: como órgano ma-
sivamente receptor de las demandas de los ciudadanos
y como representación incluso icónica del poder políti-
co. Esa realidad exige facilitar la relación Gobierno-
ciudadanos. Ello significa ayudar al sistema constitu-
cional y avanzar por el camino de gobiernos que
tengan un funcionamiento ahormado por las normas
jurídicas, tales como la que hoy vamos a aprobar; más
democrático por ser más abierto, por estar más direc-
tamente relacionado con los ciudadanos, una relación
directa a través de organismos de la sociedad civil o a
través del Parlamento. Esta es la reflexión que no se ha
hecho en la elaboración de esta ley y que deberíamos
haber intentado hacer entre todos. 

No es que fuera un proyecto malo. También hay
coincidencia en el proyecto desde el punto de vista de
la técnica jurídica. Es un buen proyecto en general,
tiene elementos muy positivos. El problema no es el
proyecto sino lo que ha quedado fuera del proyecto y
que, por cierto, al menos en el caso de nuestras en-
miendas salvo alguna de carácter muy puntual y muy
técnico, tampoco el grupo mayoritario ha tenido exce-
siva generosidad en incluir. Por lo tanto, insisto: bien
desde el punto de vista de la regulación jurídica del
Gobierno como cabeza de la Administración; regular e
insuficiente desde el punto de vista del Gobierno como
órgano político. 

Me permitiré hacer una referencia somera a las en-
miendas vivas más significativas de nuestro grupo que
se han inscrito en esta reflexión, sin duda no comparti-
da por el resto de grupos parlamentarios, que intenta-
ban favorecer transparencia, participación y control
parlamentario y general del Gobierno. 

La enmienda 11 al artículo 18 pretende incorporar
el principio de publicidad a las actas de las sesiones
del Consejo de Ministros. Quizá nos encontremos ante
una situación donde reivindicamos un gesto simbóli-
co, pero, desde los puntos de vista que he comentado
hasta ahora, sería un gesto simbólico muy importante.
Hay que tener en cuenta que el apartado 4 del artículo
18 se refiere al escueto carácter de dichas actas, que
no incluirán las deliberaciones. Por lo tanto, no enten-
demos qué obstáculos pueden existir para que se reco-
nozca la publicidad de las actas. No hacerlo supone,
en definitiva, dejar en manos del propio Gobierno la
decisión sobre la información de los propios Consejos,
dejando cierto ámbito de arbitrariedad en un elemento
tan fundamental en la conformación real de la política
en este momento como son los flujos de información
entre los poderes públicos y los ciudadanos. 

Las enmiendas 13, 14 y 15 pretenden ampliar sus-
tancialmente el ámbito de relación entre el Gobierno,
la sociedad civil y algunas instituciones políticas, rela-
ciones hasta ahora no reguladas o deficientemente re-
guladas. Todas estas enmiendas se refieren al artículo
24.1, acerca del procedimiento de elaboración de re-
glamentos como normas jurídicas típicas de la acción
ejecutiva del Gobierno. Con estas enmiendas se pre-
tende a la vez favorecer la participación de interesa-
dos, incluidas las organizaciones que defiendan intere-
ses difusos que cada vez van a ser un mayor
instrumento de participación en la vida social, como
establece también en diversos artículos nuestra Consti-
tución; eliminar posibles arbitrariedades y ampliar los
mecanismos de información para organizaciones con
relevancia constitucional, los propios grupos parla-
mentarios y las comunidades autónomas. Es cierto
que pueden existir otros mecanismos de información,
pero garantizar un marco estable en el cual se facilite
y asegure la igualdad de acceso a determinada infor-
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mación en el mismo tiempo parecía también algo im-
portante. 

Especial significado tiene la enmienda número 17,
que pretende la creación de un nuevo título VI que
agrupe todo lo referente al control de los actos del Go-
bierno, incluyendo, por tanto, control de constitucio-
nalidad, control de legalidad y control parlamentario.
Esta enmienda nos parece importante al menos por
dos razones. En primer lugar, por buscar una mejor
sistemática jurídica, agrupando los mecanismos de li-
mitación del Gobierno y no dejándolos dispersos en
diversos lugares de esta norma o bien de otras normas.
En segundo lugar, por razones netamente políticas:
una ley del Gobierno sin un apartado que esté clara-
mente dedicado a su control devalúa el sentido demo-
crático de la legitimidad delegada del Gobierno. Por
ello, no es obstáculo la existencia de disposiciones en
los propios Reglamentos de las Cámaras, esas figuras
sui generis, desde el punto de vista del sistema de fuen-
tes del Derecho, que tradicionalmente han venido re-
gulando el control por el Parlamento del Gobierno. Sin
embargo, desde nuestra óptica, desde esas líneas gene-
rales que he tratado de explicar al principio de mi in-
tervención y también desde la propia eficacia jurídica,
sería útil que en una ley del Gobierno este órgano se
vea sujeto al Parlamento, a quien debe su nacimiento y
existencia. Especial mención requiere en esta enmien-
da el artículo 29.3, que pretendemos se incluya. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Alcaraz, le ruego vaya concluyendo. 

El señor ALCARAZ RAMOS: Enseguida, señor Pre-
sidente. 

Pretendemos que se incluya en consonancia tam-
bién —aunque nuestra propuesta iría técnicamente en
otro lugar— con la posición defendida por la señora
portavoz del Partido Nacionalista Vasco, pues existe
una coincidencia política y argumental en buscar la
admisión de la reprobación singular de miembros del
Gobierno en cuanto que titulares de su departamento
con responsabilidad autónoma, con independencia de
los mecanismos constitucionales de la moción de cen-
sura constructiva. 

El sistema constitucional, en ese intento —a nuestro
modo de ver— de asegurar la estabilidad a la que antes
aludía, configuró un modelo centrado en la responsa-
bilidad política colectiva en cuanto que la responsabi-
lidad se exija al Presidente del Gobierno. Sin embargo,
sería bueno ir comprendiendo, ir entendiendo e inter-
pretando la Constitución en el sentido de admitir que
lo que no está prohibido puede estar permitido, es de-
cir, buscar aquellas interpretaciones más expansivas
en lugar de las más restrictivas, siempre y cuando am-
plíen o bien materias de derechos fundamentales o
bien materias de profundización democrática. Este
criterio permitiría genéricamente dar mayor consis-

tencia a la Constitución al dotarla de mayor flexibili-
dad y, por tanto, de mayor capacidad de adaptación a
la cambiante realidad. Con dicho criterio defendemos
esa reprobación singular de miembros del Gobierno a
través de mecanismos ya previstos en los Reglamentos
parlamentarios. Está claro, pues, que lo que se preten-
de es ampliar sus funciones explícitamente en este
campo con efectos más políticos, que no jurídicos en
sentido estricto, que sí podrían encontrar algún obstá-
culo en el texto constitucional. 

Para concluir, he de lamentar que no se haya inten-
tado un acercamiento en estas materias y formular
una vez más esa sensación agridulce. No hay discre-
pancias fundamentales en lo que se va a aprobar, pero
sentimos que no se vaya a aprobar una ley que intente
avanzar en la configuración jurídico-política de un Po-
der Ejecutivo más abierto y con más garantías demo-
cráticas. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Alcaraz. 

Por el Grupo Parlamentario Socialista, tiene la pala-
bra el señor Suárez Pertierra. 

El señor SUÁREZ PERTIERRA: Señor Presidente,
señorías, señor Ministro, no está la sesión de hoy, con
un orden del día tan apretado y siendo la última de es-
te período de sesiones, muy propicia para hacer gran-
des intervenciones teóricas acerca de un proyecto de
ley, aunque este proyecto de ley lo merezca. Yo voy a
limitarme a defender las enmiendas del Grupo Parla-
mentario Socialista, y aun así desde una perspectiva
de carácter general, aunque no quiero dejar de unirme
a las voces que se han levantado desde esta tribuna ha-
ciendo referencia —comenzando por el señor Minis-
tro— a la importancia que un proyecto de ley como és-
te tiene. 

Estamos debatiendo un proyecto de ley que regula el
Gobierno, y esto ya es de por sí algo importante, y lo
es más todavía si se hace separadamente de la Admi-
nistración, como ha recordado el señor Ministro en su
presentación. El Gobierno ha sido tradicionalmente
una institución muy poco definida. Se ha trabajado en
la historia más o menos reciente en la definición de las
funciones de los tres poderes, aunque es verdad que
fundamentalmente desde la perspectiva de la fijación
de las capacidades del Legislativo frente a las preten-
siones invasoras de un poder absoluto. En nuestro sis-
tema actual el Gobierno es un órgano constitucional,
está directamente consignado en la Constitución y
además separadamente de la Administración. La Ad-
ministración es una estructura compleja, dedicada a
satisfacer el interés general de los ciudadanos. El Go-
bierno es un órgano constitucional que ejerce la fun-
ción directiva, aunque también, claro está, ejerza ca-
pacidades administrativas. Por eso es tan importante
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una regulación que distinga claramente entre las dos
instituciones, entre Gobierno y Administración, que
son cuestiones diferentes que deben tener una regula-
ción diferente, aunque son cuestiones complementa-
rias. Desde nuestra perspectiva, Lofage y proyecto de
ley del Gobierno, regulación de la Administración Ge-
neral del Estado y regulación del Gobierno constituyen
un bloque legal que está contenido en el mismo capí-
tulo de la Constitución, que debe ser regulado diferen-
ciadamente, como digo, pero que, por tratarse de un
bloque legal, nos hubiera gustado —lo hemos dicho en
más de una ocasión— que hubiera sido regulado en
paralelo en este trámite parlamentario. No ha podido
ser, pero al menos lo estamos haciendo en el mismo
período de sesiones. 

El Gobierno socialista había presentado su proyecto
de ley, que en buena medida ha sido aprovechado por
el Gobierno popular. Eso es bueno —el señor Ministro
se ha referido a ello—, es bueno que un Gobierno
aproveche los trabajos del Gobierno anterior cuando
está de acuerdo, en todo o en parte, con los trabajos
que se han venido haciendo. Por esa razón nosotros,
como otros grupos parlamentarios lo han hecho tam-
bién, no hemos presentado una enmienda a la totali-
dad. Sí hemos presentado un conjunto de enmiendas
parciales, algunas de las cuales intentan mejorar el
texto y otras ofrecer nuestra alternativa a la regulación
de determinadas cuestiones incluidas en el texto del
proyecto de ley. 

Aprovecho para decir, como han hecho otros porta-
voces, que los grupos parlamentarios hemos trabajado
bien en la ponencia y en la Comisión, lo que nos ha
permitido llegar a un conjunto de acuerdos que han
solucionado problemas importantes desde la perspec-
tiva de dar satisfacción a las pretensiones de las diver-
sas posiciones que aquí se incluían. Aun así, nosotros
mantenemos vivas algunas enmiendas que nos pare-
cen de interés, pero que son de diferente signo. La ma-
yor parte de ellas van dirigidas a mejorar el texto —por
esa razón las hemos mantenido en este trámite, y para
que quede alguna constancia en el “Diario de Sesio-
nes”—, y algunas otras hacen referencia a cuestiones
más de fondo. Entre las primeras están las dirigidas a
evitar la consolidación de determinados órganos por
su referencia en una norma con rango de ley, ya se tra-
te de órganos con nivel de Ministerio, ya se trate de ór-
ganos de carácter inferior. Asimismo, son de este tono
aquel grupo de enmiendas que van dirigidas a dotar al
órgano colegiado que es el Gobierno de un sistema de
actuación, puesto que está excluido del procedimiento
administrativo común. También aquellas otras en-
miendas que intentan aclarar, desde nuestra perspecti-
va, determinadas cuestiones en relación con el sistema
de delegación de competencias, que pretenden despo-
jar al sistema de delegación de competencias —puesto
que estamos hablando del Gobierno— de determina-
dos aspectos administrativos que para las decisiones

del Gobierno nos parecen menos importantes. Otra en-
mienda pretende dejar claro que todas las resoluciones
del Consejo de Ministros deben ser publicadas cuando
afecten a terceros. 

Es verdad que en el trámite del proyecto de ley noso-
tros hemos insistido fundamentalmente en dos aspec-
tos. Uno, el de la regulación de los gabinetes. El pro-
yecto de ley vino a esta Cámara con una regulación
mínima de los gabinetes. Los gabinetes son órganos de
apoyo político —así lo establece también el proyecto
de ley— y, como tales, creemos que deben ser regula-
dos de una manera rigurosa y exacta. Creíamos —y se-
guimos creyendo, por supuesto— que el número de
sus miembros debería determinarse por alguna refe-
rencia, que deberían fijarse algunos criterios de carác-
ter general —también como referencia en una norma
con este rango— en relación con sus retribuciones,
que debería establecerse, igualmente, que no pueden
dictar instrucciones a los órganos administrativos o
que debería hablarse de incompatibilidades. En todas
estas cuestiones, las posiciones han podido acercarse y
hemos llegado a textos de consenso; en todas menos
en una, que nos obliga a mantener nuestra posición.
Es el aspecto de las incompatibilidades del personal de
los gabinetes, que no están contempladas en el texto
del proyecto de ley, lo que nos parece un retroceso en
relación con el sistema anterior que todavía está vigen-
te. De ahí que introduzcamos una enmienda que pre-
tende añadir un artículo 16 bis al texto del proyecto de
ley para que se contemple, en los términos en que está
contemplado hoy en nuestra legalidad, el sistema de
las incompatibilidades. 

La segunda cuestión importante —a la que también
ha aludido el señor Ministro en su presentación, y que
es probablemente el punto de mayor divergencia entre
el proyecto de ley y las posiciones que mantiene el
Grupo Parlamentario Socialista— es el tratamiento de
los actos del Gobierno por parte del texto del proyecto
de ley. El texto establece una regulación completamen-
te general, una regulación sin matices: “Los actos del
Gobierno y de los órganos y autoridades regulados en
la presente Ley son impugnables ante la jurisdicción
contencioso-administrativa, de conformidad con lo
dispuesto en su ley reguladora.” Pues bien, señorías,
yo quisiera explicar claramente la posición de este gru-
po parlamentario. Hay dos tipos de actos que puede
realizar el Gobierno. El Gobierno, cuando actúa como
vértice de la Administración, realiza actos de naturale-
za administrativa, ejerce potestades administrativas,
estos actos son actos administrativos. Pero el Gobier-
no, cuando ejerce su función de dirección política en
relación con esos grandes conceptos incluidos en el ar-
tículo 97 de la Constitución —la política interior, la po-
lítica exterior, la política de defensa del Estado—, no
está realizando potestades administrativas; sus actos
no los hace en cuanto cabeza de la Administración, los
hace en cuanto Gobierno y, por consiguiente, decide y
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realiza esos actos en función de la decisión sobre de-
terminadas oportunidades políticas, sobre determina-
das prioridades de carácter igualmente político y ejer-
ciendo opciones políticas e ideológicas perfectamente
legítimas conforme al pluralismo político del artículo
1 de nuestra Constitución. 

Los primeros son actos administrativos y deben po-
der ser impugnados ante la jurisdicción contencioso-ad-
ministrativa. Los segundos también pueden ser impug-
nados ante la jurisdicción contencioso-administrativa
cuando contienen, en la medida que lo sean, elementos
reglados, cuando hay que determinar si los ha dictado
un órgano competente, si han seguido el procedimiento
adecuado o si se han cumplido —en el caso de que exis-
tan— determinadas condiciones o determinados requi-
sitos previos en relación a estos actos. Pero, fuera de es-
tos elementos reglados en relación con estos actos,
fuera de ellos, no pueden ser recurridos ante los tribu-
nales de la jurisdicción contencioso-administrativa. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Suárez Pertierra, vaya concluyendo. 

El señor SUÁREZ PERTIERRA: Enseguida conclu-
yo, señor Presidente. 

Entre otras cosas, porque plantearán a los tribuna-
les problemas insolubles, porque los tribunales traba-
jan aplicando criterios jurídicos, no trabajan aplicando
criterios políticos; son decisiones de Gobierno en las
que los tribunales de Justicia no pueden entrar. Si lo
hacen, están aplicando criterios políticos, están susti-
tuyendo, si lo hacen, la labor de Gobierno o, en su ca-
so, la labor del Parlamento y, por consiguiente, se esta-
ría afectando el principio de división de poderes que es
base de nuestro sistema constitucional. Pero estos ac-
tos no están exentos de control, como a veces se dice
haciendo referencia a determinados planteamientos,
no están exentos de control en absoluto, rotundamente
no; son actos que tienen el control que deben de tener,
que es el control político, el control de este Parlamento
que, en tanto que Poder Legislativo —al igual que el
Poder Ejecutivo—, trabaja en función de los actos de
dirección política, y sólo en eso, trabaja con criterios
fundamentalmente políticos. Además, se da la circuns-
tancia de que el Poder Legislativo tiene atribuida esa
competencia, según entendemos nosotros, en términos
exclusivos, de tal manera que no puede compartirla
con otro poder del Estado si no es haciendo dejación
de sus capacidades. Y, si lo hace, si comparte la com-
petencia del control específicamente político, si com-
parte con otro poder del Estado el control de los actos
de dirección política del Gobierno, de nuevo estamos
alterando el principio de división de poderes, que es
base —repito— de nuestro sistema constitucional. 

Eso sí, ningún acto de Gobierno puede quedar fuera
del control del Parlamento, ninguno, por eso en la en-
mienda que nosotros hemos interpuesto al artículo 26

del proyecto de ley decimos que todos los actos y las
omisiones del Gobierno están sometidos, sin exclu-
sión, al control político de las Cortes Generales en la
forma determinada por los Reglamentos de las Cáma-
ras. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Suárez Pertierra, le ruego concluya. 

El señor SUÁREZ PERTIERRA: Termino ahora
mismo, señor Presidente. 

En resumidas cuentas, los actos del Gobierno some-
tidos al Derecho administrativo son impugnables ante
la jurisdicción contencioso-administrativa, los actos
del Gobierno son impugnables ante el Tribunal Consti-
tucional en los términos de la Ley reguladora de este
órgano, y los actos del Gobierno en el ejercicio de su
función directiva están sometidos, sin exclusión, al
control político del Parlamento. Esta es nuestra en-
mienda frente a un texto sin matices, que además es el
texto que parece que está de acuerdo con el proyecto
de ley reguladora de la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa que acaba de tener entrada en estas Cáma-
ras. 

Muchas gracias, señor Presidente. Muchas gracias,
señorías. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Suárez Pertierra. 

¿Algún grupo parlamentario desea utilizar un turno
en contra de las enmiendas? (Pausa.)

En nombre del Grupo Parlamentario Popular, tiene
la palabra el señor López-Medel. (Pausa.) Me comuni-
ca el portavoz del Grupo Parlamentario Popular que fi-
jará posición y no utilizará turno en contra. 

¿Algún otro grupo parlamentario desea fijar su posi-
ción? (Pausa.)

En nombre del Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió), tiene la palabra el señor Silva. 

El señor SILVA SÁNCHEZ: Muchas gracias, señor
Presidente. 

Señorías, señor Ministro, el proyecto de ley que nos
ocupa hoy es importante para ir finalizando ese dibujo
del modelo constitucional. Mi grupo puede estar de
acuerdo con algunos de los anteriores intervinientes
en que el contenido del proyecto puede ser más de or-
den técnico jurídico que predispuesto a determinadas
modificaciones o cambios de rumbo político. En cual-
quier caso, no puede menospreciarse el mismo y mi
grupo manifiesta un acuerdo sustancial con los princi-
pios que en él se establecen, lo que determina también
que votemos en contra de gran parte de las enmiendas
presentadas. 

Desde luego, el Gobierno —ya se ha dicho— es un
órgano constitucional inmediato que aparece regulado
en la Constitución, que incluso le atribuye un ámbito
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de funciones propias perfectamente definidas en el ar-
tículo 97 cuando establece que el Gobierno dirige la
política interior y exterior, la seguridad y la defensa del
Estado y ejerce la función ejecutiva y la potestad regla-
mentaria. De ahí que sea preciso en unos casos, y con-
veniente en otros, establecer una regulación que per-
mita definir cuáles son sus competencias, su propia
organización y las funciones que tiene atribuidas. 

El proyecto parte de tres principios a este respecto,
de un principio que podríamos denominar de supre-
macía o de dirección presidencial del Gobierno. El
Presidente del Gobierno no es un primus inter pares,
sino que tiene una función de dirección y una posición
de supremacía específica. En segundo lugar, parte del
principio de colegialidad que deriva de la Constitución
y, por consiguiente, de la atribución de una responsa-
bilidad colectiva de los miembros del Gobierno, lo cual
puede hacer complicadas las reprobaciones individua-
les de los ministros. Finalmente, parte del principio de
departamentalidad, al que se alude en la exposición de
motivos, también derivado del propio texto constitu-
cional cuando establece la responsabilidad y autono-
mía propia de cada ministro en el ámbito de su ges-
tión. Quizá desde este punto de vista lo más novedoso
es ya un reconocimiento perfectamente explícito de
que esta figura del presidente del Gobierno no es la del
primus inter pares, no se trata de que todos los miem-
bros del Gobierno que deliberan en el Consejo de Mi-
nistros estén exactamente en la misma situación, sino
que se reconoce esta preeminencia del presidente del
Gobierno, derivada, por lo demás, de la especial legiti-
mación democrática con la que aparece investido a
través precisamente del voto de investidura. 

También hay que reconocer que se realiza un avance
o una clarificación importante en la relación que pue-
da existir entre el Gobierno y el Consejo de Ministros.
Recuerdo que al poco de promulgar la Constitución
había algún autor que entendía que el Gobierno se
convertía en Consejo de Ministros cuando lo presidía
Su Majestad el Rey, porque la referencia al Consejo de
Ministros precisamente se establecía en el artículo 62
de la Constitución relativo a la Corona. Queda perfec-
tamente claro que no es eso, que el Gobierno es un
complejo orgánico o un órgano complejo, según se
quiera ver, que está integrado por órganos de carácter
colegiado y órganos de carácter unipersonal y, por tan-
to, integran este Gobierno como órganos unipersona-
les el presidente del Gobierno y cada uno de los minis-
tros, y desde el punto de vista de órganos colegiados,
el Consejo de Ministros y las Comisiones delegadas del
Gobierno. 

También debemos felicitarnos por la regulación de
los órganos de apoyo, por esta definición ya más con-
creta del secretario de Estado no como un miembro
del Gobierno, aunque puede asistir al mismo cuando
así sea invitado, tal y como establece el artículo 5 del
proyecto, sino como un órgano central, desde luego de

apoyo. También nos felicitamos por la regulación de
una comisión general de secretarios de Estado y sub-
secretarios, del secretariado del Gobierno y de los ga-
binetes. 

No tenemos especiales discrepancias —por ello tam-
poco hemos presentado enmiendas— respecto del Go-
bierno en funciones. En cualquier caso, entendemos
que lo que se viene a establecer es un principio, si se
quiere, de orden moral, más que para un estricto cum-
plimiento desde el punto de vista jurídico. Un Gobier-
no en funciones tiene que ser leal a los mecanismos de
sustitución, de sucesión y de alternancia política y, por
tanto, debe ocuparse de lo que sería la gestión ordina-
ria. Pero también hay que tener en cuenta que, aten-
diendo a la regulación constitucional, podemos tener
gobiernos en funciones que lo estén más de seis meses.
Por tanto, lo que cabe exigir a un gobierno del que se
prevé una sustitución clarísima en un período de un
par de meses no es lo mismo que cabe exigir a un go-
bierno que se prolonga en esta situación interina du-
rante un período de tiempo relativamente importante. 

También nos felicitamos por la regulación que se ha-
ce de la iniciativa legislativa. La doble lectura de los
proyectos por el Consejo de Ministros resulta impor-
tante, salvo en aquellos supuestos en los que nos en-
contremos en una situación de urgencia. 

Quizá haya que lamentar, no hasta el punto de pre-
sentar una enmienda, que no hemos presentado, que
en la regulación del ejercicio de la potestad reglamen-
taria no se haya incluido, como ha sido dicho aquí, el
principio de inderogabilidad singular de los reglamen-
tos. Hay que señalar que la dualidad de principios, o
dos textos que recogían principios idénticos, ya existía
en la Ley de régimen jurídico de la Administración del
Estado, de 26 de julio de 1957, y en la Ley de procedi-
miento administrativo, de 17 de julio de 1958. No ha-
bría ocurrido nada por haber incluido este principio
de inderogabilidad singular; quizá sería donde debiera
haberse incluido. Obviamente, no llevamos esta discre-
pancia hasta el punto de mantener alguna enmienda. 

Finalmente, respecto al mecanismo de control del
Gobierno que se establece en el artículo 26, este triple
control, a través de la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa, del Tribunal Constitucional y de las Cáma-
ras parlamentarias, nos parece adecuado. Por eso,
tampoco hemos querido sostener ninguna enmienda
que pudiera entenderse como interpretativa. Ya vere-
mos cuál será el alcance del control del Gobierno por
la jurisdicción contencioso-administrativa al tratar el
proyecto de ley de la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa, que ya se encuentra en esta Cámara. Por tanto,
no vamos a entrar en ello. Lo que sí tenemos claro es
que una es la función política y otra es la función ex-
clusivamente administrativa, bien se entienda que
existen, como se ha dicho en algún momento, tribus
comanches, esto es, actos políticos que no son suscep-
tibles de recurso ante la jurisdicción contencioso-ad-
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ministrativa, bien se entienda que existen actos del
Gobierno que, por no estar sometidos absolutamente
en todos sus extremos al principio de legalidad, no van
a poder ser recurridos en aquellos extremos no someti-
dos al principio de legalidad y en los que impera la
oportunidad, sea una cosa, sea la otra. Lo cierto es que
no es exactamente idéntico el control que cabe recla-
mar de la jurisdicción contencioso-administrativa de
todos los actos del Gobierno. 

Mi grupo no es partidario de obligar a los tribunales
a efectuar juicios de oportunidad; los tribunales están
para aplicar la ley y no para hacer juicios de oportuni-
dad. Si los tribunales tienen que hacer juicios de opor-
tunidad sobre la actuación del Gobierno quizá haya
que recordar aquel célebre aforismo de la época de la
Revolución Francesa de que juzgar al Gobierno tam-
bién es gobernar. Vamos a distinguir entre juicios de
legalidad y juicios de oportunidad. 

Por lo que hace referencia a las enmiendas presenta-
das por el Grupo Parlamentario Catalán, hay que indi-
car que han sido prácticamente en su totalidad admiti-
das por el Grupo Parlamentario Popular y, por tanto,
incorporadas al texto del proyecto. Mi grupo sí tenía
interés en resolver tres o cuatro supuestos. Por orden
de importancia, tiene que quedar claro que los conve-
nios con las comunidades autónomas competen al
Consejo de Ministros, por lo que no son susceptibles
de delegación; en ese sentido, nos ha sido admitida la
enmienda correspondiente. 

En segundo lugar, hay que recordar que existen ya
proyectos de ley que el Gobierno los remite primero al
Senado, como podría ser el del Fondo de Compensa-
ción Interterritorial, que se prevé en el apartado 2 del
artículo 158; por tanto se debe incluir esa referencia.
No dudamos de que, en la hipótesis cada vez más pro-
bable de reforma del Senado, serán más los proyectos
de ley que merezcan una primera lectura por parte del
Senado y que, por tanto, deban ser remitidos por el
Gobierno al Senado. 

Existen algunas otras enmiendas de carácter técni-
co. Mi grupo sí ha querido poner de manifiesto, res-
pecto a la potestad reglamentaria del Gobierno, el ca-
rácter del reglamento, que en muchos de los casos
realiza una función de complemento absolutamente
indispensable de la ley. No debemos situarnos en un
ámbito tan absolutamente puro de manera que, al fi-
nal, pudiésemos dejar a algunos de los tipos del Códi-
go Penal prácticamente sin uso en la medida en que
constituyen leyes penales en blanco que deben comple-
mentarse con reglamentos, o la importancia del regla-
mento para desarrollar, dentro del marco estricto de la
ley, las disposiciones sobre potestad sancionadora o
potestad tributaria del Gobierno. 

Acabo, señorías. Creo que nos tenemos que felicitar
por lo que ya ha sido dicho aquí, por la asunción por
parte del Gobierno del Partido Popular de un texto que
venía del Gobierno del Partido Socialista, por la posi-

bilidad que hemos tenido de ponernos de acuerdo en
numerosos puntos, por el carácter o la cualidad de me-
jora técnica y jurídica importante que ofrece el proyec-
to. Quizá si no hemos ido más allá es porque la Consti-
tución también ofrece apoyo suficiente, ofrece un plus
a esta estabilidad de los gobiernos que nos permite
sostener el texto. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Silva. 

En nombre del Grupo Parlamentario Popular, tiene
la palabra el señor López-Medel. 

El señor LÓPEZ-MEDEL BASCONES: Gracias, se-
ñor Presidente. 

Concluimos hoy los trabajos parlamentarios en esta
Cámara, a propósito de un proyecto de ley de suma
importancia y que regula un órgano constitucional del
Estado, cual es el Gobierno. Se ha dicho que la Consti-
tución se remite en el artículo 98 a una ley posterior
de desarrollo. Este mandato constitucional estaba pen-
diente de cumplimiento para completar la arquitectu-
ra democrática del Estado de Derecho en que España
se configura. Pero no sólo la doctrina recordaba que
era una cuestión pendiente. También en alguna oca-
sión el Parlamento hizo referencia a ello. Quisiera re-
cordar la mini-ley, de 16 de agosto de 1983, que en su
disposición adicional quinta reiteraba el mandato
constitucional, ordenando al Gobierno que remitiese a
las Cámaras un proyecto de ley que regulase el Gobier-
no y también diese fin a la vigencia de la Ley de régi-
men jurídico de la Administración del Estado. Esto era
en el año 1983. Han pasado 14 años desde entonces y
casi 19 desde que se aprobó la Constitución. El Go-
bierno del Partido Popular ha apostado firme, y en el
proyecto que hoy estamos debatiendo se está cum-
pliendo y desarrollando la Constitución. Además, se
está cumpliendo y desarrollando nuestro programa
electoral, nuestro compromiso ante los ciudadanos.
Así lo reiteraba también el candidato a Presidente del
Gobierno en su discurso de investidura, el 3 de mayo
de 1996. Apenas ha pasado un año y ya estamos en
condiciones de hacer efectivos, sin perjuicio de su ulte-
rior tramitación en el Senado, el cumplimiento del
mandato constitucional y también el cumplimiento de
nuestro compromiso de Gobierno. 

Señor Presidente, es un orgullo para todo demócrata
contribuir al desarrollo de la Constitución, aportando
nuestro trabajo, nuestra reflexión y nuestro voto, para
regular una de las instituciones fundamentales del Es-
tado de Derecho, máxime cuando estamos en un régi-
men parlamentario y es en el Parlamento donde se re-
presenta la única soberanía nacional, de la cual es su
único titular el pueblo español. 

Sin entrar a hacer una descripción, dada la brillante
intervención del Ministro, señor Rajoy, sí quiero, seño-
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rías, que tengan en cuenta y que valoren especialmente
que es el pueblo, a través de todos nosotros, como legí-
timos representantes, los que estamos diseñando los lí-
mites y las reglas básicas de actuación del Poder Eje-
cutivo. Con todo ello, en definitiva, estamos llevando a
cabo una tarea de impulso democrático, de revitaliza-
ción de las instituciones y de fortalecimiento del Esta-
do de Derecho. 

Anteriormente el Ministro se refería a la necesidad
de consenso, a lo que también han hecho referencia
otros portavoces de grupos parlamentarios. Yo tam-
bién quisiera hacer una consideración sobre ello. Re-
sulta curioso observar, señorías, cómo las demás insti-
tuciones y los órganos constitucionales requieren
mayorías cualificadas para su regulación. Así sucede
con el Poder Judicial, pero incluso también con el
Consejo de Estado, con el Tribunal de Cuentas, con el
Defensor del Pueblo o con el Tribunal Constitucional,
materias en las cuales la Constitución requiere una ley
orgánica que supone, como bien saben SS. SS., una
mayoría absoluta en una votación final sobre el con-
junto del proyecto. Asimismo, en los reglamentos de
las Cámaras se exige mayoría absoluta para su modifi-
cación. Sin embargo, no sucede lo mismo curiosamen-
te sólo respecto de un órgano constitucional : el Go-
bierno. Órgano que, como se dice en el artículo 98, se
remite a una ley posterior de desarrollo y no se exige
mayoría cualificada alguna. La razón de ser de que las
instituciones antes mencionadas precisen mayorías
cualificadas es, entre otras cosas, por la necesidad de
dotarlas de suficiente estabilidad, por encima de los
cambios políticos que puedan derivarse de la alternan-
cia democrática. El hecho de que la Constitución no
exija una ley orgánica para la regulación del Gobierno
no impide que deba intentar lograrse el mismo fin:
buscar un texto legal que tenga suficiente respaldo
parlamentario, de modo que se proyecte en el tiempo
con vocación de permanencia y de estabilidad. En ese
sentido el proyecto de ley que remitió a esta Cámara el
Ejecutivo, presidido por José María Aznar, no es una
ley del Gobierno para el Partido Popular, sino para el
Gobierno de España, cualquiera que fuera el partido
mayoritario. Esto también ha tenido reflejo en el tra-
bajo parlamentario. Todos los ponentes hemos trabaja-
do con sensatez, con espíritu abierto, aceptando ideas
los unos de los otros. Así de las 86 enmiendas presen-
tadas en principio, sólo llegan vivas a este Pleno 28, al-
gunas de las cuales tienen un carácter fundamental-
mente técnico. (El señor Presidente, ocupa la
Presidencia.)

Paso también a referirme a las enmiendas manteni-
das vivas por los grupos parlamentarios, apelando a la
benevolencia del Presidente, dado que dispongo del
mismo tiempo que los demás intervinientes para con-
testar a todos ellos de forma conjunta. 

Al título I, referido a la composición de organización
y órganos de apoyo al Gobierno, la enmienda 54 del

Grupo Socialista pretende en el artículo 1 precisar más
el sistema de fuentes y la actuación colegiada del Go-
bierno, lo cual consideramos que es innecesario dado
que viene recogido con suficiente precisión en dicho
artículo. Al igual que consideramos innecesaria la en-
mienda número 39 de Coalición Canaria al artículo 2.
1, que pretende que se haga una mención explícita del
Consejo de Estado a propósito de la resolución de los
conflictos de atribuciones. Consideramos innecesaria
dicha mención toda vez que esto ya viene regulado en
la Ley Orgánica de 22 de abril de 1980, que contempla
este alto órgano consultivo, cuyo artículo 22 apartado
7 ya exige el dictamen previo de la Comisión Perma-
nente en estas cuestiones. 

También al artículo 2 que, tras la ponencia, ha pasa-
do a ser una disposición adicional, Izquierda Unida
mantiene viva —aunque no la ha defendido aquí— la
enmienda número 8, a propósito de quienes han osten-
tado el cargo de presidente del Gobierno, afirmando
en su motivación que no existe ni es deseable —leo li-
teralmente— que exista en España figura o tratamien-
to análogo al que se pretende instaurar en este precep-
to. Frente a ello he de decir que sí que existe y sí que
es deseable; existe y lo regula actualmente un Real De-
creto de 24 de abril de 1992, atribuyendo a los ex pre-
sidentes análogo tratamiento al que nosotros damos
en la disposición adicional enmendada. Pero es que
además pensamos que es conveniente y deseable la
existencia de este tratamiento deferente hacia las per-
sonas que han ostentado la alta responsabilidad de di-
rigir nuestra democracia. En ese sentido estoy seguro
que todas SS. SS. se sentirían orgullosos al contemplar
la foto conjunta y reciente de los cuatro presidentes
que ha habido en la democracia española y que for-
man parte de nuestra propia historia, que es la historia
de todos. 

Al artículo 4 se presenta la enmienda numero 1 del
Grupo Parlamentario Vasco, que pretende introducir
la moción de censura individual de los ministros.
Frente a ello hay que señalar que la Constitución reco-
ge el principio de la responsabilidad colegiada en el ar-
tículo 108, de manera que sólo cabe la moción de cen-
sura global contra el Gobierno. Por otra parte, la
Cámara a quien otorga la confianza es exclusivamente
al presidente y, por tanto, sólo a él puede retirársela.
Además, el artículo 100 detalla la forma de nombra-
miento, correspondiendo al Rey, a propuesta del presi-
dente del Gobierno, el nombramiento y cese y, por
consiguiente, parece que corresponde exclusivamente
al presidente. 

Quisiera también hacer referencia a las enmiendas
61 y 64 del Grupo Socialista, que pretenden suprimir
la mención que se hace en el proyecto de ley a propósi-
to de las funciones del secretariado del Gobierno, del
secretariado del Consejo de Ministros, donde se resi-
dencia en el Ministerio de la Presidencia. Frente a ello
hay que señalar que la importancia de estas funciones
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requiere que se fije con estabilidad qué órgano ha de
desempeñarlas, órgano que nosotros entendemos que
debe ser un ministerio y además próximo a Presiden-
cia, y qué mejor que el titular de este departamento. 

Además hay que recordar algo que tal vez algunas
de SS. SS. hayan olvidado, cual es que la mini-ley de
16 de agosto de 1983, en el artículo 5 atribuye estas
mismas funciones al mismo órgano al cual nosotros se
las atribuimos: el ministro de la Presidencia. Este pre-
cepto del artículo 5 está vigente, y es por lo que no en-
tendemos el cambio de criterio respecto a un ministe-
rio que ha existido a lo largo de estos 20 años de
democracia, salvo el pequeño intervalo del Ministerio
de Relaciones con las Cortes, el cual, por cierto, cuan-
do se creó no llevó a cabo ninguna modificación legis-
lativa. 

En cuanto al título II, en relación al estatuto de los
miembros del Gobierno y de otros altos cargos, quiero
referirme a la enmienda 67 del Grupo Socialista, al ar-
tículo 12, a propósito del nombramiento y cese del Go-
bierno. Se justifica como una mejora técnica, aunque
nosotros consideramos que es innecesaria, y además
en la redacción propuesta en el párrafo segundo intro-
duce colateralmente, a propósito del refrendo, otra
forma de cese que no está contemplada expresamente
en la Constitución, cual es la condena penal, sin distin-
guir por el Grupo Socialista si puede ser una condena
por delito doloso o no, o si debe ser el delito grave, me-
nos grave o leve, o si puede incluso tener su origen en
una falta. 

Por otra parte se propone un nuevo artículo 16 bis
en la enmienda 77, que tiene relación con la 73 y 74
del mismo grupo. Es cierto que respecto a estos órga-
nos de asesoramiento y confianza especial, como son
los gabinetes, cuyos precedentes ya estudió el profesor
Martín Rebollo, se ha logrado en el trámite parlamen-
tario un gran consenso. 

Únicamente queda la cuestión referida a las in-
compatibilidades. Sin embargo, me temo, señores
del Grupo Socialista, que con su enmienda preten-
den algo que ustedes no realizaron durante el tiempo
que ostentaron el Gobierno. Incluso quieren aplicar,
sin distinguir el tipo de gabinete, un régimen más se-
vero que el establecido por la reciente y vigente Ley
de incompatibilidades de altos cargos, de 1995, en
base a la cual ofrecemos la siguiente enmienda tran-
saccional: Artículo 16 bis, apartado 1. Es de aplica-
ción de los directores de los gabinetes del presidente
del Gobierno, de los vicepresidentes y de los minis-
tros, así como de los restantes miembros de tales ga-
binetes que tengan rango de director general o supe-
rior, el régimen de incompatibilidades previsto para
los altos cargos de la Administración general del Es-
tado. 2. El resto del personal de los gabinetes está
sujeto al régimen de incompatibilidades establecido
para el personal al servicio de las administraciones
públicas. 

Por otra parte, en el título III, relativo al funciona-
miento del Gobierno, la enmienda 80 del Grupo Socia-
lista pretende introducir la exigencia de un quórum
para la válida constitución del Consejo de Ministros.
Sin embargo, entendemos que ello responde a una ex-
cesiva normativización administrativa de este órgano.
Quisiera recordar unas palabras del catedrático y ex
Ministro, Tomás de la Cuadra, cuando, a propósito de
este tema, afirmaba que situaciones de emergencia
pueden exigir la celebración de la reunión, cualquiera
que sea el número de miembros existentes, así en los
supuestos de secuestro, situaciones de conflicto, acci-
dentes, etcétera. 

El señor PRESIDENTE: Señor López-Medel, le rue-
go vaya concluyendo. 

El señor LÓPEZ-MEDEL BASCONES: Sí, señor
Presidente. 

Por otra parte, quiero destacar la enmienda 81 del
mismo grupo sobre la delegación de funciones, que es
notablemente farragosa e incurre en errores. 

En cuanto a la enmienda número 11 de Izquierda
Unida, a propósito de los actos de Consejo de Minis-
tros, la transparencia y el acceso vienen regulados ac-
tualmente por el artículo 37 de la Ley 30/1992. 

Al título IV, del Gobierno en funciones, no hay en-
miendas, por lo que de una manera también muy bre-
ve, a propósito de las enmiendas de Izquierda Unida,
quiero destacar que las números 13, 14 y 15 las recha-
zamos, toda vez que el trámite de audiencia y la infor-
mación pública también vienen suficientemente regu-
lados en el proyecto de ley, además de forma ampliada
y generosa, de lo que debemos felicitarnos todos. 

Voy concluyendo ya, señor Presidente, no sin antes
hacer una referencia al control jurisdiccional del Eje-
cutivo. Entendemos que no es admisible la pretensión
de partición de actos sometidos al Derecho adminis-
trativo o al Derecho constitucional, lo cual no es sino
un eufemismo del viejo acto político. Y no es admisi-
ble no sólo porque, como señala García de Enterría,
esta distinción sólo es académica, sino porque preten-
der remitir todo el control de esos actos exclusivamen-
te al Parlamento o incluso remitir el control exclusiva-
mente al Tribunal Constitucional, sería consagrar la
inmunidad y la eliminación de la tutela judicial. Por-
que, a propósito del control del Tribunal Constitucio-
nal, debe recordarse que las vías de acceso al recurso
de inconstitucionalidad y los conflictos constituciona-
les no están disponibles para los ciudadanos. A su vez,
el recurso de amparo sólo procede en el caso de viola-
ción de algunos, no todos, derechos fundamentales y
no puede alcanzar a los derechos e intereses legítimos,
a los que se refiere el artículo 24 de la Constitución. 

Es indudable, y no lo negamos, que en la actuación
del Gobierno hay aspectos que no son reducibles a
proposiciones jurídicas. Pero esto no supone, en modo
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alguno, la existencia de esferas de actuación inmunes
al derecho, y en lo que éste prescribe todos los actos
son susceptibles de análisis y enjuiciamiento, según
criterios y métodos jurídicos, como señala el Consejo
de Estado. Consideramos que siempre que exista una
norma que sirva de parámetro al juez para enjuiciar la
actuación del Ejecutivo debe intervenir el control ju-
risdiccional como imponen los artículos 9 y 24. En ese
sentido, la más avanzada jurisprudencia no excluye la
posibilidad de control judicial cuando el legislador ha-
ya definido previamente, mediante conceptos jurídicos
asequibles, los límites o los requisitos. En tal caso, los
tribunales deben de entrar a conocer si se han cumpli-
do esos límites o esos requisitos o si ha habido exceso.
Además, a través de los elementos reglados, por míni-
mos que sean, el acto de gobierno es susceptible de
control, o cuando el acto esté sometido, por muy polí-
tico que sea, a un régimen de reglamentación adminis-
trativa. Aunque en ese sentido, lo importante, como
manifestó el Presidente del Gobierno...

El señor PRESIDENTE: Señor López-Medel, con-
cluya, por favor. 

El señor LÓPEZ-MEDEL BASCONES: Como mani-
festó el Presidente del Gobierno en el debate sobre el
estado de la Nación, lo importante es que se tenga
muy claro que nadie podrá confundir los actos de go-
bierno con los actos de impunidad. Nada más y mu-
chas gracias. (El señor Suárez Pertierra pide la pa-
labra)

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor López-Me-
del. 

¿A qué efectos pide la palabra, señor Suárez Pertie-
rra?

El señor SUÁREZ PERTIERRA: Señor Presidente,
muy brevemente, para decir al portavoz del Grupo Po-
pular que no podemos aceptar su transacción, transac-
ción que ya se había planteado en anteriores trámites,
ya que rebaja el sistema actual de incompatibilidades
que sí que está regulado. Es un retroceso en relación
con la Ley de incompatibilidades de altos cargos de
1995, a la que se ha referido el señor portavoz, precisa-
mente en relación con el personal de los gabinetes del
presidente y de los vicepresidentes. No podemos acep-
tarla, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor
Suárez Pertierra. 

La intención de la Presidencia es que tras las vota-
ciones de los dictámenes que ahora vamos a realizar
continúe el debate del punto siguiente del orden del
día: tramitación directa y en lectura única de los dis-
tintos proyectos de cesión de tributos que se debatirán
de manera agrupada. En cualquier caso llevaremos las

votaciones de estos proyectos a la sesión de la tarde,
acumulándolas al final del debate del dictamen de la
Comisión de Investigación. 

En consecuencia, vamos a proceder ahora a la vota-
ción de los dictámenes y luego, señorías, continuará el
Pleno, con el debate de las leyes de cesión de tributos
hasta las dos y media aproximadamente, y en cual-
quier caso, vuelvo a decirlo, las votaciones de estos
proyectos serían en la tarde. 

Votación del dictamen nuevo al proyecto de ley or-
gánica de reforma de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de
julio, del Poder Judicial. Votamos, en primer lugar, la
enmienda que subsiste de Coalición Canaria. 

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 332; a favor, 154; en contra, 175;
abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Enmiendas del Grupo Parlamentario Federal de Iz-

quierda Unida-Iniciativa per Catalunya. En primer lu-
gar, se somete a votación la enmienda número 36. 

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 333; a favor, 21; en contra, 311;
abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Restantes enmiendas del Grupo Parlamentario Fe-

deral de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya. 
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 332; a favor, 21; en contra, 179;
abstenciones, 132. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Enmiendas del Grupo Socialista. 
En primer lugar, votación de la enmienda número 53. 
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 333; a favor, 157; en contra, 173;
abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Enmienda transaccional in voce a la disposición

transitoria tercera, apartado 3, del Grupo Socialista. 
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 332; a favor, 152; en contra, 179;
abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
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Restantes enmiendas del Grupo Socialista. 
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos 332; a favor, 131; en contra, 179;
abstenciones, 22. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Señorías, vamos a proceder ahora a dos votaciones.

La primera es la votación del dictamen y la segunda
será la votación de totalidad del conjunto del texto, es
decir, la votación que por la naturaleza orgánica del
texto exige mayoría absoluta. Votamos, por tanto, en
primer lugar, el dictamen. 

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 332; a favor, 185; en contra, 20;
abstenciones, 127. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el dictamen. 

VOTACIÓN DE CONJUNTO:

— DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA DE RE-
FORMA DE LA LEY ORGÁNICA 6/1985, DE 1
DE JULIO, DEL PODER JUDICIAL. 

El señor PRESIDENTE: Votación de la totalidad del
conjunto del texto, dada su naturaleza orgánica. 

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 333; a favor, 180; en contra, 20;
abstenciones, 133. 

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda
aprobado, al haber alcanzado la mayoría absoluta, el
dictamen sobre el proyecto de ley orgánica de reforma
de la Ley Orgánica del Poder Judicial, con el texto que
se ha sometido a votación. 

— PROYECTO DE LEY DEL GOBIERNO (CONTI-
NUACIÓN.)

El señor PRESIDENTE: Votaciones relativas al pro-
yecto de ley del Gobierno. 

Votamos, en primer lugar, las enmiendas de Coali-
ción Canaria. A su vez, en primer término, la enmien-
da número 39. 

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 333; a favor, siete; en contra, 322;
abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Enmienda número 53 del Grupo de Coalición Cana-

ria. 
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 331; a favor, 25; en contra, 304;
abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Enmiendas del Grupo Parlamentario Vasco (PNV). 
En primer lugar, la enmienda número 1. 
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 332; a favor, 27; en contra, 305. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Enmienda número 6, del Grupo del Grupo Parla-

mentario Vasco. 
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 333; a favor, seis; en contra, 304;
abstenciones, 23. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Votaciones sobre las enmiendas del Grupo Parla-

mentario Federal de Izquierda Unida-Iniciativa per
Catalunya. En primer lugar, la número 17. 

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 333; a favor, 26; en contra, 303;
abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Restantes enmiendas del Grupo de Izquierda Unida. 
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 332; a favor, 20; en contra, 308;
abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Enmiendas del Grupo Socialista. En primer lugar, la

enmienda número 86. 
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 332; a favor, 136; en contra, 175;
abstenciones, 21. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en-
mienda. 

Restantes enmiendas del Grupo Socialista. 
Comienza la votación. (Pausa.)
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 332; a favor, 154; en contra, 177;
abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votaciones relativas al dictamen. En primer lugar, se

someten a votación los artículos 1, 7. 1, 8. 2, 9. 2, 12. 1,
15. 4, 17 a 20 y 22 a 25. 

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 333; a favor, 313; abstenciones, 20.

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados. 
Votación sobre el artículo número 26. 
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 332; a favor, 180 ; en contra, 131;
abstenciones, 21. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado. 
Resto del dictamen del proyecto de ley. 
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 333; a favor, 310; en contra, dos;
abstenciones, 21. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el dicta-
men del proyecto de ley del Gobierno. 

TRAMITACIÓN DIRECTA Y EN LECTURA ÚNICA
DE INICIATIVAS LEGISLATIVAS:

— PROYECTO DE LEY DE MODIFICACIÓN DEL
RÉGIMEN DE CESIÓN DE TRIBUTOS DEL
ESTADO A LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE
ARAGÓN Y DE FIJACIÓN DEL ALCANCE Y
CONDICIONES DE DICHA CESIÓN (Número
de expediente 121/000041)

— PROYECTO DE LEY DE MODIFICACIÓN DEL
RÉGIMEN DE CESIÓN DE TRIBUTOS DEL
ESTADO A LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE
ASTURIAS Y DE FIJACIÓN DEL ALCANCE Y
CONDICIONES DE DICHA CESIÓN (Número
de expediente 121/000042)

— PROYECTO DE LEY DE MODIFICACIÓN DEL
RÉGIMEN DE CESIÓN DE TRIBUTOS DEL
ESTADO A LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE
LAS ISLAS BALEARES Y DE FIJACIÓN DEL
ALCANCE Y CONDICIONES DE DICHA CE-
SIÓN (Número de expediente 121/000043)

— PROYECTO DE LEY DE MODIFICACIÓN DEL
RÉGIMEN DE CESIÓN DE TRIBUTOS DEL

ESTADO A LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE
CANARIAS Y DE FIJACIÓN DEL ALCANCE Y
CONDICIONES DE DICHA CESIÓN (Número
de expediente 121/000044)

— PROYECTO DE LEY DE MODIFICACIÓN DEL
RÉGIMEN DE CESIÓN DE TRIBUTOS DEL
ESTADO A LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE
CANTABRIA Y DE FIJACIÓN DEL ALCANCE Y
CONDICIONES DE DICHA CESIÓN (Número
de expediente 121/000045)

— PROYECTO DE LEY DE MODIFICACIÓN DEL
RÉGIMEN DE CESIÓN DE TRIBUTOS DEL
ESTADO A LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE
CASTILLA Y LEÓN Y DE FIJACIÓN DEL AL-
CANCE Y CONDICIONES DE DICHA CESIÓN
(Número de expediente 121/000046)

— PROYECTO DE LEY DE MODIFICACIÓN DEL
RÉGIMEN DE CESIÓN DE TRIBUTOS DEL ESTA-
DO A LA GENERALIDAD DE CATALUÑA Y DE FI-
JACIÓN DEL ALCANCE Y CONDICIONES DE DI-
CHA CESIÓN (Número de expediente 121/000047)

— PROYECTO DE LEY DE MODIFICACIÓN DEL
RÉGIMEN DE CESIÓN DE TRIBUTOS DEL
ESTADO A LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE
GALICIA Y DE FIJACIÓN DEL ALCANCE Y
CONDICIONES DE DICHA CESIÓN (Número
de expediente 121/000048)

— PROYECTO DE LEY DE MODIFICACIÓN DEL
RÉGIMEN DE CESIÓN DE TRIBUTOS DEL
ESTADO A LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE
MADRID Y DE FIJACIÓN DEL ALCANCE Y
CONDICIONES DE DICHA CESIÓN (Número
de expediente 121/000049)

— PROYECTO DE LEY DE MODIFICACIÓN DEL RÉ-
GIMEN DE CESIÓN DE TRIBUTOS DEL ESTADO
A LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE MURCIA Y DE
FIJACIÓN DEL ALCANCE Y CONDICIONES DE DI-
CHA CESIÓN (Número de expediente 121/000050)

— PROYECTO DE LEY DE MODIFICACIÓN DEL
RÉGIMEN DE CESIÓN DE TRIBUTOS DEL
ESTADO A LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE
LA RIOJA Y DE FIJACIÓN DEL ALCANCE Y
CONDICIONES DE DICHA CESIÓN (Número
de expediente 121/000051)

— PROYECTO DE LEY DE MODIFICACIÓN DEL
RÉGIMEN DE CESIÓN DE TRIBUTOS DEL ESTA-
DO A LA COMUNIDAD VALENCIANA Y DE FIJA-
CIÓN DEL ALCANCE Y CONDICIONES DE DI-
CHA CESIÓN (Número de expediente 121/000052)
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El señor PRESIDENTE: Punto XI del orden del día:
tramitación directa y en lectura única de los proyectos
de ley de modificación y régimen de cesión de tributos
del Estado a las comunidades autónomas de Aragón,
Asturias, Islas Baleares, Canarias, Cantabria, Castilla y
León, Cataluña, Galicia, Madrid, Murcia, La Rioja y
Comunidad Valenciana. Señorías, por acuerdo de la
Junta de Portavoces, el desarrollo del debate de los
proyectos de ley que se inicia en este momento se va a
hacer de forma acumulada, lo que implica que habrá
una intervención por cada grupo parlamentario en la
que se tome posición sobre todos los proyectos conte-
nidos en ese punto del orden del día. Previamente, pa-
ra presentarlos, en nombre del Gobierno tiene la pala-
bra el Ministro de Administraciones Públicas, señor
Rajoy Brey. 

El señor MINISTRO DE ADMINISTRACIONES
PÚBLICAS (Rajoy Brey): Señor Presidente, señoras y se-
ñores diputados, los doce proyectos de ley que tengo el
honor de presentar en esta Cámara a SS. SS. traen por
causa el acuerdo del Consejo de Política Fiscal y Finan-
ciera de las comunidades autónomas, de 23 de septiem-
bre de 1996, en el que se estableció como elemento bási-
co del modelo de financiación autonómica para el
quinquenio 1997-2001 la efectiva implantación del prin-
cipio de corresponsabilidad fiscal. Con ello se pretende
potenciar el grado de autonomía financiera y, por ende,
la capacidad de cada comunidad autónoma para obtener
en su ámbito territorial los recursos necesarios para fi-
nanciar sus gastos, siendo corresponsables entre sí y con
la Administración del Estado no sólo en materia de ingre-
sos sino también en materia de gastos. En orden a la ma-
terialización de ese principio de corresponsabilidad fiscal
efectiva, el modelo aprobado por el Consejo de Política
Fiscal y Financiera ha optado por hacer uso del mecanis-
mo de la cesión de tributos del Estado a las comunidades
autónomas, mecanismo este que aparece expresamente
previsto en el artículo 157.1 a) de la Constitución y que
tiene su desarrollo orgánico básico en los artículos 10 y
11 de la Lofca. Así, las medidas adoptadas en torno al ré-
gimen de cesión de tributos a las comunidades autóno-
mas han sido: primero, la cesión parcial del Impuesto so-
bre la Renta de las Personas Físicas y, segundo, la
atribución a las comunidades autónomas de ciertas com-
petencias normativas en relación a los tributos cedidos,
incluyendo la parte cedida del IRPF. (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Minis-
tro. Señorías, ruego no se dispersen utilizando los telé-
fonos e intercambiando comentarios que impiden se-
guir adecuadamente al orador. 

Puede continuar, señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE ADMINISTRACIONES
PÚBLICAS (Rajoy Brey): Muchas gracias, señor Presi-
dente. 

A fin de insertar estas dos decisiones en el ordena-
miento jurídico, ha sido necesario introducir las opor-
tunas modificaciones en la Ley Orgánica 8/1980, de 22
de septiembre, de financiación de las comunidades au-
tónomas, la Lofca, así como en la regulación marco
del alcance y condiciones de la cesión de tributos. La
primera de las actuaciones mencionadas ha sido lleva-
da a cabo por la Ley Orgánica 3/1996, de 27 de diciem-
bre, la cual ha introducido, entre otras, dos modifica-
ciones esenciales de la Lofca. En primer lugar, la
configuración del IRPF como un tributo susceptible de
cesión a las comunidades con el límite máximo del 30
por ciento, artículo 11. En segundo lugar, se ha deter-
minado que las comunidades autónomas puedan asu-
mir competencias normativas en relación a la parte ce-
dida del IRPF, así como en relación al Impuesto sobre
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Docu-
mentados y a los tributos sobre el juego, artículos 10. 3
y 19. 2 de la Lofca. 

Las modificaciones introducidas en la Lofca han re-
querido, a su vez, la adecuación a las mismas del mar-
co general del alcance y condiciones de la cesión de
tributos del Estado a las comunidades autónomas, ac-
tualmente contenido en la Ley 30/1983, de 28 de di-
ciembre. A tal fin se ha aprobado la Ley 14/1996, de 30
de diciembre, de cesión de tributos del Estado a las co-
munidades autónomas y de medidas fiscales comple-
mentarias, en cuyo título I se contiene el nuevo régi-
men del alcance y condiciones de la cesión de tributos.
Es, por tanto, la regulación sustitutoria de la Ley
30/1983, de 28 de diciembre, acomodándose así el
marco normativo de referencia a las dos nuevas reali-
dades establecidas a nivel orgánico antes menciona-
das. Por ello, la Ley 14/1996 aborda cuestiones tales
como la consideración del IRPF como tributo cedido,
la especificación del rendimiento del IRPF que se cede,
la integración de la normativa autonómica en el con-
junto de normas reguladoras de la cesión de tributos,
la fijación del alcance y puntos de conexión con el
IRPF, la definición del nuevo concepto de residencia
habitual y, finalmente, la especificación de las mate-
rias de cada tributo cedido respecto de la cuales las co-
munidades autónomas pueden asumir competencias
normativas. 

Ahora bien, según dispone el artículo 10.2 de la Lof-
ca la cesión de tributos sólo tiene lugar en virtud de
precepto expreso del estatuto de autonomía correspon-
diente. Además establece que el alcance y condiciones
de la cesión han de fijarse en una ley específica para
cada comunidad autónoma. En este contexto resulta
que en la actualidad ningún estatuto de autonomía
contempla la cesión del IRPF y, de otro lado, que las
vigentes leyes específicas de cesión a cada comunidad
autónoma se remiten a la Ley 30/1983, de 28 de di-
ciembre, como ley marco. En consecuencia, para que
el nuevo régimen de la cesión de tributos del Estado a
las comunidades autónomas pueda ser aplicable, es
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preciso tanto modificar los distintos estatutos de auto-
nomía, a fin de que estos contemplen la cesión parcial
del IRPF, como aprobar leyes específicas que remitan
el alcance y condiciones de la cesión a lo previsto en la
Ley 14/1996, de 30 de diciembre. Ambas actuaciones
requieren el acuerdo previo de la respectiva comisión
mixta Estado-comunidad autónoma, acuerdo este que
se ha alcanzado en el seno de todas las comisiones
mixtas de las comunidades autónomas de régimen co-
mún, excepto en las de Andalucía, Extremadura y Cas-
tilla-La Mancha. Así, los acuerdos alcanzados cuya in-
corporación a una ley formal vengo hoy a solicitar de
SS. SS. sintetizan las dos actuaciones a llevar a cabo.
Esto es, el artículo 1 del proyecto lleva a cabo la opor-
tuna modificación del estatuto respectivo, con el obje-
to de especificar que es tributo cedido del IRPF con
carácter parcial y con el límite máximo del 30 por
ciento. El artículo 2 procede de una parte a remitir el
alcance y condiciones de la cesión al contenido de la
Ley 14/1996, de 30 de diciembre, y de otra atribuye a
las comunidades autónomas la facultad de dictar para
sí mismas normas legislativas en relación con los tri-
butos cedidos, a la vez que establece los mecanismos
de control de dichas facultades. 

En consecuencia, estos doce proyectos de ley tienen
un contenido idéntico, cuya aprobación resulta nece-
saria para que las comunidades autónomas puedan
hacer efectivo el principio de corresponsabilidad fiscal
en los términos en los que éste ha quedado configura-
do a partir de la aprobación de la Ley Orgánica 3/1996
y de la Ley 14/1996. Sólo a través de estos proyectos de
ley el nuevo régimen de cesión de tributos será plena-
mente aplicable y efectivo en las doce comunidades
autónomas a que aquellos se refieren. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Mi-
nistro. 

Por el Grupo Parlamentario Mixto tiene la palabra el
señor Vázquez. 

El señor VÁZQUEZ VÁZQUEZ (don Guillerme):
Muchas gracias, señor Presidente. 

Señoras y señores diputados, intervengo en nombre
del Bloque Nacionalista Galego para defender las en-
miendas que presentamos al proyecto de ley de modi-
ficación del régimen de cesión de tributos del Estado
de la Comunidad Autónoma de Galicia y de fijación
del alcance y condiciones de dicha cesión. También
voy a aprovechar mi intervención para fijar nuestra
posición respecto a las enmiendas que a este proyecto
de ley presenta el Grupo Parlamentario Federal de Iz-
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya. 

Las enmiendas que defiende el BNG están en conso-
nancia con el modelo de financiación que defendemos
para la Comunidad Autónoma de Galicia y que tuvi-
mos ocasión de expresar con motivo del debate de los

proyectos de ley de cesión de tributos del Estado a las
comunidades autónomas y de modificación parcial de
la Lofca. Quisiera dejar sentado con claridad, antes de
seguir con la argumentación, que nuestra oposición al
modelo de financiación propuesto nada tiene en co-
mún con aquellos que defendían o defienden el mode-
lo anterior o con aquellos que creen que el modelo ac-
tual supone una concesión excesiva por parte del
Estado central a las comunidades autónomas. El Blo-
que Nacionalista Galego no está de acuerdo con el mo-
delo de financiación propuesto porque desde nuestro
punto de vista no responde a las necesidades de nues-
tra comunidad autónoma y resulta, por tanto, insufi-
ciente. El anterior modelo de financiación resultó in-
satisfactorio y como consecuencia se está planteando
el actual, que da la impresión de que tendrá que volver
a ser reformado en el futuro, reforma que irá en un
sentido más o menos descentralizador en función de la
correlación de fuerzas que exista en el Estado español. 

El Bloque Nacionalista Galego propone un modelo
de financiación acorde con el modelo de Estado que
defendemos; un modelo de Estado federal que dé res-
puesta al carácter plurinacional del mismo, reconoci-
do, aunque no lo sea en toda su plenitud, en la Consti-
tución y que define a Galicia, a Euskadi y a Cataluña
como nacionalidades históricas; un modelo que reco-
nozca las diferencias existentes y que permita la convi-
vencia en pie de igualdad de las naciones que confor-
man este Estado. Este modelo ayudaría, desde nuestro
punto de vista, a dar una mejor respuesta a las necesi-
dades distintas de cada pueblo. A los que piensan que
la cesión de soberanía fiscal supondría un cúmulo de
desigualdades económicas y sociales entre los distintos
territorios conviene recordarles que esas desigualda-
des se produjeron y se mantuvieron en el contexto de
un Estado férreamente centralizado. Cuando menos
en el caso de Galicia es evidente que el modelo centra-
lista no supuso la igualdad de oportunidades desde el
punto de vista económico y social. Por tanto, el mode-
lo de financiación no puede desvincularse, desde nues-
tro punto de vista, del debate político de fondo, es de-
cir, del debate sobre qué modelo de Estado se
defiende, si no se quiere caer continuamente en la re-
visión del modelo y naturalmente en la frustración. No
se pueden aplicar modelos iguales a realidades dife-
rentes. Asimismo, el modelo —como decía antes— de-
be reconocer la realidad plurinacional del Estado y
aunque algunos o muchos de ustedes lo duden Galicia
es una de las naciones integradas en este Estado. 

Proponemos, por tanto, un distinto modelo financie-
ro para Galicia desde el convencimiento de que para
intentar empezar cuando menos a solucionar algunos
de los graves problemas que nos afectan es necesario
una autonomía financiera mayor y una mayor capaci-
dad de decisión en sustitución del Gobierno. En ese
sentido van nuestras enmiendas a este proyecto de ley
destinadas a corregir las limitaciones de la autonomía
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fiscal, que se reducen a un tramo del IRPF y que des-
carta, por tanto, un modelo alternativo que abarcase al
conjunto del sistema tributario estatal, y a defender
también la capacidad normativa de las instituciones
gallegas sobre el tramo del IRPF y demás tributos ce-
didos. Así, proponemos entre otras enmiendas la nú-
mero 1, destinada a suprimir del artículo 1. a) el párra-
fo que dice:“... con carácter parcial, con el límite del 30
por ciento.”, en coherencia con lo defendido durante la
tramitación de la Ley Orgánica 3/1996, de 27 de di-
ciembre, de modificación parcial de la Lofca. Por tan-
to, proponemos eliminar la restricción que se propone
a la cesión del IRPF, a fin de conseguir un escenario de
mayor autonomía fiscal para la Comunidad Autónoma
de Galicia. Proponemos también suprimir el párrafo
del artículo 1. f) que dice:“... salvo los recaudados me-
diante monopolios fiscales.”, porque entendemos que
no resulta pertinente la restricción que se propone en
cuanto que dejaron de ser relevantes en la actualidad
los monopolios fiscales que se invocan en la deduc-
ción. Asimismo proponemos añadir un nuevo aparta-
do al artículo l que hace referencia al Impuesto sobre
Sociedades, ya que desde nuestro punto de vista com-
pletaría el abanico de tributos que deberían cederse a
las comunidades autónomas, en concreto a la Comuni-
dad Autónoma de Galicia, lo que supondría un marco
más consistente de autonomía fiscal. También propo-
nemos la supresión del último párrafo del artículo 1
porque la formulación propuesta en el proyecto de ley
consagra el papel subalterno de las instituciones galle-
gas en el ámbito de las atribuciones fiscales. Defende-
mos que se suprima la disposición adicional, entre
otras razones, porque fija el límite de la cesión parcial
efectiva del IRPF desde el 1 de enero de 1997 en el 15
por ciento, límite que consideramos insuficiente. Estas
son, como decía, algunas de nuestras enmiendas al
proyecto de ley que expresan nuestra insatisfacción
con este modelo de financiación. 

En cuanto a las enmiendas que presenta el Grupo
Parlamentario Federal de Izquierda Unida-Iniciativa
per Catalunya, anunciamos que no las vamos a votar a
favor, y lo hacemos con todo respeto a sus plantea-
mientos, que son muy libres de mantener cada grupo
político. Ahora bien, sí tenemos que decir —y lo quere-
mos dejar claro en esta Cámara— que al Bloque Na-
cionalista Galego le sorprende que las enmiendas que
plantea Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya al
proyecto de ley de financiación de la Comunidad Autó-
noma de Galicia sean coincidentes con las que plantea
a las demás comunidades autónomas, excepto en el ca-
so de Cataluña, más aún cuando hace dos días votó fa-
vorablemente, si no recuerdo mal, el concierto vasco.
El Bloque Nacionalista Galego no conoce los motivos
por los que Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya
parece aceptar dos modelos financieros distintos desde
el conjunto de las comunidades autónomas del Estado
español, los casos de Euskadi y Cataluña, tal vez reco-

nociendo sus hechos diferenciales, y sin embargo pro-
pone para Galicia un modelo de financiación idéntico
al resto de las comunidades autónomas del Estado,
quizá porque el hecho diferencial gallego no es asumi-
do como tal, aunque en la legalidad constitucional y
sobre todo en la realidad así es. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor
Vázquez. 

Por el Grupo de Coalición Canaria, el señor Gómez
Rodríguez tiene la palabra. 

El señor GÓMEZ RODRÍGUEZ: Muchas gracias,
señor Presidente. 

Con brevedad quiero manifestar que nuestro grupo
votará favorablemente al proyecto de ley de modifica-
ción del régimen de cesión de tributos del Estado a la
Comunidad Autónoma de Canarias y de fijación del al-
cance y condiciones de dicha cesión. Votamos favora-
blemente porque consideramos que es un paso hacia
adelante en la construcción financiera del Estado de
las autonomías. Era necesario terminar ya este proce-
so con la cesión del 30 por ciento —hasta ahora del 15
por ciento— del IRPF a las comunidades autónomas.
Sin embargo, se deslizan ciertos errores en el texto, de-
rivados quizá de que el mismo fue confeccionado an-
tes de la promulgación de la Ley Orgánica 4/1966, de
30 de diciembre, que aprueba el Estatuto de Canarias.
Por otro lado, al hacer en la exposición de motivos la
enumeración de los tributos cedidos hay que tener en
cuenta que en Canarias no existe la tributación por la
fase minorista. Por ello mantenemos las enmiendas
que hemos presentado, salvo la quinta, esperando la
aprobación de las mismas. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Gómez Ro-
dríguez. 

Por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i
Unió), tiene la palabra el señor Homs. 

El señor HOMS I FERRET: Gracias, señor Presi-
dente. 

Mi grupo también va a votar favorablemente la
aprobación del proyecto de ley de modificación del ré-
gimen de cesión de tributos del Estado a la Generalitat
de Cataluña y de fijación del alcance y condiciones de
dicha cesión. También lo vamos a hacer a los restantes
proyectos de ley que se refieren a la misma cesión para
las otras once comunidades autónomas que se han
acogido al nuevo marco de financiación autonómica
suscrito por el Gobierno con todas ellas. Son unos pro-
yectos de ley que el Gobierno estaba obligado a formu-
lar y plantear a la Cámara como consecuencia de la
modificación que se hizo de la Ley Orgánica de Finan-
ciación de las Comunidades Autónomas. En cuanto a
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los contenidos, pocas cosas más se pueden decir de las
que ya se explicaron en el debate de las leyes orgánicas
bases que han dado pie a ese desarrollo que ahora se
articula mediante estos doce proyectos de ley. 

Mi grupo quiere así indicar que hemos entendido
siempre que esta reforma que se ha hecho de la finan-
ciación de las comunidades autónomas es un paso
más adelante, en una buena dirección, en relación con
otros intentos y esfuerzos de revisión del marco de fi-
nanciación autonómica que se realizaron anteriormen-
te. Siempre hemos expresado nuestra posición favora-
ble a esta reforma que se articula ahora mediante
estos doce proyectos de ley, porque básicamente incor-
pora un elemento fundamental que creo es la más im-
portante innovación que contempla el nuevo marco
normativo, y es que se avanza mucho más en autono-
mía y en corresponsabilidad fiscal. Nosotros sostene-
mos que el desarrollo futuro de todo el sistema de fi-
nanciación de las comunidades autónomas debe
hacerse, señor Ministro, profundizando muchísimo
más en la mayor corresponsabilidad fiscal entre las co-
munidades autónomas que asumen competencias en
el marco estatutario y constitucional. Este proyecto de
ley da un paso adelante en esa dirección. Quiero decir
a la Cámara y a las señoras y señores diputados que si-
guen el debate que en el artículo 1 se especifica, no so-
lamente para Cataluña sino para las demás comunida-
des autónomas, la posibilidad de la cesión de la
imposición general sobre las ventas en su fase minoris-
ta y la posibilidad también de la cesión de los impues-
tos sobre consumos específicos también en su fase mi-
norista. Mi grupo ya indicó en esta misma semana,
con motivo del debate del proyecto de ley de reforma
del cupo vasco, que nos alegrábamos de que hubieran
desaparecido aquellos obstáculos técnicos que habían
impedido en su momento la cesión de los impuestos
especiales cuando la Comunidad Autónoma catalana
lo planteaba. Este proyecto de ley, señorías, evidencia
claramente la posibilidad e incardina en el marco nor-
mativo la legitimación de la petición de cualquier ce-
sión de impuestos especiales por parte de la Comuni-
dad Autónoma catalana y por parte de esas doce
comunidades autónomas que ahora estamos tratando
de revisar el proyecto de ley que regula el proceso de
cesión de tributos a las mismas. Por tanto, señorías,
nos alegramos de dar estos pasos. Reitero que mi gru-
po político, nuestra coalición próximamente, en un es-
pacio de tiempo inminente, va a plantear la convenien-
cia de contemplar la aplicación y el desarrollo de este
proyecto de ley que ahora está en trámite en la Cáma-
ra y que probablemente se va a votar en breve, y por
tanto vamos a dar cumplimiento a este proyecto de ley
que permite la cesión de los impuestos especiales a las
comunidades autónomas que teniendo legitimada esa
posibilidad lo puedan formular, y lo vamos a hacer ob-
viamente. Si no, ¿por qué razón se incorporan esas po-
sibilidades en el marco normativo hoy vigente?

Me alegro, señor Ministro, de todo lo que se ha he-
cho en esa materia de revisión de la financiación de las
comunidades autónomas. Se han dado pasos sustanti-
vos en la dirección de dar elementos que permiten ma-
yor autonomía en el marco de financiación de estas
comunidades autónomas y también en la línea de la
corresponsabilidad fiscal, pero se tendrán que dar en
un futuro mayores pasos y probablemente, como indi-
caba el otro día el Ministro de Economía, en el marco
del proceso de terminación de las transferencias a las
comunidades autónomas que todavía pueden asumir
mayores competencias en ámbitos como la sanidad o
la educación. Concluidos esos procesos de cesión de
competencias, probablemente se podría avanzar y pro-
fundizar mucho más en la corresponsabilidad fiscal
cediendo nuevas figuras impositivas que, de acuerdo
con estos proyectos de ley, ahora quedan claramente
contempladas en un amplio espectro de los marcos ju-
rídicos que regulan hoy la cesión de tributos en las co-
munidades autónomas. 

Señor Presidente, concluyo. Mi grupo está de acuer-
do con estos proyectos de ley y con los pasos que se
han dado, repito, en el marco de la revisión de la fi-
nanciación de las comunidades autónomas y reitera su
clara voluntad de avanzar en un futuro inmediato en
dar cumplimiento a estos textos y proceder a la cesión
de los impuestos especiales en el caso de nuestra co-
munidad pero también, si las demás lo piden, en las
que lo quieran y lo soliciten. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor
Homs. 

Por el Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-Ini-
ciativa per Catalunya, tiene la palabra el señor Ríos. 

El señor RÍOS MARTÍNEZ: Señor Presidente, seño-
rías, no voy a intentar repetir lo que ha sido el debate
del sistema de financiación que a lo largo del tiempo
hemos tenido aquí. Yo creo que nos encontramos ante
el último vagón, no previsto inicialmente cuando dis-
cutíamos la reforma del modelo de financiación —no
se sabía si habría que modificar o no estatutos o algún
sistema legal, se creía que se podía hacer desde el mis-
mo acuerdo inicial—, para situar en los estatutos de
autonomía de las comunidades autónomas de Aragón,
Asturias, Baleares, Canarias, Cantabria, Castilla-León,
Cataluña, Galicia, Madrid, Murcia, Rioja y la Comuni-
dad Valenciana una trasposición del artículo de la Lof-
ca que dice cuáles son los tributos cedidos o a los que
pueden tener acceso las comunidades autónomas. Ese
es uno de los objetivos de este proyecto de ley. 

Segundo objetivo. Una vez que tenemos ya elabora-
da la Ley general de cesión de tributos, en la cesiones
específicas de tributos a cada comunidad queremos
saber la capacidad de actuación que las comunidades
autónomas van a tener de acuerdo con esa ley. Esos
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son los dos grandes objetivos. En estos proyectos de
ley se ponen dos grandes añadidos. Uno, que las co-
munidades autónomas, si hacen uso de la capacidad
normativa, tendrán que presentar en el Senado un in-
forme sobre ese uso de la capacidad normativa —eso
es lo que recoge el artículo 2 del proyecto de ley, en su
apartado 2—; y dos, en la disposición adicional se aña-
de también un límite de esa capacidad normativa, en
el 15 por ciento. Estos son los objetivos que persiguen
los proyectos de ley; por tanto, voy a situar las enmien-
das que hacemos en este momento y las argumentacio-
nes. 

Es verdad que no se puede separar el modelo de Es-
tado de esta discusión, pero a mí sí me gustaría sepa-
rar lo que ha sido el debate del cupo vasco recogido en
la Constitución, de esta discusión, en el día de hoy, de
las comunidades de régimen común. Hay un libro que
se llama El siglo de las luces, y Alejo Carpentier, cuan-
do describe a los hispanos —como el llama a los ame-
ricanos de habla española—, dice que la heterodoxia
frente a la tradición castiza española, es la única tradi-
ción de los americanos con habla hispana. Desde esa
heterodoxia en la argumentación, voy a intentar situar
las enmiendas que Izquierda Unida mantiene, con el
objetivo de trasladar aquí las discusiones que tuvimos
en la Lofca y en la Ley de cesión de tributos. Con nues-
tras enmiendas, en la parte relativa a la modificación
de los estatutos de autonomía, queremos conseguir
dos cosas. 

El portavoz que me ha precedido en el uso de la pa-
labra, en nombre del Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió), ha dicho que anunciaba que
haría uso de la cesión de impuestos especiales y tengo
que recordarle que en esta reforma no se incluyen los
impuestos especiales. Van en una enmienda que yo voy
a defender ahora —y que usted puede votar favorable-
mente— en la que nosotros proponemos incorporar,
entre los tributos cedidos, los impuestos especiales.
Aquí no van. Aquí está la gestión del IVA en fase mino-
rista, pero no va la cesión de los impuestos especiales.
Quizá la lectura que S. S. puede hacer de las compe-
tencias que se ponen en manos de las comunidades
autónomas son: Impuesto sobre la Renta de las Perso-
nas Físicas, Patrimonio, Transmisiones, Sucesiones,
imposición de venta en fase minorista, impuestos es-
pecíficos de consumo en fase minorista; pero ahí no
está recogido el alcohol, el tabaco, la gasolina. No me
dirá usted que la gasolina está incluida en fase mino-
rista; ya veremos dónde la paga usted, como consumo.
En fin, no quiero discutir de esto, porque sería una in-
novación revolucionaria a la regulación legal. 

En todo caso, nuestro objetivo es ése, pero añadien-
do un nuevo concepto. Dentro de las enmiendas que
hemos presentado —que es verdad que son diferentes
para el Estatuto de Cataluña que para el resto—, noso-
tros proponemos que se elimine el límite del 30 por
ciento en la cesión parcial del IRPF, porque entende-

mos que no se debe hacer residir en los estatutos de
autonomía el límite de esa cesión parcial, puesto que
empezamos por el 15 por ciento, hoy es el 30 y maña-
na puede ser otro porcentaje. Pongamos la cesión par-
cial del IRPF y las leyes específicas regularán la evolu-
ción que tenga, en su momento y en cada caso, este
porcentaje de IRPF que tengamos que trasladar. 

En segundo lugar, respecto a la cesión de los tribu-
tos, planteamos tres cuestiones. Nosotros estamos de
acuerdo con los criterios de mayor autonomía financie-
ra que aquí ha expuesto el señor Ministro, pero propo-
nemos que esa autonomía financiera, tenga por lo me-
nos una banda de divergencia o que esa autonomía
financiera sea similar para todas las regiones que com-
ponen el Estado español; que tenga un grado de sufi-
ciencia para hacer frente a las competencias, es decir,
frente a competencias iguales, suficiencia similar; y,
aceptando la corresponsabilidad fiscal, con capacidad
normativa para regular las divergencias que se puedan
crear en la gestión de esos recursos de más que pueda
tene la hacienda de cada una de las comunidades que
tengan mayor perspectiva de renta, mayor capacidad
de gestión o mayor capacidad de lucha contra el frau-
de. Nosotros proponemos un equilibrio y, para lograrlo,
defendemos la idea de que, en una disposición adicio-
nal —y también dentro de la cesión de tributos—, pue-
da haber un marco en el que se pueda mover esa evolu-
ción normativa, es decir, unos límites de armonización
fiscal. Con nuestras enmiendas estamos intentando
atemperar lo que es la cesión de tributos con la mayor
progresividad fiscal de esa capacidad normativa en lo
que pudiéramos llamar IRPF; por tanto, las enmiendas
pretenden añadir una disposición adicional, aceptando
que debe haber un artículo 2º que diga que las comuni-
dades autónomas estarán sujetas en su gestión a la Ley
14/1996, del 30 de diciembre —porque no podían ha-
cerlo de otra manera si no es dentro de la misma—,
que las facultades para dictar normas estén recogidas
en la Ley Orgánica 8/1980, que es la Lofca, se aborde la
reforma que hicimos de la Lofca en el año 1996, y que
informen al Senado. Al margen de todo eso, nosotros
proponemos que haya una disposición adicional que
establezca, primero, que en el artículo 4. 1 la normativa
aplicable a la cesión tenga ese marco de máximos y de
mínimos, no solamente para recortar o para añadir
dentro de esa capacidad normativa; en segundo lugar,
proponemos que en el cambio de residencia o lo que
pudiéramos llamar el residente a efectos de los distin-
tos impuestos, se quite la salvedad que se añade de que
será nueva residencia si se prolonga por al menos tres
años. Según la Ley del IRPF son 183 días; dice que se
entenderá que uno reside en un sitio si vive más de 183
días, no tres años. Haciendo la cuenta de la vieja, sale
casi dos por tres, es decir, seis veces más tiempo para
saber si reside o no reside. La verdad sea dicha, la resi-
dencia se puede definir con menos tiempo que estos
tres años para saber si ha cambiado o no. Puedo tener
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mi residencia fiscal en Murcia y vivir durante dos años
y nueve meses en el País Vasco o en Cataluña, luego
vuelvo otra vez, y después otros tres años. Aunque han
intentado poner límite al cambio de domicilio, podía
quedar de mejor manera. 

No estamos de acuerdo en que se puedan incorporar
las deducciones por inversiones no empresariales; cre-
emos que se debe reducir esa capacidad de deducción
porque no creemos que esas inversiones tengan capa-
cidad de deducción. 

En la estructura de la tarifa nosotros proponemos
algunas modificaciones en la cuota íntegra para conse-
guir mayor progresividad. Ustedes han establecido
diez tramos y empiezan por el tramo más bajo, de 694.
000 pesetas hasta novecientas y pico mil, ponen el 17
por ciento, y nosotros proponemos que en el abanico
más bajo de ingresos de los españoles se baje esa pre-
sión fiscal del 17 al 16 por ciento a los que ganan me-
nos de un millón de pesetas; del 19,55 al 18,55, un uno
por ciento menos a los que ganan de 1.136.000 hasta
dos millones de pesetas; y pasamos del 23 al 22 por
ciento a los que ganan de 2.300.000 hasta tres millones
de pesetas. ¿Por qué? Porque creemos que reducimos
la presión a los que menos ingresos tienen. 

Por contra, proponemos incrementárselo a los que
ganan 8.150.000 (usted y alguno de los diputados que
se sientan aquí), unos ingresos que ya creemos son
competentes, porque 8.150.000 no es la media de los
españoles. Ahí proponemos que del 41 suba al 45 por
ciento. Cuando ustedes ponen de 9.300.000 en adelan-
te, hasta los 10 millones, el 45 por ciento, nosotros
proponemos elevarlo al 47; y del 47 que ustedes propo-
nen de 10. 500. 000 en adelante, nuestra propuesta es
elevarlo al 50 por ciento. ¿Qué estamos consiguiendo
con esto? Que la progresividad funcione. En esa vieja
teoría que dicen que muchas veces queda como tras-
nochada o antigua de pue paguen más los que más tie-
nen y menos los que menos tienen, nosotros lo hemos
podido trasladar en porcentajes, simplemente redu-
ciendo el uno por ciento a los que ganan menos y su-
biendo ese porcentaje a los que ganan más. Lo hemos
trasladado al IRPF y no ha habido ninguna complica-
ción; no se ha quedado en teoría, se puede hacer en la
práctica. 

Luego, hacemos lo mismo y con idéntica escala en el
tramo que puede gestionar la comunidad autónoma,
es verdad que en otros porcentajes inferiores puesto
que el porcentaje es menor pero, repito, con la misma
escala. 

Ése es el objetivo de nuestras enmiendas, con estas
dos disposiciones adicionales y la disposición final
nueva. Hemos intentado trasladar aquí la filosofía con
que Izquierda Unida inició este debate. Nosotros ini-
ciamos este debate desde la idea de un modelo de Es-
tado con mayor nivel de federalidad, que incrementara
la autonomía financiera de las comunidades autóno-
mas, que incrementara la suficiencia financiera de las

comunidades autónomas, que incrementara la capaci-
dad normativa y la corresponsabilidad fiscal y que, a
la vez, pusiera en marcha mecanismos de solidaridad
para que no se hubiese divorcia en ese proceso. Tene-
mos que acompasar la capacidad y suficiencia con la
solidaridad y no solamente la solidaridad ligada al de-
sarrollo sino con la solidaridad que marquen los lími-
tes a la divergencia para evitar la competencia desleal. 

En todo caso —señor Presidente, termino—, nuestro
objetivo en este trámite no va a ser igual que en el trá-
mite donde aprobamos las leyes base. Aquí nosotros
vamos a hacer nuestra manifestación sabiendo situar-
nos en lo que discutimos, porque no estamos discu-
tiendo la ley central sino los efectos de esa ley central,
que a lo mejor ni siquiera estaba previsto haberlo he-
cho pero que ha tenido que hacerse. 

Nada más, señor Presidente. Nada más, señorías. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor
Ríos. 

Señorías, en el momento de conceder el uso de la
palabra en el turno que correspondía al Grupo Nacio-
nalista Vasco (EAJ-PNV), me indica el señor Zabalía
que se encontraba ausente por razones de fuerza ma-
yor y solicita intervenir en este momento. Si no tienen
inconveniente los portavoces y disculpan la ausencia
del portavoz del PNV, podría hacer uso de la palabra a
continuación. (Pausa.) 

Señor Zabalía. 

El señor ZABALÍA LEZAMIZ: Gracias, señor Presi-
dente. 

Gracias también al resto de portavoces de los grupos
parlamentarios que me permiten intervenir en un tur-
no absolutamente breve para fijar la posición de mi
grupo parlamentario ante estos proyectos de ley de
modificación del régimen de cesión de tributos del Es-
tado a las comunidades autónomas de Aragón, de As-
turias, de las Islas Baleares, de Canarias, de Cantabria,
de Castilla y León, de Cataluña, de Galicia, de Madrid,
de Murcia, de La Rioja y de la Comunidad Valenciana.
(El señor Vicepresidente, Marcet i Morera, ocupa
la Presidencia.) 

Lo hacemos con agrado, lo hacemos con satisfac-
ción y con respeto hacia el modelo de financiación au-
tonómica que se aprobó en el seno del Consejo de Polí-
tica Fiscal y Financiera. Son unos proyectos de ley que
espero y deseo se aprueben hoy y que significan un
avance muy importante en el grado de corresponsabi-
lidad fiscal de estas comunidades autónomas, que am-
plía el campo de los tributos cedidos y otorga capaci-
dad normativa, lo que significa el comienzo de un
sistema de corresponsabilidad fiscal que deseamos se
vaya desarrollando en el futuro. Como ya he manifes-
tado en alguna otra ocasión, hay que desterrar la idea
de que el nuevo sistema de financiación autonómica
produce perjuicios financieros entre comunidades; de-
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be quedar muy claro que solidaridad interterritorial y
descentralización fiscal son dos elementos que pueden
convivir perfectamente entre sí. Por ello, creo que tam-
bién para estas comunidades autónomas hoy es un día
importante. Lo mismo que lo fue hace dos días para la
comunidad autónoma del País Vasco con la actualiza-
ción del concierto y del cupo, creo que también para
estas comunidades autónomas hoy es un día impor-
tante. Por ello, reiteramos nuestro voto favorable a los
proyectos de ley de cesión de tributos a estas comuni-
dades autónomas. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señor Zabalía. 

Ahora sí, por el Grupo Socialista tiene la palabra el
señor Eguiagaray. 

El señor EGUIAGARAY UCELAY: Señor Presidente,
señorías, la hora y quizá la falta de entusiasmo del de-
bate no debiera impedir que el portavoz, en este caso
del Grupo Parlamentario Socialista, expusiera con cla-
ridad algunas cosas que creo ha venido diciendo en
anteriores debates, incluso en algún debate de esta
misma semana sobre la renovación del concierto y del
cupo del País Vasco y, naturalmente, alrededor de la
aplicación del nuevo modelo de financiación para el
período 1997-2001. 

Sin duda alguna, estamos ante la última pieza de to-
do un complejo mecanismo de nueva financiación, y
nada más quiero reiterarles —por lo menos para que
quede en el “Diario de Sesiones”— algunas cosas que
el Grupo Parlamentario Socialista ya expresó a propó-
sito del nuevo modelo de financiación. Se trataba —lo
dijimos— de la ruptura de un consenso básico que ha-
bía presidido la vida política española y la vida auto-
nómica española desde la transición hasta el momento
presente; por tanto, se trataba de un desacuerdo con el
fondo del sistema de financiación implantado ahora
por la contingente mayoría existente. Se trataba de un
modelo que podía venir incluso aquejado —y así lo
han entendido varias comunidades autónomas— de
problemas de constitucionalidad. Se trataba de un mo-
delo en el cual la igualdad y la solidaridad podían apa-
recer cuestionadas —así lo entendíamos los socialis-
tas—, y se trataba de un modelo que era el resultado
fundamental, incluso un resultado imprevisto o poco
meditado de los acuerdos políticos para la investidura
del actual Presidente del Gobierno. 

Únicamente por recordarlo pues no quiero reabrir
las viejas discusiones que ya hemos tenido, pero quie-
ro dejar claro que son unos acuerdos por virtud de los
cuales hay una mayoría que se viene considerando só-
lida en este periodo, y cuyo coste económico ni siquie-
ra sabemos. No sabemos cuánto cuesta el sistema de
financiación así implantado; lo que sí sabemos es
cuánto cuesta en términos de pérdida de acuerdo o de

consenso político, desde que hay este Gobierno, en re-
lación con una materia como la financiación autonó-
mica, una cuestión que nos sigue pareciendo básica
del Estado, y que no se puede despachar exclusiva-
mente por la existencia de acuerdos que, por cierto,
han dividido a esta Cámara entre derecha e izquierda,
puesto que toda la izquierda de esta Cámara se ha
mostrado en contra de los acuerdos de financiación. 

Les decíamos entonces, y quiero recordarlo hoy
también, que la manera en que se instrumentaban
aquellos acuerdos desde el punto de vista jurídico ni
siquiera eran dignos de una consideración tan apresu-
rada. Ustedes pretendieron tramitarlos por la vía de
urgencia, les pedimos, impaciente y al mismo tiempo
urgentemente —si quieren, insistentemente—, que de-
moraran el acuerdo que iba a romper aquel consenso y
nos dijeron que había que tramitarlo por la vía de ur-
gencia para que entrara en vigor el 1º de enero de
1997. No era cierto; no era cierto y hoy lo vienen a re-
conocer. Estamos en junio de 1997 y hoy nos dicen
que hay que aprobar una norma para que, con carác-
ter retroactivo, tenga efecto desde el 1º de enero de
1997 lo que no podía tener efecto por la aprobación
meramente de la Lofca ni de la Ley general de cesión
de tributos, puesto que era necesario e imprescriptible
modificar cada uno de los estatutos de autonomía pa-
ra hacer posible la cesión de tributos y, al mismo tiem-
po, aprobar las específicas leyes de cesión de tributos a
cada una de las comunidades autónomas. No había la
prisa, la urgencia ni la forma para una cuestión tan
importante, tan relevante, como la que entonces nos
ocupaba. En nombre de la seguridad jurídica, hoy di-
cen que esta norma ha de tener carácter retroactivo.
Permítanme que les alabe su gusto diciendo que viva
la seguridad jurídica en la que hemos vivido este perío-
do. 

Ahora se cierra aquel acuerdo con una pieza más, y
no hay nada nuevo. Solamente quiero resaltar un as-
pecto que de nuevo viene a poner de manifiesto la pro-
fundidad y meditación con que han hecho ustedes al-
gunas cosas. Ni la Ley de cesión de tributos ni la Lofca
contenían expresión de la disposición constitucional al
amparo de la cual se producía la cesión de tributos y la
cesión de capacidad normativa a las comunidades au-
tónomas. Alguien podría interpretar que estábamos
apelando a los artículos 150. 1 ó 150. 2 de la Constitu-
ción; ni una sola mención en estas normas. ¿Qué hace
la actual ley, cada una de las doce leyes que ceden es-
pecíficamente tributos a cada comunidad autónoma?
Arrogarse la pretensión de constituirse nada menos
que en una norma marco, al amparo del artículo 150.
1 de la Constitución, para legitimar lo que no estaba
legitimado por las leyes anteriores. Cualquiera que se
haya aproximado meramente a la lectura del artículo
150 de la Constitución sabe que no se pueden producir
normas, leyes marco o leyes de delegación en las cua-
les no se cumplan los requisitos mínimos exigidos por
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la propia jurisprudencia constitucional para que efec-
tivamente se sepa de lo que estamos hablando: la iden-
tificación de la norma como perteneciente a la catego-
ría correspondiente del artículo 150.1 eventualmente,
como es el caso, o el establecimiento de mecanismos
de control, tal y como dispone también el propio artí-
culo 150.1 de la Constitución, que reserva a las Cortes
Generales los mecanismos de control respecto de las
potestades que, siendo de titularidad estatal, hayan si-
do cedidas o puedan ser utilizadas, al amparo de una
ley marco, por las comunidades autónomas. 

Pues bien, nada de esto se hace, porque espero no
pretenderán que se entienda que la obligación estable-
cida para las comunidades autónomas de comunicar
sus proyectos de ley a la Comisión General de Autono-
mías del Senado, sin saber para qué sirve, constituyén-
dose la Comisión General de Autonomías en algo así
como en un bufete jurídico o en una consultoría, tenga
algo que ver con los mecanismos de control de las Cor-
tes Generales sobre facultades estatales de que habla la
Constitución. 

Permítanme, por tanto, simplemente decirles que es-
to es el reconocimiento no solamente de que lo hicie-
ron mal en las anteriores leyes, sino de que lo siguen
haciendo mal y de que algunos fundamentos o alguno
de los argumentos que en el debate anterior han veni-
do saliendo y que han servido para fundamentar la
oposición, además de la política la jurídica, a las nor-
mas establecidas, sin duda alguna tienen una especial
confirmación en este proyecto de ley o en estos doce
proyectos de ley casi todos iguales. 

No quiero volver sobre las razones jurídicas, sobre
las razones políticas, ni sobre las razones económicas;
quiero volver exclusivamente a decirles por qué nues-
tra posición, hoy, siendo una oposición claramente
opuesta al fondo, va a ser una posición exclusivamente
de abstención. De abstención ¿para explicar qué? ¿Que
hemos cambiado de criterio? No. Es el mismo criterio
que les podría reiterar por activa y por pasiva, que está
escrito, que está expresado en el “Diario de Sesiones” y
que he reiterado en repetidas ocasiones, pero por enci-
ma de las discusiones que hemos tenido, por encima
de la oposición radical al modelo y a la forma en que
han implantado el modelo, nos sigue pareciendo que
es muy importante dejar claro que fundamentalmente
en todo esto se nota la no existencia de acuerdos, la no
existencia de consenso; que el consenso que ha presi-
dido, 12, 14, 15 incluso más años de vida política, de
vida autonómica en nuestro país, ustedes lo han roto
con una mayoría que es contingente. Quiero decirles
con claridad que las leyes posteriores derogan las leyes
anteriores, que una ley puede servir para modificar
otra ley; sin embargo, cuando anuncio y digo esto, o
reitero lo que ya he venido diciendo sobre esta cues-
tión, quiero seguir apelando a cierto sentido de restau-
ración del acuerdo y del consenso político en esta ma-
teria, a algo que no puede ser independiente de la

financiación común, sino tampoco de la financiación
foral. 

Anteayer, cuando hablábamos del concierto y del cu-
po, dije algunas cosas del respeto a determinadas nor-
mas, del respeto a la autonomía, del respeto a la dife-
rencia, del respeto a la singularidad, pero también dije
algunas que tienen que ver con el derecho básico a la
igualdad y, sobre todo, con la existencia de un modelo
territorial y de un modelo político en España, del que,
a mi juicio, este Gobierno y esta actual mayoría están
ausentes. 

Quiero decir, por tanto y con esto termino, que vuel-
ve a ser necesario un pacto de Estado para que esta
mayoría contingente que hoy existe no crea que con
esto hemos terminado en relación con el sistema de fi-
nanciación. Cuando se tapa un bache y se abren dos;
cuando se desviste un santo para vestir a otro; cuando
cada paso que se da en los impuestos directos, en los
impuestos especiales o en los no especiales significa
tapar un agujero o solucionar aparentemente un pro-
blema para abrir dos o tres, se están creando las bases
de nuevos problemas de futuro que alguna vez será ne-
cesario abordar desde una perspectiva menos estrecha
de la que constituye la meditación inmediata a la in-
vestidura de un Presidente de Gobierno. 

Lamento decir, señor Presidente, y con esto termino,
que este Gobierno es un Gobierno que ha desarmoniza-
do mucho; es un Gobierno que ha desarmonizado mu-
chas cosas no perfectas pero que estaban armonizadas.
Es un Gobierno que, a pesar de que cada día pretenda
recordarnos que está haciendo pactos históricos, cada
día está deshaciendo exactamente una buena parte de
los históricos pactos que existían anteriormente. 

Quiero decir, por tanto, que si lo hacen desde el re-
conocimiento de que aquí nadie tenemos toda la razón
y ustedes pueden estar perfectamente equivocados, se-
ría al menos una satisfacción saber que pueden pensar
que con un poquito menos de arrogancia y algo menos
de seguridad quizá nos fuera mejor a todos. (Aplau-
sos.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señor Eguiagaray. 

En nombre del Grupo Popular tiene la palabra el se-
ñor Martínez-Pujalte. 

El señor MARTÍNEZ-PUJALTE LÓPEZ: Señor Pre-
sidente, señoras y señores diputados, hay coincidencia
en un punto, y es que hoy va a concluir un proceso le-
gislativo, el proceso legislativo necesario para poner en
marcha el nuevo modelo de financiación de las comu-
nidades autónomas; va a concluir ese proceso si la ma-
yoría contingente de la que habla el señor Eguiagaray
no tiene una contingencia tan corta como quizá desea-
ría alguien, y si consigue el apoyo de esta Cámara va a
concluir un nuevo modelo que se base en el principio
de corresponsabilidad fiscal. 
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Catorce de las diecisiete comunidades autónomas
contarán a partir de hoy con niveles de autonomía
muy importantes en su capacidad normativa sobre los
ingresos. Se hablaba en esta tribuna de consenso. Ca-
torce de diecisiete gobiernos autonómicos han firma-
do un acuerdo para tener niveles de autonomía en sus
ingresos; las tres comunidades autónomas restantes,
todas ellas gobernadas por un mismo partido político,
el Partido Socialista, no tendrán esa autonomía en los
ingresos porque han renunciado a ese nivel de autono-
mía, y es importante decirlo, porque prefieren seguir
dependiendo de la Administración central. 

Hoy es un día importante porque se cierra uno de
los últimos procesos en la construcción del Estado de
las autonomías. Este grupo parlamentario tiene una
idea muy clara de lo que debe ser España, que se plas-
ma en un modelo de vertebración fiel a la Constitu-
ción, que se basa en la configuración de España como
un Estado de autonomías, pero de autonomías ya
adultas. 

El modelo de financiación de las comunidades autó-
nomas hasta diciembre de 1996 tenía una carencia bá-
sica, carencia que reconocían todos los grupos políti-
cos: había un desequilibrio en el funcionamiento del
sistema. Mientras que las comunidades autónomas te-
nían amplia autonomía en el gasto, contaban con po-
quísimas competencias en los ingresos. Las comunida-
des autónomas pueden y podían establecer prioridades
en sus políticas; pueden y podían decidir a qué aplica-
ban los gastos; pueden y podían decidir qué servicios
prestaban a los ciudadanos, pero tenían muy poca ca-
pacidad en los ingresos. Eran comunidades autóno-
mas absolutamente dependientes del Gobierno central
que les proporcionaba el 80 por ciento de los recursos.
El nuevo sistema otorga la mayoría de edad a las co-
munidades autónomas cuyos gobiernos han querido
aceptarla, cuyos gobiernos han querido firmar el
acuerdo en la Comisión Mixta. 

Mi grupo parlamentario no tiene miedo a la libertad
que a partir de ahora van a tener las comunidades au-
tónomas para determinar el nivel de sus ingresos. Los
ciudadanos decidirán si las decisiones que tomen las
comunidades autónomas son correctas, y lo harán por
el procedimiento más democrático, que es depositan-
do el voto en las urnas. Cuando las comunidades autó-
nomas decidan qué nivel de ingresos van a tener, los
ciudadanos dirán si les parece bien o no votando en
las próximas elecciones. 

Las comunidades autónomas tenían hasta ahora —y
es bueno decirlo en esta Cámara— menos responsabi-
lidad fiscal que las corporaciones locales. Mientras que
las corporaciones locales fijan los tipos y recaudan im-
puestos tan importantes como el IBI y el IAE que su-
ponen más de la mitad de los ingresos de dichas cor-
poraciones, las comunidades autónomas no
conseguían más que el 20 por ciento de sus ingresos
con los impuestos cedidos y propios. Además, y hay

que reconocerlo, esa libertad en los ingresos que tení-
an las corporaciones locales no ha supuesto ninguna
distorsión en el modelo. Había una cierta competencia
fiscal que ha hecho que las funciones públicas se desa-
rrollaran mejor. Además, hay que reconocer que no
hay mejor antídoto para evitar el gasto público innece-
sario que la responsabilidad de los políticos en pedir el
dinero a los ciudadanos. El nuevo modelo de corres-
ponsabilidad fiscal se basa en los principios de auto-
nomía, suficiencia y solidaridad. Las leyes que va a
apoyar hoy mi grupo constituyen una parte del modelo
de financiación autónomica, que se complementa,
además, con importantes medidas de solidaridad. Yo
creo que no es justo decir que este modelo no tiene en
su seno medidas para garantizar la solidaridad del Es-
tado, porque este modelo ha descongelado el Fondo de
Compensación Interterritorial, ha puesto en marcha el
Fondo de Nivelación y, además, ha mantenido la PIE,
que queda garantizada con otros instrumentos de soli-
daridad. Son esos mecanismos los que van a hacer po-
sible que todos los ciudadanos españoles reciban el
mismo nivel de servicios. 

Con este proyecto de ley las comunidades autóno-
mas van a recibir capacidad normativa en algunos im-
puestos (Patrimonio, Sucesiones y Donaciones, Trans-
misiones y Actos Jurídicos Documentados) con
determinados parámetros para la fijación del tipo y las
deducciones en el 30 por ciento del IRPF. Las comuni-
dades autónomas, además, tendrán mayor competen-
cia en la gestión y, por tanto, tendrán un compromiso
mayor en la lucha contra el fraude y en la eficacia de
la gestión, ya que sus incrementos recaudatorios esta-
rán ligados a esos parámetros, a luchar contra el frau-
de y a gestionar mejor los ingresos. 

Estamos hablando de un modelo que había termina-
do en 1996, un modelo agotado. Todos los partidos po-
líticos llevaban en sus programas electorales mecanis-
mos para su reforma, y casi todos los partidos
políticos decían que el mecanismo era la corresponsa-
bilidad fiscal. El Gobierno buscó el consenso desde el
primer momento y lo ha conseguido de forma amplia
con todas las comunidades autónomas que han queri-
do adherirse y con todos los grupos políticos que han
querido llegar a un consenso. Pero había que modifi-
car el modelo y existían tres opciones: prorrogar el
modelo anterior, introducir reformas meramente apa-
rentes, como las que se hicieron con la falsa corres-
ponsabilidad fiscal de 1993, o poner sobre la mesa una
propuesta nueva, basada en el libro blanco, que com-
portara corresponsabilidad y autonomía financiera. El
Gobierno actual decidió ir por el camino más difícil,
pero era el más correcto para avanzar en la vertebra-
ción de España; era el modelo más correcto a aplicar
para España. Las modificaciones de la Lofca y la Ley
de Cesión de Tributos abrieron la puerta para que se
pudieran ceder competencias normativas, y en ellas se
fijaron los marcos generales. Posteriormente, se ha lle-
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gado a un acuerdo con cada comunidad autónoma que
ha querido en el marco de la comisión mixta, y esos
acuerdos se han plasmado en estos proyectos de ley,
que recogen textualmente los acuerdos firmados entre
los gobiernos de cada una de las comunidades autóno-
mas y el Gobierno central. Proyectos de ley que consti-
tuyen el vehículo para dar cumplimiento al acuerdo
del Consejo de Política Fiscal y Financiera del 26 de
septiembre, y que se ha hecho conforme al precepto
constitucional del artículo 150. 1, que prevé que las co-
munidades autónomas puedan tener competencia pa-
ra la regulación en un tributo de carácter estatal. Ade-
más, queda garantizado que habrá un mecanismo de
control, remitiendo a la Comisión General de las Co-
munidades Autónomas del Senado los proyectos de
normas elaborados como consecuencia de lo estableci-
do en esta ley. 

Mi grupo, desde luego, quiere felicitar al Gobierno
por el esfuerzo realizado para llegar a un modelo pac-
tado con catorce de las diecisiete comunidades autó-
nomas, y lamenta que los ciudadanos de tres comuni-
dades autónomas, por un motivo político de sus
gobernantes, se queden rezagados en sus niveles de au-
togobierno. 

No vamos a admitir —y aquí lo quiero dejar claro—
las enmiendas de Izquierda Unida a once proyectos de
ley, las enmiendas de Iniciativa per Catalunya a un
proyecto de ley (porque no son las mismas), ni las en-
miendas del Bloque Nacionalista Galego, y sí vamos a
admitir cuatro enmiendas que ha dejado vivas el Gru-
po de Coalición Canaria, que son enmiendas mera-
mente técnicas. 

Y quiero concluir realizando cinco breves reflexio-
nes para cerrar este debate sobre el modelo de finan-
ciación autonómica: 

Primero: el nuevo modelo colaborará a reducir la ac-
tual dependencia financiera de las comunidades autó-
nomas, impropia de unas administraciones con plena
autonomía política, y además unas administraciones
que tienen potestad legislativa. El nuevo modelo hará
más perceptible el coste de los servicios públicos pres-
tados por las comunidades autónomas a los ciudada-
nos, y eso hará que los servicios públicos se presten
con mayores niveles de eficiencia. 

Segundo: el nuevo sistema de financiación garantiza
la correlación entre suficiencia y solidaridad, y además
estructura adecuadamente estos principios. Se basa en
el principio de que a idénticos servicios debe corres-
ponder similar financiación, reforzando el criterio de
equidad que preside la reforma del sistema. 

Tercero: el nuevo sistema mejora los instrumentos
de solidaridad y de cohesión interregional e introduce
mecanismos para garantizar la solidaridad entre co-
munidades autónomas. 

Cuarto: el nuevo sistema introduce mecanismos de
nivelación per capita que hacen que el sistema sea más
justo. 

Quinto: es un sistema que hace que el tránsito del
viejo al nuevo modelo no perjudique a ninguna región
bajo el imperio del principio constitucional de coordi-
nación. 

Hace unos días, el antiguo secretario general socia-
lista mostraba preocupación por la idea que tenía de
España el Partido Popular. Yo quiero concluir afirman-
do que tenemos una idea clara de España y que tene-
mos un modelo sólido y unitario —quizá a otros parti-
dos les falta ese modelo—, que vertebra a España como
un Estado de las autonomías que ya han alcanzado ma-
durez. Por eso, mi grupo político puede y es capaz de
decir lo mismo en todos los rincones de España. 

Muchísimas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Gracias, señor Martínez-Pujalte. 

Vamos a suspender la sesión, que se reanudará a las
cuatro de la tarde. 

Eran las dos y cuarenta minutos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro y cinco minutos
de la tarde.

DICTÁMENES DE COMISIONES DE INVESTIGA-
CIÓN:

— DE LA COMISIÓN DE INVESTIGACIÓN SOBRE
TRAMITACIÓN DE EXPEDIENTES EN LA
AGENCIA ESTATAL DE ADMINISTRACIÓN TRI-
BUTARIA (Número de expediente 152/000001)

El señor PRESIDENTE: Buenas tardes, señorías.
Se reanuda la sesión.
Punto duodécimo del orden del día. Dictamen de la

Comisión de investigación sobre tramitación de expe-
dientes en la Agencia Estatal de la Administración Tri-
butaria.

El dictamen se desarrollará con arreglo al siguiente
orden: En primer lugar, será presentado el dictamen
por el Presidente de la Comisión; después se defende-
rán los votos particulares. Si hay turno en contra, pro-
cederá a continuación el de réplicas o rectificaciones.
Y seguidamente, la fijación de posiciones.

Quiero reiterar que tras la finalización, tras la con-
clusión de este debate, procederemos a las votaciones
derivadas del debate celebrado a última hora de esta
mañana de los proyectos de ley de modificación del ré-
gimen de cesión de tributos y, finalmente, se votará es-
te dictamen cuyo debate se inicia ahora con la inter-
vención del señor Zabalía, como Presidente de la
Comisión de investigación.

Señor Zabalía.

El señor ZABALÍA LEZAMIZ: Gracias, señor Presi-
dente.
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Señorías, comparezco ante esta Cámara para pre-
sentar el dictamen con las conclusiones aprobadas por
la Comisión de investigación sobre la tramitación de
expedientes de la Agencia Estatal de Administración
Tributaria.

Los hechos puestos de manifiesto públicamente el
14 de enero de 1997 por el Secretario de Estado de Ha-
cienda en rueda de prensa produjeron un estado de
alarma en la sociedad del que este Parlamento no po-
día sustraerse. La gravedad de las imputaciones, la po-
sibilidad de que la Hacienda pública dejase de ingresar
200.000 millones de pesetas, correspondientes a 600
expedientes, por prescripción de los mismos en el pro-
cedimiento de inspección, motivó que el Pleno del
Congreso de los Diputados, en su sesión del día 12 de
febrero de 1997, acordara crear una Comisión de in-
vestigación, Comisión que se creó el 23 de ese mismo
mes.

El plazo para terminar los trabajos se fijó en dos
meses desde su constitución. El plazo era muy ajusta-
do, dados los hechos a investigar, pero se consideró
que era necesario hacer un esfuerzo por aclarar los
mismos en el menor tiempo posible. Sin embargo, las
dificultades y contratiempos que se han tenido que
sortear, y a los que haré referencia más adelante, impi-
dieron cumplir con el plazo previsto, necesitando soli-
citar ante el Pleno ampliaciones sucesivas.

Antes de entrar en el detalle de estos problemas,
creo necesario recordar a esta Cámara, aunque ello pa-
rezca una obviedad, cuál fue el objeto de la Comisión
por mandato del Parlamento: esclarecer y determinar
los hechos denunciados por el Gobierno, en relación a
retrasos en la tramitación de numerosos expedientes
de la Agencia Estatal de Administración Tributaria y
sus posibles consecuencias sobre la pérdida total o
parcial de derechos para la Hacienda pública, con el
fin de extraer las conclusiones oportunas y señalar las
presuntas responsabilidades políticas que pudieran de-
rivarse; estudiar y proponer las medidas necesarias
que impidan que se produzcan hechos como los de-
nunciados, sugerir las reformas que contribuyan a me-
jorar el funcionamiento y transparencia de la Adminis-
tración tributaria y evitar discrecionalidades. Estos y
no otros eran los objetivos a los que la Comisión de in-
vestigación se debía dedicar. Por tanto, las conclusio-
nes tenían que estar relacionadas con los hechos pues-
tos de manifiesto por el Secretario de Estado de
Hacienda.

Como he dicho anteriormente, desde la fecha de su
constitución, la Comisión ha tenido que enfrentarse a
numerosos problemas. Por una parte, la insuficiencia
de la documentación remitida por el Gobierno; ello ha
llevado a una tarea más lenta de lo que exigía el ritmo
de trabajo de la Comisión y ha influido en que la pri-
mera parte de la andadura de ésta se viese atascada en
discusiones interminables sobre la diligencia del Go-
bierno en el envío de la documentación solicitada, lo

que, al mismo tiempo, se ha traducido en el retraso del
inicio de las comparecencias, que, en opinión de bue-
na parte de los miembros de la Comisión, no podían
celebrarse sin disponer de la documentación requeri-
da.

Por otra parte, ha habido numerosas declaraciones
de personas ajenas a la Comisión y filtraciones a los
medios de comunicación, en algunos casos, de la iden-
tidad de determinados contribuyentes supuestamente
afectados por la prescripción, identidades que en nin-
gún momento han obrado en poder de la Comisión,
por lo que las filtraciones no podían proceder de la
misma. En la misma línea, he de mencionar las inicia-
tivas parlamentarias, distintas de las que desemboca-
ron en la creación de la Comisión, que han coincidido
en su objeto con el que ha sido propio de ésta y que,
cuando menos, han creado un ambiente de mayor ex-
pectación y tensión, desviando el centro de atención
del objeto de la Comisión.

Centrándonos en el objeto de la investigación, la Co-
misión analizó la tramitación de expedientes de la
Agencia Estatal de Administración Tributaria en el pe-
ríodo de 1990 a 1996, que, con arreglo a la doctrina del
Tribunal Supremo, contenida en su sentencia del 28 de
febrero de 1996, quedaban afectados por la prescrip-
ción, en el sentido de que la suspensión de las actua-
ciones inspectoras, no justificada y por causas ajenas
al obligado tributario, durante más de seis meses y en
cualquier momento del período que media entre el ini-
cio de éstas y la modificación de la dedicación resul-
tante de las mismas, no interrumpe el plazo de pres-
cripción para liquidar, para exigir el pago o para
sancionar que se estuviese ganando. Dada la índole del
problema planteado, la Comisión estimó necesario
proceder al análisis de los expedientes afectados por la
presunta prescripción.

Los grupos parlamentarios solicitaron los datos rela-
tivos a los expedientes, que fueron remitidos por parte
del Gobierno en sucesivos envíos. El Gobierno remitió
asimismo a la Comisión un listado conteniendo 29 ex-
pedientes con deuda liquidada superior a mil millones
de pesetas y, en fechas posteriores, un desglose de ex-
pedientes referidos a la denominada Unidad de fraude
y fiscalidad internacional. Además, la Comisión tuvo
ocasión de comprobar y efectuar la revisión de los ex-
pedientes, en concreto 127, que fueron trasladados fí-
sicamente al Congreso y cuya cuantía individualizada
superaba los mil millones de pesetas.

Del análisis de la documentación y de la informa-
ción proporcionada por los comparecientes se des-
prende que la deuda afectada por la prescripción se ci-
fra en 201.329 millones de pesetas, la mayor parte
centrada en las oficinas nacionales de inspección de
Madrid y Cataluña, alrededor de 157.000 millones, y el
resto en las delegaciones de estos mismos territorios.
Esta cifra se elevaría en 22.000 millones de pesetas
más, según el informe remitido a la Comisión por la
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inspectora-jefe de los servicios de la Agencia Tributa-
ria.

Las evidencias puestas de manifiesto indican que un
determinado número de contribuyentes alegaban la
prescripción en sus reclamaciones ante los tribunales
económico-administrativos, después de la aprobación
del reglamento general de inspección de los tributos.
Además, se ha constatado la existencia de diversos in-
formes que alertaban sobre las consecuencias que para
la Agencia Estatal de Administración Tributaria podrí-
an derivarse de la proliferación de fallos de los tribu-
nales superiores de justicia, como es el remitido por el
director de la Agencia al director del Servicio Jurídico
del Estado el 19 de abril de 1993.

Analizando las resoluciones y sentencias a favor y en
contra del criterio mantenido por la Agencia sobre la
interrupción de las actuaciones inspectoras, la Comi-
sión constata la existencia de nueve sentencias de los
tribunales de justicia a favor de la tesis de Hacienda y
quince en contra, en el período de diciembre de 1992 a
julio de 1996. A ello hay que añadir las sentencias en
contra dictadas por la Audiencia Nacional en 1994 y
en 1996 y, fundamentalmente, la decisiva sentencia del
Tribunal Supremo de 28 de febrero de 1996, en contra
del criterio mantenido por la Agencia Estatal de Admi-
nistración Tributaria y que es el único pronunciamien-
to existente del alto Tribunal.

Otro aspecto analizado por la Comisión ha sido el
origen y fundamento del contencioso relacionado con
la redacción del artículo 31, apartados 3 y 4, del regla-
mento general de la Inspección de los tributos, que se
publicó en el año 1986. No era labor de esta Comisión
pronunciarse sobre la controversia jurídica entre la in-
terpretación de este artículo y el artículo 66 de la Ley
General Tributaria, que regula los supuestos en los que
los plazos de prescripción se interrumpen. Sin embar-
go, la Comisión estimó que, al ser esta cuestión el ele-
mento clave del objeto de la misma, era necesario, al
menos, establecer los criterios y pronunciamientos,
tanto de la Agencia Estatal de Administración Tributa-
ria como de los tribunales.

Especialmente importante ha sido también el cono-
cimiento de las aplicaciones informáticas relativas a
los procedimientos inspectores y su posible incidencia
en los controles sobre la tramitación de las actas, cons-
tatándose la falta de control informático en el proceso
entre la incoación del acta y el acto de liquidación por
parte del inspector jefe.

Los controles financieros y auditorías han sido otro
de los aspectos estudiados por la Comisión. De ellos se
desprende, como uno de los hechos más relevantes, la
alarmante situación que representa el stock acumula-
do en la oficina técnica de Madrid, según informe del
Servicio de Auditoría Interna de la Agencia Estatal de
Administración Tributaria, en noviembre de 1992, en
el que se pone de manifiesto el riesgo de graves perjui-
cios para la Hacienda pública, no sólo por la cuantía

recaudatoria retenida, sino por la posibilidad de que,
en vía contenciosa, se declaren prescritos muchos ex-
pedientes.

Finalmente, la Comisión ha tenido en cuenta las me-
didas adoptadas por la Agencia Estatal de Administra-
ción Tributaria a raíz de la sentencia de la Audiencia
Nacional de 22 de noviembre de 1994, así como otras
cuestiones relacionadas con los expedientes denomi-
nados de primas únicas y el traspaso de poderes que se
llevó a cabo con motivo del cambio de Gobierno y que
quedó recogido en un documento denominado: Orga-
nización, medios y asuntos pendientes.

Estos han sido, señor Presidente, señorías, los he-
chos más relevantes puestos de manifiesto por la Co-
misión y que han servido de base para establecer las
conclusiones del informe que hoy presentamos a esta
Cámara, conclusiones que han sido agrupadas en dos
partes: por un lado, aquéllas que hacen referencia a los
hechos constatados y, por otra, las que ponen de mani-
fiesto alguna aportación para mejorar el funciona-
miento de la Hacienda pública y de su ordenamiento
jurídico en el futuro. En las primeras se pone de mani-
fiesto que, en primer lugar, existieron tres señales de
alarma importantes: por un lado, la alegación en sus
reclamaciones de algunos contribuyentes sobre la
prescripción de sus expedientes; por otro, el informe
de la Dirección General de Inspección de los Tributos
de fecha 18 de julio de 1991, y, finalmente, la sentencia
del Tribunal Superior de Justicia de Aragón de fecha
28 de diciembre de 1992, declarando la prescripción
por paralización de las actuaciones de inspección. En
segundo lugar, existieron informes, oficios y documen-
tos en la Agencia Estatal de Administración Tributaria
y, en particular, un informe del 14 de abril de 1993, de
la Subdirección General de Ordenación Legal y Asis-
tencia Jurídica del departamento de Inspección, en el
que se significa la objetiva dificultad respecto de la ne-
cesaria justificación del grave daño para el interés ge-
neral que representa la doctrina asentada. En tercer
lugar, se elaboraron distintos informes del Servicio de
Auditoría Interna de la Agencia Estatal de Administra-
ción Tributaria, donde se advierten situaciones alar-
mantes que representa el stock acumulado en la Ofici-
na Técnica de Madrid, así como informes de control
financiero de la Intervención General de la Adminis-
tración del Estado en el mismo sentido.

En cuarto lugar, existieron sentencias de los tribuna-
les contrarias a los criterios mantenidos por la Agencia
Estatal de Administración Tributaria, que se han pues-
to de manifiesto en la relación de hechos. En quinto
lugar, a pesar de las advertencias conocidas, no se to-
maron medidas para poder dotar adecuadamente de
medios materiales y humanos para exigir un eficaz y
eficiente servicio de control interno a fin de mejorar el
servicio informático en el proceso de actas A-02 de la
Inspección. En sexto lugar, se establece que los expe-
dientes afectados por la prescripción recogen una deu-
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da no ingresada de 201.329 millones de pesetas. En
séptimo lugar, a pesar de los riesgos puestos de mani-
fiesto, no se adoptaron medidas operativas, organizati-
vas o normativas por los anteriores responsables polí-
ticos del Ministerio de Economía y Hacienda y de la
Agencia Estatal de Administración Tributaria, por lo
que se aprecia en aquéllos negligencia en la gestión y
falta de impulso político para tomar medidas que hu-
bieran evitado perjuicios para la Hacienda pública. (El
señor Vicepresidente, Marcet i Morera, ocupa la
Presidencia.) 

Con respecto a las propuestas de futuro, se acuerda,
primero, solicitar al Gobierno que, en un plazo máxi-
mo de tres meses, presente en el Congreso el plan de
modernización de la Agencia Estatal de Administra-
ción Tributaria, estableciéndose su contenido, que de-
be incluir específicamente las medidas para mejorar
la gestión tributaria. Segundo, proponer medidas para
evitar la repetición de hechos análogos, como son mo-
dificaciones normativas de la Ley General Tributaria y
del reglamento general de la Inspección de los tribu-
tos y la conveniencia de que el Tribunal de Cuentas
emita anualmente un informe específico sobre la
Agencia Estatal de Administración Tributaria. Terce-
ro, establecer medidas organizativas y normativas pa-
ra la lucha contra el fraude y mejorar el funciona-
miento y el control de la Agencia Estatal de
Administración Tributaria. Cuarto, completar la infor-
mática de la Agencia Estatal de Administración Tribu-
taria, dotándola de más medios materiales y persona-
les, reestructurándolos y estableciendo sistemas de
seguimiento y control. Quinto, que el Gobierno aprue-
be un programa de actuación de la Agencia para cua-
tro años, que contenga unas líneas concretas de ac-
tuación y objetivos. Sexto, introducir modelos de
control parlamentario, tales como comparecencias pe-
riódicas del Presidente de la Agencia Estatal de Admi-
nistración Tributaria, para dar cuenta del cumpli-
miento de sus objetivos. Séptimo, someter a estudio la
modernización del modelo organizativo de la Agencia
Estatal de Administración Tributaria, mediante audi-
torías de organización y eficacia. Finalmente, se insta
al Gobierno a seguir declarando lesivas para el interés
público las resoluciones de los tribunales económico-
administrativos que declaren prescritos los derechos
de la Administración, así como a rechazar todo tipo
de medidas de amnistía fiscal que constituyan una
grave infracción del principio constitucional de justi-
cia tributaria.

A este informe, señorías, se han presentado varios
votos particulares, sobre los que quisiera hacer alguna
precisión. Por lo que respecta al voto particular del
Grupo Parlamentario Mixto, se ha comunicado su reti-
rada. En cuanto al voto particular de Izquierda Unida-
Iniciativa per Catalunya, recoge un apartado de con-
clusiones que no hubo ocasión de debatir o incorporar,
en su caso, al dictamen, dada la exclusión voluntaria

de este grupo a participar en la redacción del capítulo
correspondiente a la relación de hechos.

Señorías, éste es el resumen del dictamen que pre-
sento, en nombre de la Comisión, a su consideración.
He procurado ser objetivo e imparcial en esta presen-
tación. En cualquier caso, SS. SS. tienen en su poder
el dictamen completo para poder hacer un juicio exac-
to sobre el mismo.

Al margen de las expectativas que muchos han pues-
to en las conclusiones de esta investigación, sin tener
en cuenta cuál ha sido el objeto para el que ha sido
creada esta Comisión, al margen de posicionamientos
políticos partidistas, por otro lado plenamente justifi-
cables, creo que la Comisión ha cumplido con el man-
dato de esta Cámara. Al menos, no se podrá reprochar
a sus miembros el trabajo y la dedicación en el cumpli-
miento de sus obligaciones, que quiero destacar y
agradecer, porque, además, con ello han facilitado la
labor arbitral y moderadora de este Presidente. Tam-
bién quiero destacar el apoyo que ha supuesto en todo
momento el trabajo del letrado, señor Jiménez, que,
con sus acertadas apreciaciones jurídicas y reglamen-
tarias, ha colaborado eficazmente, dejando constancia
del alto nivel profesional, tanto suyo como del cuerpo
de letrados, así como la aportación del personal auxi-
liar, por su disposición y su apoyo. Por supuesto, des-
taco el comportamiento de los medios de comunica-
ción, que han seguido las sesiones de comparecencias,
algunas de ellas maratonianas, transmitiendo con ri-
gor y profesionalidad los debates. A todos, muchas
gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señor Zabalía.

Corresponde, en su caso, el turno a favor de los vo-
tos particulares presentados por los grupos de Izquier-
da Unida-Iniciativa per Catalunya y Socialista.

En primer lugar, por el Grupo Parlamentario de Iz-
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene la pala-
bra el señor Saura.

El señor SAURA LAPORTA: Gracias, señor Presi-
dente.

Señoras y señores diputados, subo a esta tribuna pa-
ra exponer la posición política y defender el voto parti-
cular del Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-Ini-
ciativa per Catalunya en relación a la Comisión de
investigación sobre la tramitación de determinados ex-
pedientes en la Agencia Estatal de la Administración
Tributaria.

En primer lugar, queremos decir que, después de
más de tres meses de intenso trabajo, como decía el
Presidente de la Comisión, Jon Zabalía, en algunos
momentos de intensísimo trabajo, la conclusión políti-
camente más relevante para nuestro grupo parlamen-
tario es que posiblemente esta Comisión de investiga-
ción nunca debió crearse, nunca debió existir. Alguien
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podría preguntarse cómo nuestro grupo parlamenta-
rio, que fue quien impulso la creación de esta Comi-
sión de investigación, dice en estos momentos que esta
Comisión no se debió crear. La respuesta a esta apa-
rente contradicción es clara. La denuncia de trato de
favor fiscal, que en enero formuló el Gobierno del Par-
tido Popular y que fue reiterado incluso por su Presi-
dente, por don José María Aznar, a la luz de la docu-
mentación que hemos examinado y de los trabajos de
la Comisión, carece de toda fundamentación. Es decir,
después de más de tres meses de examinar documen-
tación, de hacer preguntas a comparecientes, de escu-
char las explicaciones de los actuales responsables del
Gobierno, decimos hoy aquí que la denuncia de trato
de favor que se efectuó en enero carece de fundamen-
tación y, en ese sentido, esta Comisión de investigación
no tenía que crearse.

¿Qué ha ocurrido en la Comisión de investigación?
La Comisión de investigación ha derivado sus trabajos
hacia el alcance de la controversia jurídica en relación
a la interpretación del punto 4, del artículo 31, del Re-
glamento de Inspección. Los trabajos de la Comisión
de investigación han derivado hacia en qué momento
los anteriores responsables de la Agencia Tributaria
pudieron percibir sensación de riesgo de posible pres-
cripción de determinados expedientes. Los trabajos de
la Comisión de investigación han derivado sobre el
grado de bondad del sistema informático, o sobre si
era mejor llevar los libros de registro de forma manual
o informática. (El señor Presidente ocupa la Presi-
dencia.) La Comisión de investigación ha trabajado,
ha elaborado y ha preguntado sobre todo aquello por
lo que ustedes piensan que se puede preguntar, pero
nunca, absolutamente nunca, el Gobierno del Partido
Popular aportó prueba alguna a la Comisión de inves-
tigación que mínimamente justificara la naturaleza de
la denuncia que efectuó.

Con la firmeza con que nuestro grupo ha pedido y pi-
de responsabilidades con relación a determinados su-
cesos o hechos del anterior Gobierno, con esa misma
firmeza y con la autoridad moral que eso nos da, reali-
zamos hoy estas afirmaciones, insisto, tras examinar y
trabajar en profundidad durante más de tres meses en
esta Comisión de investigación. Querríamos decirle hoy
al Gobierno, aunque no podemos porque no hay nin-
gún miembro en un debate de estas características, que
ningún Gobierno —el del Partido Popular, tampoco—
puede lanzar sin pruebas, sin fundamentacion, una
acusación de las dimensiones y características políti-
cas, fiscales y sociales como la que lanzó. Entre otras
razones, la principal es porque no es cierto, pero, ade-
más, porque esta acusación ha tenido efectos negativos
sobre la Hacienda pública, ha producido y está produ-
ciendo desmoralización en el cuerpo de inspectores y
seguro que contribuye a disminuir la conciencia fiscal
de este país. Las señoras y señores del Gobierno han
hecho un flaco favor a la Hacienda pública de este país.

Dicho esto, queremos señalar también, para desva-
necer cualquier confusión al respecto, que hoy, 26 de
junio de 1997, los 200.000 millones de pesetas —que
no son 200.000 millones— no están prescritos y es po-
sible cobrarlos. También es necesario decir esto hoy en
voz alta: hay 200.000 millones —que no son 200.000
millones— que hoy no están prescritos y es posible co-
brarlos. Es incomprensible que ante el riesgo, ante una
segunda sentencia del Tribunal Supremo y que estos
200.000 millones puedan prescribir, el anterior Gobier-
no y éste no hayan tomado las medidas necesarias pa-
ra cobrar la deuda tributaria de 200.000 millones de
pesetas. En concreto, nuestro grupo parlamentario ha
reiterado en una interpelación, en una moción, y hoy
vuelve a reiterar en una de sus resoluciones, la necesi-
dad de que el Gobierno declare nulo de pleno derecho
el punto 4 del artículo 31 del Reglamento de Inspec-
ción, cuya interpretación jurídica puede motivar la
prescripción de determinada cantidad de deuda tribu-
taria. Esa es la condición necesaria y suficiente: sim-
plemente que el Gobierno declare nulo de pleno dere-
cho el punto 4 del artículo 31 del Reglamento de
Inspección, y los riesgos de posible prescripción desa-
parecen en este tema.

Queremos además, señoras y señores diputados, ha-
cer referencia —porque merece un capítulo aparte— al
retraso sistemático y a la opacidad con que el Gobier-
no ha contestado a las demandas informativas que la
Comisión de investigación le ha realizado. Esta opaci-
dad alcanzó el punto culminante cuando nuestro gru-
po parlamentario solicitó, el día 10 de marzo, unos da-
tos, en concreto la fotocopia de unos libros de registro,
petición que reiteramos durante dos meses cada sema-
na, y el 22 de mayo, prácticamente a las diez de la no-
che y pocas horas antes de la comparecencia del direc-
tor de la Agencia Tributaria, se nos entregaron estas
fotocopias. Al día siguiente el director de la Agencia
Tributaria, a la pregunta de por qué no se nos había
entregado, contestó, de forma sencilla, que porque él
consideraba que esa documentación era marginal. Él
se convertía en el intérprete de qué era marginal y qué
no era marginal de las peticiones de información de la
Comisión de investigación. Pero, sorprendentemente,
el director de la Agencia Tributaria, parece que en ex-
cursiones nocturnas que están sometidas a una investi-
gación por parte del propio Ministerio, tenía esta in-
formación, que se decía que era marginal, en su
despacho o en su casa analizándola.

En general, pues, la aportación de datos se ha reali-
zado de forma desordenada y contradictoria, existien-
do varios listados diferentes de expedientes con abun-
dantes errores, con situaciones en las que, después de
trabajar quince días en esos listados e intentar desen-
trañar lo que decían, aparecían nuevos listados con
100 ó 200 expedientes nuevos y con 100 ó 200 expe-
dientes que desaparecían de los anteriores, y había que
comenzar otra vez a trabajar en un nuevo listado. En
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todo caso, la opacidad de la información, el retraso
sistemático y los cambios continuados en los listados
que se nos han ofrecido a la Comisión de investigación
han evidenciado la fragilidad documental sobre la que
el Gobierno ofrecía su denuncia.

Señoras y señores diputados, llegados a este punto
en el que nuestro grupo parlamentario manifiesta de
forma clara su opinión en relación a la naturaleza de
la denuncia de trato de favor, quisiéramos señalar aquí
hoy, independientemente de la valoración anterior, la
gravedad que supone que 200.000 millones de pesetas,
o cantidad similar, pueda dejarse de cobrar fundamen-
talmente por defectos de organización, de planifica-
ción o de métodos de trabajo ineficaces de la Agencia
Tributaria. Dicha la primera parte, queremos añadir, a
continuación, la gravedad, desde el punto de vista del
sistema tributario, de que una cantidad importantísi-
ma de dinero se pueda dejar de recaudar por ineficacia
de la Agencia Tributaria; gravedad aún mayor si se tie-
ne en cuenta que la cuantía media de la deuda se sitúa
en 43 millones de pesetas y que hay 127 expedientes
que superan, cada uno de ellos, más de 1.000 millones
de pesetas. A la vista de estos datos, podemos afirmar
que se trata, sin ninguna duda, de elevadas manifesta-
ciones de riqueza que pueden escapar a la obligación
de tributar, agravando de facto la evolución regresiva,
desde el punto de vista fiscal, que caracteriza nuestro
sistema tributario. Es en ese terreno, no en otro, don-
de existen responsabilidades de los anteriores gobier-
nos por no haber procedido a las reformas que necesi-
taba la Agencia para hacer frente, de manera mucho
más eficaz, al fenómeno de la defraudación fiscal en
nuestro país; fenómeno que, como ustedes saben, se
sitúa en una de las mayores dimensiones de toda la
Unión Europea.

Señoras y señores diputados, lo que no se puede per-
der de vista en esta Comisión de investigación o en las
intervenciones que dan soporte hoy a nuestra posición
política es que el sistema fiscal español ha ido evolu-
cionando, con el anterior Gobierno y con éste, hacia
espacios de mayor regresividad fiscal, de mayor injus-
ticia fiscal. Tal vez, el ejemplo más plástico sea el exce-
sivo peso que representan las rentas del trabajo hoy en
los ingresos de la Hacienda pública española, únicas
rentas sometidas a un estricto control. Mientras las
rentas del trabajo crecen y crece su peso en los ingre-
sos públicos, simultánea y continuadamente se aprue-
ban nuevas medidas desfiscalizadoras del capital, de
disminución de las plusvalías o de disminución de de-
terminados rendimientos derivados de las actividades
empresariales. Evidentemente, esta política social pro-
duce, ha producido y sigue produciendo un efecto fun-
damental negativo en la sociedad española. Esta políti-
ca está produciendo una redistribución cada vez más
regresiva de la renta nacional, dicho de otra manera,
una disminución de la participación del factor trabajo
en la renta nacional. Y ésa es la cuestión. La cuestión

no está hoy en investigar tratos de favor en las políti-
cas fiscales. El problema de fondo es qué política fiscal
hemos tenido, qué política fiscal tenemos, qué lucha
contra el fraude hemos tenido y qué lucha contra el
fraude tenemos que está produciendo en la sociedad
española una redistribución negativa para la mayoría
de hombres y mujeres de este país.

Hoy no es el momento de hacer un relato exhaustivo
de las sucesivas medidas legislativas que desde 1985 se
han tomado en esta Cámara, que han llevado a esta si-
tuación, pero sí quisiera, como mínimo, hacer referen-
cia a tres o cuatro: la decisión de 1985 de dar amparo
legal al dinero negro, la amnistía fiscal de 1991, las
modificaciones en relación a la tipificación del delito
fiscal, disminuyendo la tipificación de delito fiscal, o
las últimas medidas que, desde mayo del año pasado,
el Gobierno del Partido Popular y sus aliados están to-
mando; todas estas medidas legislativas, insisto, acom-
pañado de una eficacia limitada de la Agencia Tributa-
ria en la lucha contra el fraude fiscal.

Señoras y señores diputados, ése es el problema de
nuestro sistema fiscal: el desplazamiento hacia zonas
de mayor injusticia fiscal. Desplazamiento que inició el
Partido Socialista Obrero Español y desplazamiento
que ha continuado, de forma aceleradísima, en este
año el Partido Popular. Remediar esa situación no es
un problema de comisiones de investigación. Remediar
esa situación es un problema de cambio de políticas
fiscales. La situación hoy del sistema fiscal, la redistri-
bución de la renta no es un problema que se pueda es-
conder detrás de una acusación de trato de favor en
una Comisión de investigación. Yo creo que el Gobier-
no del Partido Popular ha conseguido un éxito partidis-
ta en estos seis meses, porque una buena parte de este
país, una buena parte de los medios de comunicación y
una buena parte de los diputados y diputadas de este
Parlamento hemos estado seis meses discutiendo en
una Comisión de investigación, intentando probar tra-
tos de favor, y hemos dejado de discutir aquello que
hoy es mucho más importante en este país, que es la
política fiscal.

El señor PRESIDENTE: Señor Saura, le ruego con-
cluya, por favor.

El señor SAURA LAPORTA: Estoy concluyendo, se-
ñor Presidente.

La política fiscal de este país, porque en este último
año, no 200.000, más de 500.000 millones de pesetas
se van a dejar de ingresar por las medidas desfiscaliza-
doras del Gobierno del PP. Es decir, que detrás de la
cortina del trato de favor de 200.000 millones de pese-
tas, existe una desfiscalización efectiva, con medidas
tomadas aquí, de más de medio billón de pesetas.

Señoras y señores diputados, acabo reiterando las
dos grandes ideas en las que nuestro grupo ha trabaja-
do en esta Comisión, de las que han salido las resolu-
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ciones que hemos planteado. Primera idea, ante esta
pérdida creciente de progresividad, un sistema fiscal y
una política fiscal justa; ante una Agencia Tributaria
aún con grandes dosis de ineficacia ante la lucha con-
tra el fraude fiscal, una Agencia Tributaria con mayor
eficacia y con control parlamentario. En este sentido,
nuestro grupo presentó en la Comisión de investigación
16 resoluciones. Quiero decir que por error hemos
mantenido la número 14, cuando esta resolución fue
transada. Anuncio, por tanto, la retirada de la resolu-
ción número 14. De nuestras 16 resoluciones, aquellas
que criticaban la acción del anterior Gobierno están in-
corporadas en el dictamen porque el Partido Popular
votó favorablemente. Es decir, que aquellas resolucio-
nes en las que nuestro grupo criticaba la acción del Go-
bierno están incorporadas en el dictamen. Por otra par-
te, he de decir que en las conclusiones de futuro fue
posible llegar a un consenso en temas importantes con
todos los grupos y también con el Partido Popular.
Nuestro grupo, de hecho, integró cuatro conclusiones
de futuro, de las cuales me parece importante resaltar
tres. La primera es que nuestro grupo fue el único que
planteó, de forma decidida, el rechazo a cualquier me-
dida de nuevas amnistías fiscales. Esta resolución
nuestra consta en el dictamen de la Comisión y pensa-
mos que políticamente es relevante.

La segunda conclusión incorporada es la necesidad
de incrementar los recursos humanos y materiales de
la Agencia Tributaria. Y la tercera, un gran déficit con
el que en estos tres meses de la Comisión de investiga-
ción prácticamente todos los diputados y diputadas
hemos coincidido: la necesidad de sistematizar un
control parlamentario sobre los objetivos de cumpli-
miento de lucha contra el fraude. He de decir, no obs-
tante, que hay ocho o diez resoluciones que no fueron
aceptadas, que nosotros mantenemos hoy en esta se-
sión plenaria y que quiero resumir en cuatro ideas.

El señor PRESIDENTE: Conclusivas ya, señor Sau-
ra, ha de terminar.

El señor SAURA LAPORTA: Gracias, señor Presi-
dente. Van a ser extraordinariamente conclusivas.

Primera, la constatación y preocupación por la pér-
dida de progresividad fiscal de nuestro país. Segunda,
queremos instar al Gobierno —insisto— a que cobre la
deuda, declarando nulo de pleno derecho el punto 4
del artículo 31 del Reglamento de Inspección. Tercera,
el rechazo por la instrumentalización de la denuncia
que efectuó el Gobierno del PP. Cuarta idea, la dimi-
sión del director de la Agencia Tributaria, en tanto éste
se negó en buena parte a la colaboración debida con el
Parlamento para facilitar la información que en cada
momento la Comisión pidió.

Gracias, señor Presidente.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Saura.

También ha presentado voto particular al dictamen
de la Comisión el Grupo Parlamentario Socialista. Pa-
ra su presentación y defensa ante el Pleno, tiene la pa-
labra el señor Leguina.

El señor LEGUINA HERRÁN: Gracias, señor Presi-
dente.

Señorías, la tensión dinámica que tenía esta Comisión
se nota especialmente en la abundancia de señorías que
hay sentadas en los bancos y, sobre todo, el overbooking
del banco azul. ¡Y bien que siento la ausencia de los mi-
nistros, especialmente del señor Rato! Por lo siguiente,
porque yo quería empezar esta disertación breve hacién-
dole al señor Rato una recomendación, una buena reco-
mendación. Las tres personas, especialmente dos, que el
Partido Popular ha puesto en la Comisión han trabajado
lo indecible, muy bien, pero han trabajado en una causa
imposible. Yo le recomendaría al señor Rato, si estuviera
aquí, que les encargara una causa más diga. Nada más.
Pero no se lo puedo decir. Me limitaré —aparte de hacer
favores a los amigos que uno va haciendo en estas comi-
siones— a señalar cuál es la posición del Partido Socia-
lista que, por otro lado, es bastante sencilla.

Todo el debate de la Comisión se ha centrado en el
artículo 31 del famoso Reglamento de Inspección,
aprobado en 1986. Ahí está el problema: en los crite-
rios que han tenido los redactores del artículo, concre-
tamente los redactores del Reglamento. Durante todos
estos años la Hacienda pública, y la Hacienda pública
ahora, a través del Boletín Oficial del Estado en una
resolución firmada por el señor Rato, es muy sencilla y
clara. El artículo 31 del Reglamento, que señala que si
pasan más de seis meses sin mover un expediente se
para la prescripción, se refiere sólo a la primera fase
de la Inspección; es decir, aquélla que termina en el ac-
ta que levanta el inspector actuario, y no se refiere en
ningún caso a la segunda fase, aquélla que va desde el
levantamiento del acta hasta la liquidación. Esta es la
posición permanente de Hacienda hasta hoy mismo.
Sin embargo, algunos tribunales de justicia, y especial-
mente la Audiencia Nacional el 22 de noviembre de
1994, cambió este criterio creándole a la Agencia Tri-
butaria y a la Hacienda pública un problema notable.
Pero que se le cree a la Hacienda pública un problema
notable no quiere decir que los funcionarios, los ins-
pectores, los gerentes o los políticos que tenían y tie-
nen a su cargo la Hacienda pública sean responsables
de ningún delito, de ninguna negligencia, ni de nada.
Los funcionarios y los responsables de la Hacienda pú-
blica tenían, respecto a este asunto, dos paraguas muy
firmes que les evitaban cualquier problema. El primer
paraguas: el Tribunal Económico-Administrativo Cen-
tral, que mantenía la misma posición que acabo de
describir. El segundo paraguas, en vía judicial: la Au-
diencia Nacional, que mantenía también esa posición.

Ahora bien, en un momento dado, la Audiencia Na-
cional cambia de criterio, precisamente el 22 de no-
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viembre de 1994. Y al cambiar de criterio sí que fun-
cionarios y responsables políticos toman decisiones
para que no vuelva a suceder que se pueda aplicar el
criterio de los seis meses a la fase de liquidación. Se
toman medidas impidiendo que eso suceda, con algu-
nas excepciones que efectivamente han ocurrido, tanto
en la época del Gobierno socialista, como en la época
del Gobierno popular. Pero de ahí no se derivan todas
las denuncias y la escandalera que se montó con este
asunto.

La sentencia de la Audiencia Nacional fue recurrida
en casación ante el Tribunal Supremo por Hacienda, y
el 28 de febrero de 1996, tres días antes de las eleccio-
nes, el Tribunal Supremo, en lugar de dar la razón a la
Hacienda, se la da a la Audiencia Nacional y al contri-
buyente que recurrió, con lo cual crea, sin duda, un
problema mayor. En la conclusión séptima, suscrita
por el Partido Popular y que vamos a votar a continua-
ción, se dice claramente que esta sentencia del Tribu-
nal Supremo no constituye jurisprudencia y que, por
lo tanto, no se puede hablar de prescripción. Lo ha
suscrito el Partido Popular. Lo acaba de decir el señor
Saura y, por supuesto, lo decimos nosotros.

¿Qué ha hecho esta Comisión? Esta Comisión ha
trabajado, como no podía ser de otra manera, con la
documentación remitida por la Agencia Tributaria. Si
se quisiera resumir en breves palabras cómo ha remiti-
do la Agencia Tributaria a la Comisión la documenta-
ción, se diría simplemente: tarde, mal y nunca. En el
primer listado, que llega el 19 de marzo, hay 5.244 ex-
pedientes que no hay por donde cogerlos. En el segun-
do listado, que es de un mes después, del 18 de abril,
hay 4.579 expedientes algo más apañados, pero tam-
bién, como diré a continuación, con grandes defectos.
Y hay un tercer listado, del 20 de mayo de 1997, donde
hay 1.899 expedientes. Expedientes, listados, variados,
distintos, distantes, profusos y, sobre todo, difusos.

En algún sitio se dijo que había 600 expedientes
con 200.000 millones que estaban prescritos —ya he-
mos visto que ahora ni siquiera se sostiene esa pres-
cripción—, sin tener presente que para cuantificar la
posible deuda perjudicada habría que tener en cuenta
muchas cosas. Por ejemplo, no se ha tenido en cuenta,
ni se tuvo en cuenta, que la nueva Ley General Tributa-
ria reduce sensiblemente las sanciones; no se ha teni-
do en cuenta , ni se tuvo en cuenta, que el 30 por cien-
to de los expedientes en disconformidad que van al
Tribunal Económico-Administrativo Central los pierde
Hacienda, y que de los que van luego a los tribunales
se suele perder un 40 por ciento más. Quiere esto decir
que, de entrada, habría que rebajar en un 58 por cien-
to —hagan ustedes las cuentas— esta cifra mágica —y
nunca mejor dicho que mágica— de los 200.000 millo-
nes, que nunca existieron porque no existen los 600 ex-
pedientes.

Tomemos el segundo listado enviado a la Comisión,
que en las conclusiones que suscriben el Partido Popu-

lar y otros partidos aparece resumido en un cuadro.
No se crean ustedes que la Comisión ha hecho ese cua-
dro, lo ha fotocopiado de lo que venía de la Agencia
Tributaria. Ya veremos lo que han hecho ustedes al fo-
tocopiarlo. De ese cuadro fotocopiado —que, desde
luego, no contiene toda la verdad, ni siquiera parte de
la verdad— les voy a hacer las siguientes matizaciones.
En ese cuadro hay 114 expedientes anteriores a julio
de 1991 que es, según se dice, cuando la Dirección Ge-
neral de Tributos emitió un informe, etcétera, no les
voy a aburrir; 77 expedientes de los que figuran en ese
cuadro están prescritos después de mayo de 1996, es
decir, después de que estos señores que no han venido
hoy aquí (Señalando al banco azul.) —perdón, señor
Rajoy— estuvieran en el Gobierno. Si tienen algo que
explicar, que lo hagan ahora. Más de 155 expedientes
—porque hemos probado 155— no están prescritos en
ningún caso. Y hay 100 expedientes —y aquí me quie-
ro detener—, supuestamente prescritos, cuya liquida-
ción esta firmada por el ínclito señor Bermejo cuando
era inspector jefe.

Quiero detenerme aquí, y será el único nombre que
pronunciaré críticamente esta tarde. El señor Bermejo,
el cazador cazado, el aprendiz de brujo, este viajante
nocturno que no se sabe qué busca en los despachos
(Rumores.—Aplausos.), ha toreado de capa y de mu-
leta, al natural y en redondo a esta Comisión. Se ha
comportado con absoluta insolidaridad para con sus
compañeros inspectores —y éstos no lo van a olvidar—,
y vamos a votar a favor de su cese. Yo sé que esta vota-
ción será pública y aparecerá en los paneles luminosos,
porque si fuera secreta alguno de ustedes sabrá bien
que no saldría vivo esta tarde de aquí (Risas.); no sal-
dría vivo en el sentido figurado, porque les ha hecho un
pésimo favor a todos ustedes y a todos estos señores
que se sientan en el banco azul. Con esos amigos no ne-
cesitan ustedes adversarios. Les advierto que tienen un
grano y lo van a tener que sajar.

Vamos a las conclusiones que suscribe el Partido Po-
pular. En verdad estas conclusiones son la expresión
gráfica de un camello (se lo había dado a pasar a la se-
cretaria y en lugar de camello me había escrito came-
lo, quizá inteligentemente, pero mantengámonos en el
camello), en el sentido de que un camello es un caballo
hecho por una Comisión. Si cualquiera de ustedes lee
ahora con atención las resoluciones que ha suscrito el
Partido Popular comprobará que no tienen ni pies ni
cabeza, o tienen gibas como los camellos, porque en
un sitio dicen digo y, en otro, Diego; y aquí echo una
de cal y ahí tres de arena. Creo que las conclusiones
suscritas ahora por el Partido Popular se parecen bien
poco a la tronante denuncia que dio origen a esta Co-
misión. Voy a citar la tronante denuncia, no a los tro-
nadores: Constituye un hecho notorio que un partido
que presume de defender a los pobres (se supone que
nosotros) ha venido favoreciendo a sus amigos... am-
nistía fiscal encubierta... amiguismo, etcétera.
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¿Se han columpiado? Sí, se han columpiado. Pues
sí. Ahora, despojados de la escalera, se agarran a la
brocha de una petite phrase (Aplausos.): negligencia
en la gestión. ¡Vaya por Dios! También dicen: falta de
impulso político. Bueno, negligencia en la gestión. No
voy a discutir el parto de esta frasecita. No sé si es el
parto de los montes o es el parto de investidura, pero
es un parto. (Risas.) Este parto se lo van a explicar us-
tedes, y los que voten a favor también, a los inspecto-
res de Hacienda y en general a los funcionarios de ese
Ministerio, que son los que llevan la gestión, que están
encantados, además, con este embrollo donde nos he-
mos metido todos por su culpa; porque todos nos he-
mos metido en el embrollo, claro, ¡cómo no!, pero, qué
íbamos a hacer, nos teníamos que defender, pero este
embrollo no es bueno, y no voy a repetir lo que ha di-
cho el señor Saura, que suscribo de la A a la Z. No es
bueno para la Hacienda, no es bueno para ustedes, no
es bueno para nosotros, por supuesto, no es bueno pa-
ra nadie y les diré por qué. Por dos razones. ¿Había un
problema? Sí. ¿Había que hacerlo público? Sí, pero
hay muchas formas de hacer público un problema.
Que se haga público un problema no implica necesa-
riamente una denuncia contra un adversario político.
Han caído ustedes en la demagogia, y la demagogia,
digámoslo de una vez, es un mal, hágala quien la haga,
es un mal y, como todo mal, carece de profundidad, se
diluye como las tinieblas se diluyen ante la luz. Por eso
la ausencia del Gobierno, por eso la falta de expecta-
ción hoy en el Pleno, por suerte la falta de expectación.
Ha sido una denuncia demagógica y peligrosa, señor
Presidente, y voy terminando. (Varios señores dipu-
tados: ¡Sigue! ¡Sigue!) 

Peligrosa, primero, porque encierra en sí misma un
mensaje destructivo que es este: el Gobierno del PSOE,
torciéndoles la mano a los inspectores jefes, que son
los que tienen que firmar, hizo... (Varios señores Di-
putados: ¡No! ¡No!) Es figurado, ya sé que no lo han
dicho; he dicho que encierra ese mensaje. Por suerte
para ustedes no lo han dicho, pero cualquier persona
lo puede entender así, ese es el peligro. El Gobierno
del PSOE, torciéndole la mano a los inspectores jefes,
hizo perdonar la deuda tributaria a unos amigos su-
yos. Me voy a parar ahí. Imagínense que alguien se
cree eso. El que se lo crea no se cree sólo que el PSOE
pudo torcer la mano, sino que el PP también la puede
torcer, que cualquier gobierno la puede torcer. Ese es
el pésimo favor y digámoslo en positivo y decidida-
mente. (Aplausos.) Digámoslo en positivo, decidida-
mente, con responsabilidad y con verdad: ni antes el
PSOE, ni ahora el PP, ni el gobierno que venga des-
pués ha podido, ni puede, ni hará ninguna torsión en
la mano de nadie para favorecer a nadie. ¡Digámoslo!
Eso lo tenemos en una resolución que se mantiene.
¡Vótenla!

Termino, señor Presidente. Demagogia peligrosa es
también porque han pretendido ustedes hacer un jui-

cio político a la oposición en sede parlamentaria. La
democracia es saludable por muchísimas cosas, pero
también, y no es la menor, porque se pone límites a sí
misma, a los poderes que de ella manan, y el Parla-
mento, que es la sede esencial de la democracia, no
puede ser el lugar ni de venganzas, ni de mordazas y
tampoco de juicios políticos que la mayoría impone
con sus votos a la minoría, minorías y mayorías que
son en esencia cambiantes. Por eso, en algún momen-
to de la discusión y sin ánimo de ofender a nadie dije
la frase bíblica de que con la vara que midas serás me-
dido. Y la vara que ustedes pretendían usar era de ave-
llano. No tomen esto al pie de la letra, porque si eso
ocurre, yo seré el primero que no pase por que este
Parlamento, si nosotros gobernamos, ejerza jamás de
juicio político a la oposición, porque eso no se puede
hacer, no se puede admitir.

Termino, señor Presidente. Todos ustedes habrán
visto un famoso western que se llamaba Shane —aquí
en España se tradujo por Raíces Profundas—, en don-
de Alan Ladd le dice a Jack Palance: “No siga usted
por ese camino”. Pues lo repito: No sigan por ese ca-
mino. (Aplausos.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Leguina.
¿Grupos que desean consumir un turno en contra de

los votos particulares? (Pausa.—Un señor Diputado:
¡Martínez!) 

¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.) 
Por el Grupo de Coalición Canaria, tiene la palabra

el señor Gómez Rodríguez.

El señor GÓMEZ RODRÍGUEZ: Muchas gracias,
señor Presidente.

No es un momento feliz para este Diputado tener
que intervenir en esta desagradable situación, pero
creo que tengo que actuar conforme a mi conciencia y
conforme al compromiso que adopté con mis electo-
res. Vaya por anticipado que el único efecto positivo
que he recibido en esta Comisión fue la satisfacción de
conocer más profundamente a todos sus miembros
(Varios señores diputados: Muy bien!); una satisfac-
ción que tengo que ratificar en el éxito obtenido por su
Presidente al haber logrado la culminación de sus tra-
bajos. Así que, Jon Zabalía, ¡enhorabuena! 

Ustedes recordarán, porque también lo ha dicho así
el Presidente en la exposición de las conclusiones del
dictamen, que recibimos un mandato de esta Cámara
que contenía tres aspectos: el tema de los hechos, el
tema de las posibles consecuencias como daño a la
Hacienda pública y las posibles responsabilidades po-
líticas. Todos recordamos aquellos días de enero y fe-
brero en que la pasión política se desató y se habló in-
clusive de amiguismo. Coalición Canaria se alegra de
que ese término no haya aparecido en las conclusio-
nes y se alegra también de que la extraña responsabi-
lidad política exigida en ese mandato que se nos im-

CONGRESO 26 DE JUNIO DE 1997.—NÚM. 96
– 4882 –



puso, cuando ya han cesado los ministros en sus car-
gos, no aparezca en el dictamen. En el dictamen de la
Comisión ni se habla de amiguismo ni se habla de
responsabilidad política, pero lo que nadie puede dis-
cutir, señorías, señor Presidente, es que hubo un
stock impresionante de expedientes demorados, que
hubo una falta de agilidad, eficacia y eficiencia en los
servicios de la Hacienda pública en esta oficina, y na-
die puede discutir que hubo un divorcio o una falta
de armonía en el control interno financiero entre los
servicios de auditoria y los servicios de intervención y
que las auditorías se hacían sin conclusiones y mu-
chas auditorías son segmentadas. No se puede discu-
tir esto y tampoco se puede discutir que en la aplica-
ción del trabajo burocrático y del cumplimiento de su
deber por parte de los inspectores los criterios se divi-
dían en dos, a favor o en contra del plazo de prescrip-
ción. Es verdad que existe solamente una sentencia
del Supremo y que una sentencia no crea doctrina,
pero sí existe el peligro latente, porque hay muchos
expedientes que ya están prescritos y otros muchos
que no lo están, casi un 50 por ciento aproximada-
mente.

Creemos que la Agencia Tributaria no tuvo los me-
dios humanos y materiales suficientes para realizar
una gestión adecuada y que los servicios informáticos
en determinadas fases de los expedientes no han teni-
do la dotación conveniente. Es más, tengo que decir
que ese retraso de expedientes no solamente se da en
la fase administrativa de la gestión tributaria, sino
también, como ha señalado el Tribunal de Cuentas, en
la parte del Tribunal Económico Administrativo Cen-
tral y Regional. Hay centenares de expedientes que es-
tán demorados y hay situaciones de falta de dotación
material y humana en la tramitación de los mismos.

Nosotros pedimos que se aplique lo que ya existe en
la legislación española. Había un obispo en Las Pal-
mas de Gran Canaria, que se llamaba Pildain, un va-
liente defensor de la democracia, que allá en el año
1937 tuvo la valentía de decir que España era el país
de las leyes perfectas pero que no se cumplían. Yo me
pregunto, ¿por qué se ha creado esta Comisión —y no-
sotros la votamos— cuando existe el órgano perfecto
para el control financiero del Estado y del Gobierno,
que es el Tribunal de Cuentas? ¿Por qué no se utiliza el
Tribunal de Cuentas como instrumento permanente,
pero con una audiencia determinada y concreta en
una sesión monográfica? Porque, señorías, es lamenta-
ble la poquísima atención que a las cuentas del Estado
se presta en las Cámaras, con prisas, con prisas y con
prisas, y yo pido —y se ha recogido así en las conclu-
siones— que a través de la Comisión Mixta del Tribu-
nal de Cuentas se aporte un informe específico de este
Tribunal en la materia económica. Esperamos también
que se tomen las medidas para que se doten los bienes
materiales y personales para el mejor cumplimiento de
los fines de la Hacienda pública, que es lo que tenemos

que vigilar todos, y no puede negarse que hubo un re-
traso en la tramitación de los expedientes.

Anunciamos que vamos a votar a favor del dictamen
de la Comisión y en contra de los votos particulares de
los dos grupos que los han presentado.

Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Gó-
mez Rodríguez.

Por el Grupo Vasco (EAJ-PNV) tiene la palabra la se-
ñora Uría.

La señora URÍA ECHEVARRÍA: Gracias, señor Pre-
sidente.

Señorías, me corresponde fijar la posición en nom-
bre del Grupo Vasco en relación con lo actuado y re-
suelto por la Comisión de investigación a la que veni-
mos aludiendo en este punto del orden del día. Es mi
primera participación como Diputada en una comi-
sión de este tipo y, al decir de alguno de los comisiona-
dos con más experiencia, se ha tratado de una comi-
sión absolutamente atípica, ya que en su origen no se
partía de una certeza para investigar, como en los ca-
sos Roldán o Rubio, por citar algunas de las más re-
cientes, sino que la discrepancia inicial parecía absolu-
ta, desde la naturaleza de la denuncia, si existía o no
prescripción, al número exacto de expedientes. Mi gru-
po abordó los trabajos ciñéndose al objeto concreto
que se aprobó por esta Cámara como cometido: escla-
recer y determinar los hechos denunciados por el Go-
bierno en relación con los retrasos en la tramitación
de expedientes en la Agencia Estatal de Administra-
ción Tributaria y sus posibles consecuencias sobre la
pérdida total o parcial de derechos para la Hacienda
pública y, de cara al futuro, estudiar y proponer las
medidas necesarias que impidan que se produzcan he-
chos como los denunciados y sugerir medidas de re-
forma para la mejora de la Administración tributaria.

Se ha puesto de manifiesto por la doctrina reciente
que las comisiones de investigación han perdido en los
últimos tiempos buena parte de su sustancia como ins-
trumentos de control parlamentario para convertirse
ante todo en técnicas de lucha política interpartidos,
cuya virtualidad fundamental radica en producir el
desgaste de la imagen de los adversarios, de cuales-
quiera, no sólo del Gobierno, a través de su someti-
miento a un procedimiento indagatorio que arroja so-
bre las personas o instituciones investigadas la
presunción de culpabilidad inherente al funcionamien-
to de un procedimiento penal. Esta era, sin embargo,
una intención absolutamente desterrada desde la ópti-
ca de mi grupo cuando votó favorablemente la consti-
tución de la Comisión. Su intención era llegar al fondo
de las cosas y ha evitado cuidadosamente, durante el
largo tiempo que han durado los trabajos, participar
en el proceso de enjuiciamiento simultáneo y paralelo
que se ha producido en los medios de comunicación.
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En ellos se viene manifestando, como de toda postura
adoptada por el Grupo Vasco en los últimos tiempos,
que nuestra opción frente a las conclusiones está moti-
vada por la obtención del concierto económico. Tam-
bién se me dirá que quien se excusa se acusa, pero, co-
mo en todo caso nos iba a pillar el toro, prefiero dejar
hechas estas manifestaciones.

Con independencia de los excesos verbales, a nues-
tro juicio, la Comisión se constituye para lo que se
constituye y a esa tarea nos pusimos desde el comien-
zo. Fuimos tenaces en la reclamación de la documen-
tación a la Administración Tributaria, ya que, ante la
imposibilidad de trabajar sobre expedientes reales por
la protección de la confidencialidad a que tiene dere-
cho el contribuyente, era imprescindible contar con
unos listados precisos y con las suficientes especifica-
ciones en el íter procedimental para poder conocer la
vida administrativa de cada expediente y extraer con-
clusiones. El reproche que nos merecieron las insufi-
ciencias iniciales y los notables retrasos a este respecto
aparece, a nuestro juicio, debidamente reflejado en la
relación de hechos.

Nuestra participación en las numerosas compare-
cencias ha tenido como hilo conductor, una vez detec-
tados por los listados períodos de inamovilidad en los
expedientes, averiguar los motivos, centrándonos en
los problemas atinentes a la normativa aplicable y a
sus posibles interpretaciones; a la existencia de activos
financieros de naturaleza jurídica controvertida y, de
manera importante, al propio funcionamiento de la
Agencia y a su configuración administrativa.

El artículo 31.4 del reglamento de inspección ha
centrado, en efecto, gran parte de los interrogatorios y
tiene también su correspondiente apartado en la rela-
ción de hechos. Desde la claridad inicial en la interpre-
tación del alcance de la prescripción que establece, se
fue abriendo paso, primero sólo en las alegaciones a la
defensiva de los contribuyentes, luego en alguna reso-
lución judicial, pero manteniéndose en general el crite-
rio inicial; después vinieron ya más resoluciones judi-
ciales hasta concluir en la sentencia del Tribunal
Supremo de febrero de 1996, que es, de momento, la
teoría que parece definitiva, dada su fuerza, suscepti-
ble de imponerse mientras no sea contradicha por otra
posterior.

Planteado así el problema, la pregunta lógica es la
de desde cuándo se debió tener cuidado por la Admi-
nistración para que los asuntos no prescribiesen o la
de desde cuándo empezó a ser verosímil que pudiese
fraguar la doctrina de la prescripción con la lectura
más favorable al contribuyente. Es lo que en lenguaje
acuñado por la propia Comisión, no por todos sus in-
tegrantes, denominábamos las alarmas. El contenido
de la relación de hechos en este apartado de evidencias
nos parece, como grupo, correcto. En un determinado
momento, la buena administración, la diligencia exigi-
ble a un gestor público demandaba, a nuestro juicio,

que se hubiesen empezado a poner los medios, a acele-
rar las tramitaciones para evitar un efecto perverso pa-
ra los intereses de la Hacienda pública, aunque se si-
guiese creyendo legítimamente, desde el punto de vista
doctrinal y teórico, que lo correcto era el criterio soste-
nido por la Hacienda; debió, a nuestro juicio, preverse
el riesgo.

Nos han interesado como grupo, y fue motivo de
preguntas a los comparecientes, las circunstancias que
en el período investigado supusieron una acumulación
de asuntos en la Administración tributaria: la entrada
en vigor de la Ley General Tributaria de 1985, que en-
durece considerablemente las sanciones; la sentencia
del Tribunal Constitucional sobre tramitación separa-
da en la unidad familiar, que supuso un aumento nota-
ble de expedientes a revisar; la mayor agresividad ins-
pectora que motivó que los contribuyentes buscasen
instrumentos para aliviar la tributación, unos legales y
otros menos, como las primas únicas, la cesión de cré-
ditos, la prima anotada o los bonos austríacos. Esto
provocó complejidad jurídica y controversia real en los
expedientes. En expresión de varios de los compare-
cientes, empezaron a proliferar expedientes que no
eran de raíl. Esto ocasionó una acumulación de asun-
tos a la que no se supo responder adecuadamente, a
nuestro juicio, por los responsables de la Administra-
ción.

Me resta referirme a una tercera inquietud o punto
débil detectado por la Comisión y sobre el que, como
representante de mi grupo, pregunté a los responsa-
bles políticos, que es la propia configuración tipológi-
ca de la Agencia Tributaria como ente independiente,
como ente de Derecho público de los previstos en el
artículo 6º.5 de la Ley General Presupuestaria. Desde
el punto de vista jurídico, ya fue polémica su creación
en la Ley de presupuestos para el año 1991; no parece
que este sea el instrumento normativo adecuado, ya
que, en esencia, una ley de este tipo debe ceñirse ex-
clusivamente a la previsión de ingresos y gastos, pero,
además, está la duda de si existe justificación para la
creación de un ente de este estilo, sin encaje claro en
nuestra tipología administrativa, por mimetismo con
países con Suiza o incluso como Estados Unidos, muy
alejados de nuestros parámetros administrativos. De lo
averiguado por la Comisión se suscitan, cuando me-
nos, las dudas más que razonables de un inadecuado
funcionamiento. La organización administrativa no es
la apropiada al cometido que tiene atribuido.

Hemos asumido, como es sabido a través de los me-
dios de comunicación, y colaborado en su confección,
el documento de hechos que se pretendía de consenso
y que, en definitiva, supone refundir o pulir, si se pre-
fiere, los dos textos contrapuestos iniciales de los re-
presentantes de los Grupos Popular y Socialista, por-
que creemos que su contenido se corresponde con lo
evidenciado en la Comisión. Este es el mismo criterio
que hemos seguido con las propuestas de resolución
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que ya votamos en la Comisión y que votaremos afir-
mativamente, porque nos parecen justas y atinadas,
ceñidas a lo que se ha investigado y averiguado. De
ellas, y siguiendo el hilo conductor del que he hablado
y que nos ha guiado en nuestro trabajo, me referiré a
las propuestas de mi propio grupo.

Se proponía el estudio de las modificaciones norma-
tivas de la propia Ley General Tributaria, sin que crea-
mos que sea bastante el estatuto del contribuyente que
ahora está en tramitación; la ley material, la ley sus-
tantiva aplicable debe ser la que contenga los elemen-
tos de garantía. Se proponía someter, además, a estu-
dio el modelo organizativo de la Agencia Tributaria
mediante auditorías de organización y eficiencia para
poder constatar si se justifica la excepción del sistema
general de organización administrativa consagrado en
la Lofage. Si se persiste en este modelo de agencia,
proponemos introducir, al igual que existe para otros
entes independientes, elementos de control parlamen-
tario. Y en tiempos de sensibilización hacia la ética
pública, nos parece interesante que se incrementen los
controles en este aspecto, que no decimos que no exis-
tan, pero no referidos a los funcionarios, de cuya tacha
no dudamos, sino y sobre todo respecto de la función
política en esta área, porque es a quienes la ejercemos
a quienes nos es más exigible.

Señorías, nos hemos ceñido al contenido de la Co-
misión que se marcó huyendo de las descalificaciones
entre grupos; no hemos entrado en ello y tras lo oído
en esta Cámara nos parece de justicia reconocer los
aciertos en lo económico del último Gobierno socialis-
ta. (El señor Griñán Martínez: ¡Muy bien!) Muchas
de sus decisiones son los cimentos de la actual situa-
ción de bonanza por todos conocida, pero, igualmente,
creemos que se ha detectado por la Comisión que la
Administración Tributaria no funcionaba con la preci-
sión debida, había y hay abundantes arenillas en el en-
granaje que no se solucionaron, en el entendimiento
de que para nuestro grupo la perfección en el actuar
administrativo es una tendencia; el artículo 103 de la
Constitución es un parámetro al que llegar y creemos
que en su consecución no se hizo lo suficiente.

Se han desterrado de las conclusiones las menciones
al amiguismo, pero sí creo que merece ser señalado
que en la Comisión, finalmente...

El señor PRESIDENTE: Señora Uría, vaya conclu-
yendo, por favor.

La señora URÍA ECHEVARRÍA: Sí, señor Presi-
dente.

Como decía, creo que merece la pena señalar que, fi-
nalmente, en la Comisión se ha encontrado algo pare-
cido a las bases de una buena amistad entre los comi-
sionados, tal ha sido el número de horas pasadas
juntos y la intensidad y tenacidad puestas en los traba-
jos por quienes hemos participado con continuidad en

ellos, y eso, señorías, aunque sea para extraer conclu-
siones discrepantes, une mucho.

Las conclusiones sentadas que se votarán por mi
grupo, con rechazo de los votos particulares, sobre to-
do las que lo son a futuro, requieren ahora de la volun-
tad política de los responsables para llevarlas a efecto.
Si ello es así, para mi grupo y seguro que para muchos
ciudadanos la Comisión habrá cumplido su objetivo.

Gracias, señor Presidente.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Uría.
Por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i

Unió), tiene la palabra el señor Homs.

El señor HOMS I FERRET: Gracias, señor Presi-
dente.

Señorías, intervengo para fijar la posición de mi
grupo parlamentario en este debate.

Quisiera, en primer lugar, expresar dos cuestiones
previas, antes de pasar a transmitirles algunas de
nuestras reflexiones. A raíz de buena parte de la inter-
vención que ha hecho el Presidente de la Comisión,
quisiera dar las gracias, en nombre de mi grupo, a to-
das las personas que con su presencia y colaboración,
profesionales de esta Cámara y de otras administracio-
nes, han contribuido a que la Comisión pudiera aco-
meter su función en el plazo de tiempo en que lo he-
mos realizado. En segundo lugar, señorías, quisiera,
también en justa correspondencia a las palabras del
Presidente de la Comisión, constatar en nombre de mi
grupo parlamentario la buena forma en que éste, el Di-
putado Jon Zabalía, ha conducido los trabajos, atendi-
da la complejidad del objeto de la misma y de la desa-
gradable controversia política que se ha generado en
torno a ella.

Transcurridos, señorías, cuatro meses ya desde la fe-
cha de constitución de la Comisión de investigación y
realizados todos los trabajos, que han sido muchos, y
todas las sesiones que se han celebrado, que también
han sido muchas, y toda la documentación que hemos
requerido, que ha sido mucha, hemos llegado a unas
conclusiones. Mi grupo, a partir de esas conclusiones,
quisiera hacer tres reflexiones.

La primera es que nuestro grupo parlamentario se
posicionó al comienzo de toda esta polémica con cier-
to desánimo y escepticismo —así lo manifestamos en
la Diputación Permanente del 21 de enero y posterior-
mente el 29 de enero en la propia Comisión de Econo-
mía—, no por el hecho en sí mismo de la denuncia del
Gobierno, sino por la polémica política que estaba sus-
citando el espectáculo de las acusaciones cruzadas que
estábamos contemplando. Ya dijimos entonces, señorí-
as, que no íbamos a tomar parte en esta dialéctica de
acusaciones cruzadas y que ningún grupo nos buscara
para secundar estrategias de crítica y de erosión políti-
ca que no hacen más, a nuestro juicio, que crispar in-
necesariamente la vida política en un momento, seño-
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rías, crucial para el país, en que entendemos que nues-
tra sociedad nos demanda importantes consensos para
afrontar las reformas que deben acometerse para pre-
pararnos para el próximo milenio. Fue la evolución
que iba tomando el diálogo político lo que nos llevó a
no proponer en esta Cámara la creación de la Comi-
sión de investigación y a no votar favorablemente su
constitución, incluso, señorías, se acordarán, en una
cierta contradicción con algún otro grupo parlamenta-
rio —recuerdo, creo, el de Izquierda Unida, que sí la
proponía y la secundaba—, y nuestro grupo entendió
prudente abstenerse en aquella votación en esta Cáma-
ra en donde se aprobó la constitución de la Comisión
de investigación. No obstante, señorías, a pesar de
aquella actitud recelosa que tenía nuestro grupo parla-
mentario, hemos participado responsablemente en to-
dos los trabajos de esta Comisión. Hemos asumido in-
cluso en algún momento, junto con otro grupo
parlamentario, el Partido Nacionalista Vasco, quizá, a
nuestro entender, más protagonismo del que razona-
blemente nos correspondía por encontrarnos en algún
momento en que los dos grupos mayoritarios no llega-
ban a alcanzar el justo punto de análisis y de descrip-
ción simplemente objetiva de los hechos sometidos a
investigación.

En segundo lugar, señorías, mi grupo quisiera trans-
mitir a la Cámara que hemos conocido efectivamente
la existencia de un elevado número de expedientes en
la Agencia Tributaria por actos administrativos de li-
quidación producidos entre los años 1990 y 1996, so-
bre los que, como consecuencia de la sentencia del Tri-
bunal Supremo de 28 de febrero de 1996, podría
dejarse de ingresar en la Hacienda pública una elevada
cuantía de deuda afectada por la anunciada prescrip-
ción que ha generado la sentencia del Tribunal Supre-
mo, prescripción que, como han dicho algunos diputa-
dos que me han precedido en el uso de la palabra, no
es automática y no es de aplicación general. Lo va a
ser de aplicación individualizada, sin duda que sí, pero
no lo es de aplicación automática en general. Va a te-
ner que existir una segunda sentencia del Supremo pa-
ra consolidar esta jurisprudencia iniciada para que de
alguna forma genere un efecto automático y obligado
de afectación de prescripción. No obstante, mi grupo
también ha podido a lo largo de los trabajos constatar
que las actas afectadas sí que han experimentado re-
trasos superiores a seis meses, en algunos casos inclu-
so retrasos superiores a dos o tres años, en el bien en-
tendido que en otros casos hemos podido apreciar que
estos retrasos se justificaban atendida la complejidad
de la naturaleza jurídica y de la discusión que conlle-
vaban las propias argumentaciones que los contribu-
yentes alegaban en estas mismas actas. Sí hemos cono-
cido que se ha constatado un cierto retraso en la fase
de liquidación del procedimiento inspector, es decir,
desde que se levanta el acta con disconformidad hasta
que el inspector jefe comunica la liquidación de la

deuda, una vez analizadas las alegaciones. Por ello es
justo que constatemos que hemos podido detectar que
en este período ha habido muchas actas que se han
—digamos— deslizado por un período de tiempo supe-
rior a los seis meses y que, por lo tanto, cuando ha
aparecido la sentencia del Tribunal Supremo ha gene-
rado afectación de posible prescripción.

Es verdad también que durante todo este período se
han ido poniendo de manifiesto en los tribunales ju-
risdiccionales y en la propia Administración de Ha-
cienda evidencias suficientes, aunque muchas veces
contradictorias a la versión que venían manteniendo
oficialmente el Tribunal Económico-Administrativo
Central y la propia Agencia Tributaria acerca de la in-
terpretación del artículo 31.4 del reglamento general
de inspección. Sólo a partir de la sentencia de la Au-
diencia Nacional de noviembre de 1994 hemos cono-
cido que el Gobierno anterior tomó algunas iniciati-
vas, y sabiendo que la Audiencia Nacional se
pronunciaba ya contrariamente a la tesis de la Admi-
nistración Tributaria, se iniciaron actuaciones especí-
ficas para resolver los expedientes en plazos inferiores
a los seis meses en la fase de comunicación del acta
de liquidación. Esto es cierto y las conclusiones así lo
reflejan.

Hubo, señorías, una interpretación, a nuestro juicio
oficial, del reglamento general de inspección que no
coincidió con el criterio que la sociedad iba mante-
niendo en las alegaciones, aunque finalmente, señorí-
as, el Tribunal Supremo ha venido a dar la razón a to-
dos estos ciudadanos. Por tanto, entendemos que ante
los posibles riesgos se deberían haber tomado algunas
medidas, y no se tomaron. Esta es, quizá, la esencia
nuclear de las conclusiones que la Comisión ha alcan-
zado y de donde se desprenden muchos de los puntos
que se recogen en la misma.

Nuestro grupo, señorías, ha entendido que quizá el
Gobierno anterior, ante las evidencias y posibles ries-
gos de que se consolidara una interpretación que era
contraria a la que iba sosteniendo la Agencia Tributa-
ria, tenía que haber tomado, con anterioridad a no-
viembre de 1994, algunas medidas cautelares para in-
tentar que los expedientes se resolvieran en plazos
inferiores a los seis meses. De ahí, señorías, se ha deri-
vado y se ha apreciado —y mi grupo ha apoyado— la
conclusión 17 que es la que expresa el resultado más
relevante de los trabajos de la Comisión.

Las conclusiones, son las que son, estas diecisiete, y
sintetizan la valoración política que los miembros de
la Comisión hemos llegado a resolver finalmente. A
ellas me remito porque ahora no procede ni leerlas ni
recordarlas. Sin embargo, quisiera pedir a todos los
grupos parlamentarios que más allá de estas resolucio-
nes y más allá de la literalidad de las mismas, no se hi-
cieran ni hoy ni mañana interpretaciones que no estu-
vieran estrictamente recogidas en las mismas. Lo que
hemos resuelto es lo que está escrito y lo que está es-
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crito debería ser objeto de exclusivo respeto por parte
de todos los grupos políticos.

En tercer lugar, señorías, quisiera expresar también
en nombre de mi grupo que, como ya ha indicado el
Presidente señor Zabalía en su intervención, el objeto
de la Comisión no ha llevado a los comisionados a
analizar los comportamientos individualizados y per-
sonales en torno a este proceso. Las prescripciones se
han producido por efectos generales derivados de la
sentencia del Tribunal Supremo y derivados como con-
secuencia de previos retrasos y actuaciones realizadas
dentro de la Administración tributaria pero con un
proceso inercial, no ha habido en ningún momento
mecanismos aleatorios, de uno sí y otro no o porque se
eligieran por razón de relación personal o individual o
incluso por afinidades políticas. Todo ello ha llevado a
nuestro grupo a constatar y confirmar nuestra posi-
ción inicial, expresada en la intervención en la Diputa-
ción Permanente, expresada en la Comisión de Econo-
mía y expresada en todo momento en el que se nos ha
pedido opinión, y es que no ha habido injerencia polí-
tica en la actuación inspectora.

Señorías, las conclusiones de la Comisión abren una
segunda dimensión política de todo lo tratado, concre-
tamente catorce propuestas de resolución, que son me-
didas positivas que van a definir la evolución futura de
toda la acción administrativa en la Agencia Tributaria.
Ahí, señorías, se contempla una línea argumental y polí-
tica, de deseo político y de voluntad política de todos los
comisionados para que el Gobierno desarrolle a partir
de los próximos meses medidas para que en un futuro
no podamos volver a discutir sobre lo que estamos tra-
tando y lo que hemos tratado durante cuatro meses.

Termino, señor Presidente, indicando que de estas
propuestas de futuro hay tres que quisiera significar.
En primer lugar, la reforma de la Agencia Tributaria.
Creemos que el plan de modernización de la Agencia
Estatal de la Administración Tributaria es un compro-
miso político sin duda importante, en el que deben es-
tablecerse medidas precisas para la mejora de la ges-
tión tributaria, a fin de evitar retrasos en los
procedimientos, que, a nuestro entender, no deberían
causar ningún perjuicio a derechos futuros de la eco-
nomía de la Hacienda pública.

En segundo lugar, hay un compromiso de reforma
de la Ley General Tributaria y de modificación y clari-
ficación del Reglamento General de Inspección. Seño-
rías, hay que incorporar mayor seguridad jurídica, ma-
yor garantía para la aplicación de criterios
homogéneos y mayor celeridad en la actuación de los
procedimientos inspectores.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Señor Homs, le ruego que vaya concluyendo.

El señor HOMS I FERRET: Termino, señor Presi-
dente.

En tercer lugar, deben reformarse algunas normati-
vas que hagan más eficaz la lucha contra el fraude,
medidas materiales y personales y procedimientos y
mecanismos de seguimiento.

Señor Presidente, mi grupo quisiera que con la se-
sión de esta tarde se pusiera punto final a un proceso
desagradable para muchos de los miembros de esta
Comisión. Nuestro grupo cierra esta etapa de actividad
y conclusiones de la Comisión de investigación con
tres puntos concretos: primero, con la convicción de
que hemos logrado serenar el debate político, que al-
gunos grupos estimamos esencial para el país en estos
momentos; segundo, con la voluntad de contribuir a
clarificar la posible desorientación que los hechos cau-
saron en la población, y, tercero, con la esperanza de
que se refuerce la eficacia y la actuación profesional
de la Administración tributaria. En estas tres direccio-
nes creemos que hemos consumido la intencionalidad
que tenía nuestro grupo al incorporarse y trabajar en
esta Comisión, aun no estando de acuerdo inicialmen-
te en su constitución.

Nada más, señor Presidente. Muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Homs.

En nombre del Grupo Parlamentario Popular, tiene
la palabra el señor Del Burgo. (El señor Presidente
ocupa la Presidencia.) 

El señor DEL BURGO TAJADURA: Gracias, señor
Presidente.

Señorías, voy a comenzar mi intervención en nom-
bre del Grupo Popular con una afirmación rotunda
(Varios señores Diputados: ¡A ver, a ver!): El trabajo
de la Comisión de investigación ha permitido consta-
tar que la denuncia formulada por el Secretario de Es-
tado de Hacienda, don Juan Costa, el pasado 14 de
enero, trasladada días más tarde al Parlamento, es ab-
solutamente veraz. (Protestas.—Aplausos.—Varios
señores Diputados: ¡Mentira, mentira!) Comprendo
que algunos pretendan desviar la atención so pretexto
de ciertas valoraciones políticas (Rumores.), absoluta-
mente legítimas... (Un señor Diputado: ¡Te vas a
condenar!)

El señor PRESIDENTE: Señorías, respeten el uso
de la palabra.

El señor DEL BURGO TAJADURA: ...que se formu-
laron bajo el estupor que produjo conocer que más de
200.000 millones de pesetas de deudas tributarias, co-
rrespondientes a un pequeño grupo de contribuyentes
de gran capacidad económica, podían haber prescrito
por retrasos injustificados en la actuación de la Agen-
cia Tributaria. (Rumores y protestas.—Un señor Di-
putado pronuncia palabras que no se perciben.)
Efectivamente, pero me parece que no están en este la-
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do del hemiciclo. (Aplausos.—Varios señores Dipu-
tados: ¡Muy bien!)

Decía que no se puede construir una tesis sobre su-
puestos falsos. (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Del
Burgo.

Señorías, se trata de la última intervención —espe-
ro— relativa a la Comisión de investigación, del último
punto del orden del día y también del período de sesio-
nes. Les ruego que lo tengan en cuenta, que moderen
sus ánimos, que respeten el uso de la palabra y que no
recuerden alguna sesión pasada.

Continúe, señor Del Burgo.

El señor DEL BURGO TAJADURA: Gracias, señor
Presidente.

No se puede construir una tesis sobre supuestos fal-
sos. (El señor Costa Costa: Eso es; eso es.) Ni el Go-
bierno ni los actuales responsables de la Agencia Tri-
butaria han acusado a los funcionarios ni a los
antiguos gestores políticos del Ministerio de Hacienda
de la comisión de delito alguno. No es ese el campo del
debate, ni siquiera la calificación de amnistía fiscal en-
cubierta entraña la acusación de algo delictivo, sino
un juicio político sobre el efecto perverso de una pési-
ma gestión de los intereses generales que ha favoreci-
do a un pequeño grupo de contribuyentes.

¿Qué dijo el señor Costa en su primera comparecen-
cia pública y mantuvo en todo momento ante la Dipu-
tación Permanente, la Comisión de Economía y Ha-
cienda y la Comisión de investigación? Que el
Gobierno había detectado retrasos injustificados en
los procedimientos de inspección de tres, cuatro y has-
ta cinco años; que esos retrasos habían sido descubier-
tos por los servicios de control interno de la Agencia
Tributaria; que los retrasos afectaban a unos seiscien-
tos expedientes importantes que no podrían ser cobra-
dos en el futuro; que ello supondría una pérdida de in-
gresos para la Hacienda, y por tanto para todos los
españoles, de unos 200.000 millones de pesetas en los
próximos años; que la responsabilidad correspondía a
los anteriores gestores políticos del Ministerio de Eco-
nomía y Hacienda; que se apreciaba una falta de equi-
dad en la aplicación del sistema tributario; que unos
pocos contribuyentes eran los beneficiarios de tan la-
mentable gestión y, finalmente, que se habían adopta-
do las medidas necesarias para que estos hechos no
volvieran a repetirse, al tiempo que se anunciaba la vo-
luntad del Gobierno de sostener ante los tribunales la
postura de la Administración hasta agotar cualquier
posibilidad, por remota que fuera, de evitar el perjui-
cio para los intereses generales de la Hacienda públi-
ca. Esto es lo que decía el Gobierno a través de su Se-
cretario de Estado de Hacienda.

Pues bien, la Comisión de investigación ha compro-
bado la veracidad de los hechos denunciados por el

Gobierno. Existen los expedientes perjudicados, seño-
rías. La cuantía de la deuda prescrita conforme a los
criterios jurisprudenciales es, como mínimo, de
223.000 millones de pesetas. En su mayor parte se tra-
ta de actas incoadas por la Oficina Nacional de Inspec-
ción, es decir, la oficina de elite —por cierto, a los ta-
quígrafos les hago una advertencia, no es la oficina del
ITE, como aparece en uno de los “Diarios de Sesio-
nes”, sino la oficina de elite para la lucha contra el
fraude en la que se controla a los mayores contribu-
yentes del país.

La Comisión ha tenido conocimiento de cómo desde
1992, y a raíz de los primeros pronunciamientos judi-
ciales sobre la interpretación del artículo 31, ya famo-
so, del reglamento general de inspección, se produje-
ron informes jurídicos y de auditoría interna que
debieron alertar a los responsables políticos de la
Agencia Tributaria del riesgo que corrían los derechos
de la Hacienda pública si continuaban produciéndose
retrasos injustificados en la liquidación de las actas.

No se puede pasar como sobre ascuas sobre el in-
forme de 14 de abril de 1993, que fue tratado en la
reunión de directores de la Agencia dos días más tar-
de y cuya existencia fue inicialmente negada para aca-
bar señalando, faltando a la verdad, que no tuvo nin-
guna incidencia por tratarse de la iniciativa personal
de algún consejero técnico. Pues bien, este informe al
que hay que añadir otros varios de gran trascenden-
cia, demuestra que sí hubo alguien en el seno de la
Agencia Tributaria que vio con claridad lo que se ve-
nía encima al analizar las primeras resoluciones judi-
ciales. Lo que ocurre es que no se quisieron o no se
supieron adoptar medidas y cuando se intentó agilizar
la tramitación de los expedientes en 1995 ya era de-
masiado tarde.

La Comisión ha detectado la existencia de graves fa-
llos de organización interna que han dado lugar al in-
cumplimiento reiterado de plazos en la actuación de la
inspección de los tributos y, además, esos graves daños
impiden establecer una calificación de que aquí no ha
pasado nada en otros terrenos, que no nos correspon-
de juzgar, por parte de algunos intervinientes.

Como conclusión final, la Comisión ha emitido una
durísima valoración de la labor de los responsables po-
líticos del Ministerio de Economía y Hacienda. No
creo que a los anteriores responsables del Ministerio
de Economía y Hacienda les haya agradado saber que
el Congreso de los Diputados les imputa negligencia en
la gestión de los intereses de la Hacienda pública y
una falta de impulso político para tomar medidas que
hubieran podido evitar tales perjuicios.

La Comisión ha sido rigurosa en la utilización de los
términos, pero al final los hechos son claros. A la ma-
yoría de los contribuyentes inspeccionados se les ha li-
quidado dentro del plazo de seis meses, mientras que
unos pocos, el 40 por ciento en la Oficina Nacional de
Inspección, son los beneficiarios de la negligencia de-
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nunciada y de la falta de impulso de los gestores políti-
cos de la Hacienda pública.

No es de recibo que se considere como un hecho
irreversible que los expedientes tarden en liquidarse
más de seis meses cuando ha bastado una decidida vo-
luntad política de los actuales responsables de Hacien-
da para que el referido plazo se cumpla. No es de reci-
bo que la informática de la Agencia Tributaria no
pudiera detectar en todo momento, ni siquiera en la
Oficina Nacional de Inspección, el estado de tramita-
ción de los expedientes a partir de la incoación de las
actas y hasta su liquidación. No es de recibo que los
gestores políticos de la Agencia Tributaria hicieran ca-
so omiso de las numerosas alarmas puestas de mani-
fiesto desde 1992 sobre los riesgos que corrían. No es
de recibo que en el traspaso de poderes, tras informar
de la presumible consolidación de la interpretación del
Tribunal Supremo, se presentara lo ocurrido como un
asunto ya prácticamente resuelto a excepción de algu-
nos problemas en la delegación de Madrid, omitiendo
que tanto en la Oficina Nacional de Inspección como
en la delegación de Madrid se habían realizado evalua-
ciones aproximativas que permitieron conocer a los
antiguos responsables gestores políticos de la Agencia
Tributaria la extraordinaria magnitud del perjuicio
causado a la Hacienda pública, por cierto, una evalua-
ción de la que no dieron cuenta en absoluto al Gobier-
no entrante. Por último, señorías, no es de recibo que
los retrasos injustificados hayan afectado no a la gene-
ralidad de los contribuyentes, sino a unos pocos, sin
que sirva como pretexto la complejidad de algunos ex-
pedientes cuya paralización rebasa los límites de lo ad-
misible.

Todo lo demás son excusas para tratar de justificar
lo injustificable. No vale decir ahora que la sentencia
del Tribunal Supremo no sienta jurisprudencia, igno-
rando que el alto tribunal ha querido dar una solución
inequívoca a la cuestión controvertida para garantizar
precisamente el principio de seguridad jurídica. No va-
le decir que todavía es posible declarar la nulidad del
artículo 31, medida que difícilmente encontraría am-
paro judicial. No es de recibo alegar que sólo a partir
de la sentencia de la Audiencia Nacional de 1994 la
Administración tributaria pudo percibir el riesgo exis-
tente de prescripción, porque éste se había puesto de
manifiesto desde que se dictó la primera sentencia del
Tribunal Superior de Justicia de Aragón en 1992, a la
que siguieron las de otros tribunales superiores de jus-
ticia en 1993 que tenían el mismo rango que las sen-
tencias de la Audiencia Nacional. No cabe, en fin, se-
ñorías, tratar de echar sobre el cuerpo de Inspección la
responsabilidad de una negligencia imputable única y
exclusivamente a los gestores de la Hacienda pública.

Pero no hay mal que por bien no venga, y en tal sen-
tido debemos destacar la labor de la Comisión de in-
vestigación, que ha sido capaz de proponer un conjun-
to de medidas para mejorar el funcionamiento de la

Agencia Tributaria a fin de evitar que hechos tan la-
mentables vuelvan a reproducirse, medidas sobre las
que no voy a detenerme, pues ya han sido expuestas
con detalle por el Presidente de la Comisión. El Go-
bierno, en suma, hizo lo que debía al poner en conoci-
miento de la opinión pública y de este Parlamento los
hechos denunciados. En una democracia la transpa-
rencia ha de ser una regla de oro para la acción de go-
bierno. Es lógico que en los contribuyentes haya irrita-
ción al conocer lo ocurrido, y también que entre los
inspectores actuarios haya indignación al comprobar
que una parte importante de su esfuerzo ha quedado
frustrada por la negligencia de los anteriores responsa-
bles de la Hacienda pública, pero nunca la verdad pue-
de perjudicar los intereses generales, sobre todo si se
transmite a la opinión pública, como ha ocurrido en
este caso, que se han tomado medidas para que nunca
más vuelva a reproducirse una actitud tan negligente
en la gestión de los intereses generales.

Voy a entrar, para terminar, en la fijación de posicio-
nes de nuestro grupo en relación a los votos particula-
res que aquí se han defendido. No podemos dar nues-
tra aprobación al voto particular de Izquierda Unida.
Ya asumimos una buena parte de sus propuestas en el
debate producido en el seno de la Comisión, como
aquélla en la que se deja constancia, por parte de los
comisionados, de la existencia de 127 expedientes
afectados por la prescripción, cuya deuda tributaria
supera la cifra de 1.000 millones de pesetas. Comparti-
mos también algunas de las consideraciones que se ex-
presan en la conclusión número 1 de su propuesta,
tanto en lo relativo a la exposición de las causas que
han provocado el retraso, negligente, en la liquidación
de las actas incoadas en disconformidad, como sobre
la necesidad de tener como punto de referencia el artí-
culo 31.1 de la Constitución, que hay que leer siempre
en su conjunto, para lograr un sistema tributario justo,
en el que todos contribuyan de acuerdo con su capaci-
dad económica y se cumplan los principios de igual-
dad y progresividad, sin que en ningún caso pueda
producirse un efecto confiscatorio. Tampoco estamos
en desacuerdo con su conclusión número 7 sobre res-
ponsabilidad de los anteriores gobiernos, aunque en-
tendemos que hay una coincidencia sustancial entre
esta propuesta y la conclusión número 17 del dicta-
men de la Comisión, y por eso no nos explicamos por
qué no recibe esta última el apoyo de Izquierda Unida.
No podemos aceptar las restantes propuestas, y de mo-
do especial la que denuncia una supuesta ocultación,
por parte de la Agencia Tributaria, de datos relevantes
para los trabajos de la Comisión.

Tampoco apoyaremos el voto particular del Grupo
Socialista (El señor Leguina Herrán: ¡Qué decep-
ción!) En primer lugar, porque el relato de los hechos
se aparta sustancialmente de los expuestos por la Co-
misión. Se denuncian inexactitudes en los listados re-
mitidos por la Agencia Tributaria, sin tener en cuenta

CONGRESO 26 DE JUNIO DE 1997.—NÚM. 96
– 4889 –



que los defectos de organización y de informatización
existentes —imputables a ustedes— obligaron a depu-
rar el primer listado después de verificar, uno por uno,
todos los expedientes prescritos con arreglo a los crite-
rios jurisdiccionales. No es verdad que no se hayan te-
nido en cuenta las incidencias que pudieran afectar a
la prescripción durante la tramitación de los expedien-
tes. Lo único cierto —y ustedes lo saben muy bien— es
que hay más de 200.000 millones afectados por la
prescripción, sin posibilidad de cobro con arreglo al
criterio sentado por la sentencia del Tribunal Supremo
de 26 de febrero de 1997. La Comisión no ha tenido in-
conveniente ninguno en reconocer que la Administra-
ción tributaria siempre ha mantenido que el período
inspector termina con la formalización del acta y que
nos encontramos ante un problema de interpretación
legal. Nunca hemos puesto en duda tal cuestión. No
ponemos en duda tampoco que el informe de la Direc-
ción General de Tributos de 1991 estuviera presidido
únicamente por la idea de resolver algunos problemas
de interpretación derivados de la aplicación de la am-
nistía fiscal —entre comillas— de la Ley de renta de
1991. Pero aquí no estamos para formular dictámenes
más o menos brillantes sobre la interpretación de las
normas jurídicas. Aquí estamos para analizar la cues-
tión desde el punto de vista de una gestión coherente y
eficaz.

El señor PRESIDENTE: Señor Del Burgo, le ruego
que concluya.

El señor DEL BURGO TAJADURA: Termino, señor
Presidente, rápidamente.

No hubo coherencia porque si se parte, como lo hizo
la Dirección General de Tributos, del principio de que,
conforme al artículo 31 del Reglamento, las actuacio-
nes inspectoras concluyen con la liquidación, es absur-
do pretender que la aplicación de este criterio pueda
quedar a conveniencia de la Administración. No es po-
sible que la interpretación de un mismo precepto sirva
para dar las máximas facilidades en 1991 a contribu-
yentes implicados en fraude fiscal que hubieran adqui-
rido deuda pública especial del Estado y, en cambio,
no sirva cuando penaliza a la Administración en el ca-
so de que su conduzca sea claramente negligente, co-
mo ha ocurrido.

También merece un severo juicio la eficacia de la
gestión, porque cuando sonaron las primeras alarmas
o advertencias —y lo hicieron de forma contundente
desde 1992— los responsables políticos de la Agencia
Tributaria pudieron y debieron haber resuelto el pro-
blema, y era muy sencillo de resolver. Bastaba con ha-
ber enviado a todos los inspectores jefes —que no son
muchos, y de modo especial al de la ONI, que es uno—
una orden bien sencilla: liquiden en el plazo de seis
meses, y si no pueden hacerlo, por lo menos, dejen
constancia en el expediente de que ello no es por culpa

de la inactividad injustificada de la Administración. Se
dirá que así se hizo a partir de la sentencia de la Au-
diencia Nacional de 1994. Sin embargo, hemos tenido
la posibilidad de conocer cómo tales instrucciones na-
da tenían que ver con la prescripción, sino con un de-
seo de que las cosas funcionaran algo más rápidamen-
te de lo que venían funcionando.

Tampoco es de recibo alegar complejidad de algunos
expedientes para tratar de justificar lo ocurrido. En
primer lugar, porque las actas levantadas por los ac-
tuarios contienen una descripción fáctica y una funda-
mentación jurídica muy elaborada y, en segundo lugar,
porque no es defendible que al contribuyente se le con-
fiera el plazo máximo de 29 días para presentar alega-
ciones y, luego, la Administración tarde en resolver,
por muy complejo que sea el tema, más de seis meses
—¡y en ocasiones hasta cinco años!— sin ninguna jus-
tificación objetiva.

El señor PRESIDENTE: Señor Del Burgo, conclu-
ya, por favor.

El señor DEL BURGO TAJADURA: Termino, señor
Presidente. Permítame tan sólo tres minutos más.

El voto particular alega una y otra vez que una sen-
tencia del Tribunal Supremo no sienta jurisprudencia,
aunque el Gobierno saliente no creía demasiado en es-
te argumento al advertir al entrante, en el documento
de traspaso de poderes, que presumiblemente se con-
solidaría la línea jurisprudencial contraria a la tesis de
la Administración. Cualquiera que sea la opinión que
merezca el alcance de la única sentencia del Tribunal
Supremo, si se producen nuevas sentencias, la segun-
da famosa sentencia, que sin lugar a dudas acabaría
por convencer a todos de la consumación de la pres-
cripción, ¿que ocurriría entonces? Que más de 200.000
millones de pesetas de deudas liquidadas sólidamente
fundamentadas con arreglo a Derecho, según la teoría
de que prevalecía la calidad sobre la cantidad, queda-
rán prescritas, escritas en el agua. ¿Tendría esto algu-
na relevancia? Para el Grupo Socialista parece que no,
puesto que nadie tenía por qué saber que los tribuna-
les acabarían dando la razón a los contribuyentes que
desde 1987 alegaban que conforme al artículo 31 del
reglamento tenía que interpretarse de determinada
forma, ni que desde 1992 hubo advertencias claras de
que había que tomar medidas. No importa, nadie las
percibió ni tenía por qué haberlas percibido.

Al final, conforme a la argumentación del Partido
Socialista, los ciudadanos españoles deberíamos con-
cluir que es normal que un pequeño grupo de contri-
buyentes de gran capacidad económica se beneficie
del anormal funcionamiento de la Agencia Tributaria,
y, siguiendo con este razonamiento, acabaríamos por
encontrar, siempre hay alguien para ustedes, un chivo
expiatorio, los funcionarios. Y todos tan contentos. Ya
se sabe que en España los funcionarios se lo toman
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con calma. Todo antes que asumir las propias respon-
sabilidades.

Quede claro, y ya fuera de toda ironía, que los fun-
cionarios se limitan a actuar de acuerdo con los crite-
rios de los superiores jerárquicos. Prueba de ello es
que ahora liquidan dentro del plazo de seis meses. Si
los funcionarios hubieran recibido instrucciones ade-
cuadas, las hubieran cumplido, lo que ocurre es que
no las recibieron porque los responsables políticos de
la Agencia prefirieron mirar para otro lado y no quisie-
ron hacerlo.

Termino, señor Presidente, diciendo que los expe-
dientes afectados por la prescripción existen en la Ofi-
cina Nacional de Inspección y son casi 600. En total, la
deuda perjudicada asciende a más de 200.000 millones
de pesetas. Corresponde en su mayor parte a los con-
tribuyentes de una elevada capacidad de renta. No hu-
bo razones objetivas que justificaran el retraso en la li-
quidación. A su debido tiempo sonaron las alarmas y
no se escucharon. Todo esto se puede calificar como se
quiera. Lo cierto es que la negligencia de los gestores
políticos de la Hacienda pública ha convertido a unos
pocos en favoritos de la fortuna. El interés general ha
resultado dañado y todo lo demás es música celestial.
(Rumores.—Protestas.)

El señor PRESIDENTE: Silencio, señorías.
Concluya, señor Del Burgo, por favor.

El señor DEL BURGO TAJADURA: Si me permite,
señor Presidente, ya que se ha hecho alusión a una pe-
lícula, yo también quiero poner título a todo este asun-
to. (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Silencio, señorías.
Concluya, señor Del Burgo.

El señor DEL BURGO TAJADURA: Para la Hacien-
da pública este asunto es Lo que el viento se llevó, por
culpa de la mala actuación de los gestores políticos de
Hacienda.

Muchas gracias. (Aplausos.) 

El señor PRESIDENTE: Señorías, vamos a proce-
der a las votaciones correspondientes a los puntos XI y
XII del orden del día.

En primer lugar, las votaciones relativas a los pro-
yectos de ley de modificación del régimen de cesión de
tributos a diversas comunidades autónomas, que se
han tramitado directamente y en lectura única.

Votamos primero las enmiendas y luego el texto al
proyecto de ley de modificación del régimen de cesión
de tributos a la Comunidad Autónoma de Aragón.

Enmiendas del Grupo Parlamentario de Izquierda
Unida-Iniciativa per Catalunya.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 321; a favor, 21; en contra, 171;
abstenciones, 129.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas.
Votación del texto en lectura única del proyecto.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 323; a favor, 176; abstenciones,
147.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el proyec-
to de ley.

Enmiendas y texto del proyecto de modificación del
régimen de cesión relativo a la Comunidad Autónoma
de Asturias.

Votamos las enmiendas del Grupo de Izquierda Uni-
da-Iniciativa per Catalunya.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 323; a favor, 18; en contra, 175;
abstenciones, 130.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas.
Votación del texto del proyecto.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 322; a favor, 176; abstenciones,
146.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el texto
del proyecto.

Corresponde ahora la votación al proyecto relativo a
la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares.

En primer lugar, se somete a votación las enmiendas
del Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-Iniciativa
per Catalunya.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 323; a favor, 19; en contra, 173;
abstenciones, 131.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en-
miendas.

Votación del texto del proyecto.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 323; a favor, 175; abstenciones,
148.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el texto
del proyecto.
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Votaciones correspondientes al proyecto de ley de
modificación del régimen de cesión de tributos del Es-
tado a la Comunidad Autónoma de Canarias.

Se votan, en primer lugar, las enmiendas del Grupo
Parlamentario de Coalición Canaria, comenzando por
la numero 5.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 323; a favor, 28; en contra, 168;
abstenciones, 127.

El señor PRESIDENTE: Queda rechaza la enmienda.
Restantes enmiendas del Grupo de Coalición Canaria.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 323; a favor, 195; abstenciones, 128.

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las res-
tantes enmiendas de Coalición Canaria.

Enmiendas del Grupo Parlamentario Federal de Iz-
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya, comenzando
por la número 6, que se somete a votación.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 323; a favor, 19; en contra, 174;
abstenciones, 130.

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en-
mienda.

Enmiendas números 7 y 8 del Grupo de Izquierda
Unida.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 323; a favor, 18; en contra, 174;
abstenciones, 131.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en-
miendas 7 y 8 del Grupo de Izquierda Unida.

Votación del texto del proyecto con las enmiendas
incorporadas.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 324; a favor, 175; en contra, uno;
abstenciones, 148.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el texto
del proyecto.

Votaciones correspondientes al proyecto relativo a la
Comunidad Autónoma de Cantabria.

Enmiendas del Grupo Parlamentario Federal de Iz-
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 323; a favor, 20; en contra, 171;
abstenciones, 132.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en-
miendas del Grupo de Izquierda Unida.

Votación del texto del proyecto.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 324; a favor, 176; en contra, uno;
abstenciones, 147.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el texto
del proyecto para Cantabria.

Votaciones relativas al proyecto de ley referente a
Castilla y León.

Enmiendas del Grupo Parlamentario Federal de Iz-
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 324; a favor, 19; en contra, 174;
abstenciones, 131.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en-
miendas.

Votación del texto del proyecto.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 324; a favor, 175; en contra, uno;
abstenciones, 148.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el texto
del proyecto.

Enmiendas y texto del proyecto de ley de modifica-
ción del régimen de cesión de tributos del Estado a la
Generalidad de Cataluña y de fijación del alcance y
condiciones de dicha cesión.

Enmienda del Grupo Parlamentario de Izquierda
Unida-Iniciativa per Catalunya.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 324; a favor, 18; en contra, 174;
abstenciones, 132.

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en-
mienda.

Votación del texto del proyecto.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 326; a favor, 193; abstenciones, 133.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el texto
del proyecto.
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Proyecto de ley relativo a la Comunidad Autónoma
de Galicia.

Votamos, en primer lugar, las enmiendas presenta-
das por el señor Vázquez, del Grupo Mixto.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 326; a favor, 10; en contra, 169;
abstenciones, 147.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas.
Enmiendas del Grupo Parlamentario de Izquierda

Unida-Iniciativa per Catalunya.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 326; a favor, 19; en contra, 179;
abstenciones, 128.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en-
miendas.

Votación del texto del proyecto.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 326; a favor, 174; abstenciones, 152.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el texto
del proyecto.

Votación de las enmiendas y del texto relativo al pro-
yecto de ley de modificación del régimen de cesión de
tributos del Estado a la Comunidad Autónoma de Ma-
drid.

Enmiendas del Grupo Parlamentario Federal de Iz-
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 326; a favor, 20; en contra, 174;
abstenciones, 132.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas.
Votación del texto del proyecto.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 327; a favor, 177; abstenciones,
150.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el texto
del proyecto.

Votaciones relativas al proyecto de ley de modifica-
ción del régimen de cesión de tributos del Estado a la
Comunidad Autónoma de Murcia.

Enmiendas de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata-
lunya.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 326; a favor, 21; en contra, 172;
abstenciones, 133.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en-
miendas.

Votación del texto del proyecto.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 327; a favor, 177; en contra, dos;
abstenciones, 148.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el texto
del proyecto.

Votaciones relativas al proyecto de ley de modifica-
ción del régimen de cesión de tributos del Estado a la
Comunidad Autónoma de La Rioja. Enmiendas del
Grupo Parlamentario de Izquierda Unida.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 327; a favor, 21; en contra, 173;
abstenciones, 133.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en-
miendas.

Votación del texto del proyecto.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 326; a favor, 174; en contra, tres;
abstenciones, 149.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el texto
del proyecto.

Votación relativa al proyecto de ley de modificación
del régimen de cesión de tributos del Estado a la Co-
munidad Valenciana y de fijación del alcance y condi-
ciones de dicha cesión.

En primer lugar, votamos las enmiendas del Grupo
Parlamentario Federal de Izquierda Unida-Iniciativa
per Catalunya.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 327; a favor, 18; en contra, 175;
abstenciones 134.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en-
miendas.

Votación del texto del proyecto.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 326; a favor, 176; abstenciones ,
150.
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El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el texto
del proyecto.

Votaciones relativas al dictamen de la Comisión de
investigación sobre tramitación de expedientes en la
Agencia Estatal de la Administración Tributaria.

Votamos, en primer lugar, en tres bloques el voto par-
ticular de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya. Pri-
mera votación sobre la introducción del voto particular.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 327; a favor, 20; en contra, 174;
abstenciones, 133.

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la intro-
ducción del voto particular de Izquierda Unida.

Votación sobre las propuestas de resolución núme-
ros 7 y 8 del Grupo de Izquierda Unida.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 327; a favor, 21; en contra, 300;
abstenciones, seis.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las
propuestas de resolución mencionadas.

Restantes propuestas de resolución del Grupo de Iz-
quierda Unida.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 325; a favor, 148; en contra, 173;
abstenciones, cuatro.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las res-
tantes propuestas de resolución del Grupo de Izquier-
da Unida.

Voto particular del Grupo Socialista. Primera vota-
ción sobre los hechos contenidos en el voto particular.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 327; a favor, 126; en contra, 175;
abstenciones, 26.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazados.
Segunda votación sobre la conclusión número 2 del

voto particular del Grupo Socialista.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 326; a favor, 148, en contra, 173;
abstenciones, cinco.

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada.
Votación sobre la conclusión número 6.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 327, a favor, 130; en contra, 160;
abstenciones, 37.

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada también
la conclusión número 6.

Restantes conclusiones del voto particular del Gru-
po Socialista.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 326; a favor, 129; en contra, 174;
abstenciones, 23.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las res-
tantes conclusiones del voto particular del Grupo So-
cialista.

Votación del dictamen, desglosado a su vez en una
serie de votaciones. La primera, se somete a votación
los antecedentes que recoge el dictamen.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo-
tos emitidos, 327; a favor, 323; abstenciones, cuatro.

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados los an-
tecedentes.

Votación relativa a los hechos.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 327; a favor, 173; en contra, 150;
abstenciones, cuatro.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la rela-
ción de los hechos.

Votación sobre las conclusiones y valoraciones rela-
tivas a los hechos números 8 y 9.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 327; a favor, 322; en contra, dos;
abstenciones, tres.

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las con-
clusiones y valoraciones referidas.

Votación sobre las conclusiones y valoraciones de
los hechos contenidos en el número 7.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 327; a favor, 305; en contra, 19;
abstenciones, tres.

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las con-
clusiones y valoraciones de los hechos contenidos en el
número 7.

Votación sobre las conclusiones y valoraciones de
los hechos contenidos en los números 14 y 16.
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Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 327; a favor, 194; en contra 127;
abstenciones, seis.

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas.
Restantes conclusiones y valoraciones de hechos.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 325; a favor, 175; en contra, 145;
abstenciones, cinco.

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las res-
tantes conclusiones y valoraciones de hechos.

Propuestas de futuro contenidas en el dictamen con
los números 1, 2, 3, 8 y 12.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 327; a favor, 179; en contra, dos;
abstenciones, 146.

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las refe-
ridas propuestas.

Votación sobre las propuestas números 4, 7 y 9.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 325; a favor, 198; en contra, uno;
abstenciones, 126.

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las pro-
puestas.

Votación sobre la propuesta de futuro número 5.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta-
do: votos emitidos, 327; a favor, 307; abstencio-
nes, 20.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la pro-
puesta número 5.

Restantes propuestas de futuro, es decir, la 6, la 10,
la 11, la 13 y la 14.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 327; a favor, 325; abstenciones,
dos.

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las res-
tantes propuestas de futuro.

Señorías, antes de levantar la sesión y con ella el
período de sesiones, quiero desearles el mayor éxito
en sus trabajos durante el período intersesiones y
convocarles en torno al próximo día 17 del próximo
mes de julio, probablemente por la mañana, para un
Pleno extraordinario, que les será comunicado en
tiempo y forma.

Se levanta la sesión.

Eran las seis y veinticinco minutos de la tarde.
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